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Balance general del campo
mexicano 1988-2002
Edmar Salinas Callejas*

El sector agropecuario no ha salido de su virtual estancamiento, generándose
dos frentes de resistencia: por un lado, la insurgencia de las etnias que plantean
añejísimos problemas de marginalidad y segregación; por otro, el de los producto-
res campesinos mestizos y productores privados pequeños y medios, que intentan
relanzar un proyecto alternativo a contrapelo de las tendencias noeomodenizadoras,
impuestas por el proyecto económico basado en el Consenso de Washington des-
de el régimen de Salinas de Gortari.

L as movilizaciones recientes de

productores rurales han llamado la

atención a los pobladores urbanos,

particularmente en la ciudad de Méxi-

co. Con el lema “¡El campo no aguan-

ta más!” miles de productores han

escenificado diferentes manifestacio-

nes de descontento: en ocasiones se

han desnudado, han tomado oficinas

públicas e incluso irrumpieron con

violencia el recinto de la Cámara de

Diputados.

Por otro lado, los voceros guber-

namentales han elogiado la estrategia

económica de México en materia agro-

pecuaria y han hablado del impulso que

ha generado, en el sector agropecua-

rio, la apertura comercial y la moder-

nización del sector agroexportador.

El campo mexicano ha estado vir-

tualmente estancado, la crisis ya es
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añeja, primero se inicia con el estan-

camiento del sector ejidal desde 1966,

cuya función de abastecimiento de ali-

mentos al mercado nacional pierde

dinamismo; después, viene el estanca-

miento productivo, la elevación de

costos y precios relativos de produc-

tores medios y grandes productores

y la desvalorización de los precios in-

ternacionales de los productos prima-

rios, en el curso de la década de los

setentas; el boom petrolero permitió

reinyectar recursos al campo, estimu-

lando el crecimiento del sector agro-

pecuario sin modificar los sistemas

productivos. Con la crisis financiera de

1982, el sector agropecuario volvió a

estancarse y entró en una prolongada

recesión durante el sexenio de Miguel

de la Madrid; en 1988, tuvo una recu-

peración incipiente que se consolidó

en el sexenio de Carlos Salinas de

Gortari, en el contexto de la apertura

comercial, la reactivación de la inver-

sión pública y privada y la moderniza-

ción del sector agroexportador. La

crisis de 1995 afectó nuevamente el

dinamismo del sector agropecuario,

limitando su crecimiento, pero la re-

sultante final ha sido de un crecimien-

to lento y errático hasta, incluso, el

sexenio actual.

No obstante la recuperación in-

cipiente y errática del sector en su

conjunto, el dinamismo ha provenido

principalmente del sector agroexpor-

tador, en tanto que la recuperación del

sector, orientado al mercado nacional,

es insignificante, acompañada de un

proceso de desarticulación del sub-

sistema ejidal y el subsistema minifun-

dista.

En este ensayo, se analiza el im-

pacto que ha tenido la reorientación

estratégica del campo mexicano con

el TLCAN y la desincorporación y

desregulación económicas para impul-

sar el sector dinámico capitalista agro-

pecuario, a la vez que el efecto general

sobre los productores farmer, los pro-
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ductores campesinos y los minifundistas, que conforman

los estratos de productores no beneficiarios de la

neomodernización agropecuaria. Al final, se presenta un

panorama del sector en su conjunto.

El sector agroexportadorEl sector agroexportadorEl sector agroexportadorEl sector agroexportadorEl sector agroexportador

El régimen de Miguel de la Madrid pudo estabilizar las va-

riables macroeconómicas a finales de su sexenio; de hecho,

su último año de gobierno (1988), marcó el inicio de la

recuperación moderada de la economía mexicana, situa-

ción que se consolidó en el sexenio de Salinas de Gortari,

cuando se continuaron las políticas de estabilización y se

profundizó la reforma estructural inspirada en el Consen-

so Washington: desincorporación de empresas públicas,

desregulación económica estatal, anulación de subsidios,

liberalización de precios, racionalización del gasto público,

aperturas comercial y financiera.

El TLCAN generó expectativas para alentar la expan-

sión del sector agroexportador, no obstante las asimetrías

económicas y sociales con la economía norteamericana y

la economía canadiense. Para México, el TLCAN ha venido a

ser un eje estratégico para forzar a la modernización del

sector agropecuario, los productores que reunieron las con-

diciones inmediatas para elevar la productividad, reducir

costos y vender a precios competitivos han sido los bene-

ficiarios de este cambio estructural, alrededor del 5% del

total; los productores que no han sido capaces de hacerlo,

95% del total, están condenados al desplazamiento del

mercado; su producción, a ser sustituida por importacio-

nes de alimentos y materias primas provenientes de sus

socios comerciales.

Es en este sentido que se afirma que la globalización

neomodernizadora de los gobiernos del cambio (Salinas, Zedillo

y Fox) es excluyente, porque arroja al desempleo a los bu-

rócratas desregulados y los técnicos y administrativos

desincorporados, a los pequeños y medianos productores

incapaces de neomodernizarse, hacia el desempleo, el em-

pleo informal, la migración o el tráfico de estupefacientes.

Por otro lado, además de reactivar las exportaciones

mexicanas e impactar el crecimiento del sector en su con-

junto, se planteó como otro objetivo importante disminuir

el déficit de la balanza comercial agropecuaria y contribuir,

de esta forma, a reducir el déficit de la balanza comercial

de México, junto con el estímulo a las exportaciones ma-

nufactureras.

Los objetivos de modernización forzada y de expan-

sión del volumen y el valor de las exportaciones se han

conseguido, no así saldar el déficit en la balanza agropecua-

ria y contribuir a reducirlo en la balanza comercial. Todo lo

Fuente: SAGARPA, Series Estadísticas.
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contrario, la apertura comercial ha permitido un incremento

proporcionalmente mayor de importaciones tanto

agropecuarias como manufactureras, de tal forma que el

desequilibrio de la balanza comercial se ha vuelto a repro-

ducir en el largo plazo, inhibiendo la dinamización del sec-

tor productivo orientado a abastecer al mercado interno,

con la consiguiente disminución de la soberanía alimentaria

como factor estratégico del desarrollo económico y el in-

cremento del desempleo, la ocupación informal y la migra-

ción e mano de obra como ya se mencionó.

Como se puede observar en la Gráfica 1, los años de

déficit (10) son más que los años de superávit (5) y el défi-

cit acumulado resulta mayor que el superávit acumulado

para el periodo indicado en la gráfica. Esto confirma lo an-

tes dicho: la dinamización de las exportaciones e importa-

ciones agropecuarias, el crecimiento más que proporcional

de las importaciones con respecto a las exportaciones y el

comportamiento predominantemente deficitario en la ba-

lanza comercial agropecuaria.

De esta manera, el impacto de la apertura comercial

ha sido parcialmente positivo y esta situación se ha debido

a que México no fue capaz de plantearse una estrategia de

remodernización agropecuaria con los recursos y tiempos

necesarios, para crear mejores condiciones para la extro-

versión económica del campo mexicano, disminuyendo el

costo social de la neomodernización neoliberal globalizan-

te que la reforma económica salinista puso en marcha y

que los sexenios de Zedillo y Fox han continuado más allá

de los colores partidarios que todavía los diferencian.

La Gráfica 2 muestra el peso relativo promedio de los

diferentes productos agrícolas de exportación durante el

periodo 1990-2000, de hecho, el jitomate y las hortalizas

frescas abarcan la mitad de las exportaciones; en segundo

término está el café con la quinta parte del valor y en ter-

cer término las frutas con 12% del valor, los otros bienes

agrícolas suman 18% de las exportaciones.

En la Gráfica 3 se observa la estructura de las impor-

taciones agrícolas promedio, vemos que son granos y

oleaginosas fundamentalmente, el maíz, el sorgo, el frijol, la

soya y el trigo representan 72% de las importaciones, casi

las tres cuartas partes para el periodo 1990-2000; estos

productos han sido generados tradicionalmente por los

productores pequeños y medios ejidales y privados que

han detentado 65% de la superficie de labor y representan

29% de los productores rurales. Ante la incapacidad de

remodernizar su agricultura y la mayor competitividad de

los productores norteamericanos, lejos de recuperar una

senda de expansión, se ven obligados a desplazarse del

mercado, de manera que la tendencia a importar granos

básicos se refuerza y la demanda interna obliga a desplazar

su abastecimiento hacia el mercado internacional,

dificultándose más la recuperación de este subsector pro-

ductivo.
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“Para México, el TLCAN implica un cambio en el patrón

de cultivos ya que 71% de la superficie agrícola se dedica a

la producción de granos y oleaginosas, sin ventajas compa-

rativas en términos generales respecto a Estados Unidos y

Canadá, mientras que, en el caso de las frutas y hortalizas,
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mantenemos ciertos niveles de competencia, esto bajo el

supuesto de aprovechar oportunidades del comercio interna-

cional mediante la especialización de los productos con venta-

jas comparativas, que no se ha cumplido; en cambio, la pro-

ducción nacional de productos básicos se ha descapitalizado

sistemáticamente dada su desprotección frente a las im-

portaciones y su falta de políticas compensatorias y/o de

fomento por lo cual los negociadores mexicanos del TLCAN

sacrificaron –literalmente– la mayor parte de la produc-

ción mexicana a cambio del acceso a mercados para un

segmento de la producción nacional que también enfrenta

problemas y restricciones”.

“El TLCAN, al reducir la protección de los granos y

oleaginosas, debilitó aun más la competitividad de la agri-

cultura mexicana. México pasó a absorber el 6.7% y 5.7%

de las exportaciones de granos y oleaginosas respectiva-

mente de Estados Unidos, en 1990, a 11.7% y 12.2% en

1998. Estados Unidos es oferente clave de cereales a Méxi-

co y, en 1998, absorbió el 90% del mercado mexicano”1.

El subsistema campesinoEl subsistema campesinoEl subsistema campesinoEl subsistema campesinoEl subsistema campesino

Cuentan los que saben que, cuando Carlos Salinas de

Gortari hacía los preparativos para enviar la iniciativa de

ley al Congreso de la Unión, le pregunto a uno de sus ase-

sores agrarios, el conocido exmilitante comunista Ramón

Danzós Palomino, ex preso político y luchador social por

décadas como lider campesino, si estaba de acuerdo con la

reforma al artículo 27 constitucional en materia agraria,

con la esperanza de tener un argumento político y moral

que esgrimir, el viejo comunista le respondió seca y tajan-

temente: “no, señor presidente, no estoy de acuerdo”. De

esta forma el presidente envió su iniciativa de ley sin el aval

más moral que político de este luchador social.

El no de Danzós ponía sobre la mesa un aspecto toral

de la reforma agraria mexicana: la sobrevivencia del ejido y,

con este hecho, el fin de una época, la del proyecto del

Estado Nacional Revolucionario surgido de la revolución

mexicana. Por un lado, revelaba el fracaso de la reforma

agraria mexicana de convertir a la institución ejidal en una

alternativa de desarrollo agropecuario sólida, por otro lado

la incapacidad del movimiento campesino de defender so-

cial y políticamente esta institución. Desde el reparto agra-

rio de Lucio Blanco en Tamaulipas, en 1913, hasta la

aprobación de la reforma al agro en 1992 habían transcu-

rrido casi ochenta años y se cerraba toda una época de las

luchas agrarias mexicanas.

Si bien es cierto que la iniciativa de ley no ponía en

tela de juicio al ejido al permitir la enajenación de las tie-

rras de labor, su núcleo central ha quedado a merced de

compradores de tierra y el ejido como tal pierde su senti-

do, esta situación se facilitaría por las condiciones econó-

micas y tecnológicas precarias de muchos ejidos, por la

cultura política del propio campesinado y por las prácticas

clientelares de sus líderes. El ejido había cumplido su fun-

ción de abastecer de alimentos baratos durante el proce-

so de industrialización y de pacificar al campo, ahora la

remodernización económica reclamaba para el mercado

50% de la superficie de labor en manos campesinas. Sin

pretenderlo, el presidente hizo que el recuerdo de Zapata

volviera a cabalgar: dos años después su fantasma se incor-

poró en la insurrección campesina de Chiapas.

En relación con la reforma del artículo 27 constitucio-

nal en materia agraria, el gobierno de Salinas plantea un

aspecto importante: legalizar los predios agrícolas para re-

gular la propiedad y asegurar el patrimonio de los propios

campesinos. La razón de privatizar las tierras de labor fue

con el argumento de atraer la inversión privada al campo

ya que en la situación de inenajenabilidad la tierra no podía

ser garantía de crédito; sin embargo, el carácter de inenaje-

nabilidad que los constituyentes le dieron al ejido fue para

evitar un nuevo proceso de reconcentración de tierras y

es en este sentido que el espíritu de la ley agraria ejidal fue

trastocado. Este es el punto de discusión.

En la perspectiva del desarrollo económico, los regí-

menes políticos del Estado nacional revolucionario y su

élite política no quisieron ni supieron generar un proyecto

que pudiera convertir a la institución ejidal en una alterna-

tiva de desarrollo económico y bienestar social. El interés

de la élite se centró en facilitar la acumulación urbano in-

dustrial y mantener la dominación política. En este sentido

el sistema ejidal sirvió para reproducir un régimen de pro-

ducción ineficiente que alimentó su propio circulo vicioso

de pobreza y, en esta situación, trastocar su carácter de

inenajenabilidad condena al ejido a su desmembramiento.

Esta situación sería diferente si el ejido hubiera generado

un círculo virtuoso de riqueza donde la privatización de

las tierras de labor a posteriori tuviera otro sentido y otro

resultado.

A la vez, el objetivo ideológico, político y social del

ejido generó una mentalidad subalterna del campesinado

por su función de legitimación y estabilización política del

sistema, de manera que propició un perfil de oportunismo

1 Impacto del TLCAN en el sector agroalimentario Comisión de Agricultu-

ra, Cámara de Diputados LVII legislatura, pp. 11-12. 1999.
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clientelar en sus líderes agrarios y de subordinación políti-

ca e ideológica en el conjunto de la masa campesina, no

como tendencia exclusiva pero sí dominante, inhibiendo

su propia iniciativa creadora y generadora de acumulación

de riqueza en su propio beneficio.

Las críticas a la forma de funcionar del ejido, a sus limi-

taciones para convertirse en una alternativa de desarrollo,

a la cultura política dominante en el agro, a la corrupción

de los líderes agrarios, a los límites de la frontera agrícola, a

la depredación de recursos forestales para ampliar las tie-

rras de labor y pastizaje, no dejan de tener peso. Pero tam-

poco puede soslayarse la improvisación, la falta de análisis, el

desconocimiento del proceso histórico, el peso de mitos y

prejuicios y la pobreza absoluta de las zonas rurales para

finiquitar de un plumazo un ciclo de luchas agrarias.

Los cambios en la política financiera y comercial al agro

por las exigencias de las crisis económicas recurrentes y

las limitaciones financieras del gobierno, modificaron radi-

calmente la visión sobre el sector agropecuario de la élite

política, pero la resistencia social y el fantasma zapatista en

ancas de la insurrección de las etnias ha obligado reasignar

recursos limitados al subsistema campesino, hecho que ha

permitido una recuperación pequeña en la producción de

granos básicos en el curso de este sexenio.

En la Gráfica 4, se observa un descenso sostenido en

el volumen de producción de granos básicos durante la

década de los noventas al final del periodo graficado se

nota una pequeña recuperación. Los rangos del producto

son de 20 a 25 millones de toneladas en toda la serie esta-

dística, con excepción de 1990 y 1992 que se sitúan por

arriba de los 25 millones de toneladas. El subsistema cam-

pesino y parte de la agricultura farmer de los productores

transicionales se ha orientado al cultivo de estos produc-

tos, de manera que la gráfica refleja, como tendencia en el

periodo observado, una pérdida de cinco millones de to-

neladas de granos que, en condiciones de incremento de-

mográfico e incremento de la demanda interna, obligan a

complementar su abasto en el mercado internacional.

La superficie cosechada, por su parte, se ha reducido

en el periodo observado, con una lenta recuperación al

final. El rendimiento físico por hectárea está virtualmente

estancado y, de esta manera, se confirma lo que se ha veni-

do sosteniendo: el subsector de granos básicos inmerso

en el subsistema campesino ha sido afectado adversamente

por las reformas estructurales y la política agrícola.

Este segmento de productores pequeños, ejidales y

privados, y productores medios, conforman la fuerza mo-

triz de las movilizaciones de productores, primero ante el
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problema de la cartera vencida en el sexenio de Zedillo,

después ante la disminución de créditos de la banca de

desarrollo y, finalmente, ante la competencia desleal de Es-

tados Unidos y la inminente apertura del mercado nacio-

nal a la importación de granos básicos. La última movilización

realizada al finalizar el año 2003 ha dado como resultado el

Acuerdo Nacional para el Campo, negociado entre las or-

ganizaciones campesinas y el actual gobierno de Vicente

Fox. El punto a negociar fue una prórroga para abrir la

frontera a la importación libre de granos básicos hasta 2008

y no hubo acuerdo en términos de revisar el TLCAN. El

acuerdo, lejos de proponer la formulación de una estrate-

gia alternativa de modernización y desarrollo agropecua-

rio, solamente prorroga los tiempos para abrir las fronteras

a la libre importación de maíz y frijol2.

El subsistema minifundistaEl subsistema minifundistaEl subsistema minifundistaEl subsistema minifundistaEl subsistema minifundista

En el fondo del tejido social, en la región del inframundo de

la miseria, puesta de moda en discursos oficiales, progra-

mas televisivos y en obras musicales, se encuentran los

minifundistas, mestizos e indígenas, privados y comunales.

Hoy ya nadie se espanta de este drama social, como anta-

ño, cuando Luis Buñuel realizó Los Olvidados u Oscar Lewis

publicó los Hijos de Sánchez y Ricardo Pozas escribiera

Juan Pérez Jolote: los dos primeros narraron en cine y lite-

ratura el ambiente de la pobreza urbana, el último dibujó el

contexto de la miseria indígena. En aquella época, las bue-

nas conciencias de la entonces región más transparente del

aire pusieron el grito en el cielo ante tales escenarios, por-

que la pobreza se le toleraba idílicamente en la humildad

2 Se ha elaborado la Ley del Desarrollo Rural Sustentable y se tiene la

posibilidad de emplear las salvaguardas del TLCAN; sin embargo, no hay un

planteamiento estratégico de reorganización y modernización producti-

va y de recursos financieros adecuados para impulsar esta transforma-

ción, no solamente orientada a la agricultura o a la ganadería sino a una

explotación racional de los recursos forestales y pesqueros, a una

agroindustrialización básica y a una reutilización de las zonas áridas.
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indígena de Tizoc o en la simpática sencillez de Pepe el

Toro, interpretados por el popular actor y cantante Pedro

Infante.

El minifundista es el pobre rural medio campesino y

medio jornalero que conjuga la producción limitada de

autoconsumo en sus 2 hectáreas promedio con el salario

de las fincas agropecuarias nacionales o de los cultivos

agroempresariales del sur de Estados Unidos, pero que

también es albañil, servidumbre doméstica, obrero esta-
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cional, cuidador de coches, cargador o migrante desem-

pleado en los cinturones de miseria urbanos.

En la estadística, representa 55% de los productores

con 10% de la tierra de labor, por regla cultiva granos bási-

cos y por excepción algún producto comercial como café,

cacao, caña de azúcar o algún frutal para incrementar un

poco sus magros ingresos.

En este ambiente, se encuentran con tenues límites el

mundo mestizo y el mundo indígena, son lo uno y lo otro a

veces, en el campo recuerdan su lengua, sus costumbres, su

cosmogonía, en la ciudad se ven obligados a hablar castilla y,

hasta hace poco, se apenaban de su identidad. La moviliza-

ción social iniciada hace más de una década en Yucatán y

relanzada por la rebelión chiapaneca les ha hecho recobrar

el orgullo perdido, como corriente freática, pueblos en vilo

del México profundo que se ha vuelto a echar a andar.

La globalización neoliberal también los ha afectado, les

ha modificado el mercado de trabajo regional y nacional,

ante el desempleo masivo que surge del nuevo modelo

neomodernizador, terminan por correr la aventura de cru-

zar la frontera para obtener un ingreso que no encuentran

ya en este país. No compiten con productores extranjeros

porque viven del trabajo familiar para el autoconsumo es-

tacional, lo complementaban con el jornal de la localidad o

la región, no es que no se aventuran a sembrar estuperfa-

cientes tienen emigrar a otras regiones o a otros países.

Heredaron la limitada parcela de sus padres quienes, a

su vez, la recibieron directamente de algún reparto agrario

tardío o de los abuelos beneficiarios de la añeja reforma agra-

ria. Sin querer ni saberlo, configuraron, en el curso del siglo

XX, un vasto tejido social para reproducir su pobreza como

campesinos y jornaleros mal pagados. El minifundio les dio

la posibilidad de reproducir su infrasubsistencia y les resti-

tuyó la precaria esperanza de no morirse de hambre.

Si los productores pequeños y medios, campesinos y

empresariales, ejidales y privados “no aguantan más”, los

minifundistas que han aguantado el fondo de la miseria ya

tampoco lo pueden aguantar. Si el modelo económico fuera

más consistente y la élite norteamericana tuviera algo de

conciencia y compasión, a la vez que la élite mexicana fuera

menos ignorante y voraz, verían la utilidad de plantear desde

un principio un acuerdo migratorio y o una política de em-

pleo masivo a escala nacional, como mecanismos compen-

satorios a los costos de los ajustes estructurales, no con

fines de corto plazo y electoreros, sino como astucia políti-

ca y social para la legitimación y la dominación política.

Quedará a los azares de la historia si para establecer

mecanismos compensatorios más eficientes que las políti-

cas contra la pobreza extrema se requiera del recurso de

rebeliones sociales y presiones políticas. Esta será la tónica

de los próximos años: la rebelión social como límite y me-

canismo compensatorio del ajuste estructural.

La evolución del sector agropecuarioLa evolución del sector agropecuarioLa evolución del sector agropecuarioLa evolución del sector agropecuarioLa evolución del sector agropecuario
en su conjuntoen su conjuntoen su conjuntoen su conjuntoen su conjunto

Tres grandes tendencias dominan el sector agropecuario

mexicano en esta transición neomodernizadora: la primer

tendencia es la económicamente dominante, la diversifica-

ción de las exportaciones agrícolas hortícolas y frutícolas

como pivote del crecimiento del sector con la importa-

ción creciente de granos básicos y alimentos agroindus-

trializados; el estancamiento de la producción de granos

básicos y otros productos alimentarios y forrajeros con la

lenta descomposición del sistema campesino; la desarticu-

lación del subsistema minifundista a los mercados regiona-

les y nacionales de trabajo y su articulación al mercado

internacional laboral.

De esta forma, la situación del campo, siempre con-

trastante, se vuelve contradictoria: el fortalecimiento de la

vía corporativa del desarrollo agropecuario y el debilita-

miento de la ya de por sí maltrecha vía campesina, en me-

dio, sin haber sido del todo abatida queda la vía farmer de

los productores transicioanales3.

La Gráfica 6 es elocuente: el comportamiento del PIB

agropecuario ha sido errático, describe tres periodos, el

primero de 1988 a 1993 de ascenso no obstante la caída

de 1992, después desciende en 1995 y vuelve a ascender de

1966 a 1988, para mantenerse virtualmente estancado al

final del periodo. Esta resultante se debe a que se contra-

rrestan la tendencia dinamizadora de las exportaciones con

el estancamiento relativo del producto destinado al mer-

cado interno.

La anunciada neomodernización al agro ha traído re-

sultados contradictorios y parciales, ya que ha reducido la

dinamización económica al sector corporativo ligado al

sector exportador, dejando de lado la posibilidad de

reinsertar en el proceso a la mayoría de los productores,

deparándoles una situación de estancamiento y desarticu-

lación productiva y comercial y sustituyendo su produc-

ción por importaciones provenientes principalmente de

Estados Unidos.

3 Los grandes productores comprenden alrededor de 3% del total, los

productores transicionales son productores medios que representan 12%

del universo referido, los productores campesinos medios y pequeños

son 29% y los minifundistas 56% de acuerdo a la clasificación de CEPAL.
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En la gráfica anterior se pueden comparar los ritmos

de crecimiento del sector agropecuario en diferentes pe-

riodos. En 1960-1970 promedió 3.7% de crecimiento anual

en pleno desarrollo industrial bajo la estrategia del desa-

rrollo estabilizador que encauzó el periodo de sustitución

de importaciones complejo. En 1970-1982, el impacto del

auge petrolero dio lugar a que su tasa de crecimiento pro-

medio se elevara a 4.2% anual, no obstante su pérdida de

dinamismo entre 1970 y 1976 (2%). El periodo de estan-

camiento aparece en el sexenio de Miguel de la Madrid

(1982-1988): como resultado de las políticas de ajuste y

estabilización de la economía, apenas promedia 0.5% anual.

Finalmente, en el periodo de 1988-2000, durante los

sexenios de Salinas y Zedillo, el sector agropecuario alcan-

za una leve recuperación que apenas es de 1.7% anual, tasa

de crecimiento que lo ubica técnicamente en el rango de
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recesión económica todavía. A partir de 2001, la tasa de

crecimiento se acerca a 2% anual, en la frontera de superar

el estancamiento económico.

mercial y la reorientación de la política económica hacia el

sector, ha conllevado la reproducción del déficit recurren-

te en la balanza comercial agropecuaria al soslayar la mo-

En la gráfica anterior, se puede observar el comporta-

miento del crédito; primero hay un periodo de recuperación

en el curso del sexenio de Salinas de Gortari, después viene

un periodo de descenso en el gobierno de Ernesto Zedillo, en

el contexto de la crisis financiera de 1995 y sus secuelas; final-

mente, hay una recuperación en el actual gobierno de Vicente

Fox. El comportamiento del crédito afecta al comportamien-

to del producto, el PIB agrícola se recupera en el sexenio de

Salinas (2.5%), se vuelve a estancar en el sexenio de Zedillo

(1.5%) y vuelve a recuperarse en el sexenio de Fox (2%). De

todas formas, la tasa promedio es baja en los tres sexenios, ya

que cifra 2% en todo el periodo.

ConclusionesConclusionesConclusionesConclusionesConclusiones

• La neomodernización del campo mexicano ha sido limi-

tada y su impacto apenas ha incentivado una ligera recupe-

ración del crecimiento del PIB sectorial, alrededor de 2%

anual para el periodo 1988-2002.

• El elemento dinamizador es el sector agroexporta-

dor que, si bien se ha visto estimulado por la apertura co-

dernización del subsector de bienes orientados al merca-

do nacional.

• El comportamiento del crédito ha sido reducirse en

términos reales para todo el periodo con un pequeño

repunte en el sexenio actual.

• Se han generado tres tendencias básicas: el fortaleci-

miento de la vía corporativa articulada a las agroexporta-

ciones, el estancamiento del sector farmer transicional y

del sector campesino y la desarticulación del sector mini-

fundista a los mercados regionales y nacionales de trabajo,

así como su rearticulación al mercado laboral internacional.

• En este contexto, el sector agropecuario no ha sali-

do de su virtual estancamiento en su conjunto, generándo-

se dos frentes de resistencia; por un lado, la insurgencia de

las etnias que plantean añejísimos problemas de marginali-

dad y segregación; por otro, el de los productores campe-

sinos mestizos y productores privados pequeños y medios,

que intentan relanzar un proyecto alternativo a contrape-

lo de las tendencias noeomodenizadoras, impuestas por el

proyecto económico basado en el Consenso de Washing-

ton desde el régimen de Salinas de Gortari.

Fuente: Informes de Gobierno.
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Ajuste estructural y TLCAN: efectos
en la agricultura mexicana y

reflexiones sobre el ALCA

José Luis Calva*

Los resultados del “ajuste estructural” y del TLCAN en la agricultura mexicana
deberían conducir a una amplia reflexión acerca de nuestra estrategia económica y
nuestro estilo de inserción en la globalización, no sólo en México, sino también en
los demás países de América Latina que han caído en la telaraña de las “reformas
estructurales” preconizadas por el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mun-
dial. Esta reflexión es particularmente relevante por la presión que está ejerciendo
Estados Unidos sobre los países de América Latina para extender el TLCAN a todo el
continente bajo el nombre de Área de Libre Comercio de las Américas.

Al cumplirse el décimo año de

operación del Tratado de Libre Co-

mercio de América del Norte, presen-

tado por sus promotores como la vía

del crecimiento económico sosteni-

do y del pasaje de México al primer

mundo, tanto el crecimiento sosteni-

do como el camino de acceso al se-

lecto grupo de países de alto ingreso,

brillan por su ausencia.

De hecho, el desempeño agrega-

do de la economía mexicana bajo el

TLCAN se encuentra por debajo del

observado durante el vilipendiado mo-

delo económico precedente al neoli-

beral: en el periodo 1994-2002 (de

operación del TLCAN), la tasa media

de crecimiento del PIB fue de 2.8%

anual, mientras que en el periodo

1935-1982 (del modelo económico

precedente al neoliberal), la tasa me-

dia de crecimiento del PIB fue de 6.1%

anual; la inversión fija bruta apenas

creció a una tasa del 3.3% anual du-

rante el periodo 1994-2002, contra

una tasa de 8.5% anual en el periodo

1935-19821.

Ciertamente, el pobre desempe-

ño de la economía mexicana no sólo

es atribuible  al TLCAB, sino también al

modelo económico neoliberal perse-

verantemente aplicado en México

durante las dos últimas décadas. Más

aun, la adhesión de México al área de

libre comercio de América del Norte

–previamente conformada por Esta-

dos Unidos y Canadá– se realizó pre-

cisamente como una especie de fase

superior de este modelo económico,

* Investigador titular y coordinador, Cen-

tro de Análisis Macroeconómicos Prospectivos

y de Coyuntura, Instituto de Investigaciones

Económicas, UNAM.

1 Para tasas medias de crecimiento del PIB y

la inversión fija bruta, con base en Banco de

México, Indicadores económicos. Acervo histórico,

e INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México.

Para un análisis más amplio, véase Calva José

Luis, México más allá del neoliberalismo. Opciones

dentro del cambio global, México, Plaza y Janés,

2001.

apegado al decálogo de “reformas es-

tructurales” y “disciplinas macroeco-

nómicas” recomendadas por los or-

ganismos financieros internacionales

al mundo en desarrollo, que John

Williamson sintetizó en el consenso

de Washington2.

Se esperaba que este decálogo de

políticas económicas (que compren-

de la liberalización del comercio, de

los mercados financieros y de la in-

versión extranjera), la orientación de

la economía hacia los mercados ex-

ternos, la privatización de las empre-

sas públicas, la desregulación de las

actividades económicas, la estricta dis-

ciplina fiscal, id est, el equilibrio ingre-

so/gasto público a ultranza, que cancela

el papel activo de la política fiscal para

regular el ciclo económico, la erradi-

cación de los desequilibrios fiscales

previos mediante la reducción de la in-

2 Véase Williamson, John, The progress of policy

reform in Latin America, Institute for International

economics, Washington, D.C., 1990.
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versión y el gasto públicos, una reforma fiscal que reduzca las

tasas marginales a los ingresos mayores, ampliando la base

de contribuyentes y un adecuado marco legislativo e insti-

tucional para resguardar los derechos de propiedad3 con-

duciría a nuestro país hacia un mundo maravilloso de

elevadas tasas de crecimiento económico y más altos nive-

les de bienestar.

Sin embargo, después de dos décadas de experimenta-

ción del consenso de Washington en México, el producto

interno bruto por habitante en 2002 fue apenas 7.3% ma-

yor que en 1982, al crecer a una tasa media del 0.35%

anual; la inversión fija bruta percápita fue apenas 0.2% ma-

yor que en 1982, al crecer a una tasa del 0.04% anual; los

salarios mínimos perdieron el 69.6% de su poder adquisiti-

vo y más de veinte millones de mexicanos fueron precipi-

tados a las huestes de la pobreza y la indigencia. En suma:

dos décadas perdidas para el desarrollo y una regresión de

más de cuatro décadas pen los niveles de bienestar social4.

Resultados del ajuste estructuralResultados del ajuste estructuralResultados del ajuste estructuralResultados del ajuste estructuralResultados del ajuste estructural
y del y del y del y del y del TLCANTLCANTLCANTLCANTLCAN en el campo mexicano en el campo mexicano en el campo mexicano en el campo mexicano en el campo mexicano

En el campo, los programas neoliberales de ajuste estructural,

perseverantemente aplicados en México desde 1982 hasta

el presente, comprendieron un proceso de liberalización del

sector agropecuario, cuyas vertientes principales fueron: 1)

la severa reducción de la participación del Estado en la pro-

moción del desarrollo económico sectorial; 2) la apertura

comercial unilateral y abrupta que –realizada a marchas for-

zadas a partir de 1984– fue amarrada mediante la inclusión

completa del sector agropecuario en el Tratado de Libre

Comercio de América del Norte; 3) la reforma de la legis-

lación agraria que suprimió el carácter inalienable,

inembargable e imprescriptible de la propiedad campesina

ejidal y comunal, instituido por la Revolución mexicana,

abriendo múltiples vías para el comercio de tierras y la

concentración agraria en grandes unidades de producción5.

Los promotores y ejecutores de la reforma suponían

que este programa liberalizador –que dejaba a los agentes

privados y a las fuerzas espontáneas del mercado la libre

asignación de los factores productivos– conduciría al in-

cremento de las inversiones de capital en la agricultura, a la

elevación de la eficiencia y al desarrollo de la producción

de alimentos y materias primas agropecuarias6.

Sin embargo, los resultados del experimento neolibe-

ral han sido muy diferentes de los proyectados. En valor

percápita, el producto interno bruto (PIB) agropecuario y

forestal en el trienio 2000-2002 resultó 1.5% menor que

en el trienio previo al TLVCAN (1991-1993) y 13.15% infe-

rior al observado durante el trienio previo al experimento

neoliberal (1980-1982). En kilogramos percápita, la pro-

ducción de los ocho principales granos en 2000-2002 re-

sultó 4.3% menor que en 1991-93 y 14.9% inferior que la

obtenida en 1980-82; la producción percápita de carnes

rojas en 2000-02 fue apenas 3.7% mayor que la obtenida

en 1991-93 y 30.9% menor que la de 1980-82; y la produc-

ción forestal maderable en decímetros cúbicos percápita

resultó 2.6% y 38.24% inferior, respectivamente7.

Como contraparte –no obstante la reducción del con-

sumo alimentario de los mexicanos que cayeron en la po-

breza y en la pobreza extrema– las importaciones de

alimentos se dispararon de 2,755.7 millones de dólares

anuales durante el trienio 1980-82 a 5,562.1 MDD anuales

en 1991-93 y a 10,870.8 MDD por año durante el trienio

2000-20028.

3 Ibid.
4 Para PIB e inversión véanse fuentes de nota 1. Para población serie

construida, con base en DGE e INEGI, Censos Generales de Población y Vivien-

da y Consejo Nacional de Población, Estimaciones y Proyecciones de Pobla-

ción. Para salarios mínimos e índice de precios de la canasta básica, INEGI,

Estadísticas Históricas de México 1994; Comisión Nacional de Salarios Mí-

nimos Salarios mínimos, y Banco de México, Indicadores Económicos. Para

pobreza, véase Boltvinik Julio, “La insatisfacción de las necesidades esen-

ciales en México”, en Calva J. L. (coord..), Distribución del ingreso y políticas

sociales, México, Juan Pablos Editor 1995, y J. Boltvinik y Araceli Damián, La

pobreza ignorada. Evolución y características, Mimeo, México, 2002.
5 Véase Rubio Blanca, “La política agropecuaria neoliberal y la crisis

alimentaria”, en José Luis Calva (coord.), El campo mexicano: ajuste neolibe-

ral y alternativas, México, Juan Pablos-CIESTAAM, UACH-UNTA, 1997; Carton

de Grammont Hubert, “Política neoliberal, estructura productiva y orga-

nización social de los productores: una visión de conjunto”, en Antonio

Yunez-Naude (comp.), Los pequeños productores rurales en México: las refor-

mas y las opciones, México, El Colegio de México, 2000 y J.L. Calva, “El

modelo de desarrollo agropecuario impulsado mediante la Ley Agraria y

el TLC”, en Calva J.L. (coord.), Alternativas para el campo mexicano, México,

PUAL-UNAM-Friedrich Ebert Stiffung-Fontamara, 1993.
6 Véase Téllez Kuenzler, Luis, La modernización del sector agropecuario y

forestal, México, FCE, 1994; y SARH, El sector agropecuario en las negociaciones

del TLC, México, 1992.
7 Con base en, para PIB, INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México

Base 1980 y Base 1993 con ensambe en 1988; para granos, carnes y

maderables SARH-SAGAR. Boletín mensual de información básica del sector

agropecuario y forestal, varios números; SAGAR, Centro de Estadística

Agropecuaria, Página electrónica; EZOL, Quinto Informe de Gobierno. Anexo Es-

tadístico 1999; y Fox Q. Vicente Primero, Segundo y Tercer Informes de Gobier-

no. Anexos Estadísticos 2001, 2002 y 2003. Para población, Consejo

Nacional de Población, Series históricas de población y Proyecciones de pobla-

ción 2000-2050.
8 Con base en INEGI, Estadísticas de comercio exterior, varios años; SAGAR,

Boletín mensual de información básica del sector agropecuario y forestal; varios

números; e INEGI, “Sector Externo” en Banco de información económica.

Página electrónica.
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Los principios e instrumentos esenciales de la refor-

ma neoliberal de la política agrícola debían necesariamen-

te desembocar en ese resultado.

E n primer lugar, la apertura comercial unilateral y abrup-

ta, que de manera recurrente se ha combinado con una

política de peso fuerte que utiliza el tipo de cambio como

ancla antinflacionaria y desemboca en sobrevaluaciones cre-

cientes de nuestra moneda (fenómeno que se observó

durante el sexenio 1989-1994 y nuevamente en los años

1997-2003) ha provocado –paralela a la supresión del sis-

tema de precios de garantía o soporte– un abrupto des-

censo de los precios reales de los productos agropecuarios

en los que México tiene notorias desventajas competitivas

(los cuales pasaron a regirse por los precios internaciona-

les). En el trienio 1980-1982, los cultivadores de maíz (su-

mando al precio de venta el subsidio del Procampo

equivalente por tonelada, instituido en 1993 como un ins-

trumento para compensar el deterioro de precios deriva-

do de la liberalización comercial en el TLCAN) perdieron el

36.9% del poder adquisitivo de su grano respecto al trie-

nio previo al TLCAN (1991-93) y el 48.1% respecto al trie-

nio previo al experimento neoliberal (utilizando como

deflactor de los precios agrícolas, el índice nacional de pre-

cios al consumidor, INPC). Los agricultores trigueros per-

dieron el 34.5% y el 49.9% del poder adquisitivo de su

grano, respectivamente, y los productores de soya perdie-

ron el 18% y el 58.2%, de su poder de compra. Pero, en

términos de rentabilidad, la pérdida fue todavía mayor:

deflactados con el índice de precios de las materias primas

de la actividad agrícola (IPMPAA: fertilizantes, combustibles,

etc.), los precios reales de los granos se deterioraron 34.4%

respecto a 1991-93 y 56.2% respecto a 1980-82, en el caso

del maíz; en el del trigo, la pérdida fue de 29.3% y 56%,

respectivamente y, en el de la soya, el deterioro del precio

real fue de 14.9% y 64.8%9.

A los efectos adversos del desplome de los términos

de intercambio del sector agropecuario, se sumó el abrupto

repliegue del Estado en sus demás acciones de fomento ru-

ral. A contracorriente de lo ocurrido en países con secto-

res agropecuarios vigorosos (Estados Unidos, Unión

Europea, etc.), que reforzaron su intervencionismo guber-

namental en el campo (llegando hasta la guerra de guerri-

llas de los subsidios), en México se produjo una precipita-

da supresión o reducción de los programas de fomento

sectorial, bajo la noción neoliberal de que los agentes pri-

vados, actuando en mercados desregulados –y sin

distorsiones derivadas de programas sectoriales–, logran

la óptima asignación de los recursos productivos.

De esta manera, la inversión pública en fomento rural

disminuyó 73.6% entre el trienio previo al TLCAN (1991-

93) y el trienio 2000-2002, presentando una disminución

acumulada de 94.6% respecto al trienio previo al experi-

mento neoliberal, lo que afectó la necesaria expansión de

la infraestructura (v.gr. la superficie anual abierta al cultivo

irrigado disminuyó de 115.567.7 miles de hectáreas anua-

les entre 1980-82, a 28,218.3 miles de hectáreas anuales

en 1991-93 y a 9,133.3 miles de hectáreas por año en 2000-

2002)10.  Además, el gasto público global en fomento rural,

ejercido entre 2000-2002, resultó 19.2% inferior al ejerci-

do en 1991-93 y 74.2% inferior al ejercido en 1980-82 (o

bien, si descontamos, como debe hacerse para que las ci-

fras sean comparables, la bolsa del Procampo, que fue dise-

ñada para compensar parcialmente el deterioro de los

precios reales de los granos causado por la incorporación

de México al TLCAN, la caída del gasto público en fomento

rural fue del 49.2% y 83.7%, respectivamente)11, afectan-

do partidas estratégicas de investigación, extensionismo,

sanidad vegetal, etcétera, y cancelando apoyos específi-

cos, como ocurrió con la supresión de importantes pro-

gramas, como el de maquinaria agrícola.

Simultáneamente, una severa escasez del capital de tra-

bajo disponible en forma de crédito agrícola se produjo en

el sector agropecuario. Por una parte, la banca nacional de

desarrollo disminuyó (en saldos a diciembre, a precios cons-

tantes de 1994) sus créditos agropecuarios de 18,643 mi-

llones de nuevos pesos (MDP) por año durante el trienio

1980-82, a 9,338.1 MDP anuales en 1991-93, y a 4,125.5

MDP por año durante el trienio 2000-2002, afectando seve-

ramente a los campesinos más necesitados: el área habili-

tada por Banrural se redujo de 6.6 millones de hectáreas

por año en 1980-82 a sólo 1.2% millones de hectáreas por

año en 1991-93, ascendiendo apenas a 1.9 millones de hec-

táreas por año en el 2000-2002. Por otra parte, los crédi-

tos agropecuarios concedidos por la banca comercial

cayeron abruptamente de 15,783.7 MDP anuales en el trie-
9 Con base en Banco de México, Indicadores económicos. Carpeta men-

sual y Página electrónica. CSG, Sexto Informe de Gobierno. Anexo Estadístico,

México, 1994; SAGAR, Boletín mensual de información básica del sector

agropecuario y forestal, varios números hasta diciembre de 1997; SAGAR,

Centro de Estadística Agropecuaria, Página electrónica; y VFQ, Primero, Se-

gundo y Tercer Informes de Gobierno. Anexos Estadísticos, 2001, 2002 y 2003,

México 2001, 2002 y 2003.

10 Fox Quezada, Vicente, Tercer informe de gobierno. Anexo estadístico,

México, 2003.
11 Con base en las fuentes citadas en la nota 5.
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nio 1980-1982 a 7,773.9 MDP anuales en 1986-1988 y, aun-

que registraron entre 1988 y 1994 un significativo creci-

miento (alcanzando los 27,280.4 MDP anuales en el trienio

1991-1993), volvieron a disminuir hasta 9,095.4 MDP anua-

les durante 2000-200212. De hecho, su fugaz crecimiento

no reflejó una situación de bonanza rural, sino más bien el

incremento del grado de apalancamiento financiero del

sector agropecuario privado (a causa de la severa disminu-

ción del capital de trabajo propio, provocada por la caída

de la rentabilidad agropecuaria), así como la acumulación

de carteras vencidas y de adeudos impagos de agricultores

que refinanciaron repetidamente sus vencimientos sin caer

técnicamente en cartera vencida. En conjunto, el crédito

canalizado al sector agropecuario por el sistema bancario

(comercial y de desarrollo) cayó de $34,427.58 millones

de pesos, en promedio anual, durante el trienio 1980-1982

a 13,220.9 MDP anuales en 2000-2002 (a precios de 1994

en ambos casos). Para colmo, las carteras vencidas –aun

después de sucesivos programas de quitas y condonacio-

nes– representaron en 2000-2002 el 47.8% de la cartera

crediticia total ($6,085.4 millones), de manera que la car-

tera crediticia vigente en 2000-2002 fue de apenas

$7,135.5 millones, siempre a precios de 1994, es decir al-

rededor de la cuarta parte de la cartera vigente al princi-

piar los ochenta13.

Las causas del desastre agrícola, en vez de ser comba-

tidas, fueron trastocadas, inculpándose al ejido como el

causante del desastre. En consecuencia, fue decretada la

reforma neoliberal de la legislación agraria que rompió el

contrato social agrario de la Revolución mexicana: al dar

por terminado el reparto antes de cumplir cabalmente (en

importantes regiones, como la mayoría de las de Chiapas)

el mandato redistributivo del Constituyente; al suprimir el

carácter patrimonial (inalienable, inembargable e impres-

criptible) de la propiedad campesina ejidal y comunal, insti-

tuido desde la Ley Agraria zapatista de 1915, y al abrir

múltiples vías a la reconcentración de la tierra, incluso bajo

la figura de sociedades mercantiles que, en el extremo de

los casos, podrían acaparar en sólo 10,933 latifundios por

acciones, la totalidad de los 180 millones de hectáreas agrí-

colas, ganaderas y forestales de México14.

De esta manera, en vez de resolverse la crisis agrícola,

se agregó a ésta una crisis política: el alzamiento zapatista

de Chiapas, cuyo detonante fue precisamente, como seña-

ló el subcomandante Marcos, la reforma neoliberal del ar-

tículo 27 constitucional.

En el futuro, la cuestión crucial consiste en definir si el

campo mexicano debe seguir siendo utilizado como un

enorme laboratorio de experimentación neoliberal, o si hemos

de reformular nuestra estrategia de desarrollo agropecuario,

diseñando los instrumentos de política económica secto-

rial que abran los cauces del desarrollo agropecuario sos-

tenido con equidad.

Asimetrías entre México y sus sociosAsimetrías entre México y sus sociosAsimetrías entre México y sus sociosAsimetrías entre México y sus sociosAsimetrías entre México y sus socios
del del del del del TLCANTLCANTLCANTLCANTLCAN

Los pésimos resultados del sector agropecuario de Méxi-

co durante la década del TLCAN y las dos décadas de ajuste

estructural –con su apertura comercial unilateral y abrupta,

y su severa reducción de la participación del Estado en el

fomento económico sectorial– están, desde luego, asocia-

dos a las profundas asimetrías en tecnología, productivi-

dad, recursos naturales y políticas agrícolas que existen

entre México y sus vecinos del Norte.

En México, durante el quinquenio 1997-2001, cose-

chamos 2.4 toneladas de maíz por hectárea, contra 8.4

toneladas en Estados Unidos y 7.3 toneladas en Canadá;

obtuvimos 606 kilogramos por hectárea de frijol, contra

1,846 en Estados Unidos y 1,849 en Canadá; cosechamos

4.4 ton./ha. de arroz, contra 6.8 ton./ha. en Estados Unidos,

etc.15 Por trabajador ocupado, la brecha de productividad

es más profunda: en México, el valor bruto del producto

agropecuario por trabajador fue de 3,758.9 dólares en 2001;

en Estados Unidos fue de 67,871.3 dólares y en Canadá de

54,081.6 dólares16.

La enorme brecha de productividad deriva, en primer

término, de las cuantiosas inversiones en investigación y en

innovación tecnológica (que en Estados Unidos datan de la

Ley Morrill de 1862) como de las políticas internas de pre-

cios y subsidios (instrumentadas en Estados Unidos desde

la Ley Agrícola de 1933) que, al garantizar la rentabilidad de

las granjas, han favorecido su capitalización y tecnificación

continuas. Mientras Estados Unidos dispone de 1.6 tracto-

res por trabajador agrícola (concepto que incluye toda la

PEA agropecuaria) y Canadá cuenta con 1.8 tractores por

hombre ocupado, en México sólo hay 2 tractores por cada
12 Con base en Banco de México, Indicadores económicos. Acervo histórico

y Página electrónica.
13 Ibidem.
14 Véase Calva, José Luis, La disputa por la tierra, México, Fontamara,

1993.

15 Con base en FAO, Statistical Database.
16 Con base en OECD, Agricultural Policies in OECD Countries. Monitoring

Evaluation 2002, Paris, 2002.
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100 trabajadores agrícolas17. Por cada hombre ocupado en

la agricultura se aplican en los campos de México 209.6

kgs. de fertilizantes, mientras que en Estados Unidos se

aplican 6,114 kgs. y 6.352 en Canadá.

Además, existe una brecha enorme en la provisión de

recursos naturales. Por cada trabajador agrícola, Estados

Unidos cuenta con 59.1 has. de tierras de cultivo, de las

cuales 7.4 has. son irrigadas, con 79.0 has. de pastizales y

con 58.5 has. de bosques; en México, sólo contamos con

3.1 has. de cultivo por trabajador agrícola, de las cuales 0.7

has. son de riego, con 9.2 de pastizales y con 2.8 has. de

bosques. En Canadá, las cifras son 117.2 has. de cultivo, 1.9

has. irrigadas, 74.4 has. de pastos y 116.8 has. de bosques

por trabajador agrícola18.

Además, la superioridad cualitativa     de los recursos na-

turales de los países del norte, y sobre todo de Estados

Unidos, es no menos apabullante19. Mientras en México

tenemos problemas topográficos (laderas y pendientes) en

dos terceras partes de nuestras tierras agrícolas, Estados

Unidos dispone de inmensas planicies (en su cordón

cerealero y en sus demás regiones agrícolas), que son cien-

to por ciento mecanizables y representan el arquetipo na-

tural de tierras para la aplicación integral de los paquetes

tecnológicos modernos.

Las condiciones térmicas para el cultivo de granos son

también más benignas en los países del norte, sobre todo

en Estados Unidos. En el inmenso cordón cerealero esta-

dounidense, el sol sale a las cuatro de la mañana, precisa-

mente durante el periodo en que las plantas requieren

mayor irradiación solar. Simplemente nuestra agricultura

está dos paralelos abajo, más alejada del polo: el sol nunca

sale aquí a las cuatro de la mañana, y esta ubicación de

nuestros campos agrícolas en el globo terráqueo no va a

cambiar por más bondadosos que sean nuestros socios

comerciales.

Las condiciones pluviométricas para el cultivo tempo-

ralero de granos son también superiores en los países del

norte. En el periodo crítico de desarrollo de las plantas,

cuando requieren mayor irradiación solar, también consu-

men mayores volúmenes de agua y, en Estados Unidos, esta

óptima dotación de agua cae del cielo y es retenida en los

suelos. Por tal razón, Estados Unidos tiene en sus principa-

les regiones agrícolas una enorme proporción de tierras

con 100% de eficiencia termopluviométrica para el cultivo

de granos. En México, incluso en las regiones de mayor

producción granera, se observa una notoria inferioridad

termopluviométrica respecto a las áreas temporaleras de

Estados Unidos (en Iowa, en el corazón del cordón

cerealero estadounidense, cada año caen del cielo 1,488.7

milímetros de agua, mientas que en Jalisco, representativo

de nuestras mejores tierras temporaleras para el cultivo

de granos, sólo caen 865 milímetros de agua), así como

variaciones considerables en los grados de eficiencia.

En estas condiciones, es perfectamente probable que

nunca tengamos en México el nivel de rendimientos y pro-

ductividad laboral de los Estados Unidos.

Desde luego, la diferente provisión de recursos natu-

rales pudiera ser contrarrestada mediante una tecnología

superior por parte de México. Pero no parece sensato

esperar que en un futuro previsible superemos a los Es-

tados Unidos en tecnología agrícola, de modo que logre-

mos, por el lado tecnológico, eliminar el peso de los factores

naturales.

Por si fuera poco, existe una diferencia abismal entre

las políticas de fomento agropecuario aplicadas en Estados

Unidos, plasmadas en sus agresivos programas de apoyo a

los precios agrícolas así como a la investigación, infraes-

tructura, comercialización, etcétera, que hacen de su acti-

vidad agropecuaria uno de los sectores con mayor

intervencionismo gubernamental, en contraste con el achi-

camiento brutal de los apoyos gubernamentales a la agricul-

tura mexicana durante las dos décadas de experimentación

neoliberal. De acuerdo con cifras para la Organización para

la Cooperación y el Desarrollo Económico, que aplica una

metodología uniforme para evaluar las políticas agrícolas

de los países y cuantificar los subsidios explícitos o implíci-

tos a la producción rural, los apoyos que recibe la agricul-

tura estadounidense representaron en 2002 el 44.9% del

valor total de la producción agropecuaria; mientras que en

México los apoyos globales a la agricultura apenas repre-

sentaron el 26.6% del valor total de la producción

agropecuaria20.

17 Con base en FAO, Op. cit.
18 Con base en FAO, Id.
19 Para los factores agroclimáticos expuestos enseguida véase: Kilmer,

J.V., Handbook of Soil and Climate in Agriculture, CRC.Inc., Boca Raton, Flori-

da, 1982; Watson, J., North America Its Countries And Regions; Cáceres, J.

“Canadá: un análisis de la organización y la capacidad productiva del sec-

tor agropecuario” en Comercio Exterior Vol. 32, Num. 1, México, 1982; Bassols

Batalla, Ángel, Recursos Naturales de México, Nuestro Tiempo, México, 1989;

Castaños, C. M. Y De la Mora, J., Evaluación Agroecológica en Jalisco. Caso

maíz, Gob. de Jalisco, 1991, y SARH, “Algunas características ecológicas de

las principales regiones productoras de maíz de temporal en México”, en

Econotecnia Agrícola, enero de 1977.

20 OECD, Agricultural Policies in OECD Countries, Monitoring and Evaluation

2003, Paris, 2003.
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Latinoamericanización del Latinoamericanización del Latinoamericanización del Latinoamericanización del Latinoamericanización del TLCANTLCANTLCANTLCANTLCAN:::::
la otra guerra estadounidensela otra guerra estadounidensela otra guerra estadounidensela otra guerra estadounidensela otra guerra estadounidense

Los resultados del “ajuste estructural” y del TLCAN en la

agricultura mexicana deberían conducir a una amplia re-

flexión acerca de nuestra estrategia económica y nuestro

estilo de inserción en la globalización, no sólo en México,

sino también en los demás países de América Latina que

han caído en la telaraña de las “reformas estructurales”

preconizadas por el Fondo Monetario Internacional y el

Banco Mundial. Esta reflexión es particularmente relevan-

te por la presión que está ejerciendo Estados Unidos so-

bre los países de América Latina para extender el TLCAN a

todo el continente, bajo el nombre de Área de Libre Comer-

cio de las Américas.

Ciertamente, hasta ahora el borrador del capítulo agrí-

cola del ALCA está prácticamente encorchetado21. No obs-

tante, se pueden advertir, en el borrador, las intenciones

estadounidenses, entre las que saltan a la vista las siguientes.

En primer lugar, el artículo 9.7 establece que las par-

tes renunciarán a las salvaguardas especiales que les per-

mite la Organización Mundial de Comercio (OMC), es decir,

nuestros países deberán dejar destruir su agricultura sin

chistar.

En segundo lugar, el artículo 15.3 estipula que los apo-

yos de caja verde los apoyos horizontales al desarrollo

agropecuario, que no van dirigidos a un producto en es-

pecial sino a infraestructura, investigación científica, trans-

ferencia de tecnología, escuelas de agronomía, etc.

negociados en la Ronda Uruguay del GATT-OMC, no debe-

rán quedar sujetos a medidas compensatorias. Esto signi-

fica que, en el segmento de apoyos a la agricultura, en

donde la superioridad de Estados Unidos sobre América

Latina es abismal, ningún país del ALCA puede aplicar me-

didas compensatorias. De acuerdo con las cifras de la Or-

ganización de Cooperación de Desarrollo Económico

(OCDE) para 2002, los apoyos en servicios generales a la

agricultura representaron en Estados Unidos el 13.2% del

valor bruto de la producción agropecuaria, mientras que,

en México, apenas representaron el 2.1%22. Es obvio: nin-

gún país de la región va a poder ganar una guerra de teso-

rerías a los Estados Unidos y, con el ALCA, los países

latinoamericanos no podrán imponer ningún arancel com-

pensatorio a la enorme masa de subsidios otorgados a la

agricultura estadounidense23.

En tercer lugar, los borradores del ALCA establecen

que las partes contratantes no podrán aplicar sistemas de

precios de garantía o soporte, bandas de precios, etc., es

decir, no podrán utilizar uno de los más importantes ins-

trumentos de fomento agropecuario. Estados Unidos sí lo

hacen, aunque de manera burdamente disfrazada: de he-

cho, hay una controversia entre la Unión Europea y Esta-

dos Unidos por la Farm Bill 2002. Los Estados Unidos afirman

que su sistema de precios mínimos garantizados no cae en

la caja ámbar de la Ronda Uruguay, mientras que la Unión

Europea argumenta que, en virtud de que la Farm Bill esta-

blece un precio garantizado para el soya, un precio para el

maíz, un precio para el trigo, etc., obviamente se está in-

centivando la producción de esos productos, por lo cual se

trata de apoyos de caja ámbar24. Pero aun si se generalizara

la hipocresía estadounidense, en forma de sistemas de pre-

cios de soporte burdamente disfrazados, el hecho es que

los países latinoamericanos no ganarían jamás una guerra

de tesorerías a los Estados Unidos.

Finalmente, entre las disposiciones entrecorchetadas

del ALCA, figura la intención de prohibir que nuestros paí-

ses puedan volver a utilizar –en general– barreras de pro-

tección no arancelarias, que son la forma moderna de

regulación endógena del comercio exterior.

Para comprender la actitud de Estados Unidos en el

tema agropecuario, conviene recordar su historia. Cuando,

en 1947, se creó el Acuerdo General sobre Aranceles y

Comercio (GATT, hoy Organización Mundial de Comercio),

los Estados Unidos condicionaron su adhesión a la exclu-

sión prácticamente completa del sector agropecuario de

los compromisos de liberalización comercial, no obstante

que las políticas públicas de fomento agropecuario se ha-

bían iniciado en Estados Unidos desde la Ley Morrill de 1862,

21 ALCA, Área de Libre Comercio de las Américas, Borrador de Acuerdo 1/

Nov/2002. Capítulo sobre Agricultura, en <http://www.ftaa-alca.org/ftaadraft02/

spa/draft_s.asp>.
22 OECD, Op. cit.

23 Conviene advertir, además, que las cifras de la OCDE derivan de una

metodología diseñada con alta influencia estadounidense. Por ejemplo, no

se registran las escuelas de agricultura estatales, sino solamente las fede-

rales. Así, se considera la Universidad de Chapingo en México, mientras se

omite, por ejemplo, la Michigan State University, cuya erogación

agropecuaria es superior al presupuesto de la Subsecretaría de Desarro-

llo Rural en México. Además, la metodología para medir el porcentaje de

apoyos a la agricultura se basa en una canasta de productos agropecuarios

con exclusión de un grupo muy importante de hortalizas y frutales, de

manera que allí donde las diferencias de precios entre el mercado interno

de Estados Unidos y el mercado internacional son mayores, dichos dife-

renciales de precios no se reflejan en toda su magnitud en los apoyos

implícitos a los productores agropecuarios.
24 Véase European Commission, The US Farm Bill. Question and Answer,

<http: // europa.ev.int/comm./agriculture/external/wto/usfarmbill>.
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que creó el Departamento de Agricultura y, con él, las ins-

tituciones de investigación y extensionismo (transferencia

de tecnología) así como las escuelas agrícolas, diseminadas

todas entre la campiña estadounidense. Además, la Farm

Bill de 1933 instituyó el sistema de precios de soporte para

otorgar a los agricultores certidumbre respecto a los pre-

cios de venta de sus cosechas en un horizonte de mediano

plazo. Así, Estados Unidos se convirtieron en la gran po-

tencia agroalimentaria del planeta.

Actualmente, la supremacía mundial de la agricultura

estadounidense es una realidad consolidada. Durante el

quinquenio 1998-2002, los Estados Unidos produjeron el

41% del maíz cosechado en el planeta, pero sus ventas ex-

ternas de maíz representaron el 67% de las exportaciones

mundiales de ese producto. Produjeron el 22% de la soya

cosechada en el planeta, pero sus exportaciones represen-

taron el 54% del comercio mundial de ese grano. Su cose-

cha de trigo representó el 10% de la producción mundial,

pero sus exportaciones representaron el 26% de las ex-

portaciones mundiales de ese cereal. Su producción de

sorgo representó el 23% de la cosecha mundial, pero sus

ventas al exterior representaron el 80% de las exportacio-

nes de ese producto. Produjo el 19% del algodón cosecha-

do en el planeta, pero vendió al exterior el 27% de las

exportaciones mundiales de esa fibra25.

Por eso, Estados Unidos se ha convertido en el gran

promotor universal de la liberalización agrícola. En la prác-

tica, sin embargo, Estados Unidos ha manejado un doble

discurso. Por una parte, presiona a los países en desarrollo,

directamente o mediante el uso de sus grandes garrotes

(el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y, en

parte, la propia Organización Mundial de Comercio) para

que liberalicen su comercio agrícola y reduzcan sus “dia-

bólicas” intervenciones gubernamentales en el fomento

agropecuario. Por otra parte, mantiene fuertes medidas de

protección comercial de su agricultura –bajo una tupida

malla de mecanismos no arancelarios– así como una fuer-

te intervención gubernamental en la promoción de su de-

sarrollo agropecuario.

Por eso, desde los años ochenta, en términos que pa-

recen estereotipados, la desnivelación del campo de juego

agrícola de la economía internacional, favorable a las gran-

des potencias alimentarias y desfavorable a los países en

desarrollo, así como el doble discurso de las potencias (es-

pecialmente de Estados Unidos) han sido objeto de seve-

ras críticas en foros internacionales. En marzo de 2002, la

Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desa-

rrollo, de la Organización de las Naciones Unidas (realizada

en Monterrey, México, con la presencia de nueve mil dele-

gados oficiales de 180 países y más de cuarenta jefes de

Estado), se pronunció por la reducción de los subsidios y la

liberalización del comercio agrícola en las grandes poten-

cias. Unos meses después, durante la X Reunión Anual del

Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC), la

primera ministra de Nueva Zelanda, Helen Clark, señaló:

“No puede haber igualdad de circunstancias para la com-

petencia económica si no hay una reducción sostenida de

los subsidios agrícolas en los países avanzados”, y la presi-

denta de Filipinas, Gloria Macapagal, indicó: “existe una

actitud ambigua de países que, por un lado, sostienen que

están a favor de una liberalización comercial pero, por

otro lado, son los que tienen más medidas proteccionistas

contra los productos de naciones en desarrollo”26. Se tra-

ta de temas recurrentes en los foros económicos interna-

cionales.

No obstante, unas semanas después de la Cumbre de

Monterrey, los Estados Unidos aprobaron su Ley de Seguri-

dad Agrícola e Inversión Rural (Farm Security and Rural

Investment Act of 2002), que fija los recursos presupuesta-

les disponibles para fomento agropecuario en ese país du-

rante los próximos años (hasta el 2011). Esta ley incrementó

el presupuesto agroalimentario estadounidense hasta 118

mil millones de dólares anuales durante el periodo 2002-

2011, 44% más que los 82 mil millones de dólares ejerci-

dos durante el periodo 1996-199727. Además, como ha sido

habitual en Estados Unidos desde la Ley Agrícola de 1933,

que instituyó el sistema de precios de garantía o soporte),

los recursos fiscales no sólo cubrirán los costos de los

programas propiamente alimentarios y los costos de los

instrumentos horizontales de fomento agropecuario (in-

vestigación, extensionismo, conservación de tierras, etc.),

sino que están principalmente orientados a subsidiar áreas

de producción específicas (trigo, maíz, arroz, soya, cacahua-

te, algodón, azúcar, leche, lentejas, etcétera, incluyendo al-

gunos productos, como la miel de abeja, que no disponían

de subsidios en la Ley Agrícola anterior). Así, los agricultores

25 Con base en United States Departament of Agriculture, Foreign

Agricultural Service, <http://www.fas.usda.gov/psd/intro.asp>.

26 Diario La Jornada, México, 27/X/02.
27 Con base en House of Representatives Senate, Farm Security and

Rural Investment Act of 2002, USDA, Fy2003 Budget Summary <www.usda.gob/

agency/iboa/Bydget-Sumary/2003>; Consejo Nacional Agropecuario, Presu-

puesto de Apoyo al Sector Agropecuario Estadounidense, México, 27 de mayo

de 2002; y Centro de Estudios Económicos del Sector Privado, Modifica-

ciones a la Ley Agrícola en Estados Unidos, México, 2002.
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estadounidenses tienen asegurados, en importantes pro-

ductos agrícolas, márgenes adecuados de rentabilidad y

están a salvo de las oscilaciones de los precios internacio-

nales.

Nada nuevo bajo el sol. Simplemente, los Estados Uni-

dos se mantienen fieles a su pragmatismo agrícola. No hay

que olvidarlo: si Estados Unidos logró convertirse en la

primera potencia agrícola y en el mayor exportador de

productos agropecuarios del mundo, ha sido gracias a sus

perseverantes políticas agrícolas diseñadas con horizontes

de planeación de largo plazo.

Mientras tanto, México cumple dos décadas de neoli-

beralismo agrícola, es decir de fanática aplicación de las re-

cetas de cambio estructural (liberalización comercial a

ultranza y achicamiento de las funciones de Estado en el

desarrollo económico), que Estados Unidos recomienda al

mundo entero pero él mismo no aplica.

Hace año y medio, el premio Nobel de Economía 2001,

Joseph Stiglitz, lanzó una señal de alerta: “Si bien hay razo-

nes importantes para apoyar la liberalización del comercio

–cuando se realiza de manera apropiada– la forma en que

el FMI la impulsa ha resultado problemática en extremo. La

lógica esencial es simple: se supone que la liberalización

comercial propicia que los recursos se trasladen de secto-

res ineficientes que han gozado de protección guberna-

mental a sectores exportadores más eficientes. El problema

no es sólo que se destruyen plazas laborales antes que se

creen otras –con el desempleo y la pobreza consecuen-

tes–, sino que los «programas de ajuste estructural» del Fon-

do (diseñados con la intención, según se dice, de dar

seguridad a los inversionistas globales) vuelven casi imposi-

ble crear empleos. Lo que ocurre es que la liberalización

comercial, en vez de trasladar a trabajadores de empleos

poco productivos a otros de alta productividad, los lleva

de empleos poco productivos al desempleo. Más que im-

pulsar el crecimiento, el efecto es incrementar la pobreza.

Para empeorar las cosas, la injusta agenda de la liberalización

comercial obliga a los países pobres a competir con la agricultu-

ra estadounidense o europea, que recibe cuantiosos subsidios”28.

Son las realidades del disparejo campo de juego de la eco-

nomía internacional.

Por eso una moraleja se impone: si no quieren perder

definitivamente la guerra alimentaria, las naciones que se

han quedado a la zaga del desarrollo agropecuario, precisa-

mente por aplicar estrategias económicas que se basan en

29 Chile es un caso especial. En una entrevista exclusiva que el premio

Nobel de Economía 2001, Joseph Stiglitz concedió al periódico mexicano

El Universal en agosto de 2002 <www.eluniversal.com.mx>, el ex econo-

mista en Jefe del Banco Mundial señaló: “Chile –que ha sido el país más

exitoso de América Latina– no escuchó los dictados del Consenso de

Washington. Tomó algunos elementos, pero rechazó otros [...] hizo mu-

cho por abatir la pobreza y avanzó en otros aspectos mucho más que si

no hubiera tomado sus propias políticas”.

una visión poco realista de las relaciones económicas in-

ternacionales, deben dejar de hacerse ilusiones y asumir

congruentemente las realidades del comercio mundial y

de las políticas exitosas de fomento agropecuario. De otra

manera, la guerra agropecuaria la perderán nuestras nacio-

nes y la ganarán Estados Unidos.

Una reflexión final sobre el Una reflexión final sobre el Una reflexión final sobre el Una reflexión final sobre el Una reflexión final sobre el TLCANTLCANTLCANTLCANTLCAN,,,,,
el el el el el ALCAALCAALCAALCAALCA y el consenso de Washington y el consenso de Washington y el consenso de Washington y el consenso de Washington y el consenso de Washington

Sin duda, América Latina tiene que abrir muy bien los ojos

y aplicar en el ámbito agropecuario la misma prudencia

que aplicó el gobierno de Estados Unidos cuando la firma

del GATT. En particular, nuestras naciones deben reflexio-

nar acerca de si realmente les conviene un ALCA en el que

participe Estados Unidos en igualdad de condiciones con

los países subdesarrollados de América Latina. Además, dado

que las estrategias económicas de la mayoría de los países

de América Latina se han apegado dogmáticamente a las

prescripciones del consenso de Washington29, nuestras na-

ciones deben considerar también la conveniencia de des-

plegar nuevas estrategias endógenas de desarrollo

económico.

De entrada, hay que considerar que existe otro estilo

de integración económica muy diferente al del TLCAN y del

proyecto estadounidense del ALCA, que es el estilo euro-

peo de integración. Recuérdese que, no obstante que las

asimetrías entre los países que integran la Unión Europea

no son tan grandes como las que existen entre los países

de América Latina y las potencias económicas de Nortea-

mérica (donde el PIB per cápita de Estados Unidos y Cana-

dá es siete veces mayor que el de las mas grandes economías

latinoamericanas), la Unión Europea instituyó fondos com-

pensatorios (estructurales y de cohesión social), cuyo princi-

pio básico consiste en que los Estados aportan recursos a

esos fondos en proporción a su riqueza (PIB per cápita)

mientras que las regiones y países reciben apoyos en pro-

porción a su atraso o pobreza relativa. El objetivo es la

convergencia de los niveles de desarrollo económico y de

bienestar social. Además, la Unión Europea instituyó –con

28 J. E. Stiglitz, “Globalism’s Discontents” en The American Prospect, Vol.

13, Num. 1, Ene/2002.
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el mismo propósito– el libre flujo de mano de obra entre los

países miembros. Gracias a ello, se ha observado un proce-

so de convergencia regional: en 1989, el PIB percápita de

Grecia y Portugal era el 52.5% y el 56.3% del PIB percápita

medio de la Comunidad Europea, mientras que Alemania

tenía un PIB percápita equivalente al 114.2% de la media

Comunitaria; en 1996, el PIB percápita de Grecia y Portugal

alcanzó el 64.9% y el 67.5% de la media comunitaria res-

pectivamente, mientras que el PIB per cápita de Alemania

convergió también hacia la media representando el 108.3%

del promedio30.

En el TLCAN, en cambio, no hay un solo dólar de fondos

estructurales o de cohesión social ni existe el libre flujo de

mano de obra. En el proyecto estadounidense del ALCA

tampoco hay una canasta definida de fondos compensato-

30 Comunidad Europea, El tratado de la Unión Europea, Madrid, 1992;

Nieto Solís José Antonio, Fundamentos y políticas de la Unión Europea, Ma-

drid, Siglo XXI, 1998; y Ruiz Durán Clemente, “Globalización y desarrollo

territorial: el caso de Europa”, en El mercado de valores, núm. 1, México,

NAFIN, 1999.

rios (estructurales y de cohesión social) para contrarres-

tar los costos socioeconómicos de la integración y reducir

las desigualdades entre nuestros países; y, desde luego, tam-

poco se establece el libre flujo de mano de obra.

En consecuencia, una condición sine qua non de un ALCA

formulado sobre bases equitativas –y, desde luego, para una

renegociación del TLCAN sobre bases justas– consiste, pre-

cisamente, en la institución de fondos compensatorios (al

estilo los estructurales y de cohesión social de la UE) así como

del libre flujo de mano de obra. Además, dadas las profun-

das asimetrías entre los países latinoamericanos y los de-

sarrollados de América del Norte, es necesario que Estados

Unidos y Canadá reconozcan a nuestros países la condi-

ción de naciones en desarrollo y –admitiendo el principio de

que es inequitativo el trato igual entre desiguales– conce-

dan algunas preferencias comerciales y en políticas de fo-

mento sectorial e inversión a nuestras naciones.

De otra manera, la América Latina debe, a mi juicio,

decir no a un ALCA que en vez de beneficiarnos más bien

parece un proyecto de anexión colonial de América Latina

a Estados Unidos.
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Aurora Cristina Martínez*

La explicación de las  transformaciones sucedidas en el campo latinoamerica-
no en las últimas dos décadas es compleja, pues se incrusta en los cambios sucedidos
tanto en el conjunto de la economía como en la correlación de fuerzas en la estruc-
tura de poder mundial. Una de las manifestaciones más evidentes de los cambios
estructurales en el sector agropecuario es la composición de sus exportaciones. En
este trabajo, observamos algunas características de esos cambios en las dos últimas
décadas y señalamos algunos rasgos para el caso de México.

Hasta los años setenta, el sec-

tor agropecuario de América Latina

jugó un papel determinante en las

relaciones externas de EUA, quien

cuidaba vigilantemente el desenvol-

vimiento económico y político de la

región –recordemos la Alianza para el

Progreso–1 ya que después de la Se-

gunda Guerra Mundial, la correlación

de fuerzas entre las potencias, requi-

rió, durante décadas, de una fuerte lu-

cha económica e ideológica entre EUA

y la en aquel entonces todavía exis-

tente Unión Soviética; así, padecimos

los efectos de la “guerra fría” hasta la

caída del muro de Berlín en 1989.

* Investigadora, Instituto de Investigaciones

Económicas,  UNAM.
1 “El presidente Kennedy propuso la Alian-

za para el progreso la cual combinaba la refor-

ma agraria y la promoción de una alianza entre

la industria latina y las corporaciones multina-

cionales norteamericanas...” Letras, J. “Políticas

agrícolas de los Estados Unidos de América

hacia latinoamérica” en Seminaro Teoría del De-

sarrollo, IIE-UNAM, México 1998, p. 6.

A partir de los ochenta, el crecimien-

to económico impulsado por las poten-

cias mundiales se ha centrado en la

apertura de nuestras economías, princi-

palmente en los espacios más redituables

para la operación de las grandes corpo-

raciones importantes en la orientación

del proceso de liberación comercial y en

función de las necesidades de circulación

internacional del capital.

En este marco, el sector agropecua-

rio ha perdido importancia dentro del

diseño y aplicación de las políticas de de-

sarrollo, aun cuando la inserción de nues-

tra producción en los mercados agrícolas

mundiales se basa en cultivos de expor-

tación que permiten ampliar espacios

nacionales para la inversión extranjera.

América Latina: América Latina: América Latina: América Latina: América Latina: IEDIEDIEDIEDIED

y endeudamientoy endeudamientoy endeudamientoy endeudamientoy endeudamiento

La expansión de capital y el avance

tecnológico sucedido después de la

Segunda Guerra Mundial, amplió la ne-

cesidad de materias primas, tanto en

los países desarrollados como en al-

gunos subdesarrollados como Brasil,

México y Argentina2, los que se apo-

yaron en el aumento de las inversio-

nes extranjeras para expandir su

planta industrial y en préstamos inter-

nacionales para modernizar la estruc-

tura productiva en el campo.

Ya en los años setenta la presencia

de capital extranjero en las economías

nacionales era importante, y las pre-

siones para acelerar el desarrollo de la

infraestructura productiva y adecuarla

al nivel de las inversiones externas en

industrias de punta, como la metalme-

cánica, automotriz y otras, pusieron en

marcha políticas internas, plenamente

correspondientes a un modelo de de-

sarrollo orientado al exterior, el que

favoreció el crecimiento desmesurado

de la deuda externa constituyéndose

en un difícil problema en las relaciones

económicas a escala mundial.

Acerca de las exportaciones
agropecuarias
de América Latina

2 En la segunda mitad de los noventa, el

74%, en promedio de la IED, se ubicaba en Bra-

sil, México y Argentina.
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En América Latina3, la inversión extranjera directa en

los años ochenta creció 1.6% anual, y de 1990 a 1997 la

tasa anual fue del 22.5%, impulsada por el aumento drásti-

co de 1993 a 1994 en que pasó, en dólares constantes, de 9

mil 217 millones a 20 mil 920, llegando a 48 mil 454 millo-

nes en el año 2000. Al mismo tiempo, la deuda externa de

nuestros países creció 18.37%, de 1991 a 2001, año este

último en que, en términos absolutos (precios constantes),

fue de 95 mil 462 millones de dólares; en general la ten-

dencia fue al aumento hasta 1999 año en que empieza a

declinar. El endeudamiento también se concentra en Brasil,

México y Argentina, países que, en la segunda mitad de los

noventa, absorbieron el 73.6%, proporción que se conser-

va en 2001, con el 72.4% de la deuda total de los 17 países

latinoamericanos que consideramos.

Los intereses pagados por esta deuda han significado

descapitalización y salida de divisas lo que ha contribuido al

deterioro de las inversiones para el desarrollo. En la última

década los pagos por este concepto se incrementaron nota-

blemente: en 1990 fueron del orden de 24 mil 184.7 millo-

nes de dólares constantes y para el 2000 alcanzaron la cifra

de 44 mil 493.5 millones de dólares, que significan el 2.3%

del Producto Interno Bruto total; aún más notable el peso

con relación al PIB agrícola, pues en esta década aumentó

casi 10 puntos: pasó de ser 22.5% en 1990 a 32.0% en 2000.

El impacto tanto de la IED como de la salida de divisas vía

el pago de intereses sobre la dinámica productiva del sector

han condicionado, junto a otros factores, comportamiento

del PIB Agrícola en los noventa, lapso en que, si bien creció

2.36% su proporción respecto al PIB total descendió, aunque

no tan pronunciadamente como en la última mitad de los

ochenta en el que paso de 11.1% en 1985 a 8.0% en 1990; y

en el 2000 sólo representó un 7.3% del PIB total.

No cabe duda que esa salida de riqueza es un fenóme-

no que ha contribuido a acentuar los desequilibrios del

desarrollo interno y a profundizar los niveles de pobreza

en la región. Ya en la década de los ochenta “...sólo los inte-

reses... representan la transferencia al extranjero de un valor

aproximadamente igual al producto que generan 18 millo-

nes de campesinos latinoamericanos”. Apuntaba Vuskovic4,

y en un corto lapso la pobreza aumenta, de tal manera que

para 1997 se registraba un aumento de 20 millones de

pobres.

El deterioro del equilibrio socioeconómico del sector

agropecuario, se ha dado en el marco del proceso de en-

deudamiento que puso en evidencia el debilitamiento de la

capacidad negociadora de nuestros gobiernos, así como los

rasgos coincidentes de la política económica nacional con

el modelo neoliberal impuesto por la potencia hegemónica

del sistema. Los préstamos concedidos por las institucio-

nes financieras internacionales (principalmente el FMI y el

Banco Mundial), han sido condicionados para aplicarse en

los rubros pactados, de acuerdo a las necesidades de

reacomodo de la economía mundial, logrando, mediante un

complejo proceso político-social interno en los países re-

ceptores, una apertura financiera y comercial amplias, den-

tro de la que está el mercado agropecuario5.

Transformación de las exportacionesTransformación de las exportacionesTransformación de las exportacionesTransformación de las exportacionesTransformación de las exportaciones
agropecuariasagropecuariasagropecuariasagropecuariasagropecuarias

El condicionamiento de los préstamos y la carga de la deu-

da externa contribuyeron al reacomodo de la estructura

productiva agropecuaria, alejado, dicho reacomodo, de las

necesidades nacionales, sucediéndose un desplazamiento y

deterioro de los apoyos a los cultivos alimenticios y a los

productos de exportación tradicionales; los productos de

exportación no tradicionales adquieren impulso en ciertas

regiones ligados con nuevos nichos de mercado, principal-

mente en EUA.

En el curso de las dos últimas décadas productos como

café, azúcar, tabaco, que tradicionalmente reportaban im-

portantes volúmenes de divisas a los países exportadores

y absorbían el trabajo y la producción de amplios sectores

de campesinos, han ido perdiendo importancia relativa den-

tro de las exportaciones del sector.

Como vemos en el Cuadro 1, entre 1980 y 2000 el

valor de las exportaciones del segundo grupo se ha deterio-

rado en 48.6%; sin embargo, por el peso relativo de sus ven-

tas al exterior el café y la carne se han mantenido en los

primeros lugares respecto al total de los productos selec-

cionados, lo que indica el deterioro de los precios pagados

en los mercados internacionales, que ha repercutido, entre

otras cosas, en el descenso del ingreso del productor.

En contrapartida, en los noventa, las importaciones de

productos alimenticios se incrementaron alrededor del 50%,

los más importantes son: trigo; maíz y carne. Como se obser-

3 Consideramos 17 países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia,

Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicara-

gua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela. Véase Rubio, Polanco,

Explotados y excluídos. Los campesinos latinoamericanos en la fase agroexpor-

tadora neoliberal, UACH-Plaza y Valdés, México, 2001, p. 93.
4 Vurkovic, P., La crisis en América Latina. Un desafío continental, S. XXI,

México, 1990, p. 58. 5 En México el 69% de la IED se ubica en el sector financiero.
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va en el siguiente Cuadro 2, en los últimos años el valor de las

hortalizas clasificadas en el grupo de productos no tradiciona-

les de exportación, han aumentado significativamente.

En el contexto de este cambio en nuestras exporta-

ciones la fuerza de trabajo está siendo desplazada, en la

última década tenemos una población rural descendiendo,

acentuadamente a partir de 1980 y con brusca caída de la

PEA Agrícola, la que representa, en términos absolutos, un

poco más del 35% de la población rural de los países con-

siderados, lo que nos da un indicador del aumento de la

explotación en el campo.

Exportaciones mexicanas y Exportaciones mexicanas y Exportaciones mexicanas y Exportaciones mexicanas y Exportaciones mexicanas y TLCANTLCANTLCANTLCANTLCAN

Nuestro país no ha sido ajeno al drástico cambio habido en

la composición de las exportaciones latinoamericanas de

las dos últimas décadas. En los ochenta los principales pro-

ductos de exportación, fueron el petróleo, seguido del café

verde y, hacia fines de la década, el jitomate y algunas horta-

lizas; es los noventa cuando, como se observa en los Cua-

dros Anexos 1 y 2, la estructura de nuestras exportaciones

se modifica, apareciendo productos industriales con valo-

res de exportación importantes.

En términos generales, las exportaciones agrícolas

mexicanas han crecido a partir de la apertura comercial,

centrándose este aumento en productos hortícolas culti-

vados por un restringido sector de agricultores6, pero nues-

tras ventas se han concentrado aún más hacia Estados

6 Principalmente frutas y hortalizas, producidas por aproximadamente

200 mil productores que cultivan alrededor del 8% de la superficie agrí-

cola nacional.

Gráfica 1Gráfica 1Gráfica 1Gráfica 1Gráfica 1

América Latina América Latina América Latina América Latina América Latina PEAPEAPEAPEAPEA Agrícola Tasa de crecimiento Agrícola Tasa de crecimiento Agrícola Tasa de crecimiento Agrícola Tasa de crecimiento Agrícola Tasa de crecimiento

1960-20001960-20001960-20001960-20001960-2000

2.81 2.77

2.49

2.05

1.70

0.95

0.47

1.15 1.15
1.30

0.010.07

1.24

0.04
0.13

0.50

-

0.50

1.00

1.50

2.00

2.50

3.00

1960 1970 1980 1990 2000

PoblaciÛn total PoblaciÛn rural PEA AgrÌcola

ONU, FAOSTAT

Fuente: Elaboración propia con base en datos de la FAO-ONU, faostat

Nota: Se refiere a la tasa de crecimiento media anual.

* Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay

y Venezuela.

Fuentes: FAO-FAOSTAT

a/ Comprende 17 países de América Latina

b/ Precios de 1995

c/ Se deflactó con base en el Indice de Valor Unitario de las Exportacio-

nes e Importaciones de la región.

20022000 2001

Frutas frescas

Hortalizas congeladas

Hortalizas frescas

Legumbres secas

Total

26,232

237,614

40,051

1,901

305,798

29,122

253,651

47,405

652

330,829

28,328

254,657

282,652

655

566,292

Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2

América LatinaAmérica LatinaAmérica LatinaAmérica LatinaAmérica Latina

Exportaciones agrícolas no tradicionalesExportaciones agrícolas no tradicionalesExportaciones agrícolas no tradicionalesExportaciones agrícolas no tradicionalesExportaciones agrícolas no tradicionales

(Miles de dólares constantes)(Miles de dólares constantes)(Miles de dólares constantes)(Miles de dólares constantes)(Miles de dólares constantes)
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Unidos, quien a su vez durante la vigencia del TLCAN, ha

ampliado sus espacios en el mercado agropecuario mexi-

cano. En los últimos años, en promedio, el 75% de los pro-

ductos agropecuarios que llegan a México provienen de

EUA declinando las importaciones de productos provenien-

tes de países como Canadá, Chile, Nueva Zelanda, así el

saldo de la balanza agrícola de México con Estados Unidos

nos es negativo los últimos años7.

El marco que ha hecho posible la acentuación del des-

igual intercambio agropecuario, se origina desde los ochenta

cuando México, en el contexto de las negociaciones del GATT,

firma una serie de obligaciones que generaron reformas de-

terminantes para el cambio en la estructura del sector: se

desmantelaron o privatizaron instituciones gubernamenta-

les encargadas de la política nacional hacia el campo, se refor-

mó la legislación aduanera, la ejidal, se modificó la política de

comercialización y financiera de tal manera que las fuentes

de crédito y subsidio se restringieron o eliminaron.

Esas medidas de política interna vinieron a acentuar las

desventajas que para México tienen las asimetrías estructu-

rales entre los países firmantes del TLCAN, respecto al sector,

principalmente el nivel tecnológico, la capacidad nacional de

inversión productiva, el nivel de vida y la proporción de la

población dependiente de las actividades agropecuarias8.

En los últimos 15 años el patrón de cultivos y la estruc-

tura de las exportaciones cambian, Adquieren importancia

las legumbres y hortalizas frescas, con tendencia a la alza, y el

café crudo en grano (verde) permanece como importante,

pero por debajo de los nuevos productos agrícolas de ex-

portación; este grano, dentro del conjunto de las ventas al

exterior, de estar dentro de los 10 principales productos

introductores de divisas en los ochenta, en los noventa sale

del grupo de los principales productos mexicanos de expor-

tación al caer drásticamente su peso dentro de las exporta-

ciones totales: en 1991 representaba el 19.6 %, en 2001 el

6.35% y en 2003 sólo el 4.9%. Véase Cuadro 3 Anexo)

La actual estructura de nuestras ventas refleja distorsio-

nes que han agudizado la crisis social en campo, pues las

hortalizas son producidas por sólo 200 agricultores en aproxi-

madamente 8% de la superficie agrícola, mientras pierde es-

pacio la producción de granos básicos y, el café, cultivo

característico de las zonas más pobres del país que está liga-

do a productores y jornaleros campesinos en su mayoría

indígena, cae en un deterioro sin precedentes. El cambio a

un modelo exportador que impone el reacomodo de la es-

tructura del mercado mundial a base de la reubicación del

capital internacional, ha generado el deterioro de los precios

de las mercancías tradicionalmente exportadas influyendo

en el saldo negativo de nuestro comercio agrícola.

Los cambios, sucedidos durante la vigencia del TLCAN,

y las desventajas estructurales de México frente a Estados

Unidos y Canadá han tenido como efecto la profundiza-

ción del desempleo y la emigración rural, “... En este perío-

do se pierden 2 millones de empleos rurales y se acentúa

la migración de millones de jóvenes campesinos a las ciuda-

des de México y Estados Unidos”9 y el deterioro del ingre-

so de los productores aunado al retiro de subsidios a la

producción y otras formas de financiamiento, han acentua-

do la pobreza del país; hoy, alrededor del 70% de las fami-

lias mexicanas perciben menos de un salario mínimo.

ConclusionesConclusionesConclusionesConclusionesConclusiones

• Al observar una variable como el que he abordado (ex-

portaciones agrícolas latinoamericanas), podemos encon-

trar, aun sin profundizar en su análisis, que su transformación

es parte y consecuencia importante no sólo de la orienta-

ción del desarrollo de la economía en su conjunto, sino

también del impacto que sobre la estructura productiva

del campo ha tenido la apertura comercial y financiera.

Para México el impacto de la apertura y desregulación

comerciales no ha favorecido el desarrollo, nuestra balanza

agrícola ha sido negativa en los cuatro últimos años10 re-

dundando en profundización de la crisis económica y social

en el medio rural.

• Fenómenos generados en la dinámica neoliberal inter-

nacional han determinado el deterioro de los precios inter-

nacionales de productos claves en el nivel de vida de miles

de productores pobres de nuestro país, lo que aunado a

inadecuados e insuficientes subsidios agudizaron la caída del

ingreso, profundizándose las malas condiciones en que se

desenvuelve la vida de la mayoría de la población rural.

• El TLCAN vino a hacer más evidentes los rezagos y

problemas estructurales del campo mexicano, se ha consti-

tuido en una parte importante de los problemas por resol-

ver para que nuestro país pueda avanzar en su desarrollo.

10 El saldo de la balanza agrícola, según cifras del INEGI, en 2000 fue negativo

en 689.5 millones de dólares, en 2001, en 2,329.1 y en 2002 cayó a 1,559.3.

7 De ser positiva con 295 millones de dólares en 1995, para el 2000,

2001 y 2002 las cifras negativas fueron de 1,466; 1,996 y 1,770 millones

de dólares respectivamente.
8 En México el 23% de la población económicamente activa (PEA) está

en el sector agrícola, en Canadá y EUA sólo el 5% y 3% respectivamente.
9 Fennat, José Jacobo, “El acuerdo nacional para el campo. Una visión

crítica” en Coyuntura, No. 115-116, México, 2003, p. 19.
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Blanca Rubio*

Durante la primera etapa que hemos mencionado, después de la firma del ANC,
el movimiento campesino ¡El campo no aguanta más! logró conservar en gran medi-
da la fuerza y unidad que había construido. Esto se debió fundamentalmente a la
madurez con la cual tomaron las decisiones fundamentales. Aun cuando no todas
firmaron el Acuerdo, este hecho no fue motivo de división ya que llegaron al acuer-
do de respetar la posición de cada organización. Asimismo, en la ceremonia públi-
ca relativa a la firma del Acuerdo, manifestaron una posición crítica, señalando que se
trataba de un primer paso con el fin de contrarrestar la visión triunfalista del Gobierno.

El invierno del 2003 trajo consi-

go un movimiento campesino de gran

envergadura que sorprendió a la po-

blación nacional por su poder de con-

vocatoria, la claridad de sus deman-

das, su estrategia de lucha y un

proyecto de solución al agudo proble-

ma del campo. Se trataba del frente

denominado “El campo no aguanta

más”, formado por 12 organizaciones

campesinas independientes. En una

jornada que abarcó los meses de no-

viembre del 2002 a abril del 2003, ¡El

campo no aguanta más! colocó en

primer plano de la agenda nacional el

problema rural. Bajo la exigencia de la

moratoria al apartado agropecuario

del Tratado de Libre Comercio con

Estados Unidos y Canadá, el movi-

miento logró aglutinar a las principa-

* Investigadora, Instituto de Investigaciones

Sociales, UNAM. Agradezco a Víctor Rosales el

apoyo brindado en la recopilación y sistemati-

zación de la información utilizada.

¡El campo no aguanta más!
a un año de distancia

les organizaciones campesinas tanto

independientes, como las vinculadas al

PRI.

Los campesinos impulsaron nu-

merosas movilizaciones, desde aque-

llas dirigidas al Palacio Legislativo y a

la Embajada Norteamericana, como la

toma simbólica del Puente Internacio-

nal de Ciudad Juárez; el ayuno que

comandó la UNORCA en el Ángel de la

Independencia, la toma del Puerto de

Veracruz y el bloqueo de la frontera

de México con Guatemala. Ninguna

de ellas alcanzó, sin embargo, la rele-

vancia que tuvo la marcha multitudi-

naria que se llevó a cabo en la ciudad

de México el 31 de enero, día en que

se congregaron en el zócalo capitali-

no mas de 100 mil personas para exi-

gir la renegociación del TLCA y la

solución al problema rural de nuestro

país. La soberanía y seguridad

alimentarias se volvieron entonces vi-

sibles como una aspiración que nos

atañe a todos.

Después de repetidos intentos del

Gobierno por evadir respuestas cla-

ras al movimiento, descalificarlo o di-

vidirlo, se vio obligado a instalar 8

mesas para el diálogo público con los

querellantes y un proceso de nego-

ciación directo que culminó con la fir-

ma del Acuerdo Nacional para el

Campo (ACN) el 28 de abril de ese

mismo año.

A pesar de haber obtenido en un

lapso relativamente breve la respues-

ta oficial a sus demandas, el movimien-

to no alcanzó un consenso unánime.

El Frente Democrático de Chihuahua, El

Frente Nacional por la Defensa del

Campo y la UNORCA, no firmaron el

Acuerdo.

La aceptación por parte de ¡El

campo no aguanta más! del ANC ge-

neró además un debate protagoniza-

do por importantes intelectuales en

el cual se dividieron posiciones que

hasta entonces habían sido relativa-

mente unánimes. Armando Bartra



¡El campo no aguanta más!34

consideró que dicha firma constituía un avance, un paso

más en la lucha por la dignificación de los productores,

mientras que Luis Hernández consideró que las organiza-

ciones habían traicionado sus objetivos. Hubo posiciones

que plantearon que el Acuerdo resolvía importantes de-

mandas de los agricultores mientras otras señalaban que

las demandas centrales habían sido dejadas de lado1.

A pesar de que entre las demandas principales del

Movimiento se contemplaba el Reconocimiento a los de-

rechos y la cultura de los pueblos indios, el EZLN no apoyó

al movimiento, mientras que uno de sus voceros reconoci-

dos, Javier Eleorraga, lo descalificó abiertamente2.

En consecuencia, mientras el movimiento surgió con

un amplio consenso de la sociedad civil, aglutinó al grueso

de las organizaciones campesinas y logró impactar la con-

ciencia ciudadana con sus demandas, la firma del Acuerdo

le generó una visión dividida y encontrada. Parecía que con

dicha firma los campesinos habían “ganado”, perdiendo el

consenso construido a lo largo de la lucha.

A un año de este proceso que se conoció como “Las

jornadas de invierno”, con la distancia que da el tiempo,

intentamos distinguir mejor los claro-oscuros del movi-

miento. ¿“El Campo no aguanta más” se fortaleció o se

debilitó después del Acuerdo? ¿el gobierno cumplió o no

con lo pactado? ¿cuáles son las contradicciones y los lími-

tes del movimiento, cuáles sus logros más importantes?

En la primera parte del artículo analizamos la trayec-

toria del movimiento después de la firma del Acuerdo. En

la segunda parte abordamos el balance del Acuerdo Na-

cional para el Campo desde las visiones campesinas, mien-

tras que en un tercer punto analizamos los límites,

contradicciones y logros del movimiento.

La trayectoria del movimientoLa trayectoria del movimientoLa trayectoria del movimientoLa trayectoria del movimientoLa trayectoria del movimiento

Después de la firma del Acuerdo Nacional para el Campo,

el movimiento atravesó, desde mi perspectiva, por dos eta-

pas principales: la primera que abarca del 28 de abril al 8 de

agosto, fecha conmemorativa del natalicio de Emiliano Za-

pata, centrada en una tortuosa labor de cabildeo con el

Gobierno par exigir el cumplimiento de lo pactado y la

segunda que abarca los meses de septiembre a diciembre

del 2003, caracterizada por un endurecimiento del gobier-

no así como por un proceso de reflujo del movimiento. En

seguida analizaremos cada una de ellas.

La primera etapa: el tortuoso seguimiento.La primera etapa: el tortuoso seguimiento.La primera etapa: el tortuoso seguimiento.La primera etapa: el tortuoso seguimiento.La primera etapa: el tortuoso seguimiento.
Abril-agosto del 2003Abril-agosto del 2003Abril-agosto del 2003Abril-agosto del 2003Abril-agosto del 2003

Una vez firmado el Acuerdo Nacional por el Campo, las

organizaciones campesinas enfrentaron el arduo proceso

de exigirle al Gobierno que cumpliera la palabra empeña-

da. Aún cuando el ANC no había resuelto las demandas mas

importantes del movimiento, tales como la exclusión defi-

nitiva del maíz y frijol del proceso de liberalización del TLCAN,

la moratoria a los transgénicos, el incremento del presu-

puesto para una política de cambio estructural, las modifi-

caciones al 27 constitucional, la ley de amnistía y la

incorporación del Congreso en la vigilancia de los casos de

excepción en el cobro de aranceles; se lograron sin embar-

go avances en la incorporación de las organizaciones en

proyectos y consultas, el programa de emergencia por 2.8

mil millones de pesos, la actualización de PROCAMPO y la

ampliación de su cobertura, la reestructuración de la car-

tera vencida, los programas especiales de apoyo por culti-

vos y la promesa de incorporar a grupos marginados en

algunos programas, así como la suspensión a los cupos de

importación del maíz blanco3.

Estas demandas alcanzadas en el papel, sin embargo,

no eran todavía acuerdos cumplidos. El hecho de que el

Gobierno hubiera firmado en gran medida presionado por

el movimiento, sin tener una propuesta propia para el de-

sarrollo rural, siguiendo el documento presentado por las

organizaciones conocido como Proyecto Campesino Siglo

XXI, dejaba serias dudas acerca de su disposición para cum-

plir lo pactado. Por ello, las organizaciones estaban muy

conscientes de se había dado apenas un primer paso, pero

la victoria estaba todavía muy lejana.

Esto se comprobó claramente después del 28 de abril.

La primera experiencia en este sentido ocurrió el 6 de

mayo, cuando las comisiones que habían sido nombradas

por las organizaciones campesinas para iniciar el seguimien-

1 Entre los analistas que consideraron que el Acuerdo Nacional para el

Campo no resolvió las demandas principales de los campesinos podemos

mencionar a Ana de Ita, Luis Hernández, Alejandro Nadal y Blanca Rubio.
2 “Quesque hay un movimiento campesino en boga, dicen los medios

de comunicación y los miembros de la clase política. Y uno… sale a la calle

y al campo y lo único que encuentra es que hay un movimiento de varios

dirigentes de la clase política… que declaran mucho… Pero de campesi-

nos en lucha, excepto de algunas decenas de ellos que se manifestaron en

algunas carreteras y puestos fronterizos por algunas horas, poco encon-

tramos. Como casi siempre que habla la clase política lo que encontra-

mos es mucho ruido y pocas nueces” (Rebeldía No. 3, enero del 2003,

citado por Armando Bartra, “Lo difícil es ganar” en La jornada, 8 de mayo

del 2003).

3 Rubio, B., “El Acuerdo Nacional para el Campo: un debate abierto”

en Revista virtual de desarrollo rural, UAM-X.
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to de los acuerdos, esperaron alrededor de 3 horas, solo

para comprobar que habían sido plantadas.

El 13 de mayo se instalaron cuatro subcomisiones en

las Secretarías de Hacienda y Economía para revisar las

reglas de operación, los objetivos y diseñar los programas

de vivienda rural, salud y atención a adultos mayores. Se

tenía como fecha límite para empezar a operar el presu-

puesto extraordinario para el programa de emergencia el

28 de mayo. Sin embargo, nada de lo planeado se cumpliría.

Los campesinos ingresaron en una etapa muy desgastante,

poco visible y harto farragosa: habían entrado al terreno

minado de la maraña burocrática.

Entre mayo y agosto el proceso se caracterizó por la

asistencia puntual de los funcionarios nombrados por el

Gobierno a las reuniones de seguimiento con las organiza-

ciones campesinas, pero sin generar avances reales en la

aplicación de los programas acordados. La mayoría de los

plazos establecidos en el Acuerdo no se respetaron4, mien-

tras que la coyuntura electoral trajo consigo que los acuer-

dos ganados por las organizaciones fueran utilizados como

logros de la política oficial. Así ocurrió con el anuncio he-

cho por Vicente Fox en el sentido de reestructurar la car-

tera vencida por 20 mil millones de pesos como parte de

su política agropecuaria, a pesar de que constituye un acuer-

do logrado por las organizaciones5.

El otro aspecto relevante de la jornada de seguimien-

to fue el punto de las Reglas de Operación de los Progra-

mas acordados. Durante estos meses las organizaciones

campesinas se enfrascaron en un penoso proceso de dis-

cusión con los funcionarios del gobierno para acordar las

Reglas de Operación de los programas, como un paso pre-

vio a la asignación de los recursos presupuestales que ha-

bían sido convenidos. De los 47 programas federales, 35

debían publicar sus respectivas reglas de operación en el

Diario Oficial de la Federación para poder impulsarse. Esta

fue sin embargo la traba principal para acceder a los recur-

sos. El 25 de julio solamente 7 de los 35 programas habían

cumplido con este requisito, por lo que los recursos pro-

metidos no llegaban al campo.

De los 2.8 mil millones de pesos que fueron estableci-

dos para el fondo de emergencia en el Acuerdo Nacional,

no había fluido ningún recurso para principios de agosto.

Al rubro de salud no se le habían destinado recursos por-

que no se había llegado a ningún acuerdo con la Secretaría

del ramo; con la de Desarrollo Rural se habían generado

trabas para establecer las reglas de operación mientras que

el padrón alterno del PROCAMPO no se incluyó debido a

que se exigía que los agricultores susceptibles de incorpo-

rarse pasaran por el programa de certificación de terre-

nos. Tampoco se habían entregado los recursos del

Programa de Empleo Temporal, los 400 millones de pesos

para la comercialización, los 300 millones orientados a la

solución de los conflictos agrarios, los 500 millones de pe-

sos para el apoyo a adultos mayores y los recursos para el

programa de vivienda rural6.

En los programas del Fondo de Apoyo a Proyectos

Productivos Agrarios (FAPPA) y de la Mujer en el sector

Agrario (Promusag) que corresponden a la Secretaría de la

Reforma Agraria, había un exceso de requisitos y trámites

que impedían el acceso a ellos. En cuanto a los que corres-

ponden a SAGARPA, faltaba definir lo montos de la prima del

seguro agropecuario, las reglas de operación del convenio

firmado con el IMSS, mientras que en el caso del programa

cafetalero se interpusieron un conjunto de trabas y nor-

mativas para acceder a los mil millones de pesos del fondo

de estabilización7.

Esto significa que, además de que el Acuerdo Nacional

para el Campo no había dado respuesta a las demandas

principales de las organizaciones, las que se habían alcanza-

do no tenían concreción tres meses después de firmado el

convenio.

El farragoso proceso burocrático dejó claro a las orga-

nizaciones que el gobierno solo cumpliría su palabra con

una fuerte presión social. En consecuencia resolvieron or-

ganizar una movilización nacional para celebrar el 124 ani-

versario del natalicio de Emiliano Zapata, el 8 de agosto,

que se llamó “Jornada de gestión, seguimiento y evaluación

masiva del Acuerdo Nacional para el Campo”.

Tres mil quinientos campesinos se apostaron en 8 Se-

cretarías de Estado en el Distrito Federal para demandar

que se cumplieran los acuerdos, principalmente el progra-

ma de atención a adultos mayores, el de la mujer, el padrón

alterno del Procampo, el plan de Empleo Temporal y el

otorgamiento de los subsidios al diesel agropecuario. Es

decir, el tan sonado Plan de Emergencia para el campo.

Las movilizaciones se impulsaron también en Morelos,

Michoacán, Oaxaca, San Luis Potosí, Jalisco, Veracruz, Hidal-

go, Aguascalientes, Campeche, Sinaloa, Sonora, Querétaro,

4 “El Barzón denunció que los plazos no se cumplieron”, La Jornada, 12

de julio del 2003, México.
5 Denuncian organizaciones el uso del Acuerdo para fines electoreros

por parte del Gobierno, en La jornada, 6 de junio del 2003.

6 “Denuncias de la CCC en relación al ANC”, en La Jornada, 30 de julio

del 2003, México.
7 “Denuncias de El Barzón, el CAP y el Campo no aguanta más”, en La

Jornada, 8 de agosto del 2003.
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Guerrero, Estado de México, Tabasco, Puebla, Guanajuato,

Tamaulipas y la Comarca Lagunera.

Esta movilización, sin embargo, no tuvo ya la fuerza de

las que se impulsaron en las jornadas de invierno. En pri-

mer lugar, porque incluyó solamente a campesinos y no

logró atraer la participación de otros sectores. En segundo

lugar, porque no todas las organizaciones campesinas par-

ticiparon en ella. La CNC se mantuvo al margen, en tanto El

Barzón, enfrascado en su convención nacional, tampoco

participó. Fueron básicamente organizaciones del Congre-

so Agrario Permanente las que participaron en dicha jor-

nada, por lo que tuvo un carácter limitado.

Sin embargo, esta movilización ejerció una importante

presión para que el Gobierno acelerara los trámites que

trababan la concreción del Acuerdo, a la vez que constitu-

ye un parte aguas que marca el período de ascenso del

movimiento.

Durante esta primera etapa, se hizo evidente que el

Gobierno había firmado el Acuerdo como una estrategia

para contener y desmovilizar a las organizaciones y cede-

ría a cuenta gotas y bajo presión los recursos pactados.

La segunda etapa: el repliegueLa segunda etapa: el repliegueLa segunda etapa: el repliegueLa segunda etapa: el repliegueLa segunda etapa: el repliegue
del movimientodel movimientodel movimientodel movimientodel movimiento

A partir de la movilización del 8 de agosto el proceso in-

gresó en una etapa caracterizada por la implementación

de algunos programas y la erogación parcial de los recur-

sos, así como un endurecimiento del Gobierno en su polí-

tica rural y en su respuesta a las organizaciones. Asimismo,

se trata de una etapa en la cual el movimiento enfrentó

fuertes dificultades para generar una presión unificada ante

el Gobierno.

La jornada del 8 de agosto trajo consigo algunos fru-

tos. En los días previos a la movilización la SAGARPA publicó

las reglas de operación de la Alianza para el Campo en el

Diario Oficial, mientras que el Secretario de Agricultura y

Desarrollo Rural, Javier Usabiaga, dio la orden para la libe-

ración de 1 600 millones de pesos. Aun cuando no se ejer-

cerían cabalmente, como se verá mas adelante, se empezó

a destrabar la erogación de recursos. En cambio se definió

muy claramente una línea de endurecimiento en la política

oficial.

En primer término, el 30 de octubre se trasladaron las

funciones de la Comisión de seguimiento y evaluación del

Acuerdo Nacional para el campo hacia el Consejo Mexica-

no para el Desarrollo Rural Sustentable, con lo cual se can-

celó a las organizaciones campesinas toda posibilidad para

influir en las decisiones fundamentales, ya que dicho Con-

sejo es sólo un órgano de consulta y además en él partici-

pan mas de 35 funcionarios del Gobierno y un grupo de

productores del sector privado, hecho que diluye comple-

tamente la participación de las organizaciones campesinas.

Esta situación trajo consigo una fuerte restricción a los

campesinos para vigilar el cumplimiento del Acuerdo, en

una etapa en la cual apenas se habían empezado a liberar

algunos recursos. Como señaló la UNORCA, el gobierno “le

estaba dando carpetazo al asunto”8.

El segundo golpe del Gobierno lo constituyó la inicia-

tiva Presidencial para desaparecer, unificar, fusionar o rees-

tructurar un conjunto de Centros de Investigación

orientados al medio rural. El Colegio de Postgraduados, el

Instituto Nacional de Investigaciones Forestales, Agrícolas

y Pecuarias (INIFAP), el instituto Nacional de la Pesca, el

instituto Mexicano de Tecnología del Agua, el Instituto Na-

cional para el Desarrollo de las Capacidades del Sector

Rural (Inca-Rural) entre los mas relevantes. Mas allá de que

dicha iniciativa fue frenada por el descontento social que ge-

neró, lo relevante es que contraviene claramente los pos-

tulados del Acuerdo Nacional para el Campo, pues en el

artículo 113 dice: “(…) se fortalecerá la inversión en la

investigación y la educación, en la innovación y el desarro-

llo de la tecnología de punta, en la creación de un sistema

educativo rural de excelencia que revise y modifique los

contenidos educativos, en la creación de centros de

agronegocios, así como en la vinculación de las universida-

des y los centros de investigación con el desarrollo de las

regiones de mayor rezago”.

El tercer indicio del endurecimiento del Gobierno lo

constituyó la política de la Secretaría de Hacienda y Crédi-

to Público, quien en el anteproyecto del Presupuesto tenía

contemplada una reducción del 5% para el presupuesto

destinado al campo en el año del 2004. Por medio de la

Subsecretaría de Egresos se notificó a las organizaciones

campesinas la “austeridad presupuestal” para el 2004.

Dicho anuncio puntual a las organizaciones constituía

una clara presión del Gobierno, quien de esta forma inten-

taba doblegarlas con el objetivo de que apoyaran las refor-

mas al sector eléctrico, así como el incremento al IVA para

medicinas y alimentos, según declararon algunas organiza-

ciones9.

8 “Declaraciones de la UNORCA”, en La Jornada, 1º. De noviembre del

2003.
9 “Lamentan que Hacienda haya anunciado que habrá menos presu-

puesto para el próximo año”, “Declaraciones de El Barzón”, en La Jornada,

8 de octubre del 2003.
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El cuarto golpe del Gobierno lo constituyó el acuerdo

tomado en la Cámara de Senadores, en el sentido de elimi-

nar el arancel de importación para el maíz amarillo que

rebase los cupos de importación, dejándolo sujeto a situa-

ciones particulares10. Según el Congreso Agrario Perma-

nente, este acuerdo fue solicitado a los Senadores por el

Secretario de Economía, lo cual significa que constituye

una medida de política gubernamental tendiente a benefi-

ciar a los sectores importadores de los granos, como los

ganaderos y las grandes empresas transnacionales11.

Este iniciativa resulta sumamente grave, ya que en los

numerales del 54 al 59 del ANC existe un compromiso ex-

plícito del Gobierno Federal en el sentido de consultar a

las organizaciones campesinas para diseñar, instrumentar y

vigilar la Política en materia de cupos de importación, im-

pulsar las importaciones solo para atender los casos de

déficit real, hacer una revisión de los criterios de asigna-

ción en caso de comprobar que las importaciones no sean

complementarias a la producción nacional.

 Tal política muestra como el Gobierno se ha compro-

metido de palabra a buscar soluciones a la producción de

los bienes básicos, pero en los hechos toma medidas que

abren el mercado sin aranceles y por tanto, profundizan la

vulnerabilidad de nuestros productores ante la competen-

cia desleal de Estados Unidos.

La política seguida por Vicente Fox en el segundo se-

mestre del año 2003, constituye por lo anterior un abierto

desafío a los acuerdos firmados con los campesinos. No

solamente se incumplieron los plazos, la asignación de re-

cursos y los compromisos adquiridos, sino que se contra-

vino claramente el Acuerdo a través de iniciativas como la

desaparición de los Centros de Investigación o la supre-

sión de los aranceles para la importación de los granos.

Esta política reflejaba una correlación de fuerzas muy des-

favorable para las organizaciones campesinas.

Después de las movilizaciones del 8 de agosto, las or-

ganizaciones enfilaron sus baterías hacia la V Cumbre Mi-

nisterial celebrada en Cancún, del 10 al 15 de septiembre.

Se trataba de un evento que reuniría a importantes organi-

zaciones campesinas mundiales, por lo que resultaba un

foro muy importante para dar a conocer el movimiento

nacional y difundir sus demandas, debido al papel que en

dicho evento tendría la discusión sobre los subsidios agrí-

colas en el ámbito mundial.

Las organizaciones presionaron al Gobierno para que

asumiera una posición en contra de los subsidios agrícolas,

a la vez que participaron en el movimiento globalicrítico

que se congregó en la región, comandado en el terreno

agroalimentario por la organización mundial “Vía Campe-

sina”. En este evento tuvo un papel importante la UNORCA,

mientras que las voces del movimiento “El campo no aguan-

ta más” trascendieron las fronteras.

Como es sabido, en esta Cumbre Ministerial no se lle-

gó a ningún acuerdo, hecho que fue recibido por las orga-

nizaciones altermundistas como un triunfo, ya que se

evidenció la incapacidad de Estados Unidos y la Unión Eu-

ropea para imponer sus propuestas.

Sin embargo, después de este evento internacional las

organizaciones enfrentaron un fuerte reflujo. Los pocos

avances del Acuerdo, el traslado de la Comisión de Segui-

miento al Consejo y un fuerte desgaste sin claros resulta-

dos, trajeron consigo la debilidad del movimiento.

En el mes de noviembre, ¡El Campo no Aguanta más!

se sumó a la marcha convocada por los electricistas para

frenar las reformas al sector eléctrico mexicano. En la

megamarcha realizada el 28 de noviembre campesinos de

la UNTA, la CCC, la UCD y el Barzón se dirigieron a las secre-

tarías de Agricultura, Economía, Desarrollo Social, Gober-

nación y Reforma Agraria. Sin embargo, no lograron

respuesta a sus demandas.

El movimiento campesino carecía de la fuerza suficien-

te para impulsar una movilización rural, pero generó alian-

zas con otros sectores para avanzar en la lucha. Primero

en el plano internacional y después en el nacional, la voz de

¡El Campo no aguanta más! se sumó a los miles de ciuda-

danos que se opusieron a las reformas a través de las cuá-

les el Gobierno intenta desnacionalizar la industria eléctrica.

El balance del Acuerdo Nacional sobreEl balance del Acuerdo Nacional sobreEl balance del Acuerdo Nacional sobreEl balance del Acuerdo Nacional sobreEl balance del Acuerdo Nacional sobre
el Campo desde las organizacionesel Campo desde las organizacionesel Campo desde las organizacionesel Campo desde las organizacionesel Campo desde las organizaciones

Existen visiones encontradas entre el balance del Gobier-

no y el de las organizaciones campesinas. Mientras los fun-

cionarios de las distintas dependencias involucradas en el

ANC han declarado un avance sustancial en la implementa-

ción del Acuerdo12, las organizaciones han hecho un segui-

10 Diario Oficial del 31 de diciembre del 2003. En el transitorio 6 se

fijan los aranceles para maíz blanco y frijol pero el maíz amarillo queda

indefinido.
11 La Jornada, 31 de diciembre del 2003.

12 Según el documento oficial que da seguimiento al ANC, para el mes

de noviembre se habían incorporado 100 mil familias a los servicios de

seguridad social, se habían ejercido 647 millones de pesos en la genera-

ción de 12.8 millones de jornales, en el marco del Programa de Empleo

Temporal; se entregaron 2 mil 500 millones de pesos para el Programa de
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miento puntual de los acuerdos firmados y consideran que

el avance es muy pobre.

En primer lugar, los plazos establecidos en el ANC fue-

ron cabalmente rebasados, empezando por aquel que se-

ñalaba que las reglas de operación de los programas

deberían estar terminadas el 28 de mayo. Sin embargo se

prolongó hasta el mes de agosto. Algunas de ellas todavía

no son publicadas en el Diario Oficial, como es el caso del

Programa de Pago a Servicios Ambientales.

Como señalamos, en el Acuerdo se estableció que de

los 47 programas que lo forman, 35 deberían estar sujetos

a revisión de las reglas de operación para publicarse en el

Diario Oficial. Sin embargo, solamente se revisaron 2113.

De los programas revisados se dio el caso de pasar por

encima de los acuerdos alcanzados en la revisión. Este su-

cedió con el Programa “Alianza para el campo” en el cual

se publicaron en el Diario Oficial unas reglas de operación

distintas a las que habían acordado los funcionarios con los

campesinos.

En relación a la normatividad incluida en los numera-

les del 223 al 240, referidos a cambios legislativos en mate-

ria del marco jurídico agrario, derechos y cultura indígenas,

relación de la sociedad rural y el estado mexicano, como

las mas relevantes, no se ha iniciado ni siquiera el proceso

de revisión y evaluación para llevar a cabo las modificacio-

nes solicitadas por los campesinos.

El punto más delicado en el balance concierne a la

distribución y aplicación de los recursos. Aún cuando no

existe un estudio puntual que permita conocer el porcen-

taje que se ha ejercido, las organizaciones señalan que el

Ejecutivo Federal enfrenta un sub-ejercicio presupuestal

que no tiene justificación alguna, dada la disposición de los

recursos y la enorme necesidad que de ellos existe en el

campo.

Según la CNC para el mes de diciembre no se había

ejercido el 50% de los recursos del Programa Alianza para

el Campo. Por su parte, el presidente en turno del Con-

greso Agrario Permanente señaló que de los 282 compro-

misos signados en abril, únicamente se aplicaron 680

millones de pesos14.

En cuanto a los programas específicos, de los 500 mi-

llones de pesos orientados al Programa de Adultos Mayo-

res solamente se ejerció el 60%; de los 260 millones

destinados al programa de Vivienda Rural se desconoce

cuanto se ejerció; de los 150 millones del Programa de

Empleo Temporal, 650 millones de PROCAMPO y 140 millo-

nes de apoyo a la organización comercial a cargo de la

SAGARPA, no hubo aplicación de los recursos15.

En cuanto a los recursos provenientes de los exce-

dentes petroleros que fueron canalizados a los Gobiernos

de los estados para su aplicación en el campo, generó una

actitud discrecional por parte de los gobernadores. En el

mes de agosto habían sido aplicados el 100% en Michoacan,

el 70% en Aguascalientes y el 40% en Puebla. Sin embargo

para diciembre entidades como Yucatán, Quintana Roo, Ja-

lisco y Chihuahua, no habían ejercido los recursos16.

En relación a los programas particulares, el avance tam-

bién es muy limitado. En el caso del Programa de incorpo-

ración de los habitantes del campo al seguro popular

correspondiente a la Secretaría de Salubridad y Asistencia,

solamente se incorporarán en 8 entidades que cuentan

con Centros de Salud y que son, Baja California, Campeche,

Guanajuato, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas y

Zacatecas. Se trata en general de estados de mediano de-

sarrollo, lo cual indica que las entidades en las que habita la

población más pobre quedaron fuera del Programa.

En cuanto al correspondiente para Adultos Mayores,

se fijó un apoyo de 700 pesos por persona, pero se limitó

a tres meses y con destino a 170 mil beneficiarios, cuando

el padrón abarca medio millón.

En relación al Programa destinado a resolver conflic-

tos agrarios, se decidió destinar 500 millones de pesos que

abarcan solamente 270 expedientes, con lo cual quedan

fuera otros 300 expedientes que presentan esta proble-

mática. En este Programa quedan aún pendientes los le-

vantamientos topográficos, avalúos y las negociaciones con

los propietarios17.

Finalmente, en lo concerniente a la demanda principal

que enarbolaron las organizaciones de “El campo no aguanta

más”, referida a la renegociación del TLCAN, el Gobierno se

comprometió a realizar una evaluación de los impactos de

dicho Acuerdo Comercial con la participación de las orga-
Ingreso Objetivo; se apoyó con mi 37 millones de pesos a 455 mil 668

productores de café, se anticipó 94 días el pago de Procampo para el ciclo

primavera-verano 2003, lo que permitió beneficiar a 2 millones 14 mil

productores; y se emitieron 367 mil tarjetas de diesel. La Jornada 29 de

noviembre del 2003.
13 Movimiento El campo no aguanta más, “Evaluación preliminar de

avances del Acuerdo Nacional para el campo”, Impreso.
14 La Jornada, 30 de diciembre del 2003.

15 Declaraciones del Coordinador del CAP, José Durán Vera en La

Jornada, 30 de diciembre del 2003.
16 Ibidem.
17 Declaraciones del Coordinador del CAP., José Durán Vera en La

Jornada, 8 de octubre del 2003.
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nizaciones campesinas, y de otras instancias. Sin embargo,

contraviniendo este acuerdo el Ejecutivo Federal, a través

de la Secretaría de Economía, contrató de manera unilate-

ral a El Colegio de México para realizar dicho estudio. A

pesar de que se prometió tenerlo terminado en diciembre

no se cumplió con el plazo.

Los acuerdos referentes a la participación de los cam-

pesinos en las negociaciones comerciales internacionales

en proceso y la creación de una oficina de investigación

comercial para monitorear el comportamiento de las im-

portaciones de productos agropecuarios, no se cumplie-

ron. De igual forma, el compromiso del Gobierno Federal

en el sentido de realizar un análisis de los impactos de la

Ley de Seguridad Agropecuaria e inversión rural 2002 de

Estados Unidos y en su caso, la aplicación de los instru-

mentos jurídicos que permitan la defensa de la producción

nacional de prácticas desleales, no se cumplió.

En resumen, las demandas centrales que enarboló el

movimiento y fueron traducidas a acciones por parte del

Gobierno en el ANC, han sido dejadas de lado. La aplicación

del presupuesto de emergencia para el campo ha sido par-

cial y no hay avances claros en las modificaciones a la

normatividad que fue incluida en el Acuerdo.

Una mirada retrospectivaUna mirada retrospectivaUna mirada retrospectivaUna mirada retrospectivaUna mirada retrospectiva
del movimientodel movimientodel movimientodel movimientodel movimiento

Durante la primera etapa que hemos mencionado, después

de la firma del ANC, el movimiento campesino “El campo

no aguanta más” logró conservar en gran medida la fuerza

y unidad que había construido. Esto se debió fundamental-

mente a la madurez con la cual tomaron las decisiones

fundamentales. Aun cuando no todas firmaron el Acuerdo,

este hecho no fue motivo de división ya que llegaron al

acuerdo de respetar la posición de cada organización. Asi-

mismo, en la ceremonia pública relativa a la firma del Acuer-

do, manifestaron una posición crítica, señalando que se

trataba de un primer paso, con el fin de contrarrestar la

visión triunfalista del Gobierno.

A pesar de que el Secretario de Gobernación, Santia-

go Creel Miranda lanzó una amenaza velada al declarar que

“Nadie tendrá pretexto para quebrantar la Ley”18, los cam-

pesinos continuaron con las movilizaciones, como ocurrió

en el caso del Frente Democrático de Chihuahua, quien a

unos días de firmado el Acuerdo tomó las oficinas de la

SAGARPA en dicha entidad, o bien como la jornada del 8 de

agosto que hemos narrado.

Por otra parte, en vez de perder la ofensiva, las organi-

zaciones campesinas impulsaron la lucha por el cumplimien-

to de los acuerdos, con lo cual el Gobierno pasó al banquillo

de los acusados al incumplir la palabra empeñada, hacer

“tortugismo” en la entrega de los recursos, provocar

“reunionitis” y violar abiertamente los plazos acordados19.

Estos hechos, así como el carácter plural del movi-

miento le permitieron salir bien librado de la difícil deci-

sión de firmar un Acuerdo que había dejado de lado las

demandas principales del movimiento.

Sin embargo, entraron en la infalible estrategia del des-

gaste burocrático. Desde las épocas del reparto agrario, no

ha existido mejor medida oficial para debilitar la lucha cam-

pesina que la maraña de trámites interminables que aca-

ban por agotar las energías más enjundiosas.

Después de la jornada del 8 de agosto, se suman a

dicho desgaste la entrega parcial de los recursos que satis-

face a algunas organizaciones, sobre todo a las antiguas

oficialistas que eligen la vía del cabildeo con el Gobierno.

Asimismo, la política de endurecimiento del Gobierno que

hemos señalado motivó nuevos puntos de conflicto con

las organizaciones, hecho que generó las condiciones para

un proceso de debilitamiento.

Fernando Celis de la Coordinadora Nacional de Or-

ganizaciones Cafetaleras señalaba en noviembre: “La mayo-

ría de las organizaciones campesinas firmamos el Acuerdo

Nacional porque en este momento –abril de este año- había

ventajas, pero algunas organizaciones no mantuvieron la

unidad ni la fortaleza alcanzada para exigir su cumplimien-

to”20.

En relación a este proceso vale la pena retomar las

preguntas iniciales del ensayo así como los puntos del de-

bate que provocó la firma del Acuerdo. ¿El reflujo del mo-

vimiento constituye un resultado inevitable al caer en las

reglas del juego del Gobierno? ¿Ello significa que fue un

error firmar el Acuerdo.?

Considero que el problema central no se encuentra

en la estrategia del movimiento, sino en la correlación de

fuerzas y el carácter del enemigo que están enfrentando.

Esto se observa claramente cuando se comparan las

jornadas de invierno de “El Campo no Aguanta más”, con

la marcha por la dignidad que impulsó el EZLN en febrero

del 2001. En el caso de la organización indígena se recha-

18 Diario La Jornada, 29 de abril del 2003.

19 Rubio, B., Op. cit.
20 Diario La Jornada, 19 de noviembre del 2003.
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zó abiertamente la propuesta oficial y sin embargo, le so-

brevino también una etapa de reflujo y desgaste manifies-

ta en una prolongada etapa de silencio y desdibujamiento

social, así como en el distanciamiento que ha tenido di-

cha organización con un grupo amplio de personajes y

organizaciones que compartían puntos de vista con el mo-

vimiento21.

Esto indica que, se dialogue o se rechace la propuesta

oficial, las batallas culminan con una fuerte desmovilización

y repliegue de las organizaciones que tiene que ver con la

correlación de fuerzas que enfrentan. En ambos casos el

enemigo principal lo constituyen las empresas transnacio-

nales que han copado las estructuras estatales y definen el

rumbo de la política gubernamental. Se trata de un poder

global, muy difícil de vencer, ante el cual, los movimientos

locales tienen una etapa de ascenso que logra atraer el

apoyo de la sociedad civil y generar un cúmulo de fuerzas

que le impone al Gobierno la necesidad de responder a las

demandas. Esta fase de fuerza de los movimientos sin em-

bargo es coyuntural, ya que una vez superado el clímax en

el cual se acepta o no el diálogo con el gobierno, las orga-

nizaciones se quedan solas en la lucha. Se trata de movi-

mientos locales enfrentando poderes globales que no

resulta fácil vencer, en una circunstancia en la cual, se ha

empezado a construir una sociedad civil crítica y participa-

tiva que es capaz coyunturalmente de respaldar a los mo-

vimientos pero que no tiene formadas redes permanentes

de apoyo que permitan a las organizaciones alcanzar sus

objetivos. Esta debilidad de la relación entre sociedad y

movimientos los deja caer al vacío cuando se inicia la pues-

ta a prueba del Gobierno y sus promesas.

Por esta razón, la firma del Acuerdo ha permitido des-

nudar ante la Sociedad la falta de voluntad del Gobierno

para cumplir lo pactado, pero además, para contravenir

abiertamente el espíritu del ANC. Los proyectos y leyes

que se logran arrancar al Gobierno con múltiples dificulta-

des como la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y el pro-

pio Acuerdo, van quedando como letra muerta, porque no

se ha logrado acumular la fuerza suficiente para hacerlos

realidad.

Resulta indispensable construir la fuerza societal que

de coherencia y continuidad a los movimientos. También

resultan fundamentales las alianzas con los movimientos

internacionales que oponen una fuerza global al poder tam-

bién global de las transnacionales, pero sobre todo resulta

indispensable la unificación de todas las fuerzas críticas que

se oponen al Neoliberalismo y a la Globalización. Las visio-

nes que descalificaron al movimiento “El campo no aguan-

ta más”, que intentaron identificarlo con algún partido

político como el PRD, horadan sobre la división y el debili-

tamiento de las fuerzas opositoras.

Como señala Arundhati Roy refiriéndose al movimiento

de los globalicrítcos: “Este movimiento nuestro necesita

una gran victoria global. No es suficiente tener la razón. A

veces, aunque sea solo para probar nuestra determinación,

es importante ganar algo. Para ganar algo necesitamos es-

tar de acuerdo en algo. Ese algo no necesita ser una pre-

destinada ideología suprema en la cual hagamos que quepan

a la fuerza nuestros seres encantadoramente facciosos y

argumentativos. No necesita ser una lealtad incondicional

a una u otra forma de resistencia que excluya todo lo de-

más. Podría ser una agenda mínima. (…) Comencemos con

algo pequeño.”22

21 Nos referimos a la polémica que sostuvo el Subcomandante Mar-

cos con distinguidos intelectuales como José Saramago, Carlos Monsivaís

y Armando Bartra, entre otros. 22 Enero del 2004.
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Armando Sánchez Albarrán*

El Movimiento el Campo no Aguanta Más (en particular El Barzón, el CAP y el
Movimiento no Aguanta Más) logró conjuntar un amplio frente de organizaciones rurales
–que incluyó desde grandes, medianos y sobre todo pequeños productores rurales–
para así realizar alianzas estratégicas con centrales sindicales independientes como
el sindicato de los electricistas, los telefonistas y la UNTA; establecer acercamientos
con el legislativo y con los partidos políticos, en particular el PRD y el PRI, para obte-
ner apoyo a las demandas campesinas; acaparar la atención de los medios de co-
municación como nunca antes había sucedido; pero, sobre todo, la renegociación de
la política agropecuaria encaminada a la protección de los productores con el Acuerdo
Nacional para el Campo y, además, la firma del acuerdo no supuso el control corpo-
rativo como había sucedido antes con otros pactos entre Estado y Campesinos.

L os movimientos sociales con-

temporáneos que se libran en Méxi-

co y en el mundo, como las protago-

nizadas por las organizaciones que se

sumaron al movimiento ¡El campo no

aguanta más! y las enérgicas protestas

de organizaciones no gubernamenta-

les en la cumbre de Cancún tienen dos

ejes: la demanda de justicia social y el

reclamo por un nuevo orden mundial

más equitativo e incluyente, lo que

plantea un proyecto de desarrollo eco-

nómico y social diametralmente

opuesto al que promueven gobernan-

tes y trasnacionales que suponen un

mundo globalizado en el que la com-

petencia por los mercados se da en-

tre iguales, pese a que los resultados a

la vista de todos ha sido el sacrificio

1 Profesor Investigador, Departamento de

Sociología,  UAM-Azcapotzalco.

Del movimiento ¡El campo no aguanta más!
a las movilizaciones sociales en la cumbre de
la OMC en Cancún. Dependencia o soberanía
alimentaria: ésa es la cuestión... agraria

de la soberanía alimentaria y la ines-

tabilidad económica y política de los

países más pobres.

En este marco el propósito de

este artículo es dar cuenta de algu-

nos de los momentos más destaca-

dos del movimiento rural en México,

durante las movilizaciones en torno

al Movimiento el campo no aguanta

más, de noviembre de 2002 a enero

de 2003; las negociaciones entre or-

ganizaciones rurales y el gobierno en-

caminadas a la firma del Acuerdo

Nacional para el Campo (ANC), que

comprende la realización de los Fo-

ros, la firma del Acuerdo Nacional

para el Campo (ANC), el seguimiento

y evaluación de resultados posterior

a la firma de febrero a diciembre de

2003; las movil izaciones alter

mundistas de rechazo ante los acuer-

dos a tomar en la Organización Mun-

dial de Comercio (OMC) en septiem-

bre de 2003. Para la elaboración de

este trabajo se utilizó información

hemerográfica a partir de agosto de

2002 hasta diciembre de 20032 .

Después de la crisis económica

de principios de los años ochenta, los

gobiernos mexicanos, al igual que los

gobiernos de muchos países de los paí-

ses subdesarrollados, encaminaron la

economía hacia un camino que parecía

ser no sólo la salida, sino la única salida,

a los problemas terrenales: el libre

mercado. Así desde los gobiernos tec-

nocráticos de Miguel de la Madrid, Car-

los Salinas de Gortari, Ernesto Zedillo

y Vicente Fox, adoptaron las políticas

monetaristas impuestas por las gran-

des potencias vía las recomendaciones

del Fondo Monetario Internacional, del

2 agradezco la lectura previa de Leonor Paz

y Estela Sánchez, así como la participación de

los alumnos de sociología de la UAM-Azcapot-

zalco en la recopilación hemerográfica.
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Banco Mundial o del Departamento del Tesoro de Estados

Unidos, y su filial la Organización Mundial del Comercio (OMC)

en el sentido de controlar la inflación; la restricción fiscal; la

disminución de aranceles y subsidios; así como mantener

bajos los salarios entre otras medidas.

Desde hace casi veinte años los gobiernos tecnocráti-

cos han dirigido la economía hacia el libre mercado. Inicia

éstas medidas, a principios de los ochenta, Miguel de la

Madrid, quien desde entonces, pone en práctica las reco-

mendaciones del Fondo Monetario Internacional, el Banco

Mundial y el Departamento de Tesorería de Estados Uni-

dos respecto a implementar medidas monetaristas. Estas

políticas fueron continuadas por Carlos Salinas de Gortari,

Ernesto Zedillo y Vicente Fox adoptaron, de manera orto-

doxa, políticas económicas monetaristas. Y con esas me-

dias desprotegiendo al sector productivo del país, por la

falta de apoyos económicos, afectando tanto a pequeñas y

medianas industrias, así como a grandes, medianos, y sobre

todo, pequeños productores agropecuarios ocasionando

una dificultad para ser competitivos en el mercado exte-

rior3. En el campo esto ha significado la venta, liquidación,

fusión de instituciones de fomento agropecuario, tales como

Inmecafé, Tabamex, Azúcar, S.A., etcétera. Todo lo anterior

provocó el desmantelamiento de los programas de fomen-

to agropecuario que provocó baja productividad de los

productores rurales del país.

En este sentido en 1992, en el marco de las Reformas

del Estado, durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari

se realizaron: la reforma al artículo 27o Constitucional y la

firma, vía “Fax Track”, del TLC (Tratado de Libre Comercio)4.

Ya desde principios de los noventa, para algunos especialis-

tas del campo, era previsible la vulnerabilidad de los pro-

ductores agropecuarios mexicanos frente a los productos

agropecuarios de Canadá y Estados Unidos5.

La firma del Tratado de Libre Comercio, en 1994, abar-

có productos comerciales como: frutas, flores, café, azúcar,

etcétera, pero desafortunadamente para la soberanía

alimentaria, incluyó también el maíz y el frijol, cultivados

por casi tres millones de campesinos. Aunque hubo un pe-

ríodo de tiempo de quince años para que los productores

de modernizaran, no sucedió así con las políticas de apoyo

al campo. En cambio la economía campesina atravesaba por

una crisis desde mediados de los años sesenta y frente al

aumento de la población demandante de granos básicos, el

gobierno adoptó varias medidas: 1) una política de restric-

ción del crédito, especialmente a los campesinos; y 2) la

desaparición de la política de precios de garantía, para la

mayor parte de productos agrícolas, en los años noventa,

acompañada de la importación de granos básicos, así como

la creación de políticas de apoyo directo a los productores

como el PROCAMPO. Durante el gobierno de Ernesto Zedillo,

desaparecen los pocos precios de garantía de granos que

aún quedaban con lo que amplió las importaciones de ali-

mento, redujo el presupuesto agrícola y ordenó el cierre

de Conasupo. Mientras tanto, la política económica y

agropecuaria del gobierno de Vicente Fox ha consistido en

continuidad con los gobiernos anteriores.

Con la entrada en vigor del TLC en 1994, surgió un

movimiento armado en el sur del país dirigido por el Ejér-

cito Zapatista de Liberación Nacional, que entre otras de-

mandas, como la autonomía política de las comunidades

indígenas, hay un rechazo al TLC, pero más que todo de una

lucha por la inclusión en la globalización y con esto tene-

mos también el surgimiento de los nuevos movimientos

alter mundistas en México. Nos queda ahora indagar res-

pecto a cuál es la magnitud de la crisis agropecuaria que

explica, en parte, las movilizaciones rurales.

Las dimensiones de la crisis agropecuariaLas dimensiones de la crisis agropecuariaLas dimensiones de la crisis agropecuariaLas dimensiones de la crisis agropecuariaLas dimensiones de la crisis agropecuaria

Contrario a lo expresado por el Ejecutivo y los secretarios

de Economía y Sagarpa, el campo sí se encuentra en crisis,

sin embargo, el problema agrario de nuestros días alcanza

dimensiones que van más allá de los ámbitos económicos y

productivos para abarcar las dimensiones: sociales, políticas,

culturales y jurídicas.

En cuanto a la dimensión económica se puede men-

cionar que desde 1994 a 2003, el balance del TLC en el

campo mexicano ha sido negativo6, cuyo resultado ha sido

3 Véase Rubio, Blanca Explotados y excluidos. Los campesinos latinoameri-

canos en la fase agro exportadora neoliberal, México, Editorial Plaza y Valdés,

2001 y Mc Michael, Philippe “La política alimentaria global”, en Revista

Cuadernos Agrarios, México, número 17-18, 1999.
4 La primera supone el fin del reparto agrario así como la posibilidad

del ingreso de las tierras del sector social ejidal al mercado de tierras. La

segunda implica la posibilidad de comercialización de los bienes

agropecuarios entre los tres países, sin las barreras a la entrada o arance-

les que defendían anteriormente a los productores. Además dicho acuer-

do reforzó las medidas adoptadas anteriormente desde el gobierno de

Miguel de la Madrid, con la previa entrada al GATT y con ello la desapari-

ción de aranceles para una gran cantidad de productos agropecuarios.
5 Calva, J. Probables Efectos de un Tratado de Libre Comercio en el Campo

Mexicano, México, Fontamara, 1992.

6 En 1990, el promedio anual de importación de los diez cultivos bási-

cos era de 8.7 millones de toneladas y para el 2000 se llegó a 18.5 millo-

nes de toneladas. En el caso del maíz, lo que se había importado eran 2.5

millones de toneladas, en 2001 se importaron 6 millones, 148 mil tonela-

das en La Jornada, 3 de Marzo de 2003.
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la reducción de exportaciones y la ampliación de importa-

ciones de alimentos. Así en 1994 unos tres millones de

productores han tenido problemas para la comercializa-

ción de sus productos debido a la caída de precios interna-

cionales, por las desventajas competitivas con Estados

Unidos, por la limitada rentabilidad y bajos rendimientos7.

Además la política agropecuaria que pretendía igualar las

condiciones de los productores mexicanos a la de los so-

cios comerciales fracasó desde 1994 puesto que no logro

inducir a los cambios tecnológicos8.

Existe también una dimensión productiva al hablar del

abrupto ingreso del país al libre mercado entre Estados

Unidos, Canadá y México, ya que con el tiempo, se pusie-

ron en evidencia las enormes disparidades de subsidios,

tecnologías productivas, de provisión de recursos natura-

les y de políticas agrícolas con diferentes recursos para los

productores de los tres países9. En México una persona

cultiva 1.17 hectáreas, contra 28.46 de los productores

estadounidenses10. La importación masiva de los produc-

tos subsidiados ocasiona que para el productor nacional

sus costos sean altos y la venta de sus productos muy re-

ducidos11. Pero también existen enormes diferencias en

cuanto a la superficie cultivable, el nivel de ingresos en el

campo, los sistemas de riego, pero sobre todo en los subsi-

dios12. En contraste en los Estados Unidos existe un fuerte

subsidio estatal y políticas agropecuarias a largo plazo que

dan certidumbre a los productores de aquel país, por ejem-

plo el Congreso de ese país aprobó en 2002 la Farm Bill

(Ley de Seguridad Agrícola e Inversión Rural) con la que

otorgará subsidios agrícolas por la suma de 183 miles de

millones de dólares. En síntesis en Estados Unidos lo agri-

cultores cuentan con: 1) financiamiento tanto para la pro-

ducción como para la comercialización; 2) leyes y

reglamentos ágiles y claros; 3) instituciones que fomentan

el desarrollo agropecuario; 4) mejores condiciones agro

ecológicas; 5) tecnología suficiente y de punta; 6) infraes-

tructura suficiente; 7) una política de comercio exterior

muy activa o altamente proteccionista de los productores

de aquél país

No menos importante es la dimensión social, pode-

mos considerar que la crisis social es consecuencia del

proceso de desplazamiento del bienestar social por el po-

der monetario de la economía global. Respecto a la peque-

ña producción rural unos 3.5 millones son productores

pequeños y de subsistencia y viven en extrema pobreza

(de ellos 2.5 millones viven del cultivo del Maíz y del frijol),

además ocho de cada diez personas que viven en el campo

son pobres y dos de cada tres personas son indigentes13.

Según el investigador Julio Boltvinik, con datos del censo

de 2000, menciona que el 97.1 % de los 9 millones, 278 mil

indígenas son pobres, y más del 82.8% son indigentes. La

situación sociodemográfica es la de una pirámide muy des-

igual donde el 3% son empresarios; el 22% son producto-

res transicionales y el 75% son productores de subsisten-

cia14. De acuerdo con el Censo Agrícola y Ganadero, en su

conjunto el sector agropecuario aporta el 5% del PIB
15.

7 Schwentesius, et al. (Coordinadores) (2003) ¿El campo aguanta más?

México, UACh, 2003.
8 Por otra parte, maíz, frijol y lácteos deberían tener protección

arancelaría hasta el 2008, sin embargo dicho acuerdo no se respeta. En los

años de 1995, 1996 y 2001, durante el gobierno de Ernesto Zedillo, se

importaron excedentes de maíz por más de 3 millones de toneladas Para

1995 y 1996 se importaron más de 3 millones de toneladas no autoriza-

das. En 2001 con el gobierno de Fox se importaron cinco millones, 654

mil 721 toneladas, cuando se había autorizada tres millones, 166 mil, 922

toneladas, con un excedente de dos millones, 487 mil, 789 toneladas. En

2002 se importaron 4 millones 500 mil toneladas con un excedente de 3

millones, 261 mil 930 toneladas. Como consecuencia de las importacio-

nes de Maíz y frijol el país ha llegado a una pérdida fiscal de más de 2 mil

877 millones de dólares véase Jornada, 3 de Marzo de 2003.
9 Para el diagnóstico gubernamental desde hace más de veinte años

los culpables de la crisis en el campo han sido los pequeños productores

ineficientes, sin embargo la diferencia radica en los grandes apoyos y sub-

sidios otorgados a los productores agropecuarios norteamericanos.
10 El costo de los apoyos directos por tonelada en México equivale a

28.99 dólares, ésta cifra es un 32.3% mayor a los 21.92 dólares por tone-

lada que los productores estadounidenses debido a las diferencias en el

tamaño de las zonas cultivadas.
11 Los productores norteamericanos cuentan con pagos directos, y finan-

ciamiento que otorga el gobierno si cae el precio y compensa las diferencias.

Se trata de apoyos que distorsionan la producción y el precio de exportación.

México tiene derecho a poner aranceles si comprueba que e producto que

compra tiene un gran subsidio veáse Jornada, 3 de Diciembre de 2003.
12 En México la superficie cultivable es de 29 millones de hectáreas

contra 179 millones en Estados Unidos. Dicha diferencia es a favor de

Estados Unidos en un 517.2%, por cada hectárea cultivable en México

existen seis en Estados Unidos. El nivel de ingresos del campo en México

en promedio es de 2 salarios mínimos, aproximadamente 2 mil 600 dóla-

res por año, en tanto que en Estados Unidos es de 60 mil dólares anuales.

(El Norte, 6-03-03 en Estados Unidos subsidia su agricultura en 721%

más a su campo en apoyos directos al campo en 2003. En 2003 se otorga-

rán 21 mil 900 millones de dólares contra 2 mil 668 millones en México.

Véase Reforma, 6 de Marzo de 2003.
13 En 1992, el 35.6% de la población rural se encontraba en pobreza

alimentaria, hoy lo está el 52.4%. La pobreza rural ha ido en aumento ya

que de acuerdo con un documento de SAGARPA “Situación y perspectiva del

campo mexicano”, más del 80% de la población esta debajo de la línea de

la pobreza, y más del 50% en extrema pobreza. Véase Jornada, 18 de Abril

de 2003; Infosel News, 3 de Marzo de 2003, Jornada, 18 de Abril de 2003.
14 Quienes han salido beneficiados por la importación de alimentos

baratos son las grandes empresas agrocomerciales como Bimbo, Pulse,

Maseca, Bahoco, Lala, Viz, Dupont, entre otras.
15 Los productores agroindustriales son el 15% y producen para el

mercado nacional y los productores medianos son el 35%, ambos produ-

cen el 30% del PIB y los campesinos son el 50% y producen el 70% del PIB.
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Otros indicadores de la crisis social en el campo son: las

migraciones a los Estados Unidos; el número de migrantes

muertos al cruzar la frontera; el monto de las remesas a

México y las inversiones de mexicanos en Bancos Estado-

unidenses16. En suma, las políticas económicas y sectoria-

les en el campo han coadyuvado al aumento de la

marginación y la pobreza, el desempleo y las migraciones

nacionales e internacionales, sobre todo a Estados Unidos.

Ya el FMI auguraba, en 1992, un éxodo rural en México de

15 millones de campesinos y el abandono de diez millones

de hectáreas17.

La dimensión política también juega un rol importante

en la explicación de las movilizaciones rurales, así encon-

tramos que el contexto político coyuntural de las negocia-

ciones entre campesinos y el Estado, debido entre otras

cosas a la crisis del viejo corporativismo gobierno-PRI-CNC;

la crisis del neocorporativismo refuncionalizadado por el

actual gobierno a partir de instancias como el Congreso

Agrario Permanente; las elecciones federales de julio para

renovar el congreso y la consecuente lucha entre los par-

tidos políticos por lograr la mayoría en el mismo facilitó el

acercamiento entre instituciones gubernamentales y orga-

nizaciones campesinas.

La dimensión cultural consiste en la pérdida de identi-

dad nacional, como por ejemplo al considerar a México

como país de origen del maíz. En el capitalismo salvaje la

agricultura mundial (world farm) amenaza los recursos agrí-

colas y naturales para la sustentabilidad económica, social,

cultural y ecológica no sólo en el ámbito nacional sino

mundial18. Algunos de los efectos no esperados por el in-

greso al TLCAN han sido: a) la pérdida de la soberanía

alimentaria por la dependencia en alimentos, que al mismo

tiempo es un riesgo para la soberanía nacional19; b) la pér-

dida de la identidad en la cultura alimentaria por la imposi-

ción de las transnacionales de comidas rápidas20 c) la

pérdida de identidad cultural por el desarraigo de los cam-

pesinos que migran a los Estados Unidos; d) la pérdida de

identidad rural por alejamiento forzado de los campesinos

de sus costumbres y tradiciones por las migraciones cam-

po-ciudad; y e) la pérdida de identidad científico tecnológi-

ca debido a la dependencia tecnológica en la medida en

que dicho conocimiento, así como sus beneficios econó-

micos son monopolizados por unas cuantas empresas trans-

nacionales21.

La dimensión jurídica se refiere a las medidas de

renegociación o diferimiento para los productos más sen-

sibles y socialmente importantes de la producción prima-

ria22.

El nuevo movimiento ruralEl nuevo movimiento ruralEl nuevo movimiento ruralEl nuevo movimiento ruralEl nuevo movimiento rural

Las movilizaciones rurales en torno, principalmente, a una

renegociación del TLCAN, corresponden a un Nuevo Movi-

miento Social Rural, ya que se trata de una lucha multiclasista

(incluye a grandes, medianos y pequeños productores ru-

rales); las demandas centrales pretenden la modificación

de las políticas públicas agropecuarias (es decir, son de-

mandas incluyentes ya que pretenden beneficiar a la mayo-

ría de los productores rurales); constituye una lucha

anti-corporatista (rebasando con mucha la iniciativa políti-

ca de la CNC); es una lucha intersectorial (en la medida en

que logra tejer alianzas entre productores rurales con im-

16 En el mismo sentido según el presidente del Colegio de la Frontera

Norte, Jorge Santibáñez, informó que en julio de 2003 murieron 52

migrantes indocumentados. Por su parte según datos del Banco Intera-

mericano de Desarrollo se calcula que los migrantes mexicanos envían a

nuestro país unos 10 mil 500 millones que benefician a sus familias y,

como dato curioso ese monto es igual al destinado por el gobierno para

la importación de alimentos. De acuerdo al estudio del Banco de México,

los recursos depositados por mexicanos en bancos de Estados Unidos

alcanzó el año 2002 la cantidad de 37 mil 300 millones de dólares, dicha

cantidad es en 4.64 veces superior al monto de las nuevas inversiones

extranjeras a México en ese año. Véase Jornada, 4 de Marzo 2003.
17 Bartra, Armando, El Campo Mexicano ante la Globalización, México,

UACh, 2003.
18 Como sabemos actualmente se importan 6 millones de toneladas

de maíz de mala calidad y transgénico, cuando aquí existen en el país más

de 60 variedades de maíz que forman parte, no solamente, de la alimenta-

ción sino de las fiestas, ritos, mitos, origen del maíz y gastronomía. Véase

Jornada, 4 de Marzo de 2003.

19 El 40% de la demanda nacional de alimentos se cubre por importa-

ciones de Estados Unidos y Canadá, y se está en riesgo de transformar en

70% de no revisarse el tratado. Además la papa, trigo, cebada, miel, garban-

zo lenteja y cacahuate. Compramos 9.5 de cada 10 kilos de soya de con-

sumo; 5.8% de cada 10 kilos de arroz; 5 de cada 10 kilos de trigo; 2.5 de

cada 10 kilos de maíz y 4 de cada 10 kilos de carne de consumo.
20 De acuerdo con un estudio de Laura Sánchez, las transnacionales

como Grupo Sigma, de alimentos, Bochoco, Sabritas, Panamco México,

Pepsi-Gemex. Bristol-Myers Squib de México, Cargill, Continental Multa

Texco. Mayer y Pilgrims Pride, Wall Mart y Monsanto, entre otras, domina

el mercado alimentario del país controlando, la producción y comerciali-

zación de los sectores agroindustrial, agroquímico, de granos y semillas.

(Jornada, 18-04-03)
21 Schwentesius, et al. TLC agricultura. ¿Funciona el experimento? México,

CIESTAAM-Juan Pablos Editor, 1998.
22 De acuerdo el capítulo séptimo del TLCAN, así como en los artícu-

los 1803 y 2004, se establece que México tiene derecho a convocar a

Canadá y Estados Unidos a consultas para discutir, evaluar y condensar

medidas de emergencia para el sector agropecuario, ya sea por capítulo o

para los 15 o 20 productos que se enlistan en el artículo 179 de la Ley de

Desarrollo Rural22. Véase Jornada, 4 de Marzo de 2003.



El Cotidiano 124 4 5

portantes gremios sindicales tales como el sindicato de

maestros o de electricistas); combinó adecuadamente di-

versas formas lucha que incluyeron la acción directa con la

negociación logrando captar la atención de los medios de

comunicación (amenazas, toma simbólica de garitas, bode-

gas, puertos y puntos fronterizos de entrada de productos

agropecuarios, huelgas de hambre, bloqueo de carreteras,

constantes declaraciones a los medios de comunicación,

toma de edificios públicos, manifestaciones ante autorida-

des locales en las entidades o la Mega Marcha Campesina,

al tiempo que mostró mayor iniciativa en las propuestas al

negociar con autoridades gubernamentales); mostró la pro-

puesta de un nuevo proyecto de nación sustentado en prin-

cipios nacionalistas (búsqueda de la soberanía alimentaria,

equidad en la negociación con los socios comerciales o

justicia social en la atención a mujeres y ancianos); promo-

vió una estrategia jurídica al demandar a las autoridades

judiciales quitar los procesos judiciales promovidos contra

los líderes del movimiento (el gobierno foxista ha adopta-

do como forma de represión los procesos judiciales con-

tra líderes sociales); logró mantener la autonomía de las

organizaciones rurales durante la negociación con el Esta-

do mostrando organización y disciplina (a pesar de la inge-

rencia oportunista de los partidos políticos enmarcados

en la coyuntura política electoral de las elecciones del 6 de

julio); logró la movilización en las entidades a nivel nacio-

nal; por otra parte las reivindicaciones del movimiento ru-

ral se inscriben en el contexto de la globalización23 (en

este sentido los actores sociales rurales luchan en el mar-

co del Estado neoliberal, desde la perspectiva de una lucha

por la inclusión en el nuevo modelo económico). El con-

texto actual presenta los siguientes rasgos: dirección de la

economía al libre mercado; el retiro de la presencia estatal

en el campo; cambios en las formas de lucha en el campo

(de la lucha por la tierra a la diversificación de los frentes

de lucha); aparición del levantamiento armado de Ejercito

Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en 1994 y la rei-

vindicación de demandas como la autonomía indígena. Sin

embargo el antecedente más inmediato de las movilizacio-

nes rurales del inverno de 2002 fue la burla del nuevo go-

bierno panista a las organizaciones indígenas al aprobar

“otra” ley indígena; y las movilizaciones rurales a la Ciudad

de México hacia la cámara de diputados, instituciones pú-

blicas y al Zócalo, en 2001 y 2002, protagonizada por piñeros,

lecheros, productores de granos, cafetaleros y cañeros que

protestaban por la falta de apoyos y por la competencia

desleal con Estados Unidos24. En el caso de la crisis de la

industria azucarera que afectaba a cañeros y obreros azu-

careros el gobierno de Vicente Fox se vio obligado a re-

nacionalizar los ingenios que se encontraban en crisis

financiera25.

El sector dominante de las organizaciones no son en

su mayoría los campesinos más pobres pero están inclui-

dos, los grupos dirigentes son los productores grandes y

medianos rurales (productores de granos, oleaginosas y

cárnicos que son vulnerables a los efectos del libre merca-

do, por las importaciones de estos productos permitido

por las autoridades), algunos de ellos con alguna profesión

vinculada al campo, así como grandes y pequeños empre-

sarios agrícolas y agrocomercializadores, con capacidad de

movilización. Las organizaciones más importantes fueron

creadas en los últimos veinte años tales como El Barzón o

el Congreso Agrario Permanente (CAP)26. En este senti-

do el sociólogo francés, Alain Touraine, sostiene que los

nuevos movimientos sociales se constituyen con elemen-

23 Véase Touraine, Alaine La producción de la sociedad, México, UNAM,

1995 y Touraine, Alaine ¿Podremos vivir juntos? La discusión pendiente. El

Destino del Hombre en la Aldea Global, México, Editorial Fondo de Cultura

Económica, 1997.

24 Ante la represión en el campo y el retiro estatal en programas de

desarrollo rural, el movimiento campesino se diversificó hacia otro tipo

de luchas, especialmente en el terreno de la producción, la comercializa-

ción, los recursos naturales o por la democracia municipal. Ante el abrup-

to retiro estatal las organizaciones tradicionales de control en el campo

entraron en un desgaste y crisis de representación muy agudo. El gobier-

no de Salinas de Gortari adoptó un nuevo esquema de dominación: el

neocorporativismo. Para ello creó el Congreso Agrario Permanente en

1988 con el concurso de organizaciones gubernamentales e independien-

tes. Mientras tanto otras organizaciones de productores rurales comen-

zaron a tomar la estafeta de la lucha social en el campo, como en el caso

de UNORCA y con ellos tenemos la diversificación de los movimientos

sociales hacia la gestión de política distributiva y regulativa, es decir la

lucha por el control del proceso productivo, la comercialización y la de-

fensa de los recursos naturales.
25 Sin embargo Luis Miguel Álvarez, titular del Fideicomiso Liquidador

informó que hasta el momento no se ha confirmado el decreto expropia-

torio ya que los dueños de ingenios interpusieron amparos, debido a eso,

no se han podido recuperar los créditos de los ingenios intervenidos por

unos 18 mil millones de pesos. Véase Jornada, 16 de Abril de 2003.
26 El motor del movimiento lo constituyen el Movimiento el Campo

no Aguanta Más en la que existen organizaciones como la ANEC, la Asocia-

ción Nacional de Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas

(UNORCA) y el Barzón que agrupa a productores grandes y medianos que

sufrieron las consecuencias indeseables de los efectos financieros de di-

ciembre de 1994 que ocasionó que las instituciones bancarias aumenta-

ran la tasa de interés y la secuela de embargos a los deudores de la banca,

lo cuál ocasionó movilizaciones en todo el país. Se trata de un movimien-

to organizado “desde abajo”, sin ingerencia gubernamental o de partidos

políticos.
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tos de los viejos movimientos sociales. Este es el caso al

hablar del movimiento “El campo no aguanta más”27.

Ideológicamente el movimiento rural se sustenta de

una propuesta de un Nuevo Proyecto de Nación Incluyen-

te base de la nueva relación Estado-Campesinos, muy dife-

rente del proyecto de nación neoliberal-excluyente fincada

en el libre mercado. Durante el movimiento plantearon el

carácter alter mundialista del movimiento rural caracteri-

zado por un enfoque nacionalista en el que el nuevo papel

del campo está en función del proyecto de nación “que

queremos, y nosotros queremos un país soberano, democrático,

equitativo, con crecimiento económico y que asegure la

sustentabilidad de sus recursos naturales, todo dentro de la glo-

balización”28.

Lo que da identidad a este tipo de movimiento es la

lucha contra el estado, con las instituciones responsables

de la situación agropecuaria. Pero también se trata de de

muchos “otros”: en ocasiones las instituciones del gobier-

no; las medidas comerciales impuestas por el gobierno

norteamericano; las empresas importadoras de alimentos;

las grandes compañías comercializadoras; las empresas

transnacionales; las instituciones judiciales mexicanas; y en

otras la opinión pública.

Con respecto a la organización aún mantienen proble-

mas de organización interna y de liderazgo centralizado,

como se hizo evidente en las mesas de Diálogo y en la

firma del Acuerdo Nacional para el Campo. Por otra parte

la ingerencia de los partidos políticos es más que evidente,

particularmente por el PRI y el PRD. Existe el riesgo de que

tras la firma el movimiento se diluya o desdibuje como

actor social ya que, como afirma Touraine, los movimien-

tos sociales no son para siempre, puesto que tienden a

institucionalizarse o politizarse29. Así mismo existe el serio

riesgo de politización del movimiento debido al proceso

electoral como el de julio de 2003, donde algunos de sus

dirigentes contendieron como candidatos para algún puesto

de representación popular, como sucedió en efecto.

Primer periodo, de noviembre a eneroPrimer periodo, de noviembre a eneroPrimer periodo, de noviembre a eneroPrimer periodo, de noviembre a eneroPrimer periodo, de noviembre a enero
de 2002: Zapata cabalga de nuevo...de 2002: Zapata cabalga de nuevo...de 2002: Zapata cabalga de nuevo...de 2002: Zapata cabalga de nuevo...de 2002: Zapata cabalga de nuevo...
en la cámara de diputadosen la cámara de diputadosen la cámara de diputadosen la cámara de diputadosen la cámara de diputados

Ante la proximidad de la entrada en enero de 2003 del

décimo corte de desgravación del TLCAN para todos los

productos agropecuarios, insumos y productos manufac-

turados30 así como la cercana discusión del Presupuesto

de Egresos de la Federación, doce organizaciones campesi-

nas integran el Movimiento el Campo no Aguanta Más31 y

lanzan un manifiesto el 12 de noviembre para la salvación y

revaloración del campo mexicano titulado: “El Campo No

Aguanta Más: Seis Propuestas para la Salvación y Revalori-

zación del Campo Mexicano”, es decir con seis propuestas

de una agenda de política agropecuaria. Las seis propuestas

son: 1) Renegociación del apartado agropecuario del TLCAN;

2) Plan emergente para 2003 y de largo plazo con horizon-

te a 2020 para una reforma estructural del sector agrope-

cuario elaborado por una Comisión de Estado con

participación del Ejecutivo, del Legislativo, de los centros

de investigación y de educación superior y de los produc-

tores; 3) Incremento al presupuesto para desarrollo rural

del 0.6% al 1% del PPIB; 4) Orientación de la nueva financie-

ra rural como banca social; 5) Calidad e inocuidad en los

alimentos para los consumidores mexicanos; y 6) Cumpli-

miento de los Acuerdos de San Andrés en materia de de-

rechos y cultura de los pueblos indios.

Las propuestas anteriores reflejan las características

de la propuesta del nuevo proyecto de nación, pero ade-

más propuestas de una política agropecuaria con medidas

de corto y mediano plazo, además se solicita apoyo a los

centros de investigación, a la educación superior y a los

productores. En otras palabras se plantea la necesidad de

un apoyo preferencial al sector social, léase subsidios ne-

cesarios. Acaso el FOBAPROA ¿no es un tipo de subsidio? En

este sentido habaría que preguntarse por qué los ricos

banqueros si tienen subsidios, a pesar de su enorme

ineficiencia y por qué los pobres del campo no.

Desde sus inicios el movimiento amenazó con tomar

las garitas y puntos de paso de los productos importa-

27 Véase Touraine, Alaine Actores sociales y sistemas políticos en América

Latina, Santiago de Chile, PREALC/OIT, 1987; Touraine, Alaine La producción

de la sociedad, México, UNAM, 1995 y Touraine, Alaine ¿Podremos vivir juntos?

La discusión pendiente. El Destino del Hombre en la Aldea Global, México,

Editorial Fondo de Cultura Económica, 1997.
28 Jornada, 09 de Marzo de 2003.
29 Touraine, Actores sociales y sistemas políticos en América Latina,

Op. cit.

30 Lo que desaparecerá serán las cuotas de importación y la exención

a pagar impuestos a unos 40 productos. Los productos que entrarán li-

bres tenían hasta antes del 1º de enero de 2002, un arancel máximo de

2% o de 1.5%. En 1994 entraron con gravámenes de 20 y 15% y anualmen-

te fueron disminuyendo dos puntos en el arancel.
31 Las doce organizaciones son: la AMUCS, ANEC, CEPCO, CNOC, CNPA,

FDC CODUC, RED MOCAF, UNOFOC, FNDCM y UNORCA.
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dos32. Además el Movimiento el Campo no Aguanta Más va

a agrupar también al Barzón y posteriormente el Congre-

so Agrario Permanente, además se va a realizar el cabildeo

y difusión de las demandas hacia otras organizaciones, ins-

tituciones oficiales y a la opinión pública.

Ante las presiones los actores institucionales reaccio-

naron con medidas coyunturales, así el 18 de noviembre el

Presidente de la República y el secretario de SAGARPA, Ja-

vier Usabiaga anunciaron el “blindaje” del campo y la des-

gravación de energéticos, con el propósito de tratar de

apaciguar los ánimos en el sector social rural33 . Sin embar-

go el “blindaje” fue débil ya que no se autorizaron todos

los recursos. En el Congreso legisladores del PRI y del PRD

afirmaron que el blindaje agroalimentario era engañoso. Los

legisladores del PRD se pronunciaron por sacar al agro del

TLC y representantes del PRI solicitaron que se posponga la

apertura34.

Como las medidas anteriores no lograron contener el

movimiento, la Secretaría de Gobernación, saldrá al paso al

movimiento y propone un Acuerdo Nacional para el Cam-

po. Mientras tanto los actores políticos se van a diferenciar

así, legisladores del PRI y el PRD apoyaron las demandas

rurales, en tanto que legisladores del PAN, por el contrario,

manifestaron su rechazo a la renegociación del TLCAN. Por

su parte los actores empresariales van a mantener un do-

ble discurso, primero su rechazo a la renegociación del

TLC, por otro lado van a promover la ampliación de los

beneficios del tratado El 21 del mismo mes, se realizan tres

movilizaciones campesinas que incluyen bloqueos a carre-

teras, a una Secretaría de Estado y al Senado35.

A fines de año las organizaciones corporativas como

la CNC y partidos políticos, en particular PRI y PRD comien-

zan a tener mayor presencia en el respaldo a las demandas

del movimiento rural. La CNC requería de mayor legitimi-

dad debido a la crisis política que se vivía al interior de PRI

El PRD por su parte presionó en la Cámara de Diputados

para exigir más apoyos al campo e incluso la presidenta de

dicho partido en ese entonces, Rosario Robles, compro-

metió el respaldo de su partido a la causa campesina36.

En diciembre se realizaron las más publicitadas accio-

nes del movimiento ya que pretendieron llamar la aten-

ción en la Cámara de Diputados, dado que ahí se discutía

el presupuesto anual. Entre los días dos y tres unos dos mil

quinientos campesinos se reunieron con legisladores del

PRI y el PRD, y realizaron una marcha de protesta hacia la

Embajada de Estados Unidos donde declararon simbólica-

mente suspendido el TLCAN, mientras que otros producto-

res realizaron plantones en las representaciones de Sagarpa

en el D.F. y en Chiapas37. Una de las acciones más especta-

culares, fue sin duda, la entrada en caballo, con métodos

violentos, a la Cámara de Diputados, protagonizada por

barzonistas, Unión Nacional de Trabajadores Agrícolas y

Maestros de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de

la Educación (CNTE) con esa acción se llamó la atención a la

prensa y la opinión pública y sirvió de preámbulo para que

ingresara en la agenda pública38.

Ante esas acciones la Secretaría de Gobernación vol-

vió a insistir en instalar una mesa de diálogo con el Barzón,

y con otras organizaciones sociales, para tratar el proble-

ma de la situación del campo. Al mismo tiempo dicha se-

cretaría promueve acciones judiciales contra quienes

encabezaron las acciones en el recinto parlamentario de

San Lázaro.

La CNC, en medio de una crisis interna, comenzó a

hacer comentarios más frecuentes contra el TLC, al tiempo

en que definiría su postura política con relación a la crisis

del campo y con el problema migratorio39.

La noche del 31 de diciembre concluyó con un ayuno

por parte de los integrantes de “El Campo no Aguanta Más”

en el ángel de la Independencia, así como movilizaciones

de protesta en puntos fronterizos y con el cierre simbóli-

co de puertos promovidos por nueve organizaciones soli-

32 La Jornada, 13 de noviembre de 2002; El Universal, 13 de noviembre

de 2002, Reforma, de 13 noviembre de 2002.
33 El 18 de noviembre el jefe del Ejecutivo y el secretario de SAGARPA,

Javier Usabiaga anunciaron el “blindaje”, del campo por un monto de 102, mil

563, millones de pesos. Se planteó un incremento al presupuesto federal para

el Desarrollo Rural de 34 mil millones a 47 mil millones, con un incremento

de 13 mil cien millones de pesos. Además se anunció el pago a los producto-

res de PROCAMPO de $1,300 pesos por hectárea equivalentes a $100 dólares

de 1994, así como un restablecimiento de precios de garantía y subsidios

aplicados en energía eléctrica, tecnificación del riego, bajos precios en diesel y

fertilizante, agroquímicos y productos biológicos, en resumen tibios y tardados

subsidios. La modificación de la Ley de Energía para el uso del campo incluyó

subsidios a la energía eléctrica, el diesel y la gasolina para uso agrícola. En

cuanto a la Ley de Ingresos se logró que la Secretaría de Economía vigile y dé

seguimiento a los efectos que puedan causar la importación de productos.

(La Jornada, 18-11-02; Reforma, 20-11-02).
34 Reforma, 20 de noviembre de 2002.
35 Reforma, 22 de noviembre de 2002.

36 Reforma, 24 de noviembre de 2002; Reforma, 27 de noviembre de

2002; Reforma, 30 de noviembre de 2002.
37 Reforma, 01 de dicimbre de 2002; Reforma, 03 de diciembre de 2002;

La Jornada, 04 de diciembre de 2002.
38 El Universal, 11 de diciembre de 2002; El Universal, 14 de diciembre de 2002.
39 Mientras tanto Simpatizantes de Fidencio Luna, ex líder de la Liga

de Comunidades Agrarias en el Distrito Federal, irrumpieron violenta-

mente el 29 de diciembre en la sede de la CNC para exigir el reconoci-

miento de su nuevo Comité Directivo. (Notimex, 30 de diciembre de 2002;

Jornada, 29 de diciembre de 2002; Crónica, 30 de diciembre de 2002.
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darias en el punte Internacional de Ciudad Juárez donde

lograron inhibir el paso de productos agropecuarios, se

trató de una acción simbólica ya que ahí ingresan entre 5 y

6 tráileres por minuto40.

Las organizaciones campesinas no adoptaron una acti-

tud pasiva frente a la propuesta del Foro Nacional para el

Campo, así el 6 de enero realizaron movilizaciones a nivel

nacional y lanzaron el manifiesto de Ciudad Juárez que

retoma los seis puntos del 12 de noviembre. Mientras tan-

to integrantes de la UNORCA realizaron una huelga de ham-

bre en el Ángel de la Independencia que se prolongó hasta

el día 1541.

El inicio de negociaciones Estado-campesinos se reali-

zaron con muchas fricciones. Las acciones preliminares para

llevar a efecto el Foro Nacional para el Campo provocó

desacuerdos entre organizaciones rurales y autoridades ofi-

ciales respecto a quiénes asistirían, en qué lugar, que temas

discutir y con qué formato exponer. Las organizaciones ru-

rales, incluso, propusieron varios principios que normaran la

nueva relación Estado-campesinos. En los pinos, organiza-

ciones campesinas y autoridades gubernamentales, acorda-

ron la realización de las mesas de discusión en el Archivo

General de la Nación, así como el formato para las mesas

de trabajo. La invitación del gobierno a las organizaciones

de ganaderos y pequeños propietarios por poco hace abor-

tar las mesas42. Los actores institucionales, instancias res-

ponsables de la política agropecuaria (Sagarpa, Secretaría

de Economía, Secretaría de Reforma Agraria, Secretaría de

Hacienda, Secretaría de Gobernación) intentaron: minimi-

zar la magnitud de la crisis del campo; desviar la atención

del público estigmatizando al movimiento campesino; pro-

mover procesos judiciales en contra de los líderes.

La Mega Marcha Campesina del 31 de enero es una de

las mayores movilizaciones rurales de los últimos veinte años

en México. Dicha marcha tuvo como destino la Plaza de la

Constitución, aunque también se efectuaron marchas en

varias ciudades del país que convocaron a las principales

organizaciones campesinas. Además de la partición de El

Campo no Aguanta Más, El Barzón, el CAP, entre otras, logra-

ron la asistencia del sector semioficial como la CNC, así como

organizaciones sindicales como la del sindicato de electri-

cistas y la UNTA. Al Zócalo asistieron más de 100 mil perso-

nas. Entre otros puntos advirtieron al gobierno que si trai-

ciona su palabra una vez más y no cumple con revisar el

TLCAN y llegar a un acuerdo nacional con las organizaciones

abría un paro masivo. Además exigieron la demanda de re-

negociación del TLCAN Acuerdos Paralelos, implementación

de política agropecuaria a largo plazo, acuerdos migratorios,

respeto a derechos humanos de campesinos y emigrantes

y alto a la persecución y encarcelamiento de dirigentes43.

La Mega Marcha representa a todos los productores del

campo: grandes, medianos y pequeños, tanto a los produc-

tores ricos como pobres, a los indígenas, pero también a

toda la población debido al carácter estratégico de los pro-

ductos del campo en tanto alimentos; como materia prima,

así como fuentes de creación de empleo. Como puede de-

ducirse de los discursos de los líderes, los campesinos exigie-

ron un apoyo preferencial al sector social, no paternalismo

ni viejas prácticas de corrupción burocrático institucional

sino políticas consistentes y a largo plazo.

El martes 4 de febrero el Presidente Vicente Fox negó,

en los Pinos, que el campo se encontrara en crisis con lo

que desencadenó más movilizaciones y desconfianza de

los campesinos hacia el Ejecutivo44. Ante esas declaracio-

nes el Barzón convocó a mítines, bloqueos y marchas de

descontento contra el TLCAN. Sin embargo, el jueves 6 de

febrero Vicente Fox dando marcha atrás, a lo dicho el

martes, reconoció que el problema humano más urgente

era el campo45.

De esta etapa de surgimiento podemos destacar que

las organizaciones rurales supieron plantearon desde su

inicio, de manera propositiva, demandas justas e incluyentes

de políticas agropecuarias, sociales y políticas. Pero ade-

más, utilizaron formas innovadoras de presión que logra-

ron una primera victoria: colocar los problemas del campo

en la agenda nacional.

Acuerdos para el Campo: de las promesasAcuerdos para el Campo: de las promesasAcuerdos para el Campo: de las promesasAcuerdos para el Campo: de las promesasAcuerdos para el Campo: de las promesas
al incumplimientoal incumplimientoal incumplimientoal incumplimientoal incumplimiento

El segundo período abarca de febrero a diciembre de 2003,

es decir desde la realización de los Foros y Mesas de Diá-

logo para el Campo, la firma de los Acuerdos para el Cam-

po, la evaluación- seguimiento de los acuerdos y la entrega

de algunos de los recursos acordados con el gobierno a

fines de año.

40 Reforma, 01 de enero de 2003; Reforma, 03 de enero de 2003; Refor-

ma, 06 de enero de 2003.
41 La Jornada, 16 de enero de 2003; Reforma, 16 de enero de 2003.
42 Reforma, 06 de enero de 2003; Reforma, 08 de enero de 2003; Refor-

ma, 17 de enero de 2003.

43 La Jornada, 01 de febrero de 2003; El Universal, 01 de febrero de

2003; Reforma, 01 de febrero de 2003.
44 Reforma, 05 de febrero de 2003; El Universal; 05 de febrero de 2003;

La Jornada, 05 de febrero de 2003.
45 Reforma, 07 de febrero de 2003.
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El 10 de febrero se instalaron las Mesas de Diálogo, el

12 de febrero el titular del ejecutivo, Vicente Fox, inauguró

las ocho mesas de trabajo de las Mesas de Diálogo para el

Campo. En su discurso inaugural defendió el quehacer del

secretario de Sagarpa, Javier Usabiaga, sosteniendo que “es

el mejor secretario de Agricultura que México ha tenido”,

y que nunca ha habido uno “tan bueno como él”46. Desde

el principio las autoridades manipularon: la imposición del

lugar- un campo deportivo- en vez del lugar previamente

estipulado, el Archivo de la Nación; el formato de desarro-

llo de las mesas. Debido a lo anterior los representantes

campesinos informaron que con las mesas no habría un

verdadero diálogo ya que el formato no lo permitía47.

El jueves 6 de marzo se repitió la mesa uno ahí las

organizaciones sociales sugirieron varias líneas de políticas

agropecuarias. después de los encuentros/desencuentros

en las mesas de diálogo, el secretario de Sagarpa comenzó

a cambiar sus posturas, desde las que minimizaba la crisis

del campo hacia el planteamiento de que el campo de

México: es estratégico para la nación; el reconocimiento

de la profunda crisis que enfrentan los mayoritarios secto-

res de la sociedad rural; la solución a los problemas del

campo no son sólo productivos sino también sociales; los

recursos públicos deben coadyuvar a construir una rela-

ción Estado-sociedad rural basada en la autonomía, la

autogestión y el reconocimiento pleno de sus derechos48.

Después de las mesas del Diálogo Nacional por una

Política de Estado para el Campo, continuó la negociación

entre organizaciones campesinas y el gobierno en el senti-

do de a qué acuerdo se comprometían a firmar49. Las orga-

nizaciones campesinas del sector social diseñaron un

proyecto de acuerdo nacional y la definición de una estra-

tegia de negociación, para tal fin plantearon cuatro princi-

pios rectores para el acuerdo. El primero es la paridad, es

decir que se garantice un nivel de vida similar entre la so-

ciedad urbana y la rural; Otro principio es el compromiso

de asegurar la soberanía alimentaria; reconocer la multifun-

cionalidad de la agricultura; y fortalecer la capacidad de desa-

rrollo de los pequeños y medianos productores, así como de las

comunidades indígenas y campesinas50.

Nuevamente el movimiento campesino tuvo la iniciativa

frente a los actores institucionales ya que históricamente siem-

pre se ha beneficiado a la ciudad en perjuicio del campo

donde existen habitantes del “México profundo” que aún no

cuentan con todos los derechos como ciudadanos, ni con

los servicios públicos más básicos y se reproducen como

des-ciudadanos trátese de indígenas, campesinos mestizos,

o niños, ancianos, mujeres rurales. De este modo dicho prin-

cipio no es solamente un requisito de equidad sino que tam-

bién es un prerrequisito político de democracia. También se

reivindica la soberanía alimentaria frente el riesgo político

de sufrir la dependencia política y económica del exterior y

más específicamente del peligro de una virtual anexión a

Estados Unidos. Los otros dos principios se enfocan a la

búsqueda de equidad, de condiciones de competencia, vía

apoyos preferenciales al sector social, para todas las formas

de producción en el campo incluyendo a las comunidades

indígenas ya que de lo contrario están condenadas al etnocidio.

En marzo concluyeron las mesas de diálogo entre go-

bierno y organizaciones campesinas en medio de descon-

fianzas mutuas y quedaba pendiente la firma de tales

acuerdos. El gobierno reconoció cuatro temas que inte-

grarían la política agropecuaria, mientras que los campesi-

nos, habían ubicado diez temas. Las cuatro líneas reconocidas

por los actores institucionales fueron: aspectos financieros;

de tipo estructural, infraestructura; así como participación

social y lo relacionado con educación, salud, alimentación e

ingreso. La propuesta única consistía en la necesidad de que

México mantuviera su soberanía alimentaria, lo cuál supone

la renegociación del TLC; además que se establezca una polí-

tica de precios en la que a partir de los costos, los campesi-

nos encuentren márgenes de ganancia51. En aquella ocasión

Fernando Canales, secretario de Economía, rehusó pronun-

ciarse por una renegociación del TLCAN, aunque habló de la

posibilidad gubernamental para utilizar algunas medidas al-

ternativas52.

46 El Universal, 13 de febrero de 2003.
47 Reforma, 01 de marzo de 2003.
48 En la mesa uno participaron, además de Javier Usabiaga de Sagarpa,

el gobernador de Tamaulipas, Tomás Yarrington, líder de la UCD, José Durán;

Alberto Gómez, de El Campo No Aguanta Más; la diputada Beatriz Pare-

des; el líder del Barzón, Alfonso Ramírez Cuellar y el presidente de la

Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados, Jaime Rodríguez.

Véase Jornada, 06 de marzo de 2003; Jornada, 07 de marzo de 2003.
49 En cuanto a las instituciones gubernamentales participarían los se-

cretarios de Agricultura, Javier Usabiaga, de Economía, Fernando Canales y

de Gobernación, Creel Mirada. Por parte de los campesinos negociarían

con los campesinos que integran la Comisión de Organización y Acuerdos:

el Congreso Agrario Permanente, el Campo no Aguanta Más, el Barzón y la

CNC. Javier Usabiaga explicó que trataría de “convencer” a las organizacio-

nes, porque tienen muchas percepciones “un poquito equivocada”. Véase

Jornada, 07 de marzo de 2003; El Universal, 07 de marzo de 2003.

50 Jornada, 09 de marzo de 2003.
51 Jornada, 10 de marzo de 2003.
52 “está dispuesto a reconocer y corregir errores, para utilizar con agre-

sividad los instrumentos de defensa, el antidumping, los antisubsidios, la im-

posición de gravámenes compensatorios, las salvaguardas, las cuotas, los

cupos y negociar por sectores”. Véase Jornada, 04 de marzo de 2003; Jorna-

da, 10 de marzo de 2003.
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Los distintos actores sociales negociaron en condi-

ciones de divisionismo entre ellos, no se trató de una de-

manda común para negociar en condiciones de fuerza,

aunque todos reconocían estar afectados por el TLCAN ca-

yeron en el juego del gobierno y jalaron para rumbos dife-

rentes. Así los actores sociales empresariales agrupados en

el Consejo Nacional Agropecuario, central de los empre-

sarios agrícolas y ganaderos, se opuso a la renegociación al

tiempo que intentó ampliar sus privilegios. Los actores

sociales oficialistas como la CNC buscaron legitimarse ante

sus bases solicitando recursos para proyectos productivos;

en tanto que los actores sociales autónomos lucharon so-

los por tratar de renegociar el TLCAN, éste era el único

acuerdo común lo demás eran diferencias: algunos ponían

el énfasis en el crédito, otros en los proyectos productivos,

en las reformas jurídicas al artículo 27o y otros en las po-

líticas sociales.

Durante las negociaciones los actores institucionales

afirmaban que no había recursos para responder a las exi-

gencias de mayores recursos, sin embargo el 10 de abril, en

el aniversario luctuoso número 88 de Emiliano Zapata, el

secretario de Hacienda se comprometió a entregar recur-

sos. La Sagarpa, por su parate, ofreció apoyos por 24 mil

millones de pesos y redistribuir 66 mil millones de los re-

cursos para desarrollo rural incluidos en el Presupuesto

de Egresos de 2003. Sin embargo, la demanda de los gru-

pos campesinos de obtener los recursos de los exceden-

tes petroleros se tenía que discutir con la Conago para

que se defina si los 7 mil millones asignados a los gobier-

nos estatales se destinan a infraestructura rural. Además

se les informó que era difícil modificar la Ley de Ingresos,

aunque se les propuso que se consultaría con la Cámara

de Diputados53.

Mientras tanto al interior de la CNC había una intensa

lucha por la representación política de la central, desde

donde se cuestionaba respecto a quien firmaría a nombre

de dicha organización, que reflejaba, al mismo tiempo, las

luchas por la cúpula del PRI. En el PRD las presiones internas

entre las “tribus” obligaron a renunciar a su presidenta

nacional, Rosario Robles54.

En tanto los actores sociales del campo continuaron

con las medidas de presión realizando marchas en la Ciu-

dad de México, del Ángel de la Independencia a los Pinos y

en varias entidades de la república los campesinos como el

CAP, El Barzón, El Campo no Aguanta más y miembros de

otras organizaciones como sindicatos entre ellos la UNT y

el FSCS, partidos políticos y organizaciones no gubernamen-

tales, entre otros, rechazaron la política agropecuaria del

gobierno federal, así como la incursión bélica de Estados

Unidos en Irak55.

Toda negociación supone posibles costos, el hecho de

negociar con las instituciones suponía un riesgo, también

el gobierno tendría un costo. Por tanto firmar significaba

aspectos de pérdida y de ganancia. Es difícil afirmar si se

trató de un éxito completo o no, en todo caso es un éxito

relativo para las organizaciones campesinas. De ninguna

manera es un punto de llegada, sino, como lo señalaron

muchas de las organizaciones un punto de inicio. De no fir-

mar el costo económico y político hubiera sido mayor56. El

Barzón recriminó la falta de respuestas de las autoridades,

incluso afirmaron que no consideraban que las mesas ha-

yan servido de nada, sin embargo firmaron los acuerdos

con el gobierno.

El sábado 12 de abril el gobierno anunció controlar las

importaciones de maíz y destinar más recursos al agro. Lo

anterior, de acuerdo a Rafael Galindo, del CAP implica una

solución intermedia “pues ni las organizaciones logran su ob-

jetivo de renegociar el TLCAN ni el gobierno se queda en su

posición original de no tocarlo”. Para Víctor Suárez lo pactado

supone una revisión y renegociación del TLCAN, ya que las

consultas que se iniciarán tienen el objetivo de sacar al

maíz y al frijol. Respecto a los recursos adicionales se auto-

rizaron 2 mil 800 millones de pesos para nueve programas

específicos57. Además el Ejecutivo se comprometió a solici-

tar a los gobernadores que parte de los 7 mil millones, del

fondo petroleros, los destinen en infraestructura rural58. El

lunes 14 de abril, a unos días de la firma del Acuerdo para el

Campo, los integrantes de la Conago, argumentaron que no

en todas las entidades se podría obligar a utilizar 7 mil millo-

53 Jornada, 10 de abril de 2003.
54 El Universal, 08 de abril de 2003.

55 Jornada, 11 de abril de 2003.
56 Según los líderes de las organizaciones que firmaron aclararon que

de no firmar quienes se hubieran beneficiado serían las organizaciones

oficiales como la CNC o la CNA.
57 El gobierno federal respaldó a organismos y fideicomisos relacionados

con los programas de rescate con 441 mil 296.6 millones de pesos de los

cuáles el 90% corresponde a la deuda con los bancos y con las autopistas.

Hubo un aumento en un años de 10 mil millones de pesos de acuerdo con la

secretaría de Hacienda y Crédito Público. Véase Jornada, 05 de mayo de 2003).
58 Los 2,800 millones de pesos se destinarán 300 millones de pesos al

presupuesto del Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad; 100 millo-

nes al Programa de Apoyo a la Mujer Campesina; 400 millones para servi-

cios de salud; 260 millones para el Fondo Nacional de Vivienda Rural; 650

millones al Procampo y 150 millones para el Programa de Empleo Tempo-

ral. Además se destinan 500 millones para establecer un proyecto de apo-

yo para adultos mayores de 60 años. Véase Jornada, 13 de abril de 2003.
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nes de pesos provenientes de los excedente del petróleo,

en infraestructura rural ya que en algunas entidades los

problemas son más urbanos rurales59.

Las agrupaciones campesinas se encuentran en proce-

so de consulta del proyecto de acuerdo nacional para el

campo. Heladio Ramírez de la CNC informó que las organi-

zaciones campesinas y el gobierno buscaron la fórmula del

“justo medio”. Como ejemplo de lo anterior de los 20 mil

millones de pesos que exigieron los campesinos como fon-

do de emergencia sólo se presupuestaron 2 mil 800 millo-

nes de pesos. Se consiguió la aplicación de una política de

fomento productivo y desarrollo económico y una política

social para el desarrollo rural sustentable. Respecto a la

exigencia irreductible de excluir maíz y fríjol y renegociar

el TLCAN, aceptaron la aplicación de salvaguardas y el esta-

blecimiento de acuerdos complementarios. Como parte

del saldo positivo en materia de políticas agropecuarias el

movimiento campesino consiguió, plasmar en el proyecto

del documento como propósito general alcanzar “la sobe-

ranía y la seguridad alimentarias”, y la eliminación de la

pobreza y la desigualdad rural-urbana, y “por que se consi-

dera un requisito para consolidar la soberanía nacional y el

proyecto de ser una nación más próspera, independiente,

justa y cohesionada”60. Como parte de los primeros bene-

ficios de los acuerdos el secretario de Sagarpa entregó 460

millones de pesos como compensación a 15 mil 313 usua-

rios del distrito de riego 025, Bajo Río Bravo-, que fueron

afectados en sus programas de siembra en el ciclo de pro-

ducción otoño-invierno 2001-2002 por el pago de agua a

Estados Unidos61.

En vísperas de la firma del acuerdo para el campo, sá-

bado 26 de abril, aún hubo discrepancias entre algunos se-

cretarios de estado como Fernando Canales, de Economía

y Javier Usabiaga de Sagarpa ya que los líderes campesinos

llegaron con una propuesta de redacción, que nunca fue

leída. El secretario de Gobernación, Santiago Creel no hizo

ninguna propuesta concreta a las 300 órdenes de aprehen-

sión. En relación a la propuesta de modificar el artículo 27

en el sentido de que se garantice que la parcela ejidal sea

patrimonio familiar inembargable, y que las sociedades

mercantiles no tengan acceso a los predios rústicos, el com-

promiso de la SRA fue que “el Ejecutivo federal evaluará y

revisará el marco jurídico agrario” y se modificará “para

regular el aprovechamiento de tierras, bosques y aguas”.

En este sentido se acusó que la CNA, CNG y CNPR se opu-

sieron a las modificaciones al artículo 27 constitucional con

el argumento de que “sería un retroceso”. En este sentido

la invitación del gobierno a las organizaciones que repre-

sentan al sector privado le resultó adecuada para frenar

modificaciones agrarias. Ya en este momento se hablaba

que algunas organizaciones campesinas no suscribirían el

acuerdo por considerar que el documento no incluía las

principales demandas, entre las organizaciones menciona-

das están: FDC, FN en Defensa del Campo Mexicano, y

UNORCA. El domingo continúo el debate entre las organi-

zaciones que firmarían y las que no firmarían el acuerdo62.

Por fin el lunes 28 de abril se firmó el esperado “Acuer-

do para el Campo: por el desarrollo de la sociedad rural, la

soberanía y la seguridad alimentaria”, los líderes campesi-

nos informaron a los medios que fueron presionados por

el gobierno federal a firmar ya que plantearon que se acep-

taba todo lo propuesto o no habría nada, además Fernan-

do Canales, secretario de Economía y Javier Usabiaga de

Sagarpa perdieron la cordura en los últimos días. Señala-

ron los líderes campesinos que fue la prisa y la falta de

sensibilidad del gobierno lo que impidió que se llegara a un

verdadero acuerdo para el campo, de tal forma que varios

temas quedaron fuera de la agenda: la renegociación del

TLCAN y exclusión de maíz y frijol; la reforma agraria para

proporcionar certeza jurídica a la propiedad rural; la crea-

ción de una Ley de Amnistía para los más de 300 campesi-

nos procesados. En cambio las principales líneas del acuerdo

para el campo son: a) construcción de un Fondo Nacional

de Vivienda Rural; b) Incorporación de nuevas hectáreas al

padrón de Procampo, estimando una asignación de 650

millones de pesos; c) la creación de un fondo de 500 millo-

nes de pesos en apoyo a adultos mayores de la zona rural;

d) el otorgamiento de 100 millones de pesos para ampliar

los apoyos de programas productivos de las mujeres; e)

invitación a los gobernadores para invertir los recursos

59 El Universal, 15 de abril de 2003.
60 Jornada, 16 de abril de 2003; Jornada, 17 de abril de 2003.
61 Después de la firma del acuerdo para el campo habaría acciones

inmediatas. Así en 30 días se actualizarían las reglas de operación de los

programas, en septiembre se presentará la propuesta de presupuesto de

desarrollo del sector rural, correspondiente a 2004, entre otras medidas

que supone la participación de las organizaciones campesinas y el gobier-

no federal en el seguimiento y evaluación de los programas. Véase Jornada,

17 de abril de 2003.

62 Así se confirmaba que ocho de las 12 organizaciones de El Campo

no Aguanta Más si firmarían el acuerdo, incluso se cuestionó que Víctor

Suárez fuera el orador ese día y en su lugar iría Federico Ovalle de CIOAC.

Víctor Quintanilla del FDCCH argumentó que “No vemos cómo firmar un

acuerdo donde el gobierno se comprometió a hacer lo que tiene obliga-

ción de hacer”. Todas las organizaciones expusieron las debilidades del

proyecto de acuerdo, pero quienes si firmarían consideraron que se tra-

taba de un principio para transformar gradualmente las políticas públicas

para el campo. Véase Jornada, 28 de abril de 2003.
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por excedentes petroleros en programas de ampliación y

mantenimiento de infraestructura rural; f) reestructuración

de la cartera vencida agropecuaria, foresta, pesquera y ru-

ral; g) el compromiso de entregar el 31 de diciembre una

evaluación del impacto del TLC en el sector agropecuario,

para aplicar mecanismos de defensa, incluidos en el acuer-

do, para la protección y reducción de asimetrías o prácti-

cas desleales con los socios comerciales; h) inicio de

consultas con los gobiernos de Estados Unidos y Canadá

para cambiar las reglas de comercialización del maíz y fri-

jol, tales como administración de importaciones; i) el com-

promiso de en 30 días dar a conocer las reglas de operación

de los programas incluidos en los Programas Federales

Actuales que responde a la Emergencia en el Campo 2003;

j) Analizar y promover la reforma a leyes de impacto rural

como la Planeación Agropecuaria y Soberanía, la de Desa-

rrollo Sustentable, el marco jurídico de los derechos y cul-

tura indígena63.

Comparando los ofrecimientos hechos en noviembre

de 2002 con los resultados de los acuerdos firmados en

abril de 2003 destaca el hecho de que los campesinos lo-

graron ampliar las políticas públicas agropecuarias, en asun-

tos tales como política agrícola, política social, política

agraria, si bien, no consiguieron retirar el maíz y el frijol del

TLCAN, sí lograron comprometer a las instituciones res-

ponsables de lograr un equilibrio con el país vecino y tener

la posibilidad de utilizar salvaguardas y otras medidas que

logre un equilibrio con el EE.UU. en materia de intercam-

bio agrícola.

El 6 de marzo se instaló la Comisión de seguimiento

para el Acuerdo Nacional para el Campo con representa-

ción de secretarios de Estado, legisladores y líderes agra-

rios, entre sus tareas se encontraría la revisión de las reglas

de operación de las casi sesenta programas. Dicha comi-

sión no pudo revisar todas las reglas de operación y en

general las organizaciones campesinas sufrieron un severo

desgaste al entrar en la dinámica burocrática institucional.

Después de la firma del acuerdo disminuyeron las

movilizaciones, en parte por el proceso electoral de julio,

pero principalmente debido a que los campesinos ingresa-

ron al pantano de los trámites burocráticos y debido a que

el gobierno utilizó tácticas dilatorias evitando cumplir con

los acuerdos; por ejemplo no elaboró las reglas de opera-

ción para ejecutar los programas que se habían pactado, y

además, el personal de las instituciones argumentaban que

por no existir dichas reglas no se podía ejecutar los pro-

gramas. Tampoco se liberaron los recursos para poner en

funcionamientos los programas. Respecto a todo esto cabe

la siguiente pregunta, ¿la falta de resultados es atribuible a

los campesinos? La respuesta es No, es responsabilidad del

gobierno

La situación anterior causó decepción y disgusto a los

campesinos ante la falta de concreción de los apoyos pro-

metidos, ya que lo poco que llegó fue a cuenta gotas e

insuficiente. Durante éste período disminuyen las notas

periodísticas que se refieren a las medidas de seguimiento

de los acuerdos así como el cuestionamiento de las orga-

nizaciones campesinas debido a la lentitud de entrega de

recursos.

En agosto el titular de Sagarpa anunció que ya habían

sido cubiertas el 97% de las demandas planteadas en el

Acuerdo Nacional para el Campo No llegaron los Fondos

de Emergencia (que abarcaba programas como Subsidios

al diesel agropecuario, Procampo, Empleo Temporal, de la

Mujer y Adultos mayores) ya que no había reglas de opera-

ción. Debido a lo anterior no llegaron los recursos por los

programas de Alianza para el campo, Procampo, IMSS. En

otros programas, como los sociales, dedicados a Adultos

mayores, Salud, Empleo Temporal, o de la Mujer los requisi-

tos eran tan altos que excluían a los más pobres. En otros

casos como en el café o Procampo había demasiadas tra-

bas. Los Acuerdos firmados habían quedado en el papel,

solamente fueron beneficiados los productores eficientes,

excluyendo a los productores de subsistencia.

Sin embargo, los líderes campesinos denunciaron que

los únicos resultados son las promesas ya que aún no se

habían designados los recursos. Por el contrario convoca-

ron a una marcha para el 27 de noviembre, en la que apro-

vecharon para denunciar la falta de apoyos, junto con

organizaciones sindicales como los electricistas y la UNTA.

En esta ocasión los campesinos participaron apoyando las

demandas de los trabajadores electricistas en su lucha con-

tra la privatización de la energía eléctrica, pero también

manifestaron su inconformidad por la falta de cumplimien-

to de los Acuerdos por parte del gobierno.

En este momento hacer un símil entre la firma de los

Acuerdos de San Andrés con la firma de los Acuerdos para

el Campo resulta muy adecuado ya que en los dos casos el

gobierno accedió a negociar con nuevos interlocutores y

se comprometió con realizar ciertas medidas gubernamen-

tales, pero en los dos casos se aplicaron medidas dilatorias

y burocráticas. En los dos casos la firma permitió desactivar

la radicalidad de los movimientos sociales, como si ese

hubiera sido el objetivo. Sin embargo en los dos casos los63 El Universal, 29 de abril de 2003, Jornada, 29 de abril de 2003.
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acuerdos no quedaron en palabras, en el aire, sino que fue-

ron firmados, el compromiso existe (por parte del gobier-

no, priísta en el primer caso y panista, en el segundo caso)

aunque no la voluntad política para cumplir.

La cumbre de Cancún y los movimientosLa cumbre de Cancún y los movimientosLa cumbre de Cancún y los movimientosLa cumbre de Cancún y los movimientosLa cumbre de Cancún y los movimientos
alter mundiales: un mundo mejoralter mundiales: un mundo mejoralter mundiales: un mundo mejoralter mundiales: un mundo mejoralter mundiales: un mundo mejor
¿es posible?¿es posible?¿es posible?¿es posible?¿es posible?

La Quinta Conferencia Ministerial de la Organización Mun-

dial de Comercio celebrada en Cancún del 9 al 14 de sep-

tiembre fue el escenario utilizado por las organizaciones

campesinas e indígenas nacionales e internacionales así

como las ONG´s para hacer escuchar sus voces de protes-

ta por el nuevo orden global, en contra del dominio de las

corporaciones transnacionales que aplican sus intereses,

previo apoyos de los minoritarios gobiernos de las gran-

des potencias como Estados Unidos, la Unión Europea,

Canadá y Japón, a través de la OMC que utiliza medidas

coercitivas para obligar a la mayoría de los países desarro-

llados a quitar aranceles y subsidios al campo, en beneficio

de los primeros.

Habría que mencionar que los países ricos gastan 300

mil millones de dólares al año en subsidios agrícolas de ahí

Estados Unidos otorga 3 mil millones de dólares en subsi-

dios al año para sus productores de algodón (esta cifra es

tres veces más de lo que otorga en asistencia en África),

otorga a sus productores de maíz un subsidio de entre 105

y 145 millones de dólares al año (más que el ingreso de

250 mil productores pobres de Chiapas). En tanto que la

Unión Europea, las vacas europeas reciben 2.5 dólares dia-

rios en subsidios. En tanto que Japón destina a las vacas 7.5

dólares diarios en subsidios y el apoyo a sus productores

de arroz equivale a siete veces el costo de producción64.

Los países ricos otorgan subsidios al campo en conjunto

unos 300 mil millones de dólares anuales, la mitad de esa

cantidad, unos 150 mil millones de dólares la dedican E. U.

y la U.E. en subsidios para sus productores. Mientras tanto

en el mundo, el 70% de la población mundial que vive de la

agricultura, se sostiene con menos de un dólar diario en el

mundo. En Estados Unidos, seis de cada diez dólares se

destinan a las grandes corporaciones agrícolas.

Una consecuencia de los subsidios otorgados por los

gobiernos de los países a sus productores es que el comer-

cio agropecuario se encuentra centralizado por siete paí-

ses. EE.UU. produce el 19% del total mundial, la U.E. el 17.5%,

mientras que Canadá, Australia, Brasil, China y Argentina

producen el 25%, en total suman 51.5%. El 48.5% los pro-

duce el resto de los países. Los beneficiados de esos apo-

yos son las corporaciones transnacionales que tiene el

control del mercado, tales como: Cargill, Nestlé, Uniliver,

Monsanto, entre otras que controlan entre el 40 y el 90%

del mercado mundial65.

El 90% de los productos primarios se consume en sus

propios países aunque el 10% restante que se comercializa

a nivel internacional ocasiona distorsiones en el mercado,

en más de 700 millones de dólares diarios (casi cuatro ve-

ces la ayuda oficial para el desarrollo), afectando a países

pobres con precios y volúmenes bajos de comercialización

e inhibiendo el comercio que requieren los países pobres

para pagar sus deudas. Los países desarrollados no partici-

pan en el mercado mundial de productos agropecuarios,

sino que en realidad se trata de la colocación de los exce-

dentes de cereales y productos lácteos y cárnicos de paí-

ses como U.E., EE.UU. y otros países exportadores,

provocando un dumping, es decir, la venta de esos produc-

tos en el mercado a precios menores que el costo de pro-

ducción. Lo anterior ocasiona enormes problemas de

desigualdad y pobreza en los países subdesarrollados, lo

cuál explica por qué la sociedad civil tanto de países desa-

rrollados como de los desarrollados se manifiesten en con-

tra de las medidas adoptadas por la OMC. De este modo las

demandas de las organizaciones sociales, alter globales,

buscan influir en la agenda de la OMC en torno a un trato

justo y equitativo en el mercado mundial66.

Con una historia de unos cincuenta años la actual OMC

ha organizado eventos en los cuáles se discuten las medi-

das que faciliten el comercio entre sus socios, sin embargo

las organizaciones de la sociedad civil se han expresado en

contra de los acuerdos que perjudican a los países más

pobres. Así podemos hablar de cómo las manifestaciones

de las organizaciones sociales, de una sociedad civil amplia-

da o global que contribuyeron al fracaso de la OMC en

Seattle. También hubo manifestaciones en otras cumbres

organizadas por el FMI y el Banco Mundial en Washington

en donde hubo violencia y represión policial en 2000, así

como en Praga en 2001.

64 Jornada, 02 de septiembre de 2003.

65 Jornada, 07 de septiembre de 2003.
66 Un ejemplo de lo anterior es el café, uno de los productos con

mayor comercio mundial, pero que resulta afectado por las reglas y polí-

ticas de la OMC, ya que los productores no tienen control sobre el precio

puesto que éste lo imponen las transnacionales tales como la Nestlé o la

Procter and Gamble. Véase Jornada, 07 de septiembre de 2003.
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Las reuniones de la OMC han servido para imponer los

intereses de unos cuantos países sobre los otros, benefi-

ciando en última instancia a las empresas transnacionales,

obligándolos a abrir sus fronteras y firmar tratados de li-

bre comercio, de ninguna manera pretende regular los flu-

jos comerciales de manera justa y equitativa. La OMC tenía

el límite del 31 de marzo de 2003 para que los países que

aún otorgan subsidios reducir los subsidios agrícolas, pero

la fecha ya había pasado67.

En la cumbre de la OMC en Doha se había acordado

discutir los temas de la agenda pendiente. Así las negocia-

ciones se centraron en tres áreas en política agropecuaria,

ayuda doméstica, acceso a mercados y subsidios a expor-

taciones. El tema principal de la controversia en Cancún es

el de los subsidios que otorgan las grandes potencias a sus

productores agropecuarios. A unos días de iniciar el foro

su director Supachi Panitchpakdi ya consideraba que era

complicado llegar a un acuerdo68.

El evento se celebró en el Centro de Convenciones,

quien fungió como presidente de la OMC fue el canciller mexi-

cano Luis Ernesto Derbez69. Participaron los delegados de

ONG´s (tres por cada una). Habría que mencionar que en la

reunión hubo una sobre representación de Estados Unidos70.

El día 10 se crean cinco áreas de trabajo: agricultura y

desarrollo, acceso al mercado de bienes no agrícolas, los

temas de Singapur y otros tópicos. Del 11 al 12 se reúnen

las comisiones para intercambios bilaterales entre las dele-

gaciones. El día 13 se presenta el borrador del texto lo cuál

provoca críticas al texto en relación a la agricultura, así

como por lo tópicos de Singapur que no recogieron las

opiniones de algunos delegados. El tema más espinoso fue

el de la agricultura ya que enfrentó a países como EE.UU. y

la U.E. con Brasil, China, Kenia, Malasia, Sudáfrica y México,

entre otros, en particular los países del G-21encabezados

por Brasil e India71, que concentran el 63% de la agricultu-

ra mundial, y donde no se llegó a un acuerdo72.
73 <http://viacampesina.org>.
74 En un estudio del Banco Mundial se calculó que “Un acuerdo co-

mercial que tome en cuenta las preocupaciones de los países en desarro-

llo podría promover el crecimiento y reducir en 144 millones el número

de personas que viven en la pobreza para 2015, así como impulsar la

recuperación económica de América Latina y el Caribe”.
75 Entre las principales organizaciones internacionales participantes

se encuentra: Oxfam, Vía Campesina, Amigos de la Tierra, el instituto para

la Agricultura y la Política Comercial (IATP), ETC Group; Public, Citizens´s

Global Trade Watch, Focus on the Global South, Center Food Safety, Red

de Acción Directa, Desobedientes y Monos Blancos, red Our Word in not

on sale (Nuestro Mundo no está en venta), Food First, Action Aid, entre

otras. Por parte de las organizaciones nacionales participaron represen-

tantes de El Movimiento el Campo no Aguanta Más; El Barzón; UNORCA;

CNC, así como Consejo de Médicos y Parteras Tradicionales de Chiapas y

representantes de organizaciones campesinas del sureste.

67 Mc Michael, Op cit.
68 La Jornada, 07 de septiembre de 2003.
69 A la par que la cumbre se celebraron actos alternos sobre temas am-

bientales, una feria de simposio de Comercio Justo; la reunión mundial de

organizaciones laborales; el Foro de los Pueblos; las reuniones de organiza-

ciones de pescadores, ambientalistas y granjeros; reuniones del sector agro-

pecuario y el Foro Internacional de la Globalización. Véase Jornada, 01 de

septiembre de 2003.
70 Entre los países que enviaron más representantes se encuentran

EE.UU. con 235 grupos; Canadá con 85; Bélgica con 64 y Francia con 55.

Véase La Jornada, 01de septiembre de 2003.
71 Constituyen al Grupo 21 Brasil, India México, Argentina, Costa Rica,

entre otros.
72 <http://rimisp.org/boletines/bol31/doc3.zip>.

El día 11 se planteó una marcha, y al llegar al denomi-

nado punto cero se dio muerte, por propia mano, el repre-

sentante campesino coreano Lee Kyung Lee lo cuál acaparó

la atención de los medios y sirvió de bandera para las orga-

nizaciones alter globales. Los 11 y 12 se organizó El Foro

Campesino en donde representantes campesinos e indíge-

nas, mujeres, así como representantes de ONG´s expusie-

ron sus puntos de vista en torno a sus problemas y

demandas. Vía Campesina es un movimiento internacional,

pluralista y autónomo. Está integrado por organizaciones

nacionales y regionales. Coordina organizaciones campesi-

nas de medianos y pequeños agricultores, de trabajadores

agrícolas, mujeres y comunidades indígenas de Asia, África,

América y Europa73.

Podemos destacar que durante la reunión, setenta paí-

ses se opusieron al intento de países como EE.UU., U.E.,

Canadá y Japón de imponer sus condiciones al resto de los

países. Lo mismo sucedió con el grupo de los 21,(G-21),

liderado por Brasil tuvo un papel activo en la defensa de

los intereses de los países del sur y con ello vemos un

suceso importante pues ahora los países subdesarrollados

pueden utilizar foros internacionales para hacer escuchar

sus voces y negociar sin la imposición de los intereses de

unas cuantas potencias74.

Las ONG´s internacionales proponen adoptar medidas

urgentes para terminar con la práctica del dumping que

practican los países desarrollados, así como garantizar el

acceso a medicamentos asequibles; mejorar el acceso al

mercado y para evitar que se dicten nuevas y perjudiciales

normas sobre la inversión extranjera. Con relación a las

protestas desde la parte campesina los principales

convocantes fueron: la red “internacional campesina” y el

“Movimiento el Campo no Aguanta Más”75. Quien sirvió
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de enlace entre la cancillería y las ONG fue Melba Pría, quien

logró evitar conflictos mayores con la policía ya que las

organizaciones nacionales e internacionales así lo habían

pactado con ella, en relación con rebasar o no el “punto

cero”.

Lo que observamos en Cancún fue la evidencia de

nuevas formas de resistencia y participación social así como

el uso en ascenso de formas no institucionales de partici-

pación, tal como: la firma de documentos promovidos por

las ONG´s; la organización de eventos paralelos en otras

partes del mundo; el suicidio del líder coreano o los des-

nudos en las playas. Pero lo que da vida y realidad a estas

nuevas formas de participación es la existencia de redes

nacionales e internacionales, es decir, la interacción de una

nueva sociedad civil global, que se rigen por nuevos valo-

res, normas y códigos sustentados en la solidaridad, desde

donde se reivindican nuevas demandas sociales globales,

los movimientos alter mundistas reivindican un mundo

mejor, distinto y más justo. En ocasiones, incluso, las pro-

testas alter mundistas utilizan la violencia selectiva contra,

por ejemplo, establecimientos que simbolizan el poder de

las empresas comerciales transnacionales ubicadas como

exportadores.

Los últimos dos días de la cumbre culminaban sin un

acuerdo a la vista, como sucedió con el documento del

borrador el cuál no contó con el aval suficiente para ser

acordado. Lo anterior nos hace reflexionar respecto al

enorme riesgo para los países en desarrollo en optar por

una liberalización de sus economías sin contar antes con

la preparación adecuada y con las condiciones económi-

cas y sociales para una liberalización más justa y equitati-

va. Al parecer apenas algunos gobiernos se percatan de

que como miembros de la OMC tienen derecho a selec-

cionar en que sectores competir y hasta donde realizar

compromisos, pero de ninguna forma deben aceptar las

presiones de una liberalización más allá de sus posibilida-

des, como sucedió en México. El caso de Argentina es de

los más dramáticos.

Es difícil sostener que el G-21 o bien las movilizacio-

nes alter globales lograron triunfar, en todo caso no salie-

ron tan afectadas como siempre o como dice el dicho: “De

lo malo, lo menos”. Lo triste del asunto es que no se logró

que los países desarrollados disminuyeran los subsidios.

Mientras tanto Estados Unidos declaró que buscará nego-

ciaciones con cada país, fuera de la OMC. La controversia

simplemente se pospuso y con ello la suerte de 3 mil mi-

llones de personas, en particular 900 millones de peque-

ños agricultores del mundo, la mitad de la población mun-

dial que vive del campo, está en el aire.

Comentarios finalesComentarios finalesComentarios finalesComentarios finalesComentarios finales

El Movimiento el Campo no Aguanta Más (en particular

El Barzón, el CAP y el Movimiento no Aguanta Más) logró

conjuntar un amplio frente de organizaciones rurales que

incluyó desde grandes, medianos y sobre todo pequeños

productores rurales; realizar alianzas estratégicas con cen-

trales sindicales independientes como el sindicato de los

electricistas, los telefonistas y la UNTA; establecer acerca-

mientos con el legislativo y con los partidos políticos,

en particular el PRD y el PRI, para obtener apoyo a las

demandas campesinas; acaparar la atención de los me-

dios de comunicación como nunca antes había sucedi-

do; pero sobre todo la renegociación de la política

agropecuaria encaminada a la protección de los produc-

tores con el Acuerdo Nacional para el Campo; además la

firma del acuerdo no supuso el control corporativo como

había sucedido antes con otros pactos entre Estado y

Campesinos.

Las acciones del Movimiento el Campo no Aguanta

Más y de las organizaciones campesinas, indígenas y de las

ONG´s internacionales que asistieron a Cancún a la cum-

bre de la OMC guardan muchas coincidencias: por ejem-

plo en las demandas de apoyos preferenciales a los

productores rurales considerando la soberanía alimentaria

de México y de los países subdesarrollados; la utilización

de nuevas formas de lucha, más legítimas y novedosas ya

que combinan las medidas de acción directa que van des-

de formas de resistencia civil que abarcan desobediencia

civil, marchas pacíficas en lugares prohibidos, desnudos,

enfrentamientos violentos con la policía hasta el suicidio

como en el caso del líder coreano, aunque aún hace falta

una mayor trabajo de integración tanto en cada país, como

a nivel internacional.

Aunque la cumbre de Cancún no se preveía llegar a un

acuerdo, las manifestaciones en contra de la cumbre, por la

sociedad civil ampliada, coadyuvaron a ese fracaso, o más

bien, a que las grandes potencias no impusieran sus condi-

ciones. Sin embargo lo que no se logró en Cancún fue

deslegitimar el uso de enormes subsidios a la agricultura

de los países desarrollados.

Las movilizaciones rurales en México y las interna-

cionales en foros como el de Cancún tienen como co-

mún denominador la lucha por la soberanía nacionales,
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en este sentido, se trata de la lucha de los

pueblos en contra de sus gobiernos

neoliberales que benefician a unas cuantas

transnacionales y a unos cuantos consumi-

dores en el mundo, a expensas de la exclu-

sión que se traduce en un pueblo global con:

hambre, desnutrición y desempleo de la ma-

yoría.

La firma del Acuerdo por las organiza-

ciones campesinas derivó en un éxito rela-

tivo de los actores sociales en el campo que

tiene que ubicarse en toda su dimensión que

acumularon varios logros: convertirse en

interlocutores frente a las instituciones es-

tatales que trataron a toda costa de evitar

dichos acuerdos; obligar al gobierno a ne-

gociar gracias a la unidad de las organiza-

ciones, contundencia de las movilizaciones

y a la claridad de objetivos; negociaron con

dignidad y se mostraron proposititos en

todo momento, manteniendo la autonomía

a pesar de que no todas las organizaciones

firmaron el acuerdo; poner en claro que la

firma es un inicio, un primer momento de

búsqueda de una mejor trato en la relación

estado-campesinos y no un punto de llega-

da, la lucha sigue; ampliaron los recursos de

las instituciones transformando las deman-

das en programas específicos de política

agropecuaria y política social incluyente; po-

ner el ejemplo o guía respecto a cuál debe-

ría ser la direccionalidad de las políticas que

un país como este necesita, es decir nacionalistas, orienta-

das a las soberanía nacional y alimentaria y con criterios de

equidad frente al TLCAN; alianzas con organizaciones gre-

miales tales como maestros, electricistas, etcétera; dio una

lección a los gobiernos tecnocráticos al proponer políticas

incluyentes; un espacio en los medios de comunicación que

dieron cobertura a todo el proceso de movilizaciones en

torno a los acuerdos; legitimidad de los motivos de su lu-

cha ante la opinión pública, es decir, ante el resto de la

sociedad civil; la integración en redes internacionales con

otras organizaciones que luchan por los mismos objetivos

y en contra de organizaciones como la OMC.

Más que de un fracaso de los acuerdos, lo que existe

es una falta de cumplimiento por parte del gobierno, desde

donde se han puesto todo tipo de obstáculos para llegar a

un acuerdo debido a las siguientes acciones: campañas para

deslegitimar a las organizaciones campesinas; trabas de tipo

institucionales; manipular las Mesas de Diálogo con estra-

tegias de “divide y vencerás”; no cumplir con los tiempos;

no respetar los mecanismos acordados; no facilitar o agili-

zar los apoyos económicos, sino más bien, someter a las

organizaciones a una dinámica burocrática. En síntesis el

gobierno adoptó la estrategia de “cambiar, para seguir igua-

les”. Pactó y firmó pero no cumplió, aplicó la frase: “prome-

ter no empobrece”.

Ante el panorama anterior, la gran lección es: frente al

gobierno, no bajar la guardia. Frente al diagnóstico de la

falta de voluntad política del gobierno neoliberal, la medici-

na es una mayor participación política de la sociedad por la

soberanía nacional y alimentaria.
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Roberto Diego Quintana*

¡El Campo no Aguanta Más! es, sin duda, el movimiento campesino-empresa-
rial rural más relevante en varias décadas, pues reposicionó a campesinos y produc-
tores rurales como actores protagónicos en el escenario político nacional. Vino a
sumarse a otros más: el del EZLN1 y el de los pueblos indios en general2, el de los
deudores de banca organizados en El Barzón3, el de los piñeros, cañeros y muchos
otros productores, de muchos movimientos por democratizar el poder local en los
municipios rurales como el de Rancho Nuevo por la Democracia en Guerrero4.

Entrada en escenaEntrada en escenaEntrada en escenaEntrada en escenaEntrada en escena

E n el primer comunicado del 2

de noviembre de 2002, mismo que dio

nombre al movimiento sin nombre: “¡El

Campo no Aguanta Más! seis propues-

tas para la salvación y revalorización

del campo mexicano”, las doce orga-

nizaciones que firman el escrito plan-

tean:

* Profesor-investigador, Departamento de

Producción Económica, Coordinador del

Posgrado en Desarrollo Rural, UAM-Xochimilco.
1 Sobre el EZLN véase Adriana López Mojar-

dín, “La democracia y la guerra: los indígenas y

campesinos en búsqueda de sentido” en Cua-

dernos Agrarios Nueva Época, núm. 10; Adriana

López Mojardín y Dulce María Rewbolledo, 1194

“la resistencia de los municipios zapatistas” en

Cuadernos Agrarios Nueva Época, núm. 16, 1998.
2 Véase Joaquín Flores “los pueblos indios

en búsqueda de espacios” en Cuadernos Agra-

rios Nueva Época, núm. 11-12.

¡El campo no aguanta más!
una apuesta hacia la construcción
de una política pública
incluyente para el México rural

Primera. Moratoria al apartado

agropecuario del TLCAN que plantea

una revisión amplia de este capítulo,

negociado por las autoridades

mexicanas, que no nacionales, bajo la

premisa de que en el paradigma de las

ventajas comparativas de Michael

Porter poco o nada podía hacerse para

lograr competitividad en alimentos

básicos frente a los EUA y Canadá.  Así,

con optimismo, ingenuidad, petulancia

y, más bien, ignorancia política y eco-

nómica, quienes negociaron el TLCAN

del lado mexicano sacrificaron al sec-

tor agropecuario y al campo en gene-

ral, así como a la soberanía y seguridad

alimentaria, dejando estas últimas en

manos de corporaciones transnacio-

nales fundamentalmente norteameri-

canas.

Segunda. Programas emergentes

2003 y de largo plazo 2020, buscando

reactivar el mercado interno como pi-

lar de un desarrollo económico sano,

dejando de sustentar el crecimiento

económico en el mercado externo y

en la globalización. Un elemento in-

trínseco a esta propuesta es la reduc-

ción de la dependencia alimentaria por

medio de la reconstrucción de cade-

nas agroalimentarias con participación

campesina que garanticen el abasto de

alimentos de calidad. Una premisa en

esta propuesta es el cambio en la vo-

luntad política gubernamental, dejan-

3 Sobre el movimiento Social de El Barzón,

véanse los trabajos de Guadalupe Rodríguez y

Gabriel Torres “El Barzón y COMAGRO: dos

estrategias frente a la modernización neolibe-

ral del campo” en Cuadernos Agrarios Nueva Épo-

ca, núm. 10 y Francis Mestries “La crisis

financiera rural y el Agrobarzón”, en Cuadernos

Agrarios Nueva Epoca, núm. 15, 1995.
4 Sobre esta experiencia véase el trabajo

de Carlos Rodríguez “ Rancho Nuevo de la De-

mocracia”, en Cuadernos Agrarios Nueva época,

núm. 16, 1998. En ese mismo número de la re-

vista hay varios trabajos sobre movimientos

sociales por el poder local.
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do de considerar inviables, “no rentables”, a los campesi-

nos, a los indígenas, a la mayoría de los productores agro-

pecuarios nacionales y fincando el desarrollo económico

rural en todos ellos.

Tercera. Por una verdadera reforma financiera que fun-

damente el ahorro y crédito rural en microfinancieras lo-

cales en manos de la población local integradas en

organizaciones regionales y nacionales que constituyan una

banca social que cuente con el apoyo gubernamental.

Cuarta.  Asignación de 1.5% con respecto al PIB para el

desarrollo productivo y de otro 1.5% para el desarrollo

social y ambiental del sector rural en 2003. En el entendi-

do de que, además del presupuesto, se requiere una forma

distinta de determinar su destino, de ejercerlo y de vigilar

su uso, debiendo la sociedad civil organizada jugar un papel

preponderante en todo ello. En este punto, se incluye la

solución de rezago agrario y la compra de tierras para re-

parto agrario.

Quinta. Inocuidad y calidad agroalimentaria para los

consumidores mexicanos ante los peligros que entraña el

consumo de productos genéticamente modificados,

transgénicos, así como productos contaminados con pes-

ticidas, hormonas, radiación y similares.

Sexta. Reconocimiento a los derechos y cultura de los

pueblos indios como una premisa para la construcción de

una nación que finque su fortaleza en la diversidad de cultu-

ras, identidades, usos y costumbres y que reconozca los de-

rechos autonómicos y territoriales de los pueblos indios.

A estas propuestas pronto se sumaron otras organiza-

ciones rurales hasta dar fuerza al movimiento que logró

aglutinar bajo una misma bandera a casi todas las organiza-

ciones rurales del país, logrando consensos sobre propues-

tas modernizadoras alternativas a las esgrimidas por las

organizaciones supranacionales y el Estado mexicano su-

bordinado a ellas.

A lo largo del movimiento, la construcción de objeti-

vos comunes, el tejido de redes y alianzas con organizacio-

nes nacionales e internacionales, el cabildeo con el poder

legislativo, dieron fe de la capacidad para movilizar recur-

sos de este movimiento, al grado de forzar al gobierno a

sentarse a la mesa de negociaciones sobre una agenda pro-

puesta y construida por el mismo MCAM.

La congruencia del discursoLa congruencia del discursoLa congruencia del discursoLa congruencia del discursoLa congruencia del discurso

La sensatez de las ideas plasmadas en escritos del CNAM se

deja notar al plantear acciones y sugerir políticas públicas

encaminadas a enderezar al campo mexicano. En el inicio

de El Manifiesto de Ciudad Juárez, por su emotividad y rele-

vancia cabe citar:

Hoy es el primer minuto del año, primer minuto del dé-

cimo año del TLCAN. Se inicia la penúltima etapa de la

guerra contra nuestra agricultura, contra nuestra sobe-

ranía alimentaria, contra la base de nuestra independen-

cia como país. Hoy se desgravan todas las importaciones

agroalimentarias procedentes de los Estados Unidos y

del Canadá, con excepción del maíz, frijol, leche en polvo

y caña de azúcar. Hoy se suprimen todos los aranceles-

cuotas y cupos de importación. Hoy se derriban las trin-

cheras que permitían todavía una precaria subsistencia

de las cadenas alimentarias básicas para nuestra econo-

mía: carnes, lácteos, arroz, trigo, sorgo y otras más. Hoy

nuestros productores tendrán que defenderse solos con-

tra los productos que cuentan con un subsidio del go-

bierno norteamericano hasta 30 veces superior al subsidio

promedio que otorga el gobierno de México5.

Esto nos hace recordar más que a Michael Porter y a

la ingenuidad política del gobierno mexicano, a Phillipe

MacMichael profesor de la Universidad de Cornell EUA,

que en su artículo publicado en Cuadernos Agrarios núm.

17-18 titulado “La política alimentaria global” elabora so-

bre la estrategia de las grandes corporaciones transnacio-

nales alimentarias para apropiarse de los mercados en países

de menor desarrollo económico entre ellos México y en

cuya opinión, “la sobrevivencia en los mercados agrope-

cuarios depende menos de las ventajas comparativas que

del acceso comparativo a los subsidios6, situación que se

ha dejado ver en la revuelta alrededor de la política agro-

pecuaria y de subsidios de los países miembros de la OMC

en Cancún en septiembre de 2003.

Sobre este particular, Luis Hernández Navarro señala

el entreguismo del gobierno a favor de grandes corpora-

ciones transnacionales alimentarias con la firma del TLC,

que, a partir de ese momento, han ido incrementando su

presencia en el campo mexicano en detrimento de las em-

presas nacionales. Este autor también señala los riesgos de

abrir las fronteras a productos agropecuarios norteameri-

canos contaminados retirados del mercado norteamerica-

5 MCAM, 2003, “Manifiesto: “Seis Propuestas para la Revalorización del

Campo Mexicano”, en Cuadernos Agrarios (Nueva Época), Número Especial,

pp. 37-45.
6 MCAM, 2003, “Manifiesto de Ciudad Juárez”, en Cuadernos Agrarios

(Nueva Época), pp. 45-48.
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no y que suelen pasar la frontera mexicana que no cuenta

con un servicio de inspección sanitaria serio y profesional.

Finalmente, este autor revaloriza al campo como reserva

del futuro en donde, además de alimentos, se producen

servicios ambientales, agua, recreación, tecnología alterna-

tiva, modos de vida y cultura”7.

En la convocatoria a la marcha-mitin del Angel de la Inde-

pendencia-Zócalo del 31 de enero las demandas planteadas

en el documento son más articuladas y complejas que en

documentos anteriores, al plantear una nueva política para

el campo que considere: la soberanía alimentaria, la revalo-

rización de la agricultura campesina e indígena, el recono-

cimiento a las funciones múltiples de la agricultura, la

alimentación segura, nutritiva y eficiente para todos8.

Es interesante el giro que toma la demanda por la de-

fensa de la tierra y de los patrimonios territoriales de los

ejidos, comunidades y pueblos indios al incluir el problema

agrario como parte del problema del patrimonio territo-

rial tanto de ejidos como de pueblos indios, y no estaría

desatinado el incluir en un futuro próximo, dentro de esta

demanda, a las comunidades urbanas tan enajenadas de sus

territorios como las comunidades rurales, y aquí me refie-

ro a barrios, colonias y pueblos.

Cito las otras demandas:

• Agricultura sustentable y protección de los recursos

naturales.

• Rentabilidad y certidumbre en el ingreso, valor agre-

gado y reconstrucción de las cadenas productivas.

• Ordenamiento de los mercados con intervención del

Estado y sobre la base del control de la oferta por produc-

tores organizados.

• Derechos humanos, económicos, sociales y cultura-

les para toda la población rural.

• Presupuesto multianual.

• Políticas diferenciales por región, cadena productiva

y tipo de productor.

• Cumplimiento de los acuerdos de San Andrés.

2. Un nuevo pacto estado-sociedad urbana-sociedad rural.

3. Negociación del aparato agropecuario del TLCAN.

Exclusión del maíz y el frijol.

Restricciones cuantitativas a los productos considera-

dos como básicos y estratégicos en la ley de desarrollo

rural sustentable.

Inocuidad y sanidad en los alimentos a importar.

Eliminación de toda práctica desleal de comercio

4. Acuerdo migratorio y fondos compensatorios para

inversiones estructurales

5. No al ALCA y PPP.

Convocan cerca de 30 organizaciones rurales, de de-

rechos humanos, por la democracia y sindicatos de traba-

jadores, que da cuenta de la red de alianzas que va tejiendo

el movimiento tanto al interior de la sociedad rural como

con la sociedad nacional9.

El discurso de esta marcha en el Zócalo, leído por Alber-

to Gómez de UNORCA, “Salvemos al Campo para Salvar a Méxi-

co”, enfatiza de inicio la relevancia cultural e identitaria del

campo para la Nación, para todos los mexicanos y denuncia la

perversidad de la política de desgobierno al plantear que “(e)l

campo no aguanta más no porque no queramos trabajar, sino

porque las políticas en curso quieren hacernos dejar de tra-

bajar”. Ciertamente, es una política perversa, que entrega la

soberanía alimentaria a las grandes corporaciones transna-

cionales en el altar de las ventajas comparativas, esperando

que la población rural desaparezca del campo, se conviertan

en jornaleros itinerantes nacionales o internacionales y de-

jen el espacio a productores empresariales extranjeros.

En el documento se da una cifra preocupante: “Desde

finales de 1994, 2 mil 200 mexicanos han muerto al tratar de

cruzar la frontera de Estados Unidos sin papeles, cifra similar a

los asesinatos políticos por dictaduras del cono sur en los años

setenta y ochenta. Si a esta fatalidad nacional se suma que cerca

de 5 millones de mexicanos han migrado en tan sólo los últi-

mos 20 años a los Estados Unidos, sin duda el abandono esta-

tal del campo está abriendo heridas y desamparos en la

sociedad rural difíciles de saldar en el corto plazo”.

El movimiento enfatiza en este discurso: “Somos pue-

blos nacidos del maíz. Somos parte de una patria que se

quiere soberana. Somos una clase de sobrevivientes. So-

mos campesinos y estamos orgullosos de serlo. Quere-

mos seguir siéndolo. . . Tenemos raíz y tenemos razones.

No estamos dispuestos a renunciar a ellas”10.

Lo propuesto y lo pactado: del PlanLo propuesto y lo pactado: del PlanLo propuesto y lo pactado: del PlanLo propuesto y lo pactado: del PlanLo propuesto y lo pactado: del Plan
Campesino para el siglo Campesino para el siglo Campesino para el siglo Campesino para el siglo Campesino para el siglo XXIXXIXXIXXIXXI al al al al al
Acuerdo Nacional para el CampoAcuerdo Nacional para el CampoAcuerdo Nacional para el CampoAcuerdo Nacional para el CampoAcuerdo Nacional para el Campo

El primer anteproyecto de la propuesta de Acuerdo Na-

cional para el Campo, elaborado por el MCAM, es sin duda

un excelente documento que toca los problemas funda-

7 Mcmichael, Philipp “La política alimentaria mundial”, en Cuadernos

Agrarios, Nueva Época, no 1718, 1999, pp. 10.
8 Hernández, Luis, La Jornada, 03 de mayo de 2003, p. 61.

  9 MCAM, 2003, pp. 85-86.
10 MCAM, 2003, p. 86.
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mentales del campo considerando como fundamentos a la

soberanía alimentaria y el desarrollo de la sociedad rural a

ser alcanzados por medio de una “Política de Estado” que

necesariamente deberá determinarse con la “participación

de la sociedad organizada y los tres niveles de gobierno”

de acuerdo a los preceptos de la nueva política pública con

base en los cuales la política debe concertarse con corres-

ponsabilidad en todas las fases: diseño, instrumentación,

ejecución, monitoreo y evaluación. En esta forma de hacer

política, será necesario “establecer con claridad los dere-

chos y obligaciones de la sociedad civil y de las institucio-

nes de gobierno”11.

Ante el desgobierno que vive el campo y la nación

entera, el documento considera necesario tener un “fun-

damento analítico adecuado sobre las causas de la proble-

mática y los medios eficaces para alcanzar las finalidades

que se pretenden”. Éste deberá generar a su vez un “mar-

co institucional, legislativo, normativo, programático, pre-

supuestal y de rendición de cuentas apropiado”12.

En la propuesta de acuerdo general se plantean:

– Acuerdos en materia de reforma estructural en el

campo Mexicano, buscando una nueva relación entre lo

público, lo privado y lo social que diversifique y fortalezca a

los distintos actores productivos del sector primario en

donde se garantice una redimensión social, productiva y

económica de la población campesina.

– Acuerdo en materia de Soberanía Alimentaria, esta-

bleciendo el derecho a la alimentación sana del conjunto

de la población y la autodeterminación en la producción

de los alimentos que requiere la Nación, subordinando a

estos objetivos los acuerdos comerciales internacionales.

Menciono los demás acuerdos con el fin de dar una

idea de la integralidad de las propuestas del MCAM para el

desarrollo rural:

– Acuerdos en materia de medidas de emergencia, que

considera la creación de un fondo de emergencia para la

reactivación, capitalización, fomento y diversificación de la

inversión productiva y comercial del sector rural; una polí-

tica en materia de apoyos, subsidios y compensaciones a

los productores nacionales; reorientar las reglas de opera-

ción de los programas de gobierno de acuerdo con esta

propuesta de acuerdo; un programa de saneamiento y con-

donación de la cartera vencida del sector agropecuario,

silvícola, pesquero y rural; el establecimiento de progra-

mas especiales de apoyo al campo en los subsectores azu-

carero, café, granos básicos, oleaginosas, pecuarios, entre

otros; la atención de los diferentes problemas agrarios; un

programa de energéticos a precios preferenciales para el

campo; un programa de rescate de las zonas de riego por

bombeo; la regulación de la pesca en aguas territoriales

mexicanas.

– Acuerdo en materia de soberanía alimentaria con

campesinos, para la recuperación del mercado interno; para

la diversificación productiva agroalimentaria, para la comer-

cialización y desarrollo de los mercados, para el fomento

de la economía social del sector rural.

– Acuerdos en materia de Tratado de libre Comercio de

América del Norte y comercio exterior, La revisión, renego-

ciación y modificación del TLCAN en la consideración de la

“Ley de Seguridad Agropecuaria e Inversión Rural 2002 de los

EEUU” que plantea más subsidios y protecciones a la agricul-

tura norteamericana. El replanteamiento de la política de aper-

tura comercial en virtud de que los países de mayor desarrollo

económico son quienes recurren más a prácticas proteccio-

nistas, la inexistencia de un libre mercado internacional de-

bido al control oligopólico que tienen de él los grandes

consorcios transnacionales y el serio deterioro de la sobera-

nía alimentaria. En este sentido, lograr la exclusión del maíz y

del frijol de todo tratado y no negociar ningún tratado co-

mercial más sin la participación de las organizaciones rura-

les nacionales, pugnando en todos ellos por la consideración

de todo tipo de mercados incluyendo el laboral.

–  Acuerdos en materia de paridad en el nivel de vida

de la población rural y desarrollo social en el campo. Aquí

se incluye la política social, la educación, la vivienda, la segu-

ridad social, los derechos de la mujer, los jornaleros y tra-

bajadores agrícolas.

– Acuerdos en materia de presupuesto para el desa-

rrollo rural. En este rubro se busca que el presupuesto

destinado al campo contribuya a su recuperación econó-

mica, por medio de incrementos reales en el presupuesto

agropecuario, mismo que deberá ser establecido de forma

multianual, buscando la diversificación productiva y la capi-

talización de empresas, reorientando y redefiniendo pro-

gramas como Procampo y Alianza para el Campo.

– Acuerdos en materia de financiamiento para el desa-

rrollo rural. Se considera necesario establecer un Sistema

Nacional de Financiamiento Rural múltiple, así como de

Fondos de Garantía que apoyen a todo tipo de producto-

res en cuya toma de decisión participen las distintas orga-

nizaciones rurales. Se propone reactivar el crédito suficiente,

oportuno y accesible, así como el fortalecimiento de inter-

11 MCAM, “Discurso del Movimiento El campo no Aguanta Más en el Zó-

calo”, en Cuadernos Agrarios (Nueva Época), Número Especial, 200, pp. 87-92.
12 MCAM, 2003m p. 90.



El Cotidiano 124 6 1

mediarios financieros de la sociedad civil. Para ello se plan-

tea, a la par del presupuesto público, planear de manera

multianual el financiamiento rural.

– Acuerdos en materia de ordenamiento de la propie-

dad rura. Este apartado inicia con la histórica demanda de

resolver en el terreno y no en el papel el rezago agrario, la

necesidad de la sociedad mexicana de superar el reparto

agrario resolviendo las demandas agrarias y la ilegalidad en

la tenencia de la tierra; dar autonomía a la Procuraduría Agra-

ria; Generar un catastro confiable de la propiedad rural, so-

cial y privada; crear un fideicomiso y formas de financiamiento

que apoyen financieramente a campesinos interesados en

adquirir parcela, así como el retiro digno de campesinos de

la tercera edad, permitiendo la circulación de la tierra.

– Acuerdos en materia de medio ambiente y desarrollo

rural. Un asunto no menor es generar una cultura nacional

sobre el deterioro y cuidado del medio ambiente; aplicar la

Ley de Desarrollo Rural Sustentable para dar seguridad jurí-

dica a los habitantes rurales y aplicar los criterios de susten-

tabilidad y defensa del medio ambiente; elaborar un diagnós-

tico nacional de recursos naturales; refuncionalizar las

instituciones y programas de gobierno relacionadas con el

medio ambiente; evitar la introducción de organismos

genéticamente modificados (OGMs); instrumentar el reco-

nocimiento y pago de servicios ambientales: incorporar a las

comunidades rurales y ejidos en el diseño y conducción de

planes integrales de manejo de recursos naturales.

– Acuerdos en materia de gobernabilidad. Se plantea

la creación de instancias regionales multidisciplinarias con la

participación de los tres poderes y niveles de gobierno y de

la sociedad y sus organizaciones, aunque se limita a regio-

nes de alta vulnerabilidad, siendo esta instancia regional

una necesidad nacional de toma de decisión sobre política

pública ubicada entre el municipio y los estados de la fede-

ración; libertad a los presos políticos y respeto a los dere-

chos humanos de la población rural; resolver el problema del

narcotráfico y abrir espacios en los medios de comunicación

al campo. Quedan notoriamente fuera de esta propuesta todo

lo relacionado con el gobierno local, así como las deman-

das de autonomía de municipios y pueblos indios.

– Acuerdos en materia de cambios institucionales, legis-

lativos e institucionales. El propósito de este apartado es

promover un conjunto de reformas jurídicas que den certi-

dumbre y bases legales para lograr y asegurar la soberanía

alimentaria, así como el desarrollo justo y equitativo y sus-

tentable de la sociedad rural. Dentro de estas reformas se

contempla una Ley Federal de Planeación Agropecuaria y

Soberanía Alimentaria para la planeación, programación

y presupuestación multianual de la política pública; el debate

de la reforma al artículo 27 constitucional, la Reforma a la

Ley Indígena para dar cumplimiento a los Acuerdos de San

Andrés; la Reforma al sistema financiero nacional, la Ley de

Bioseguridad y una veintena de leyes más. Con relación a la

reforma institucional se plantea la revisión de las funciones e

interrelaciones de las instituciones públicas, buscando armo-

nizar sus funciones en el medio rural.

– Acuerdos en materia de seguimiento y evaluación.

Aquí el Movimiento propone la creación de un Consejo

Económico y Social de Estado y de una Subcomisión para

el Desarrollo Rural Sustentable y para la Soberanía Ali-

mentaria integrada por representantes de la sociedad civil

rural como instancia obligada de consulta para el gobierno

sobre todas sus iniciativas y acciones en el campo. También

se propone la creación de un Instituto de Evaluación y Se-

guimiento de las Políticas Públicas Agropecuarias y Rurales

como institución imparcial para la generación de informa-

ción, evaluación y propuesta de opciones estratégicas. El

Conacyt destinará parte de sus recursos para apoyar este

tipo de investigaciones. Como último punto de este apar-

tado y de la propuesta de acuerdo se plantea el estableci-

miento de una Comisión de Estado para el Seguimiento y

evaluación del Acuerdo Nacional para el Campo.

Firman líderes del CAP, del MCAM y de la CNC.

Firmar o no firmar . . .Firmar o no firmar . . .Firmar o no firmar . . .Firmar o no firmar . . .Firmar o no firmar . . .

El Acuerdo Nacional para el Campo13, que finalmente se fir-

mó de parte de varias organizaciones del MCAM y del go-

bierno, ciertamente representa una diferencia sustancial

entre la propuesta de acuerdo del MCAM y el Acuerdo al-

canzado. Debido a ello, hubo organizaciones que decidie-

ron firmar y comprometer al gobierno con este acuerdo

en el entendido de que éste representa un primer paso en

una nueva relación de la sociedad civil con el gobierno de

una de ellas, una de estas organizaciones fue la ANEC que

en un documento titulado “¿Por qué firmamos un acuerdo

para el campo?” explica las razones de su firma:

El ANC es el primer acuerdo en torno a los grandes pro-

blemas nacionales en la transición a la democracia cons-

truida a partir de la iniciativa, movilización y propuestas

desde la sociedad y alcanzando a través del diálogo y la

negociación con los poderes del Estado. Es relevante que

13 MCAM, «Propuesta del Movimiento “El campo no aguanta más”, para

el Acuerdo Nacional para el Campo», en Cuadernos Agrarios (Nueva Época),

Número Especial, 2003, pp. 141-172.
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el sector considerado como el más atrasado y sometido

de la nación haya demostrado capacidad, madurez y vi-

sión para impulsar grandes problemas nacionales, dejan-

do de lado un autoritarismo, autismo y la exclusión

gubernamental en la construcción de decisiones públi-

cas.  Asimismo, el ANC representa un diálogo de supera-

ción del aislacionismo, la autocomplacencia y la

automarginación de las organizaciones campesinas deri-

vada de prácticas peticionistas, inmediatistas y de la críti-

ca testimonial14.

La argumentación prosigue:

Para luchar por un texto maximalista y un texto redacta-

do íntegramente a nuestro gusto, tendríamos que haber

luchado solos como movimiento, e incluso cada una de

las organizaciones por su parte, y seguramente no hubié-

ramos pasado de la marginalidad, del testimonio y de la

crítica15.

Por otra parte, las organizaciones que no firmaron

como El Frente Democrático Campesino de Chihuahua

han hecho lo propio al presentar su postura sobre el Acuer-

do para el Campo16:

La firma del Acuerdo para el Campo que propone el

Gobierno es sólo una etapa de este proceso, tal vez el

inicio del comienzo de una nueva relación Gobierno-so-

ciedad rural, pero sólo eso. No puede concebirse como

el Gran Acuerdo porque, si bien el gobierno ha accedido

a algunas de las demandas que planteamos unitariamente,

las más importantes quedan sin respuesta o respondidas

parcialmente. No puede convertirse en un documento

de Estado, puesto que sólo es un documento de Gobier-

no. Es más exigible que firmable17.

Esta organización, al igual que todas ellas, reconoce que el

documento titulado “Propuesta de Acuerdo Nacional para

el Campo: Por el Desarrollo de la Sociedad Rural y la

Soberanía Alimentaria con Campesin@s, como elemen-

tos fundamentales del Proyecto de Nación de México en

el Siglo XXI” es hasta ahora el máximo logro actual del

movimiento campesino. Marca rumbo estratégico, con-

fiere unidad a las organizaciones, se ubica dentro de un

nuevo proyecto de nación, democrático e incluyente.

Retoma las demandas fundamentales que dieron origen

a El Campo no Aguanta Más: renegociación del TLCAN,

presupuestos multianuales, reforma estructural de las po-

líticas hacia el campo, cumplimiento de los Acuerdos de

San Andrés, etc. Puede ser perfectible en algunos asuntos

como en los derechos y cultura de los pueblos indígenas

o en el de problemas agrarios, pero constituye una base

y una referencia excelente para nuestras luchas.

Sobre este debate el mismo MCAM reconoce en el dis-

curso con motivo de la firma del Acuerdo18 los magros

logros de este acuerdo al plantear que

El Acuerdo Nacional para el Campo, aunque así se le lla-

me, es sólo un documento útil para iniciar el proceso

que nos permita consolidar los resultados hasta hoy

consensados y útil para construir las condiciones nece-

sarias para alcanzar aquellas propuestas programáticas

que no están incluidas en el presente documento, como

son soberanía y seguridad alimentaria, revisión profunda

del capítulo agropecuario del TLCAN y otros acuerdos

como el ALCA; modificación del artículo 27 constitucio-

nal que garantice y proteja la propiedad social de la tie-

rra, el cumplimiento de los acuerdos de San Andrés;

instauración y ejercicio del presupuesto multianual para

el campo y una ley de amnistía que libere a cientos de

luchadores sociales y dirigentes campesinos, encarcela-

dos o con procesos penales vigentes”19.

Asumiendo las limitaciones del Acuerdo firmado, el

Movimiento hace un llamado “. . . a todas las organizaciones

campesinas nacionales y regionales a mantener la unidad y

la movilización y a mantenerse en pie de lucha, para que

este y otros acuerdos no sean letra muerta”20.

14 Ibid. p. 144.
15 Gobierno Federal, “Acuerdo nacional para el campo”, en Cuadernos

Agrarios (Nueva Época), 2003, pp. 173-196.
16 ANEX, “Por qué firmamos un acuerdo para el campo”, en Cuadernos

Agrarios (Nueva Época), Número Especial, 2003, pp. 197-200, p. 197.
17 ANEC, “Por qué firmamos un acuerdo para el campo”, en Cuadernos

Agrarios (Nueva Época), Número Especial,  2003, pp. 197-200, p. 198.

18 Frente Democrático Campesino, “Postura de FDC ante el Acuerdo

Nacional para el Campo”, en Cuadernos Agrarios (Nueva Época), Número

Especial, 2003, pp. 201-204, p. 203.
19 MCAM, “Discurso del Movimiento: “El campo no aguanta más” en la

firma del Acuerdo Nacional para el campo”, en Cuadernos Agrarios (Nueva

Época), Número Especial, 2003, pp. 205-210, p. 206.
20 MCAM, “Discurso del Movimiento: “El campo no aguanta más” en la

firma del Acuerdo Nacional para el campo”, en Cuadernos Agrarios (Nueva

Época), Número Especial, 2003, pp. 205-210. 206.
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Los dimes y diretesLos dimes y diretesLos dimes y diretesLos dimes y diretesLos dimes y diretes

Mucho se ha escrito del movimiento, de los objetivos, del

proceso, de las capacidades, de las estrategias, de las de-

mandas, de las negociaciones, del poder de negociación, de

los logros, de las claudicaciones, de las traiciones, del res-

peto a la diferencia, de las etapas, de los momentos, de los

escenarios. Para muestra, el debate.

Luis Hernández Navarro, sin duda uno de los activistas

e intelectuales más comprometidos con los movimientos

sociales rurales y magisteriales en México, decepcionado

ante la firma y ante los magros acuerdos, de acuerdo a su

visión, escribe en La Jornada: “Como los toreros que culmi-

nan una gran faena pinchando en hueso a la hora de matar,

así remató el movimiento campesino (MCAM) la más im-

portante movilización contra la apertura comercial en el

agro realizada en años. Los líderes rurales perdieron en la

mesa de negociación con el gobierno lo que habían ganado

en las calles, carreteras y plazas públicas”.

Armando Bartra, toda una institución sobre el México

rural, no comparte la visión de Luis apuntando que: “(l)os

pasados cinco meses no voltearon la tortilla del comal. Qué

esperanzas. Pero sin duda fueron parteaguas. Digamos que

el mundo campesino es el infierno. El Plan Campesino para

el siglo XXI es el cielo que se tienen prometido y el Acuerdo

Nacional para el Campo apenas un purgatorio sin plena ga-

rantía de salvación. Digamos que los rústicos estaban en la

antesala de la inyección letal y les conmutaron la pena de

muerte por prisión perpetua mientras se repone el juicio”21.

Para la mayor parte de las organizaciones: contra pro-

nósticos catastrofistas la clave no estuvo en firmar o no

firmar el acuerdo con el gobierno, sino en respetar el re-

sultado de la consulta a las bases (cito): “No hay por qué

darle tanta importancia a la firma o no, ni por qué conferir-

le carácter definitorio a quienes están a favor o en contra

del movimiento... La firma del Acuerdo para el Campo... es

sólo una etapa... No (es) ...el Gran Acuerdo, porque si bien

el gobierno ha accedido a algunas demandas... las más im-

portantes quedan sin respuesta o escondidas parcialmen-

te... Las organizaciones que así lo deseen podrán firmarlo,

no habrá por qué canonizar o satanizar si lo hacen o no lo

hacen... lo importante es... la unidad”. Fechada el 24 de abril,

proveniente de una organización, la FDC, que decidió no

avalar el pacto22.

Evidencia de lo anterior fue la mesa redonda organiza-

da por el Posgrado en Desarrollo Rural en la Universidad

Autónoma Metropolitana en Xochimilco, a la que asistie-

ron representantes de organizaciones firmantes y no fir-

mantes y en la que privó un debate maduro, serio y respe-

tuoso entre todas ellas.

Sobre el debate conviene citar una y otra vez la decla-

ración de un movimiento social: “Las demandas fundamen-

tales no han sido satisfechas del todo en la actual fase de

negociación. Por lo tanto, pese a que suscribimos los acuer-

dos y compromisos mínimos a que hemos podido llegar

con el gobierno (...) manifestamos que continuaremos nues-

tra lucha para conseguir su plena satisfacción; apelamos a

una movilización más amplia de la sociedad civil en general

(y) las organizaciones sociales” Esta declaración no es del

MCAM sino la posición del EZLN al firmar los acuerdos de la

mesa 1 de los Diálogos de San Andrés.

Y es que en la negociación es difícil levantarse de la

mesa ganando todos los puntos. Es difícil también pararse

de ella sin haber ganado un solo punto y más difícil aun que

ambos extremos se vuelvan realidad. Lo más probable es

que lo que se logre se ubique entre estos dos eventos y

que el resultado de la negociación satisfaga a unos y a otros

no, y que unos firmen y otros no. Lo importante de todo

esto es que las organizaciones del movimiento respeten

las diferencias y la otredad y aprendan a construir en la

diferencia, y esto último es un gran logro del MCAM que

sigue unido y trabajando para lograr materializar los pun-

tos acordados y seguir cabildeando, presionando para lo-

grar que en un futuro próximo se logren materializar la

mayoría de las demandas del movimiento.

En estos momentos, lo más importante es fortale-

cer el movimiento y no debilitarlo, las críticas hacerlas

adentro del mismo, buscar generar procesos de reflexión

que permitan mejorar las estrategias y los escenarios

de negociación.  A toda costa se debe evitar descalifica-

ciones, quemar pólvora en infiernitos. Ciertamente de-

ben haberse cometido muchos errores a lo largo del

movimiento, en las negociaciones: el deber de todos los

que apostamos a un México más plural, democrático y

humano es ayudar a corregirlos. Después de todo, bue-

nas o malas, éstas son las organizaciones rurales nacio-

nales, con esas bases, con esos líderes; éste es su

movimiento, con esas demandas, propuestas, estrategias,

acuerdos, y la construcción de futuro requiere ineludi-

blemente de su presencia en el escenario nacional. Es

responsabilidad de todos tratar de apoyar el desarrollo

de sus acciones.

21 Bartra, A., La Jornada, 08 de mayo de 2003, p. 21.
22 Frente Democrático Campesino, “Postura de FDC ante el Acuerdo

Nacional para el Campo”, en Cuadernos Agrarios (Nueva Época), Número

Especial, 2003, pp. 20-21.
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El movimiento ¡El campo no aguanta
más! y el Acuerdo Nacional para el

Campo: situación y perspectiva
Miguel Angel Sámano Rentería

Ha pasado ya un año desde que se inició una nueva movilización en el cam-
po mexicano. Fueron varias organizaciones de productores agrícolas que se manifes-
taron, a fines del año 2002 y principios del 2003, en contra de la política agrícola
foxista que prácticamente ha reflejado un abandono del campo y una actitud
entreguista ante el Tratado de Libre Comercio, que es desfavorable a nuestro país y
beneficia a los Estados Unidos de Norteamérica, sobre todo en el sector agrope-
cuario.

L a movilización campesina y de

productores agropecuarios, que abar-

có a varias organizaciones tanto cor-

porativas como otras que podemos

ubicar como contestarías, logró dis-

cutir en las mesas del dialogo con las

autoridades gubernamentales algunos

aspectos de la política de Estado ha-

cia el sector agropecuario. Algunas or-

ganizaciones corporativas se volvieron

a movilizar después de un largo letargo

que las mantenía casi como membretes

del partido oficial en decadencia; por

otra parte, se logró el agrupamiento

de organizaciones contestarias en un

movimiento que ha adoptado el nom-

bre de “Movimiento el campo no

aguanta más”.

En este pequeño ensayo tratare-

mos de hacer un balance de “El movi-

* Profesor-Investigador, Departamento de

Sociología Rural y Director del Centro

Interdisciplinario de Investigación y Servicio

para el Medio Rural (CIISMER) de la Universi-

dad Autónoma Chapingo (UACH).

miento el campo no aguanta más” y

el cumplimiento del Acuerdo Nacio-

nal para el Campo (ANPC). En la pri-

mera parte haremos un recuento de

lo que fue la movilización agraria de

fines del 2002 y principios del 2003

hasta que se logró la firma del ANPC,

en la segunda, analizaremos cuáles han

sido los alcances del movimiento, en

la tercera, planteamos cuáles son las

perspectivas en la coyuntura actual,

en que no se ha cumplido con el

ANPC.

El “Nuevo MovimientoEl “Nuevo MovimientoEl “Nuevo MovimientoEl “Nuevo MovimientoEl “Nuevo Movimiento
Campesino” surgió anteCampesino” surgió anteCampesino” surgió anteCampesino” surgió anteCampesino” surgió ante
la situación críticala situación críticala situación críticala situación críticala situación crítica
del campodel campodel campodel campodel campo

El Tratado de Libre Comercio con

Norteamérica y la política agrícola

gubernamental han puesto en una si-

tuación crítica al campo. Mexicano, al-

gunos datos económicos pueden

ilustrar que se encuentra en banca-

rrota1. Los cuatro cultivos básicos que

constituyen la base de la alimentación

de la población mexicana, como son

maíz, fríjol, trigo y arroz, sufrieron una

disminución precios reales entre 1985

y 1999 de entre un 47% y 57%. Solo

8% de los cultivos en general cuenta

con una tecnología de riego moder-

no. De las 35 millones de hectáreas

consideradas como cultivables, 22 mi-

llones están con un alto grado de ero-

sión que las hacen menos productivas,

por lo que tenemos bajos rendimien-

tos en la mayoría de los cultivos bási-

cos. En cuanto a la unidades de

producción agrícola se considera que

el 41% son de tipo tradicional y 52%

de estas son de subsistencia.

La mayoría de los productores

agrícolas están desilusionados de las

políticas gubernamentales hacia el

1 Molina, Tania, “Recuento de un Desastre.

El Campo en cifras” en Suplemento Masiosare

de la Jornada, 12 de enero de 2003, pp. 6-7.
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campo porque sus productos no tienen precio. El café que

era un producto bien cotizado en el mercado internacio-

nal ha caído drásticamente, de este cultivo viven alrededor

de 3 millones de personas, el 92% de los cafeticultores

tienen menos de 5 hectáreas y aportan el 50% de la pro-

ducción nacional, el 75% de los productores son indígenas

de diferentes regiones serranas del país. Los citricultores

tampoco encuentran mercado para su producto y los pre-

cios están muy bajos, el precio de la naranja se sitúa entre

20 y 30 centavos por kilo, muchos campesinos indígenas

de las huastecas y región totonaca sufren las consecuen-

cias y prefieren dejar las naranjas en los árboles o que se

pudran en el suelo, porque no recuperan con su venta ni

siquiera los costos del corte. El sector azucarero se en-

cuentra en crisis, debido a la importación indiscriminada

de fructuosa que es empleada para endulzar los refrescos.

La piña y otras frutas tropicales no encuentran mercado

debido a que se importan piñas enlatadas más baratas de

países como Taiwán. Los frijoleros zacatecanos no encuen-

tran mercado para su producto: a fines del 2003 había 400

mil tonaladas almacenadas en bodegas.

Los efectos de la globalización económica son resenti-

dos por el sector agropecuario mexicano al no poder com-

petir con los precios a nivel internacional. El monto del

déficit de la balanza comercial agropecuaria, acumulada a

partir de la entrada en vigor del TLCAN, se calculaba en el

2002 en 4 mil millones de dólares y si se incluye la impor-

tación de alimentos y bebidas ésta aumenta hasta 9,500

millones de dólares. El Departamento de Agricultura de

Estados Unidos invertirá, en los próximos diez años, 180

mil millones de dólares, lo que equivaldría en pesos a 180

mil millones por año, a través de la Ley “Farm Bill”, cuyo

propósito es proteger su sector agropecuario, mientras en

México, para el año del 2003, se logró sólo un presupuesto

destinado para el sector agropecuario de 47 mil millones

de pesos. Ante estas diferencias es imposible competir con

el gigante del norte.

Si esta situación del campo mexicano afecta a grandes y

medianos productores agropecuarios, afecta incluso más a

los agricultores de subsistencia que son la mayoría de los

productores sociales, es decir a las ejidatarios y comuneros,

que son el sector social de la agricultura y se calculan alre-

dedor de 3.5 millones de productores (SAGARPA), supuesta-

mente no muy competitivos y, por lo tanto, despreciados

por las políticas agropecuarias actuales, que sólo ven como

prioritario la agricultura de exportación y comercial. Den-

tro de este sector social se encuentra la mayoría de produc-

tores indígenas, que no encuentra precio para sus productos

agrícolas y esto tiene consecuencias en su economía do-

méstica, obligandolos entre, otras cosas, a migrar y a buscar

otras alternativas para sobrevivir con sus familias.

En el trascurso del 2002, se agruparon doce organiza-

ciones campesinas y conformaron el “Movimiento El cam-

po no aguanta más”, integrado por la AMUCSS, ANEC, CEPCO,

CNOC, CNPA, FDCCH, CIOAC, CODUC, RED MOCAF, UNOFOC,

FNDCM y UNORCA, quienes lazaron el 2 de noviembre de

2002 un manifiesto para la salvación y revaloración del cam-

po mexicano que contemplaba seis propuestas que pue-

den resumir en: 1) Moratoria al apartado agropecuario del

TLCAN, 2) Programas emergente 2003 y de largo plazo 2020,

3) Por una verdadera reforma financiera rural, 4) Asigna-

ción de 1.5% al PIB para el desarrollo productivo y 1.5%

con respecto al PIB para el desarrollo social y ambiental del

sector rural en 2003, 5) Inocuidad y calidad agroalimentaria

para los consumidores mexicanos, y 6) Reconocimiento

de los derechos y la cultura de los pueblos indios2.

El 19 y 20 de noviembre, el “Movimiento ¡El Campo

no aguanta más!” realizó una consulta a diferentes pro-

ductores agrícolas sobre las prioridades nacionales que el

gobierno federal debería atender. Posteriormente en di-

ciembre se organizó una semana de movilizaciones regio-

nales y en la capital del país, para llamar la atención del

Poder Legislativo y Ejecutivo en resolver la problemática

del campo mexicano. El 3 de diciembre más de tres mil

representantes de las organizaciones campesinas y el Bar-

zón marcharon a la Cámara de Diputados en San Lázaro y

se reunieron con los legisladores para presentar sus pro-

puestas. El 10 de diciembre un grupo de campesinos, tra-

bajadores y maestros que realizaron una manifestación

conjunta irrumpieron en la Cámara de Diputados con ca-

ballos y palos, para exigir atención a sus demandas3. Las

2 ¡El campo no aguanta más! Seis propuestas para la salvación y reva-

lorización del campo mexicano. Publicado el 2 de noviembre de 2002 en

la prensa nacional. Las organizaciones firmantes fueron la Asociación Mexi-

cana de Uniones de Crédito del Sector social (AMUCSS), la Asociación

Nacional de Empresas de Comercialización (ANEC), la Central Indepen-

diente de Obreros y Campesinos (CIOAC), la Coordinadora Plan de Ayala

(CNPA), la Coalición Democrática de Organizaciones Urbanas y Campesi-

nas (CODUC), la Coordinadora Nacional de Organizaciones Cafetaleras

(CNOC), la Coordinadora Estatal de Productores de Café de Oaxaca

(CEPCO), el Frente Democrático Campesino de Chihuahua (FDCCH), la

Red Mexicana de Organizaciones Campesinas Forestales (RED MOCAF), la

Unión Nacional de Organizaciones en Forestería Comunitaría (UNOFOC),

el Frente Nacional de Defensa del Campo Mexicano (FNDCM), y la Unión

Nacional de Organizaciones Regionales Autónomas (UNORCA). Ver Cua-

dernos Agrarios número especial 2003, pp. 37-43.
3 Ramírez Cuevas, Jesús. El Campo en el ojo del huracán. En: Suple-

mento Masiosare de la Jornada, 12 de enero del 2003.
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movilizaciones lograron que el Poder Legislativo aumenta-

ra el presupuesto para el Desarrollo Rural de 34 mil millo-

nes a 47 mil millones de pesos y se aprobó la nueva ley de

Energía para el campo.

A principios de enero del 2003 una nueva insurrec-

ción en el campo estremeció al país, esta vez no fueron los

indígenas zapatistas como hace 9 años, sino un nuevo mo-

vimiento campesino se alzaba ante la inminente entrada de

liberación de varios productos agrícolas y pecuarios, y para

demandar al gobierno federal que se reorientaran las polí-

ticas hacia el sector agropecuario, que prácticamente se

encuentra en bancarrota; debido a un Tratado de Libre

Comercio con Estados Unidos y Canadá que tiene des-

ventajas para nuestro país, sobre todo en materia agrope-

cuaria, y al abandono del Estado del campo mexicano, en

donde su presencia se adelgaza cada vez más, retirando

apoyos y subsidios a los productores agropecuarios con el

argumento de que a la globalización hay que entrar compi-

tiendo, aunque nuestros socios comerciales den subsidio a

sus productores.

El 1º. de enero se tomaron algunos puentes interna-

cionales para protestar por la entrada de productos agro-

pecuarios provenientes de los Estados Unidos. El 6 de enero

del 2003 el Movimiento El Campo no Aguanta Más organi-

zó una movilización a nivel nacional y lanzó el manifiesto

de Ciudad Juárez, donde se retoman las propuestas ante-

riores pero además las plantean como demandas básicas

del movimiento y contempla también seis puntos que son:

1. Moratoria al apartado agropecuario del TLCAN y

renegociación inmediata del mismo; 2. Fuera maíz y fríjol

del TLCAN y demás tratados comerciales con otras nacio-

nes; 3. Programa emergente 2003 y programa a largo plazo

2020; 4. Respeto a las organizaciones e iniciativas rurales

genuinas y autónomas; 5. Calidad y sanidad en los alimen-

tos para los consumidores mexicanos y 6. Reconocimien-

to a los derechos y cultura de los pueblos indios conforme

a los Acuerdos de San Andrés4.

Ese día se tomaron algunos puentes internacionales y

aduanas, y otro tipo de movilizaciones, como la huelga de

hambre que se instaló en el monumento a la independen-

cia con dirigentes y militantes de la UNORCA y se prolongó

hasta el 15 de enero del 2003, fecha en que se realizó el

Foro en defensa del campo, donde participaron algunos

intelectuales y artistas, para exigir al gobierno federal un

Dialogo Nacional para la Salvación del Campo Mexicano y

la liberación de algunos productores agrícolas presos, que

habían participado en las movilizaciones anteriores.

El 31 de enero el Movimiento No Aguanta Más junto

con otras organizaciones agrarias, como el Barzón, el Con-

greso Agrario Permanente (CAP)5 y la CNC y el Consejo

Nacional Agropecuario (CNA), realizaron una gran marcha

que concentro a cerca de 100 mil productores provenien-

tes de diferentes regiones del país para exigir una vez más

la necesidad de establecer una mesa de dialogo entre el

gobierno federal y las organizaciones. Como consecuencia

de esta magna marcha a principios de febrero se estableció

el dialogo entre las organizaciones de productores y el

gobierno federal y se acordó la instalación de 8 mesas de

discusión para tratar los siguientes temas: 1) El papel del

campo en el proyecto de Nación; 2) Presupuesto y finan-

ciamiento para el sector agropecuario; 3) Desarrollo y

política social; 4) Ordenamiento de la propiedad rural; 5)

Medio Ambiente y Desarrollo; 6) El campo y la gobernabi-

lidad; 7) Agenda legislativa para el campo; 8) TLCAN, comer-

cio exterior e interno.

Las mesas de dialogo se instalaron el 10 de febrero y

concluyeron el 8 de marzo del 2003, donde se presenta-

ron alrededor de 2000 ponencias sobre los problemas que

aquejan al campo mexicano. Después las organizaciones

agrarias negociaron con el gobierno federal para llegar a

un Acuerdo Nacional para el Campo (ANPC), de aquí sa-

lieron varias propuestas y se llegaron a concensar algunas

de las propuestas de instancias gubernamentales federales

con las de organizaciones agrarias. Dos meses después de

la mega marcha campesina, el 28 de abril el Presidente de

la República y los líderes de las organizaciones agrarias

firmaron en el Palacio Nacional el “Acuerdo Nacional para

el Campo: por el desarrollo de la sociedad rural, la sobera-

nía y seguridad alimentaría”.

El ANPC contiene 281 puntos de acuerdo, esto se logró

con la movilización y debido a la crítica situación en la que

se encuentra el campo mexicano y esto se reconoce en el

documento, pero es un acuerdo político entre organizacio-

nes de productores y el gobierno federal, parecido a los

Acuerdos de San Andrés6 firmados el 16 de febrero de 1996,

acuerdos que por cierto hasta la fecha no se han cumplido.

4 El manifiesto de Ciudad Juárez, publicado en la prensa el 1º de enero

de 2003. Ver Cuadernos Agrarios, Número especial, 2003, pp. 45-47.

5 El Congreso Agrario Permanente lo integran 12 organizaciones

entre ellas ALCANO, CAM, CCC, CCI, CNC, CIOAC, CODUC, CONSUCC, UCD,

UGOCM, UGOCP y UNTA. La CIOAC y La CPIDC como se mencionó antes

también pertenecen al Movimiento el Campo No Aguanta Más.
6 Los acuerdos de San Andrés fueron firmados entre el ejército

Zapatista de Liberación Nacional y el gobierno federal para reconocer la

Cultura y el Derechos de los pueblos indígenas en la constitución.
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La movilización campesina, a través del Movimiento el

campo no aguanta más del Congreso Agrario Permanente

(CAP) y el Barzón, buscó una alianza con organizaciones

sindicales importantes, como el sindicato de Telefonistas y

el Sindicato Mexicano de Electricistas (SME) que a su vez

son miembros de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT)

que agrupa a los sindicatos democráticos de trabajadores

y mantienen una posición nacionalista ante las políticas

gubernamentales. Esto llevo a la creación de un Frente

Sindical-Campesino y Social que se conformó el 27 de

marzo, y en esa fecha se acordó apoyar movilizaciones de

los sectores democráticos en contra de las políticas

neoliberales implementadas por el Estado mexicano, e

impulsadas y reforzadas por el gobierno foxista. El apoyo

de los sindicatos ha sido importante para las organizacio-

nes de productores agrícolas, pues por primera vez se da

un acercamiento entre dos sectores, que históricamente

el Estado corporativista se había empeñado en mantener

separados.

Después de la firma del AcuerdoDespués de la firma del AcuerdoDespués de la firma del AcuerdoDespués de la firma del AcuerdoDespués de la firma del Acuerdo
Nacional para el Campo ¿cuál fueNacional para el Campo ¿cuál fueNacional para el Campo ¿cuál fueNacional para el Campo ¿cuál fueNacional para el Campo ¿cuál fue
la situación?la situación?la situación?la situación?la situación?

Una vez firmado el Acuerdo Nacional Para el Campo (ANPC)

las organizaciones agrupadas en el Congreso Agrario Per-

manente (CAP) y en “El movimiento el campo no aguanta

más” y el Barzón, junto con otras como la CNC y el CNA, de

filiación priista, se dieron a la tarea de darle seguimiento al

cumplimiento del ANPC. El 6 de mayo se instaló la comisión

de seguimiento para el Acuerdo Nacional para el Campo

(ANPC) representado por secretarios de Estado, legislado-

res y lideres agrarios.

Una de las tareas a las que se avocó esta comisión fue

revisar las reglas de operación de alrededor de 60 progra-

mas, de corte productivo, económico y social que se enfo-

can a las regiones rurales. Esto metió en una dinámica un

tanto desgastante a la comisión y no pudo cumplir con su

cometido de revisar todas las reglas de operación de los

programas y proponer alternativas viables para reducir los

programas y concentrarlos en unos cuantos, además de

agilizar los trámites y el papeleo que exigen cada uno de

ellos para hacerlos más eficientes en la tramitología y que

los recursos lleguen a tiempo al campo, ya que la mayoría

de los programas por el burocratismo que implica hace

que lleguen los recursos a los productores cuando ya se

pasaron las fechas críticas de siembra y laboreo, y si bien

les va les llega para cosecha o después, y entonces solo

sirve para cubrir adeudos y esto desespera a la mayoría de

los productores agrícolas.

Desde el punto de vista de la movilización y la organi-

zación de productores las organizaciones agrupadas en “El

movimiento el campo no aguanta más” se dieron a la tarea

de difundir el Acuerdo Nacional Para el Campo, para exigir

a las autoridades locales su cumplimiento y darle segui-

miento a los acuerdos particulares. Muchas de las autori-

dades se vieron sorprendidas ante la exigencia de los

productores, porque ellos mismos desconocían los alcan-

ces del Acuerdo y se escudaban en el pretexto de que

tenían que recibir las nuevas reglas de operación para ope-

rar los programas.

Para las organizaciones agrupadas en El movimiento

¡El Campo no aguanta más! significó un proceso de con-

solidación, ya que el movimiento se estaba convirtiendo

en un organismo, de concertación de lucha y estrategias,

para contrarrestar la política gubernamental de abandono

hacia el campo y de entreguismo ante el TLCAN. Las orga-

nizaciones integrantes del “Nuevo Movimiento” se reani-

maron y retomaron contacto con sus bases en las diferentes

regiones en el país, con esto se fortalecía el carácter nacio-

nal que tienen, aunque el grado de influencia pueda ser

diferente en cada uno de los estados y regiones o por tipo

de productores. Es decir UNORCA, volvió a retomar viejos

bastiones donde a estado presente desde hace años, aun-

que debemos señalar que esta organización no firmó el

ANPC ha mantenido una política al igual que la CIOAC y la

CNPA que si firmaron el Acuerdo. La CNOC y CEPCO

retomaron el contacto con los productores cafetaleros,

AMUCS y ANEC con productores con estrategias económi-

cas, la Red MOCAF y UNOFOC con productores forestales,

la CODUC con organizaciones regionales dispersas en va-

rios estados y los frentes como el CDCCH y el FNDCM en

sus respectivas regiones de influencia en el norte del país.

Pero lo que quedo en entre dicho fue el cumplimiento

del Acuerdo por parte de las autoridades gubernamenta-

les y de las dependencias que tiene que ver con el sector

agropecuario. En primer lugar, aunque quedo asentado en

el ANPC, el Secretario de Economía Fernando Canales Cla-

rión se negó a hacer la revisión del TLCAN en materia agro-

pecuaria, porque según él solo se revisarían algunos

mecanismos para limitar los cupos de importación, antes

de solicitar una revisión y no se piensa en una suspensión

por ninguna causa del TLCAN. El Secretario de Agricultura

Javier Usabiaga, también se negó a hacer una reorientación

a fondo de los programas de la SAGARPA, porque según él la

política aplicada al sector agropecuario es la correcta y
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debía de seguirse aplicando, es decir que solo habrá recur-

sos para los productores productivos y competitivos y los

productores de subsistencia no tendrán oportunidades de

apoyo.

Al parecer en el único rubro que hubo avances fue en

los programas de carácter social a través de la SEDESOL, el

programa Oportunidades se extendió en las zonas rurales,

pero los programas de vivienda y de atención a los pro-

ductores adultos mayores se estaban delineando, pero no

se han concretado. Los problemas de tenencia de la tierra

y de conflictos agrarios se han tratado de atender sobre

todo a partir del cambio del titular de la Secretaria de la

Reforma Agraria y se han resuelto solo los problemas más

álgidos, como el de los Chimalapas, pero hay otra serie de

asuntos pendientes que están a la espera de su resolución

en materia agraria, sobre todo los que están en los tribu-

nales agrarios.

Haciendo un balance del cumplimiento del ANPC po-

demos afirmar que este se ha cumplido parcialmente. Las

cuestiones de fondo se han dejado de lado y se ha ido más

por dar cumplimiento a cuestiones meramente formales.

Los productores se quejan de programas como de ahorro

de costos de combustible que son burocráticos y no los

beneficia realmente, porque esta hecho burocráticamente

hacen perder el tiempo a los productores con el papeleo y

después hasta que les llegue la tarjeta pueden beneficiarse

del programa, como el establecer una cuota igual mensual

de combustible, lo utilice o no lo utilice, sin pensar en las

necesidades de la producción agrícola, que se emplea más

combustible en la siembra y en la cosecha y en otros pe-

riodos el consumo es mínimo. Esto es solo un ejemplo de

uno de los programas más difundidos como de apoyo al

campo el de dar subsidio al combustible y la enrgía eléctri-

ca, mientras que hay muchos productores pobres que no

tienen tractores ni bombas de riego, y ni siquiera reciben

apoyo de Alianza para el Campo por improductivos.

Al parecer el Acuerdo Nacional para el Campo se está

convirtiendo en un acuerdo político que logró detener la

movilización de las organizaciones de los productores. El

peligro que hay es que se conviertan como los Acuerdos

de San Andrés, que jamás se cumplan en su totalidad. Ha-

ciendo un análisis crítico de la política foxista podríamos

afirmar que se trata de un paliativo ante la desesperación

existente en el campo, pero no hay una intención real de

resolver los problemas del campo a fondo y tampoco de

afectar los intereses norteamericanos aunque afecte a los

productores mexicanos. La comisión de seguimiento se

desintegró después de que supuestamente se habían revi-

sado las reglas de operación y otros temas de interés se

dejaron pendientes para después.

Las perspectivas del Movimiento ¡ElLas perspectivas del Movimiento ¡ElLas perspectivas del Movimiento ¡ElLas perspectivas del Movimiento ¡ElLas perspectivas del Movimiento ¡El
Campo no aguanta más! y del Campo no aguanta más! y del Campo no aguanta más! y del Campo no aguanta más! y del Campo no aguanta más! y del ANPCANPCANPCANPCANPC

El movimiento de el campo no aguanta más no ha bajado la

guardia, ha tratado de mantener el frente de lucha en la

negociación y mediante la movilización, incluso buscó el

acercamiento con instituciones académicas como la Uni-

versidad Autonóma Chapingo (UACH), con la cual firmó un

convenio de colaboración junto con el CAP con el fin de

dar cumplimiento al Acuerdo Nacional para el Campo, con-

virtiéndose la UACH en asesora de las organizaciones inte-

grantes del movimiento y del CAP, para que el Acuerdo se

cumpla. En el segundo semestre del 2003, al parecer el

movimiento se replegó a esperar la respuesta gubernamen-

tal no hubo más movilizaciones hasta fines de noviembre.

Nuevamente al acercarse el fin de año, cuando la Cá-

mara de Diputados empezó a discutir el presupuesto para

el 2004, se presentó por parte del ejecutivo federal una

propuesta para imponer más impuestos a los ciudadanos

en dos cuestiones elementales que son de consumo nece-

sario como son las medicinas y los alimentos. Además el

gobierno federal se planteó la desaparición de varias insti-

tuciones que tenían que ver con la investigación y la capa-

citación agrícola, se mando una iniciativa de desincorporar,

fusionar, o liquidar instituciones con una larga trayectoria

como el Colegio de Posgraduados (CP), el Instituto de In-

vestigaciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias (INIFAP), la

Comisión de Zonas Aridas (CONAZA), el Instituto Nacional

de Capacitación Rural (INCA-Rural) y el Instituto Mexica-

no de la Tecnología del Agua (IMTA), con lo cual mostraba

su verdadero rostro la política foxista, de que no le intere-

sa la soberanía alimentaria y el desarrollo de tecnológica

en materia agropecuaria y forestal.

Ante esto se hizo inminente nuevamente la moviliza-

ción del Frente Sindical-Campesino y Social. Los días 22 y

23 de noviembre salieron publicadas en el periódico La

Jornada una convocatoria firmada por Unión Nacional de

Trabajadores (UNT) la Promotora por la Unidad Nacional

en Contra del Neoliberalismo, el Barzón, el Movimiento

No Aguanta Más, y el Congreso Agrario Permanente y con-

vocaron a una megamarcha para el 27 de noviembre en la

ciudad de México. Esta movilización masiva de diferentes

sectores sociales fue importante para detener la reforma

fiscal foxista de corte neoliberal, ya que tendríamos que

haber pagado el IVA a medicinas y alimentos todos los mexi-
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canos, si se hubiera aprobado la reforma. La movilización

del frente sindical y de organizaciones agrarias fue funda-

mental para demostrarle al gobierno que en caso que se

aprobarán las políticas foxistas se daría una gran moviliza-

ción en todo el país.

La mayoría en Cámara de Diputados el 12 de diciem-

bre votó en contra de las reformas y se detuvo el plan

foxista-elbista (panista-priista) de grabar con impuestos a

medicamentos y alimentos. Esto se puede interpretar tam-

bién como un triunfo de la movilización. La discusión en el

Congreso, ya sin reforma fiscal se centro en la política de

distribución de egresos y se anunció que los programas

sociales se verían afectados antes la falta de reforma fiscal.

Las organizaciones agrarias siguieron presionando para que

se diera más presupuesto para el campo y al final se logró

incrementar el presupuesto para el sector rural, con la idea

de dar cumplimiento a algunos acuerdos del Acuerdo Na-

cional para el Campo. Pero en verdad el presupuesto apro-

bado el 30 de diciembre será insuficiente para atender las

demandas del sector agropecuario y varios de los acuer-

dos tendrán que esperar el sueño de los justos, hasta que

cambie la política hacia este sector.

Ante esta situación el panorama no se ve nada favora-

ble para el campo mexicano y se acerca la fecha del 2008

en que se liberará totalmente el mercado agropecuario

mexicano, dejando entrar al maíz y fríjol de nuestros so-

cios del norte libremente sin aranceles. Contrariamente

los Estados Unidos nos han impuesto medidas antiterro-

ristas a los productos alimentarios mexicanos, son nuevas

reglas de exportación, que además de cubrir con los requi-

sitos de inocuidad alimentaria, tendrán que registrarse los

exportadores y seguir una serie de medidas para poder

colocar sus productos del otro lado. Esto es vil y llanamen-

te una chicanada de los norteamericanos para poner ba-

rreras a las exportaciones de los productos agropecuarios

mexicanos. Esta ley norteamericana sobre seguridad de la

salud pública fue aprobada por el presidente Bush el 12 de

junio de 2002 y entró en vigor en México a partir de el 12

de diciembre del 2003.

Los integrantes del Congreso Agrario Permanente

(CAP) se reunieron el 16 de diciembre con el titular de la

SAGARPA Javier Usabiaga, para analizar el cumplimiento al

Acuerdo Nacional para el Campo. Las respuesta del secre-

tario en esa ocasión a las organizaciones agraria agrupadas

en el CAP fue sorprendente, les dijo que el sector agrope-

cuario había crecido 5%, pero el crecimiento económico

no se había reflejado en la mejoría de las condiciones so-

ciales de los productores. Pocos días después el Movimiento

el Campo no aguanta más publicó un desplegado el 27 de

diciembre elogiado la aprobación del acuerdo de la Cáma-

ra de Diputados de aplicar los aranceles a las importacio-

nes de maíz y fríjol en el 2004 y exigían al Senado de la

República que se cumpla con lo pactado en el TLCAN al

cumplirse 10 años de su entrada en vigor y pedían que

recunciara el Secretario de Economía Canales Clarión.

La Comisión Permanente del Congreso aprobó el 7

de enero, con el voto en contra del PAN, que se revise el

TLCAN en materia agropecuaria porque: “A 10 años de

vigencia, la balanza comercial de granos y oleaginosas y

pecuarias, donde participan todos los productores del cam-

po, arroja un déficit de 17 mil millones de dólares, la reali-

dad del campo señala que de los 4 millones de productores

rurales existentes, solo menos de 250 mil producen exce-

dentes comercializables; el 10% de los más ricos acaparan el

34% del ingreso rural, mientras el 10% mas pobre obtiene el

2%. El 80% de la población del campo vive en la pobreza”7.

Esto quiere decir que la política foxista de entreguismo

esta entrando a debate y se pone en entre dicho, hasta por

los propios legisladores mexicanos nacionalistas.

Consideraciones finalesConsideraciones finalesConsideraciones finalesConsideraciones finalesConsideraciones finales

Así como esta el panorama actual la perspectiva, del Movi-

miento el campo no aguanta más, es de seguir luchando

para lograr un cambio en la política de Estado en materia

agropecuaria y el Acuerdo Nacional para el Campo se cum-

pla a cabalidad. Podemos observar que ha habido avances

incluso logros que sólo con la organización y movilización

se han podido concretar. Lo que demuestra que si se quie-

re lograr algo se puede, aunque esto ha significado un gran

esfuerzo por mantener el movimiento. El Movimiento el

campo no aguanta más ha sabido hacer alianzas con otras

organizaciones agrarias y sindicales, incluso ha hecho un

labor importante de cabildeo con los legisladores del Con-

greso, y también ha sabido movilizarse para lograr sus pro-

pósitos, pero no debe bajar la guardia porque el gobierno

del cambio (foxista) buscará la manera de no resolver el

problema de fondo.

El gobierno federal esta apostando al debilitamiento por

desgaste del movimiento, al parecer la política seguirá sien-

do ¡si vamos a cumplir el Acuerdo, pero quien sabe cuando!.

Es decir, el gobierno foxista ve al movimiento agrario y cam-

7 Pérez Silva, Ciro y Dávalos, René. Aprueba la Permanente pedir

revisión del TLCAN en materia agropecuaria. La Jornada, 8 de enero de

2004 p. 27.
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pesino como un movimiento político-social que pone en

entre dicho su política, por eso, para debilitar a sus oposito-

res ha buscado argucias para no cumplir con los acuerdos y

alargar la solución a los problemas. El gobierno foxista se ha

caracterizado por decir una cosa y en la práctica hacer otra,

esto aunque parece maquiavélico, es lo que ha mostrado la

política del “cambio”. Pero es cierto ese refrán que versa: un

problema que no se resuelve tiende a agravarse. Un acuerdo

como el firmado el 28 de abril del 2003 por el presidente de

la República, los gobernadores, los legisladores y los repre-

sentantes de las organizaciones agrarias no es garantía para

un cambio en la política agropecuaria y de evitar el

entreguismo de la soberanía nacional al imperio estadouni-

dense, pero si el gobierno foxista quiere que la situación en

el campo mejore tiene que cumplir con el Acuerdo firmado.

De seguir la tendencia actual lo más seguro es que

haya mayores movilizaciones, si no hay cambios reales en la

política agropecuaria y no se revisa el TLCAN. Las organiza-

ciones agrarias tienen claro que esta va ser una lucha pro-

longada, pero no deben de perder el ánimo y el paso hasta

lograr que el Estado tome como estratégico el sector

agroalimentario del país. Retomemos el lema del Movimien-

to el Campo no Aguanta Más: ¡Salvemos al campo, para

salvar a México! ya que sin maíz no hay país.

El balance que podemos hacer del Nuevo Movimiento

Campesino, como lo ha bautizado Armando Bartra8 es po-

sitivo, los campesinos y los agraristas(modernos) no han

muerto se han movilizado nuevamente e incluso las orga-

nizaciones oficiales moribundas volvieron a renacer y a

tener una razón de ser. Para los analistas sociales se abrie-

ron las esperanzas, de que la política neoliberal que nos

ahoga cambie, a favor de los sectores sociales más pobres.

Los sujetos sociales cuando se movilizan y actúan, pueden

detener algo que es catastrófico para la sociedad, como

son las políticas públicas. La movilización ha despertado la

conciencia de los legisladores, no de todos porque sería

como pedirle peras al olmo, pero por lo menos la mayoría

en el Congreso pudo detener la política fiscal foxista, que

pretendía, una vez más, que los pobres pagaran los platos

rotos de su mala administración.

El libre comercio, que es la panacea para los neoliberales

foxistas, no es una alternativa para el desarrollo del país, y

mucho menos para el campo mexicano. Ha quedado de-

mostrado por diferentes analistas económicos que noso-

tros salimos perdiendo en todo con el Tratado de Libre

Comercio con Norteamérica. La pobreza ha aumentado

en general en el país y el campo esta en bancarrota. El

campo ya no aguanta más, pero hasta que los productores

y campesinos junto con los indígenas y los otras sectores

de la sociedad digan basta y se organicen y se movilicen en

contra del neoliberalismo, éste es el verdadero enemigo

que estamos enfrentando. El imperio puede inventar el

pretexto del terrorismo para hacer una guerra injusta y

cerrarnos sus fronteras, ficharnos y controlarnos, por eso

debemos defender nuestra soberanía, empezando por la

alimentaria y no dejarnos subordinar por los norteameri-

canos y las políticas foxistas.

8 El nuevo movimiento campesino. Crónica de una insurgencia

anunciada. En: Cuadernos Agrarios, Número Especial, 2003, pp. 13-33.
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Francis Mestries*

Políticamente, El Barzón se vio fortalecido por el movimiento ¡El Campo no
aguanta más!, ya que fue reconocido como interlocutor por el gobierno y como
socio por las demás organizaciones campesinas y obreras, rompiendo su aislamiento
anterior; además, obtuvo un curul de diputado para su dirigente nacional, Alfonso
Ramírez Cuéllar, en la bancada del PRD. Por otro lado, la mayoría de las organizaciones
firmantes del Acuerdo consiguieron fondos para sus proyectos productivos, lo que
contribuye a restablecer la lógica corporativista y clientelista en las relaciones entre
gobierno y representaciones nacionales campesinas, y de éstas con sus bases.

“Y sigue la yunta“Y sigue la yunta“Y sigue la yunta“Y sigue la yunta“Y sigue la yunta
andando”andando”andando”andando”andando”1

El Barzón surgió en 1993 bajo el

gobierno de Salinas de Gortari, como

vocero de los deudores agrícolas en

cartera vencida, a la que la banca que-

ría dar un tratamiento judicial (juicios

ejecutivos mercantiles, embargos, rema-

tes). Encabezó las protestas contra las

altas tasas de interés bancario, la elimi-

nación de cientos de miles de acredi-

tados de la banca de fomento oficial, la

supresión de los precios de garantía

agrícolas y de los subsidios a los

insumos, y la apertura indiscriminada

a las importaciones de alimentos. Con-

gregó a empresarios agrícolas y gana-

* Profesor-Investigador, Departamento de

Sociología UAM-Azcapotzalco.
1 Verso del estribillo del corrido El Barzón

de la Revolución, que la organización retomó

para nombrarse y darse un himno de batalla.

El Barzón en la lucha contra el
Tratado de Libre Comercio de
América del Norte (TLCAN)

deros privados y a campesinos medios

ejidales, del occidente, norte y centro

del país. A partir de 1994 se difundió

rápidamente a más de veinte estados,

ante la oleada de embargos a maqui-

naria y ranchos por los bancos, resen-

tidos como agravios al patrimonio

familiar. El movimiento se nutrió de la

frustración de estos agricultores que

habían intentado modernizarse por

medio del crédito y que habían queda-

do insolventes ante el alza de los rédi-

tos y la caída de su rentabilidad por

los bajos precios de sus productos y el

aumento de los insumos. Se sintieron

abandonados y engañados por el Esta-

do a raíz de la ruptura del pacto

clientelista Gobierno/ campesinado

operada por Salinas, y de la incapaci-

dad de las organizaciones corporati-

vas tradicionales (CNC, CCI, CNPR,

CNG
2) para defenderlos frente a la cri-

sis de la deuda. La apertura de las fron-

teras a las importaciones de alimentos

desde antes de la firma del TLCAN pro-

vocó en efecto la caída de los precios

agrícolas y problemas de comercializa-

ción. Ante su marginación como clase

media rural que proveía de alimentos

al país en la nueva arquitectura eco-

nómica diseñada por los tecnócratas

liberales en el poder, resentían la pér-

dida de reconocimiento social, de su

derecho a vivir de su producción y la

posibilidad de perder sus tierras con

la reforma al artículo 27 constitucio-

nal, afectando directamente su identi-

dad social como campesinos.

Los barzonistas exigían una mora-

toria de la deuda por cuatro años, cré-

ditos frescos, subsidios a los insumos y

participación en las decisiones sobre

importaciones, mediante acciones di-

rectas disruptivas, como las moviliza-

2 Confederación Nacional Campesina,

Confederación Campesina Independiente,

Confederación Nacionales de Productores

Rurales, Confederación Nacional Ganadera.
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ciones con tractores y caballos, los bloqueos y plantones en

los bancos y oficinas de gobierno, organizados de modo

festivo, satírico o dramático (con música, máscaras, sainetes

callejeros, quema de tractores, etcétera).

La heterogeneidad social y geográfica de El Barzón,

producto de su apertura a los deudores agrícolas más di-

versos, se acentuó con la crisis de 1994-95, que dio la

oportunidad a la organización de extender su influencia a

los sectores medios urbanos, con lo que cambió su nom-

bre a Unión de Productores Agropecuarios, Industriales,

Comerciantes y Prestadores de Servicios El Barzón A.C: se

incorporaron masivamente pequeños empresarios, comer-

ciantes, profesionistas, empleados y jubilados, así como

muchas mujeres, lo que transformó el movimiento que se

volvió predominantemente urbano, con un perfil más pro-

fesionalizado y feminizado, y diversificó sus demandas. Los

sectores más educados y las mujeres jugaron un papel

muy activo desde entonces, aunque la dirección nacional

siguió principalmente en manos de militantes políticos de

izquierda y activistas sociales “profesionales”.

El Barzón se propuso en 1995-96 presionar para cam-

biar la política económica de ajuste estructural del presi-

dente Zedillo, por una política de reactivación del mercado

interno, de apoyo a la inversión productiva y a los progra-

mas sociales y de solución integral a las carteras vencidas,

vía la creación de fideicomisos de rescate integrados por

aportaciones de los deudores, el gobierno y la banca. Si

bien no logró modificar la política neoliberal dominante,

pudo bloquear los embargos de bienes de sus miembros y

obtuvo, junto con otras organizaciones de deudores, ocho

programas de reestructuración de las carteras vencidas

financiados por el Estado entre 1994 y 1997, en su mayo-

ría más favorables a la banca que a los deudores, y obligó

a la banca privada a negociar, logrando importantes des-

cuentos a sus adeudos3.

En síntesis, El Barzón es un movimiento interclasista

e intersectorial, lo que le ha permitido crear lazos de

solidaridad e intercambio de ideas, de productos alimen-

ticios y de servicios entre deudores del campo y de la

ciudad y tejer alianzas entre organizaciones campesinas,

sindicatos urbanos y secciones empresariales disidentes.

Tiene características propias de los “nuevos movimien-

tos sociales”, al innovar el repertorio de las formas de

acción, al generar un discurso fresco poco ideologizado y

al recodificar símbolos y manifestaciones de la tradición

popular, logrando impactar la opinión gracias a una acer-

tada estrategia mediática; al combinar según las circuns-

tancias la resistencia civil pacífica, las demandas legales

contra la banca, la movilización callejera, el cabildeo en

el Congreso y con los partidos y la Iglesia, asociado a una

amplia política de alianzas, la representación a puestos

de elección popular en las Cámaras estatales y federal, y

la negociación con la banca y el gobierno; al dotarse de

una organización descentralizada en red que deja bas-

tante iniciativa a los comités locales. En fin, logró dar una

identidad colectiva nueva, basada en la solidaridad y la

dignidad, a amplios sectores de las clases medias, tradi-

cionalmente individualistas y despolitizadas, fragilizados

psicológicamente por la crisis económica, y proveerles

de una cultura jurídica y crediticia, y de conciencia ciu-

dadana gracias a sus actividades de educación popular y

de promoción de la democracia participativa, aportando

nuevos cuadros político-sociales a la sociedad civil, pro-

moviendo a las mujeres a papeles políticos de dirección

en las ciudades, y contribuyendo a la democratización de

la cultura política rural y de las organizaciones corpora-

tivistas de productores agrícolas. Finalmente, uno de los

aportes más originales de El Barzón es su pugna por

ampliar la noción de derechos humanos al derecho al

patrimonio familiar productivo.

Sin embargo, la heterogeneidad social, regional, cultu-

ral y política tan grande de las bases de El Barzón le ha

dificultado dotarse de una identidad colectiva fuerte. Más

allá de una ideología bastante laxa y vaga, el movimiento

constituyó su identidad en oposición al adversario (la ban-

ca y el gobierno), lo que explica que sus dirigentes hayan

caído en la tentación de la hiperpolitización y de la semi-

corporativización de la organización al PRD, para suplir

lazos identitarios débiles por una identificación con una

corriente política, a pesar de la diversidad de las simpatías

políticas de sus bases, muchas próximas al PAN. Por otro

lado, el estilo caudillista y patrimonialista de algunos de

sus líderes y la instrumentación del movimiento para sus

fines personales o partidarios han provocado conflictos y

deserciones entre sus filas. Asimismo, la “buro-politización”

de sus dirigentes nacionales los ha alejado de su labor de

organización y gestoría social. No obstante, El Barzón ha

sido una organización exitosa en defender los intereses de

sus agremiados, pero la resolución de la mayoría de los

litigios de sus socios con la banca lo ha debilitado, al cau-

sar una sangría de militantes que se iban una vez resuelto

su problema de cartera vencida. Así, El Barzón pasó de

tener 800 000 miembros en 1996, según sus propias esti-

maciones, a sólo 22 000 en 2002.3 Su lema es: “Debo, no niego; pago, lo justo”.
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El Barzón ha sido uno de los participantes más activos del

movimiento anti-TLCAN, conformando con la UNTA
4 uno

de sus tres frentes campesinos, junto con las 12 organiza-

ciones que formaron “El Campo no Aguanta Más” y el

Congreso Agrario Permanente.

Los barzonistas no esperaron al 2002 para protestar

contra el TLCAN: se opusieron, desde el nacimiento de su

organización, a las importaciones de alimentos, bloquean-

do los puentes internacionales fronterizos con EUA y de-

teniendo los camiones cargados de maíz, frijol, carne y leche

norteamericanos y tomando las casetas de las autopistas

en el norte. Pero, aislados, fueron reprimidos: la mayoría

de las organizaciones campesinas aceptaron pasivamente

la firma del Tratado. En noviembre de 1996, el congreso

constitutivo del Agro-Barzón colocó la autosuficiencia

alimentaria, la revisión del TLCAN y una Ley Agropecuaria

con un presupuesto plurianual en el centro de su plata-

forma reivindicativa15. En octubre-noviembre 1999, la ca-

ballería barzonista (300 jinetes) recorrió 1 800 km en 55

días, de Chihuahua a México, para demandar al presidente

Zedillo un alto a las importaciones de alimentos y un ma-

yor presupuesto para la agricultura.

Cada año, desde 1998, El Barzón presionó a la Cáma-

ra de Diputados, que discutía el presupuesto federal del

año siguiente, para conseguir mayor partida para el campo

y para los programas sociales, mediante concentraciones

masivas que sitiaron e irrumpieron en el Congreso. El Bar-

zón reclamaba también un plan de rescate de los deudo-

res y la depuración y no-conversión en deuda pública de

la cartera del FOBAPROA
5.

El movimiento campesino contra el TLCAN y la política

agrícola foxista fue la oportunidad para que El Barzón

resurgiera. Desde 2001, la organización reactivó sus cua-

dros y núcleos rurales, pues vislumbraba que “en el cam-

po se prepara una cuasi-insurrección campesina como la

que originó a El Barzón, ya no contra la banca, sino contra

la política agrícola y el TLCAN”6. Ya iniciado el movimiento,

la organización fue la primera en movilizarse con tractores

y ganado en las Secretarías de Agricultura y de Economía

a fines de octubre, en noviembre en el Senado con otras

agrupaciones y en Monterrey, donde se entrevistó con el

presidente, y luego en la Cámara de Diputados el 5 de

diciembre, donde pidió una mesa de negociación con sus

representantes.

Ante la falta de respuesta, El Barzón anunció la “toma”

de la Cámara para el 10 de diciembre, después de haber

recibido muestras de apoyo del PRD. Ese día, la organiza-

ción penetró en el Parlamento a caballo e intentó inte-

rrumpir la sesión ante la negativa a recibirlos de parte de

la mesa directiva; la acción fue respaldada por la UNTA y la

CODUC
7, y por miles de campesinos, pescadores, maes-

tros, electricistas, empleados del Seguro Social y jubilados.

El Barzón demandó un aumento del presupuesto agrícola

hasta $60,000 millones, la reducción de las tarifas de elec-

tricidad, del diesel y del gas para la producción agrícola,

en especial para la de riego por bombeo, y la renegocia-

ción del capítulo agrícola del TLCAN. Las mujeres rurales

exigieron ser contempladas en los programas sociales y

productivos. La organización planeó una toma simbólica y

pacífica, pero fue rebasada por sus bases, enojadas por el

doble lenguaje del gobierno que hablaba de un blindaje a

la agricultura, ante la próxima apertura de las fronteras a

18 productos agrícolas (segunda fase del TLCAN), sin asig-

nar ningún recurso adicional.

La toma barzonista del Congreso expresa la desespera-

ción de los labriegos ante la ceguera de la clase política

frente a la crisis del agro: “Es inaceptable que los partidos

tengan más recursos que el campo (...) Es momento que los

partidos se comprometan con el sector agropecuario”8. Tam-

bién es la consecuencia de la concepción peculiar de la

democracia que tiene El Barzón: “El pueblo de México aspi-

ra a un congreso de puertas abiertas, y si no las abrían

entonces la gente las iba a derribar”9. Para él, “las leyes

sociales son fruto de las revueltas populares, y si los parti-

dos políticos son insensibles a los problemas de la gente e

incapaces de resolverlos, la sociedad civil, por sus movi-

mientos, debe hacer escuchar su voz”10. Sin rechazar la de-

mocracia representativa, el movimiento quiere enriquecerlo

con formas de democracias directas y participativa.

Por otro lado, la “revuelta de San Lázaro” anuncia la

conformación de una alianza con los sindicatos obreros, la

UNT y el FSM
11, en torno a la defensa de la soberanía na-

cional, en particular del sector energético y de los alimen-

4 Unión Nacional de Trabajadores Agrícolas.
5 Fondo Bancario de Protección al Ahorro.
6 Flores, entrevista, 20 de agosto de 2001.

7 Coalición de Organizaciones Democráticas Urbanas y Campesinas.
8 Ramírez Cuellar, Dirigente Nacional del Barzón, La Jornada, 21 de

diciembre de 2002.
9 El Barzón A. C., Boletin electrónico, 25 de Junio de 2003.
10 Flores, Op. cit.
11 Unión Nacional de Trabajadores y Frente sindical Mexicano.
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tos del país. Pero esta acción creó tal escándalo que ame-

nazó romper el diálogo iniciado con los diputados y desa-

tó una campaña de linchamiento rural contra El Barzón y

el PRD, acusado de haberle ayudado financieramente y de

no haber intervenido con la policía, desde las oficinas de

gobierno del DF, que dirige López Obrador, del PRD. En

ese tenor, el dirigente de El Barzón fue acusado penalmente.

Pero la acción barzonista hizo pasar el problema campesi-

no a la primera plana de los medios masivos. Al poco tiem-

po, el Parlamento aprobó un aumento sustancial al

presupuesto agropecuario ($56 000 millones), pero el Se-

nado cedió a las presiones del Ejecutivo y de la Embajada

de EUA y se negó a pedir la renegociación del TLCAN,

incluidos los senadores del PRD.

A continuación, El Barzón participó en el bloqueo de

los puentes internacionales y el ayuno en Ciudad Juárez,

que provocaron más órdenes de aprehensión contra va-

rios dirigentes campesinos, y en la marcha multitudinaria

del 31 de enero de 2004, que intentó forzar un diálogo

resolutivo con el gobierno y juntó a más de 70 000 perso-

nas. Allí estalló el clamor de unos campesinos que no quie-

ren desaparecer:

Con nuestra terquedad, nuestro orgullo, luchamos por

seguir siendo los sembradores de la tierra y por evitar

que se nos convierta en un ejército solicitante de miga-

jas oficiales. Somos una clase que se mantiene a sí mis-

ma, que procura su propio sustento, que genera riqueza

para sí y para los demás (...) Nos han querido volver

improductivos abriendo las fronteras que a nosotros

nos cierran, para que pasen mercancías que nosotros

podemos producir (...) somos esta parte de la patria a la

que los nuestros tecnócratas “tricolores” y “Blanquia-

zules”, esos que de campo sólo conocen los de golf,

quisieran mandar al mar para que sus aspiraciones de

tener un agro sin campesinos se hiciera realidad12.

Esta movilización logró desbloquear el diálogo con el

gobierno y ratificó masivamente la alianza obrero-cam-

pesina, la UNT y el FSM haciendo frente común con los

labriegos.

En otro campo, El Barzón fue también uno de los actores

de la alianza con el poderoso sindicato de gobernadores de

oposición, la CONAGO
13, y con alcaldes del centro del país

(46 presidentes municipales de Tlaxcala, Hidalgo y Puebla,

reunidos en Tlaxcala dieron su apoyo al movimiento14. El

apoyo de los gobernadores era importante porque de ellos

iba a depender la asignación a los campesinos de los recursos

“extra” derivados del alza al precio internacional del petró-

leo en 2003 que el Ejecutivo decidió otorgar a los estados.

A nivel internacional, los barzonistas trabaron alianza

con la Coalición Rural de Estados Unidos, una confedera-

ción de pequeños granjeros, de agricultores orgánicos y

minorías étnicas opuesta al TLCAN y a la Farm Bill, acusa-

dos de favorecer únicamente a los grandes productores

agrícolas y a las empresas transnacionales.

Las demandas principales de El Barzón no eran nuevas:

• Reducción de las tarifas de la energía eléctrica y del

diesel para uso agropecuario, y de 50% al precio de los

fertilizantes.

• Precios-objetivo agrícola por cinco años.

• Disminución de los intereses bancarios de los deu-

dores en carteras vencidas.

• Reactivación del crédito y cancelación del Buró de

Crédito que establece “listas negras” de deudores morosos.

• Aranceles a la carne y la leche importadas.

• Revisión del TLCAN y comercio justo con EUA.

• Aumento del presupuesto agrícola de 100%.

• Amnistía a los dirigentes campesinos perseguidos.

La organización, durante las Mesas de Diálogo, que

más que diálogo fueron un monólogo porque el gobierno

no hizo ninguna propuesta, se opuso a los intentos de

falso diálogo del gobierno, e increpó a gritos al Secretario

de Hacienda Francisco Gil, exigiendo solución a las carte-

ras vencidas y créditos al campo y, en la negociación pos-

terior con el gobierno, mantuvo una posición firme de

rechazo al TLCAN.

Balance de los logros del movimientosBalance de los logros del movimientosBalance de los logros del movimientosBalance de los logros del movimientosBalance de los logros del movimientos

• El Barzón acabó firmando el Acuerdo Nacional para el

Campo el 28 de abril de 2003, aunque con reservas y sin

ilusiones sobre su cumplimiento por el gobierno; instó a

éste a honorarlo iniciando de inmediato negociaciones con

los gobiernos de EUA y Canadá para revisar el capítulo

Agrícola del TLCAN.

El balance del Acuerdo no es insustancial para El Barzón

y las demás organizaciones campesinas, que obtuvieron:

En materia de Política social:
12 Discurso de Alberto Gómez, de la UNORCA, en el Zócalo, La

Jornada, 1 de febrero de 2003.
13 Conferencia Nacional de Gobernadores. 14 La Jornada, 26 de Enero de 2003.
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• Un plan de salud y seguridad social para la pobla-

ción rural ($400 millones).

• Creación del Fondo Nacional para la Vivienda Rural

($260 millones).

• Apoyos a los adultos mayores con $500 millones y

ayuda a su incorporación al Seguro Social.

• 140 millones para proyectos productivos de las mujeres.

En materia de Fomento a la Producción:

• Canalización de parte de los excedentes del precio

del petróleo (7 000 millones) a la infraestructura de las

zonas rurales marginadas.

• Extensión y actualización del PROCAMPO (650 millones).

• Reducción de 50% a la tarifa nocturna de electrici-

dad y descuentos al precio del diesel ($2 100 millones).

• Quitas sustantivas de 40 a 90% a las carteras venci-

das de los productores mediante un fondo de $3 000 mi-

llones, condonación de deudas con FONAES
15 y reestruc-

turación de adeudos con la CFE.

• Redistribución de los recursos de programas como

Alianza para el Campo para favorecer a los productores

de menores recursos.

• Apoyo a la creación de organismos intermediarios

financieros, de fondos de garantía y de fondos de

autoseguro de los productores.

Ley de planeación Agropecuaria a negociar con la Cámara

de Diputados, con presupuesto plurianual y sistema de ingre-

sos, objetivo en materia de precios de productos básicos.

En materia de comercio:

• Apertura de negociaciones para excluir el maíz blanco

y el fríjol del TLCAN con los gobiernos de EUA y Canadá

(luego de un estudio de evaluación del TLCAN agropecuario).

• Establecer un Acuerdo de Cooperación en Desarro-

llo Rural con EUA y Canadá.

• Apoyos a la organización comercial campesina ($140

millones).

• Consulta a las organizaciones campesinas en materia

de importaciones fuera de cupos autorizados por el TLCAN,

fijación de cupos máximos, acciones anti-dumping y salva-

guardas.

• Elaboración de nuevas normas y sistemas de vigilan-

cia fito-zoo-sanitarias para garantizar la inocuidad de los

alimentos importados.

• Revisión de la política de importaciones de

DICONSA
16 para favorecer compras de básicos a las orga-

nizaciones campesinas.

En materia de Política Agraria:

• $300 millones para apoyar los procesos de concilia-

ción agraria.

• Creación del Consejo de la Judicatura del Tribunal

Superior Agrario.

• Financiamiento a un mercado social de tierras vía

creación de un Fondo de tierras.

En Materia Penal:

• Revisión de los juicios contra dirigentes campesinos

para promover su liberación o suspensión (se logró el desis-

timiento para la mayoría de los 300 casos, salvo el de Ar-

mando Villareal de Chihuahua, condenado a 5 años de cárcel

por ocupación de una aduana antes del movimiento17.

• En Total, el monto de recursos para el fondo emer-

gente 2003 para el campo alcanzó $7 800 millones18.

• Como en toda negociación, ambas partes tuvieron

que ceder algo de sus posiciones iniciales: el Estado, que

en un principio negaba la gravedad de la crisis rural, se

oponía a cambiar una coma del TLCAN y no reconocía al

movimiento como interlocutor válido, tuvo que negociar

con él, crear un Fondo de Emergencia, aceptar la necesi-

dad de un presupuesto plurianual y de una Ley de Planea-

ción Agropecuaria y comprometerse a negociar la exclusión

del maíz blanco y del fríjol del TLCAN y a frenar y gravar

las importaciones de básicos fuera de cupo, y el movimien-

to campesino tuvo que olvidar la reforma al artículo 27

constitucional y una revisión más amplia del TLCAN agrí-

cola, que el gobierno no está dispuesto a aceptar porque

abriría una caja de Pandora: demandas de los demás paí-

ses socios de abrir otros capítulos del Tratado, cambios en

la política económica neo-liberal instaurada hace veinte

años, que tiene en el TLCAN uno de sus candados más

fuertes. El Barzón es conciente de ello: “No luchamos para

aumentar el presupuesto agrícola en algunos millones, sino

contra el modelo neoliberal. El Acuerdo Nacional para el

Campo debe incluir el compromiso formal el gobierno de

esforzarse en alcanzar la soberanía alimentaria”32.

ConclusionesConclusionesConclusionesConclusionesConclusiones

Políticamente, El Barzón se vio fortalecido por el movimien-

to, ya que fue reconocido como interlocutor por el gobier-

no y como socio por las demás organizaciones campesinas

y obreras, rompiendo su aislamiento anterior; además, ob-

tuvo un curul de diputado para su dirigente nacional, Alfon-

15 Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad.
16 Distribuidora Conasupo, S.A.

17 Véase Acuerdo Nacional para el Campo, 28 de Abril de 2003.
18 Reforma, 28 de Abril de 2003.
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so Ramírez Cuéllar, en la bancada del PRD. Por otro lado, la

mayoría de las organizaciones firmantes del Acuerdo consi-

guieron fondos para sus proyectos productivos, lo que con-

tribuye a restablecer la lógica corporativista y clientelista en

las relaciones entre gobierno y representaciones nacionales

campesinas, y de éstas con sus bases.

En el fondo, el logro principal del movimiento fue

haber podido superar sus divisiones, que afloraron a

menudo durante el movimiento por diferencias sobre

las tácticas de lucha, el protagonismo mediático de al-

gunos dirigentes y las tomas de posición política de otros,

divisiones a menudo exacerbadas por el trato discrimi-

natorio del gobierno hacia algunas organizaciones. Y las

pudo superar respetando la autonomía de sus organiza-

ciones y formas democráticas de tomas de decisión, para

presentar un frente común contra el gobierno. Otro

logro fue haber concitado el apoyo de sectores popula-

res urbanos y de actores de la sociedad civil y de la

clase política, aprovechando la estructura de oportuni-

dades políticas que le ofreció la campaña electoral para

las legislativas y haberse impuesto como interlocutor al

gobierno.
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El Acuerdo Nacional para
el Campo y la Política
Social del Gobierno Federal
Jorge Mercado Mondragón*

Los días 13 y 14 de febrero del 2003 se llevaron a cabo las Mesas de Diálogo
por un Acuerdo Nacional para el Campo, destacando el tema relacionado con el
Sector Agropecuario y la Política Social. De hecho, una mesa, la número cuatro, se
dedicó especialmente a esta problemática (Desarrollo y Política Social para el Cam-
po). El presente documento muestra aspectos relevantes del desarrollo de esa mesa
de trabajo que se pueden dividir en tres partes: la Problemática Social del Sector
Agropecuario, desde la perspectiva de las organizaciones campesinas y grupos or-
ganizados, peticiones y demandas desde los grupos campesinos organizados y la
Política Social del Gobierno Federal. En esta sección, se presentan las características
fundamentales de la problemática del sector rural, desde la perspectiva de las orga-
nizaciones campesinas participantes. Cabe mencionar que se trata de la relatoría de
los puntos importantes de las ponencias de las diferentes mesas de discusión (cua-
tro) y presentadas por SEDESOL como tales (no se trata de documentos resolutivos
sino de una relatoría final).

Es importante resaltar que duran-

te las discusiones en las mesas de tra-

bajo, las diferentes organizaciones cam-

pesinas participantes en el evento

mencionaron una serie de Peticiones

y Demandas desde los Grupos Cam-

pesinos Organizados (que constituye

el segundo apartado de este trabajo)

y que también fue presentado por

SEDESOL como una relatoría final.

Durante las mesas de dialogo se

desarrolló una constante crítica de los

productores y campesinos organiza-

dos contra SEDESOL en relación con

la casi total ausencia de políticas de

desarrollo social para el sector. Ante

* Profesor titular invitado, Departamento

de Sociología, Area Rural, UAM-Azcapotzalco.

estos acontecimientos, dicha Secreta-

ría puso a circular, entre las diferen-

tes mesas de trabajo, un documento

(SEDESOL en el Campo), donde se con-

signan una serie de programas que se

aplicaron en las zonas rurales de Méxi-

co. Este último documento constituye

el tercer expediente de trabajo aquí

presentado.

Es importante mencionar que esta

reseña no constituye una revisión de-

tallada y crítica de la Política Social

del gobierno Federal, ni un análisis

minucioso de los lineamientos de base,

ni los posicionamientos políticos de

los diferentes grupos campesinos par-

ticipantes (CAL, CNC, UCD, Barzón,

UNORCA, El Campo no Aguanta Más,

etc.), tampoco se introduce un estu-

dio detallado de las políticas públicas

que SEDESOL desarrolla para el sector,

ni los puntos de acuerdo firmados en

abril del 2003 aunque, en la actuali-

dad, se está realizando una investiga-

ción más amplia con respecto a estos

temas. Se pretende, más bien introdu-

cir una serie de elementos básicos: el

diagnóstico de la problemática del

sector realizada por los productores,

así como las demandas y peticiones

formuladas por ellos en el marco de

las mesas. Asi mismo se muestra, de

manera general, aspectos parciales de

la Política Social, desarrollada por el

Gobierno Federal, poniendo énfasis en

algunas de sus limitaciones.

Antes de presentar los documen-

tos arriba descritos, es necesario di-
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mensionar la problemática social del sector agropecuario.

En el campo mexicano, actualmente se encuentran millo-

nes de campesinos e indígenas que viven en extrema po-

breza, en la marginación y la desigualdad social. Al respecto,

Boltvinik1 regionaliza al país en cinco zonas y proporciona

datos fundamentales para la comprensión del fenómeno

acerca de la incidencia de la pobreza y, para el rubro de

pobreza extrema, retomamos la siguiente distribución: re-

gión 1, 29.9%; región 2, 34.1%; región 3, 39.6%, región 4,

51.3% y región 5, 66.6%, (con una media nacional de po-

breza extrema del 44.7%). Las cifras anteriores no serían,

para la Sociología Rural, del todo significativas si no men-

cionáramos que las tres primeras regiones pertenecen a

zonas urbanas y, las dos últimas, a rurales. Aprendemos

entonces que en estas zonas rurales se rebasa ampliamen-

te la media nacional (en relación a la pobreza extrema).

Asi mismo encontramos que es en estas regiones donde

actualmente se genera la pobreza alta y muy alta y que, en

las zonas urbanas, se encuentra la pobreza muy baja, baja

y media. Siguiendo al autor mencionado, consigna que, del

100% del total de pobres extremos, el 47.18% se encuentra

en zonas urbanas y el 52.28 en rurales; 40.65 de los

indigentes los encontramos en zonas urbanas y el 59.82

en las rurales.

Si a las cifras anteriores se agregan los datos encontra-

dos en relación a la “tasa de suicidios por actividad”, que

muestran que, para el año de 1992, los trabajadores agrí-

colas se encontraron en segundo lugar por número de

suicidios, y para los años de 1995 y 1996 ocuparon el

primer lugar 26,61% y 32.89% respectivamente2, el pano-

rama del sector se muestra del todo gris. Pensamos firme-

mente que es en la realidad descrita anteriormente donde

se debe enmarcar el análisis tanto de la Política Social del

Gobierno Federal como el de las enmiendas y propuestas

de las diferentes organizaciones campesinas.

La problemática social del sectorLa problemática social del sectorLa problemática social del sectorLa problemática social del sectorLa problemática social del sector
agropecuario desde la perspectivaagropecuario desde la perspectivaagropecuario desde la perspectivaagropecuario desde la perspectivaagropecuario desde la perspectiva
de las organizaciones campesinasde las organizaciones campesinasde las organizaciones campesinasde las organizaciones campesinasde las organizaciones campesinas
y grupos organizadosy grupos organizadosy grupos organizadosy grupos organizadosy grupos organizados

Durante las Mesas para el Acuerdo Nacional para el Cam-

po, se expusieron diferentes problemáticas del sector agro-

pecuario expresadas por las organizaciones campesinas y

de productores. Esos diagnósticos reflejaron, de manera

concreta e indiscutible, la nebulosa actual donde se en-

cuentra el campo mexicano. Pero ¿cuáles fueron los as-

pectos relevantes mencionados por las diferentes

organizaciones de campesinos y productores agrupadas

en cuatro mesas de trabajo? Para un análisis conciso de

estas peticiones y demandas, se clasificarán de la siguiente

manera: La problemática relacionada con la tierra. 1) en la

agricultura existen tierras de temporal de baja calidad; 2)

hay una ausencia de prácticas de conservación del suelo;

3) bajo nivel tecnológico; 4) poca diversificación de culti-

vos; 5) falta de seguridad e inversión en la tierra; 6) baja

productividad; 7) baja calidad del producto. En esta parte

se menciona uno de los problemas fundamentales de la

agricultura mexicana: nos referimos al hecho contundente

de que la mayoría de tierras se encuentra en zonas de

temporal. Asi mismo, la ausencia de prácticas adecuadas

para la conservación del suelo se traduce en un agota-

miento acelerado del recurso, aunado al escasísimo nivel

de tecnificación de la mayoría de los productores.

Por otro lado, es importante resaltar algunos aspectos

que, si bien se abordaron de manera circunstancial en las

mesas de dialogo, no fueron sin embargo incluidos dentro

de la relatoría final distribuida por SEDESOL y que tiene

que ver con las tierras. Estos son, entre otros, los siguien-

tes: se ha iniciado un mercado de tierras producto de la

pobreza extrema en la que vive el sector agropecuario.

Lo anterior puede llegar a constituir un neo latifundismo

que se ha comenzado a dibujar en amplias zonas rurales

del país.

Otro aspecto relevante es el hecho de que se hayan

documentado cinco millones de campesinos que no po-

seen tierra3 y que a los demandantes (grupos y organiza-

ciones) no se les ha dotado aún: la mayoría vive en extrema

pobreza. Existe un enorme rezago en los expedientes agra-

rios y una falta de equidad agraria, lo que plantea una

preocupación debido al crecimiento constante de zonas

de tensión social con más de 500 conflictos agrarios4.

Continuando con el diagnóstico de la crisis del sector,

se presentaron los problemáticas que tienen que ver con

el gobierno federal: 1) existe una falta de asistencial técni-

ca y de financiamiento; 2) Intermediarismo; 3) falta de ca-

pacitación y asesoría técnica; 4) cartera vencida y bajos

precios; 5) duplicidad de funciones entre las dependen-

1 Boltvinik, Julio, Pobreza y distribución del ingreso en México, Editorial

Siglo XXI, México, 1999, pp. 197.
2 Mercado Jorge, La rurbanización de la Violencia, estudio de caso en

Hueyotlipan, Tlaxcala, El Colegio de Tlaxcala, 2002.

3 Reyes Teófilo, Campesinos, Artículo 27 y Estado Mexicano, Plaza y

Valdés. México, 1999, 244 p.
4 El campo no aguantara más, 2003.
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cias; 6) los apoyos de los programas sociales, debido a su

temporalidad, se convierten en programas clientelares; 7)

las entidades federativas cuentan con poca participación

en la toma de decisiones en la aplicación de la política

social y en la superación a la pobreza, el 90% es atendida

por el gobierno federal; 8) la distribución desigual del in-

greso y de las dotaciones de recursos, propician condicio-

nes inadecuadas para que los campesinos del país se

incorporen en procesos de desarrollo social.

Sin duda, una de las consecuencias de la aplicación de

la política neoliberal en el sector agropecuario mexicano,

ha sido el retiro del apoyo estatal de casi todo el proceso

productivo. Lo anterior se traduce en la nula participación

del gobierno en materia de asistencia técnica, capacitación

y crédito, lo que ha engrandecido enormemente los viejos

problemas del intermediarismo y del clientelismo.

En materia del manejo de la superación de la pobreza,

fundamentalmente es el Gobierno Federal quien monopo-

liza el desarrollo y la aplicación de política públicas ten-

dientes a superar esta situación. Lo anterior deja de lado la

participación de los gobiernos estatales, municipales y lo-

cales en un proceso cuya complejidad debería ser materia

de análisis en los tres niveles de gobierno. La inexistencia

(hasta hace algunas semanas) de una Ley que reglamenta-

ra el uso y distribución de los recursos públicos, relegó la

elaboración de reales y verdaderos programas producti-

vos (de desarrollo y superación de la pobreza) a progra-

mas paliativos de asistencia al hambre extrema.

Por otro lado encontramos la problemática del sector

agropecuario derivada de cuestiones estructurales: 1) cre-

ciente dependencia alimentaría del exterior; 2) en las zo-

nas rurales la población padece de bajos niveles educativos,

incrementando las tasas de analfabetismo; 3) las continuas

crisis económicas han propiciado que la sociedad rural

carezca de opciones de trabajo en sus comunidades; 4) en

las zonas marginadas del país (que generalmente son las

rurales) no se cuenta con una formación tecnológica que

refuerce las actividades agrícolas tradicionales; 5) no se

han cumplido los objetivos y metas de un México

autosuficiente, puesto que el país presenta un retraso de

15 años y sufre un desigual desequilibrio en apoyos eco-

nómicos en comparación con otros países; 6) las condicio-

nes de inequidad en cuanto al grado de desarrollo y las

condiciones de producción ponen en grave desventaja al

campo mexicano; 7) en México falta una política de desa-

rrollo social constante, así como un presupuesto integral,

con carácter multianual, que permita a los campesinos vin-

cular y verificar instrumentos financieros; 8) En los últimos

gobiernos, las políticas macroeconómicas y sectoriales han

sido poco incluyentes, e incluso discriminatorias. Lo ante-

rior ha propiciado que las posibilidades para incorporarse

al desarrollo se hayan polarizado entre lo urbano y lo ru-

ral; 9) las limitadas posibilidades de crecimiento y desarro-

llo en las actividades agrícolas han propiciado el incremento

del factor migratorio y la consecuente feminización de la

pobreza, pese a que el papel de la mujer ha cambiado

drásticamente en las décadas recientes.

Sin duda, la dependencia alimentaria ha sido un efecto

directo de las políticas neoliberales. Si bien es cierto que

ya se anunciaba, en el año de 1988, que el hambre crónica

se había agravado en grandes proporciones y la desnutri-

ción “moderada” pasaba a ser “severa”5, debemos recor-

dar que actualmente, en el campo mexicano viven el 52.28%

de los extremadamente pobres. Lo anterior nos permite

tener una idea de a dónde se ha asentado la desnutrición

severa. Por lo anterior, la meta tan anunciada de un Méxi-

co autosuficiente, gracias a las “bondades” del TLC, está

cada vez más lejos. En materia de desarrollo, la implemen-

tación de políticas que privilegian las zonas urbanas ha

puesto en extrema desventaja a las rurales, fomentando

condiciones de inequidad. Al respecto, una de las deman-

das centrales de los grupos de campesinos y líderes rura-

les, fue el principio de paridad entre zonas urbanas y rurales

en metería de desarrollo social, cuestión que, si bien fue

incluida en el Acuerdo del mes de abril, no se ha materia-

lizado hasta el momento6.

Por otra parte, es conocido que la migración constitu-

ye la segunda fuente de divisas para el país, lo que ha

significado, para extensas áreas agrícolas, un envejecimiento

extremo de la mano de obra así como la creciente

feminización de ésta y, en general, la descapitalización de la

agricultura. Lo anterior se debe a la falta de una política de

pleno empleo y la elaboración de programas no asisten-

cialistas sino de verdaderos proyectos productivos.

En las mesas también se discutió la problemática re-

lacionada con aspectos sociales: 1) deterioro en la Salud;

2) subalimentación; 3) desempleo; 4) falta de seguridad

social; 5) falta de infraestructura; 6) ausencia de servicios;

7) mala y pésima educación; 8) el conjunto de adversida-

des en el campo mexicano amenaza la cohesión comunita-

ria y el tejido social, producto de la creciente pobreza que

se genera entre los habitantes de estas regiones; 9) la de-

5 Calva Téllez, José Luis, Crisis agrícola y alimentaria en México, Fontamara,

México 1988.
6 Entrevista con Max Correa, 2003.
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manda social captada en las comunidades supera la oferta

institucional, en términos de desarrollo social y humano,

del desarrollo productivo y de la ampliación de la infraes-

tructura social básica.

En relación con lo anterior, la falta de una política

integral para el campo y los crecientes flujos migratorios

que la acompañan, se ha puesto de manifiesto en la cons-

tante pérdida de la identidad y desvalorización de la vida

comunitaria y colectiva de extensas zonas rurales. Impor-

tantes procesos extremos de reurbanización (como la vio-

lencia y el narcotráfico) se adueñan de bastos espacios

rurales donde hubiese sido impensables7.

La política de corte neoliberal que se ha aplicado al

país después de dos décadas ha desencadenado enormes

procesos de precarización de los servicios básicos, falta de

viviendas dignas, de una política de seguridad social, de

una política viable en materia de educación, salud y de

extensión agrícola.

Se mencionó, también, la problemática relacionada con

el sector económico y con el TLC: 1) las mujeres y los

hombres del campo viven preocupados por problemas

añejos que se agudizarán con el TLC; 2) el problema del

campo no se da a partir del TLC sino que es un problema

ancestral que se ha agudizado debido a la falta de una

verdadera política agropecuaria de desarrollo; 3) la pobla-

ción del campo, y sobre todo la población indígena, tiene

pocas posibilidades de superar el atraso económico, mate-

rial y social, cuenta con recursos insuficientes y carece de

empleos de calidad que propicien la reproducción de su

condición de pobreza.

En las mesas de negociación se concluyó que, actual-

mente, en el campo mexicano, existen cuatro categorías

sociales: los grandes productores ligados al TLC, los peque-

ños y medianos productores marginados de los beneficios

de la apertura comercial, la población de subsistencia que

tiene poco acceso a los programas gubernamentales y, fi-

nalmente, el grupo marginado sin ningún tipo de apoyo.

Peticiones y demandas desde los gruposPeticiones y demandas desde los gruposPeticiones y demandas desde los gruposPeticiones y demandas desde los gruposPeticiones y demandas desde los grupos
campesinos organizadoscampesinos organizadoscampesinos organizadoscampesinos organizadoscampesinos organizados

A pesar del formato acartonado, que permitía muy poca

participación tanto de los ponentes como de los asistentes

a las diferentes mesas de diálogo, se logró recopilar una

serie de propuestas y peticiones que fué expuesta por las

diferentes organizaciones de productores. Cabe mencio-

nar que fue personal de SEDESOL quien las sistematizó y las

distribuyó, sobre todo en la sala de prensa, lo cual dificultó

enormemente el conocimiento del contenido entre la ma-

yoría de las organizaciones campesinas, que se fueron del

evento sin conocer esta última relatoría. Estas peticiones y

demandas se pueden agrupar de la siguiente manera.

A) Productivos: 1) oportunidades de empleo a través

de la captación de leche en plantas de LICONSA con el

objetivo de que la empresa compre toda la leche a pro-

ductores mexicanos; 2) movilización de recursos internos

y externos de las regiones; 3) retomar las experiencias de

organizaciones de productores y cooperativas que han

tenido éxito; 4) apoyo con proyectos productivos para

cultivos no tradicionales; 5) creación de opciones produc-

tivas adicionales para impulsar una política empresarial

autosuficiente en el campo mexicano; 6) impulsar los meca-

nismos de ahorro para grupos solidarios y organizaciones

que pretendan desarrollar proyectos productivos; 7) dotar

de infraestructura productiva y de servicios al campo a fin

de que en el corto y en el largo plazo detonen e incentiven

la articulación y el desarrollo efectivo de la producción,

circulación y distribución de bienes, servicios y tecnología.

B) Sociales: 1) acceso a los servicios de seguridad so-

cial que presta el IMSS; 2) desarrollo de servicios básicos;

3) mejoramiento y construcción de las viviendas de las

familias jornaleras, así como mejoramiento de los servi-

cios básicos de educación, salud y alimentación para esta

población; 4) impulso a la cultura de participación ciuda-

dana; 5) creación de un sistema de educación y comunica-

ción ambiental permanente para la formación de una cul-

tura ecológica; 6) impulso a una política social de desarrollo

con el objetivo de reestructurar las acciones hacia el cam-

po; 7) apoyar a la población rural marginada para inte-

grarla al proceso de desarrollo con mejores condiciones

de vida; 8) incrementar los estímulos para participar en la

promoción de la prestación de servicios educativos, fun-

damentales en los niveles medio superior y superior; 9)

incrementar la oferta educativa así como la cobertura para

estimular la inclusión de los adultos en los programas edu-

cativos; 10) actualización continua de las funciones de de-

sarrollo social, coincidiendo en el objetivo de equidad para

superar la pobreza; 11) fortalecimiento de la infraestructu-

ra social básica para contar con servicios de salud, abasto,

seguridad, vivienda, entre otros; 12) reconocimiento y res-

peto a la equidad de género; 13) constituir fondos regio-

nales e impulsar las capacidades organizativas de la pobla-

7 Mercado, Jorge, “La urbanización de la violencia. Estudio de caso

en Hueyotlipan, Tlaxcala” en Regiones y Desarrollo Sustentable, El Colegio

de Tlaxcala, 2002.
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ción rural campesina; 14) formulación de un programa

alimentario nacional orientado a la reducción de la depen-

dencia alimentaria; 15 ) establecer una política de desarro-

llo integral que incorpore a todos los miembros de la fami-

lia campesina, que mejore sus expectativas de vida,

incrementando el nivel de educación, salud y alimentación

C) Económicos: 1) desarrollo económico sustentable

con base en el impulso de mercados regionales; 2) forma-

ción de capital humano y social; 3) invertir en las zonas

áridas con potencial productivo con el objetivo de atraer,

arraigar y organizar a las comunidades rurales dispersas;

4) impulsar a la microempresa familiar con el fin de redu-

cir el desempleo; 5) impulsar servicios financieros de tipo

social para integrar circuitos productivos; 6) fomentar el

desarrollo de las capacidades individuales y colectivas para

diversificar las actividades productivas; 7) implementar una

política de desarrollo social integral sustentable acompa-

ñada de créditos, subsidios, capital de riesgo compartido y

aseguramiento que permita la mezcla de recursos para di-

versificar los riesgos y aminorar los costos por el uso de

funcionamiento; 8) procurar una equitativa distribución

de los recursos, verificando, mediante óptimos sistemas de

seguimiento y, la medición de resultados; 9) revisar el TLC

en su capítulo agropecuario para salvaguardar la produc-

ción de granos básicos como la base para la soberanía

alimentaria y generación de empleos en el campo.

D) Que competen al gobierno Federal: 1) los progra-

mas de producción, financiamiento y organización deben

de ser complementarios; 2) coordinación e integralidad de

las acciones de las dependencias que intervienen en el

campo; 3) crear un Instituto para el Desarrollo Rural; 4)

incrementar los incentivos para los productores y técni-

cos; 5) capacitación y asesoría técnica; 6) desarrollo de un

programa de empleo rural; 7) apoyo a proyectos produc-

tivos; 8) fomento a la concertación social entre las autori-

dades, instituciones y sociedad civil; 9) que SEDESOL, a través

del programa Microregiones, invierta más recursos en las

comunidades estratégicas de desarrollo de manara coor-

dinada con las organizaciones y las autoridades de nivel

estatal y municipal; 10) impulsar una política coordinada e

integral entre los diferentes programas a cargo de las de-

pendencias públicas; 11) proporcionar mayores apoyos y

recursos a las comunidades de alta y muy alta margina-

ción; 12) llevar a cabo programas que fortalezcan los apo-

yos para la infraestructura educativa en las zonas rurales;

13) reforzar las estrategias, acciones y programas genera-

dores de empleo temporal y permanente; 14) creación de

un Instituto Estatal de Desarrollo Social y Combate a la

Pobreza, que deberá contar con personalidad jurídica, pa-

trimonio y presupuesto propio (será declarado de utilidad

pública); 15) establecer una política de desarrollo social

que consolide las unidades productivas a partir de proce-

sos de organización e integración de unidades agroindus-

triales comunitarias que se incorporen a los mercados

regionales y alcanzar así un nivel empresarial.

E) Jurídicos: 1) asesoría jurídica y procuración de jus-

ticia; 2) desarrollar un programa emergente para la regula-

ción de la tierra; 3) elaborar una Ley Única de Desarrollo

Social y Humano con el sentido de equidad y género; 4) es

necesario ampliar las acciones de regularización de la te-

nencia de la tierra para que los campesinos tengan garan-

tías sobre los predios que explotan.

Una propuesta generalizada entre los productores y

organizaciones de campesinos presentes, fue la petición de

que se cambiara de fondo la concepción y la práctica del

desarrollo social para impulsar una auténtica vida digna

de los mexicanos que trabajan en el campo, así como la

formulación de políticas públicas reales para asistir a los

más pobres y desprotegidos e impulsar el desarrollo de

forma integral, haciendo efectivo el respeto a las garantías

y derechos humanos. Por otra parte, se mencionó la nece-

sidad de ampliar el concepto de federalismo a la aplica-

ción de los programas de la política social en función de

las necesidades específicas de los estados, las regiones, los

municipios y las localidades con el fin de coordinar y equi-

librar el desarrollo de las acciones.

También se habló de la conveniencia de eficientar los

mecanismos de seguimiento y evaluación de los programas

y proyectos de desarrollo social, fundamentalmente en las

zonas más marginadas del país. Desde esa perspectiva, los

campesinos e indígenas del país deben de ser sujetos de

programas sociales y no de una política asistencialista; ade-

más, no deben ser objeto de manipulación dentro de las

políticas públicas. Para llevar a cabo los lineamientos ante-

riores, es necesario agilizar la canalización de recursos dis-

ponibles de los programas de desarrollo social, pues el

burocratismo de las dependencias ejecutoras entorpece las

acciones. Asi mismo, se enfatizo que el gobierno federal debe

aprovechar la infraestructura existente en las siguientes ins-

tancias: DIF, LICONSA, DICONSA, tiendas ISSSTE, tiendas de

PEMEX y tiendas SEDENA con el objetivo de que la produc-

ción del campo mexicano cuente con una red vasta de dis-

tribución para el consumo nacional. De esta manera se

abaratan los costos para el consumidor y se podrán estimu-

lar los ingresos de los productores, lo que incidirá en el

robustecimiento del mercado interno y la competitividad.
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Una vez que se han mencionado los principales problemas

que aquejan el campo mexicano y las soluciones que pre-

sentaron los grupos de campesinos y organizaciones pre-

sentes en las mesas, es importante destacar cuáles son los

programas que el sector federal, a través de la SEDESOL,

aplica para el sector agropecuario. Antes de pasar a men-

cionarlos, es importante documentar que, durante el desa-

rrollo de las mesas, hubo una constante crítica de los

productores y organizaciones campesinas, en relación a la

ausencia, casi total de programas de SEDESOL para el sec-

tor social y productivo de las zonas rurales. Ante esta si-

tuación SEDESOL circuló un documento donde se consignan

los principales programas que aplica en el sector agrope-

cuario. Esta Secretaría consigna que, para el año 2002,

tuvo una presencia activa en el campo mexicano por me-

dio de diferentes programas y acciones entre los se puede

destacar las siguientes:

Programa de Oportunidades Productivas. Consiste en

otorgar créditos a los campesinos que, por sus caracte-

rísticas productivas, no tienen entrada a la banca comer-

cial, ni al financiamiento público. Este programa plantea

impulsar la puesta en marcha de cajas o cooperativas de

ahorro contribuyendo a la generación de patrimonios.

Las diferentes modalidades de este programa han sido las

siguientes: a) créditos sociales; b) primer paso producti-

vo; c) desarrollo productivo de la mujer y d) acompaña-

miento y formación empresarial. SEDESOL menciona que

lo anterior permitió acompañar a los campesinos y a los

trabajadores del campo “con la ejecución de 5 mil 869

proyectos de tipo agropecuario” de los que sobresalen

los cultivos de productos agrícolas referentes al maíz, fri-

jol, café, acuacultura, unidades de explotación bovina y

ovina. Con lo anterior hubo un beneficio de 57 mil pro-

ductores de bajos ingresos y se destinaron apoyos por

más de 219.2 millones de pesos.

Programa de empleo temporal. Este es un programa

intersectorial que consiste en proporcionar un ingreso a

las familias campesinas, pero sólo en temporadas de baja

producción agrícola, contribuyendo así, menciona Sedesol,

a una mayor estabilidad en su consumo. Este programa  se

encuentra dirigido de manera primordial a las comunida-

des ruarles de 2 mil 500 o menos habitante. Para el año

consignado, el 71% de los apoyos se canalizaron al sector

productivo rural, proporcionando 19 mil 759 proyectos,

así como las mejoras a viviendas mediante la construcción

de pisos firmes, muros techos y laminas.

Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas. SEDESOL con-

signa que, con este programa, se atienden las más sentidas

necesidades de la población en extrema pobreza que labo-

ran y habitan el campo: los jornaleros y sus familias. La Se-

cretaría de Desarrollo Social menciona que, para el periodo

de 1995-2002, la cobertura de atención aumentó de 12 a

17 estados de la república e incluyen sus lugares de origen

como el de destino e intermedias. La población beneficiada

por este programa se incrementó un 133%, pues pasó de

309 mil 238 a 721 mil 015 jornaleros (en el mismo lapso).

¿En qué apoyos concretos consiste este programa? SEDESOL

consigna que con las acciones realizadas (no se mencionan

cuáles) se han mejorado las condiciones de vida de los jor-

naleros y los lugares donde migran y han contribuido a

desarrollar sus capacidades y opciones productivas (tampo-

co se menciona cuáles). Las anteriores acciones (no se des-

criben en el documento) se han traducido en mejorar las

condiciones de higiene y los niveles nutricionales, funda-

mentalmente entre los niños y las mujeres encintas.

Programa de Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indí-

genas. Este programa se crea en el año 2002 con el objeti-

vo de atender el atraso y la miseria de la población que

vive en localidades, municipios y regiones fundamental-

mente indígenas. SEDESOL documenta que ha beneficiado

a mil 757 localidades con el 40 % de hablantes de lengua

indígena. La actividad que se llevó a cabo fue la organiza-

ción comunitaria, que generó oportunidades de ingreso y

desarrollo: el monto ascendió a 817 millones de pesos. Por

otro lado, se apoyaron indirectamente mil 868 proyectos

productivos con el objetivo de promover el autoconsumo

con un monto de 89.3 millones de pesos.

Programa Jóvenes por México. Este programa consiste

en proporcionar apoyo económico a instituciones educa-

tivas (Instituto Nacional de Investigaciones Forestales, Agrí-

colas y Pecuarias) en las entidades federativas y la

coordinación de proyectos productivos con la UACH y el

Colegio de Postgraduados. Para el 2002, este programa

apoyó 140 proyectos, en los cuales participaron mil 472

estudiantes de servicio social desarrollando las siguientes

actividades: asesoría técnica a diversos productores y sus

cultivos, implementación de proyectos productivos, aseso-

ría jurídica asesoría en campañas fitosanitarias a los pro-

ductores.

Programa Iniciativa Ciudadana 3x1. Este programa desa-

rrolló proyectos productivos así como acciones destinadas

a la población del campo que vive en comunidades de alta

marginación y pobreza. Para el año 2002, se llevó a cabo un

total de 56 proyectos productivos, de entre éstos, el 71% se
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canalizó al apoyo a la población con estas características.

SEDESOL consigna que, con un aproximado de 20 millones

de pesos aportados por esta Secretaria, los migrantes, así

como los estado, y municipios, han llevado a cabo impor-

tantes acciones (no se menciona cuáles) que han beneficia-

do a más de 22 mil personas que viven en el campo.

Programa estatal por demanda. Sedesol condigna que

este programa fue diseñado con el objetivo de apoyar la

producción agropecuaria para los habitantes del campo

con menos recursos. Para el año citado, la secretaría invir-

tió 60 millones de pesos para que se pudieran llevar a

cabo 980 proyectos de apoyo a la producción primaria,

así como el fomento a la producción y la productividad,

desarrollo de áreas de riego, beneficiando a 200 mil perso-

nas del campo.

Programa de Atención a micro regiones y Zonas de alta

marginación e Indígenas. Con este programa se apoyaron

637 proyectos productivos, invirtiendo 71 millones de pesos;

asimismo se apoyaron 812 proyectos para la producción

primaria y de infraestructura pecuaria, 25 proyectos de

desarrollo y rehabilitación de áreas de riego, 75 proyectos

de construcción de caminos rurales y 8 proyectos de

reforestación. En este programa, los proyectos se traduje-

ron en el desarrollo de huertos hortícolas, establecimiento

de cultivos de fríjol orgánico, maíz, viveros de café; acceso

a insumos y agroquímicos; engorda de ganado bovino; gran-

jas porcinas y avícolas y, finalmente, la construcción de

canales y bordos de riego (SEDESOL no específica el núme-

ro de beneficiarios ni las acciones concretas).

Programa Identidad jurídica. Este es un programa de re-

ciente creación, el cual ha atendido 197, 496 personas

que han tramitado documentos como actas de nacimien-

to, matrimonio, defunción y sucesiones testamentarias en

las áreas rurales.

Acciones del Instituto Nacional Indígenista. Este Instituto

apoyó, a través de 241 fondos nacionales a 3 mil 292 pro-

yectos productivos, beneficiando a 2 mil 932 organizacio-

nes y 78 mil 493 productores. En el programa de

Agroecología Productiva y de Ecoturismo, se ejecutaron

406 proyectos productivos, así como el proyecto FIDA-

Península apoyó a 71 proyectos productivos, a través de

15 fondos regionales, beneficiando a 1, 076 productores

indígenas. En relación con el tema agrario, se proporcionó

servicio legal a 479 núcleos agrarios y, a través de la An-

tropología Jurídica, fueron analizados 759 estudios legales.

Programa de abasto social de leche a cargo de Liconsa. A

través de este programa, SEDESOL apoyó a familias campe-

sinas en dos ejes: se atendieron (no dice cómo) a 1.3 millo-

nes de beneficiarios, fundamentalmente niños y adultos en

situación de pobreza que viven en espacios rurales este

apoyo incluyó a los hijos de los jornaleros agrícolas. Se

distribuyó leche en polvo por conducto de las lecherías

DICONSA aproximadamente a 5 mil 347 niños distribuidos

en 74 campamentos agrícolas de 4 estados de la Repúbli-

ca. Apoyados en el INI, se canalizaron lácteos de alta cali-

dad nutricional para abarcar a 60 mil niños que durante el

ciclo escolar viven en 1.081 albergues indígenas, distribui-

dos en 21 estados del país. El segundo eje consistió en

proporcionar apoyo a los pequeños y medianos produc-

tores con la adquisición de aproximadamente 100 millo-

nes de litros de lecha fresca con precios preferenciales.

Programa de Abasto Rural a cargo de Liconsa. Por razón

de la operación de 22 mil 682 tiendas, se garantizó el abasto

de productos básicos en las zonas rurales. Este programa

cuenta con 6 mil 54 unidades de Servicios a la Comunidad

que aseguran el abasto de productos básicos, así como

acciones adicionales en el servicio postal, telefónico, pago

de luz y agua, cuadro básico de medicamentos, alimentos

enriquecidos y la distribución de leche subsidiada.

Programa que opera la Comisión Nacional de las Zonas

Áridas (CONAZA). Para el año referido, y a través del Pro-

grama de Desarrollo para los Habitantes del Semidesierto,

se llevaron a cabo 875 obras que atendieron la infraes-

tructura social básica, posibilitando la extracción, capta-

ción, conducción, almacenamiento y distribución de agua.

Se distribuyeron 1. 2 millones de metros cúbicos de agua

para consumo humano a través del Programa Plan Acua-

rio, que benefició a 384 mil habitantes de 15 estados de

la República. Se aplicaron 50 proyectos de investigación

y transferencia de tecnología por conducto del programa

de Vinculación Científica y Transferencia de Tecnología

con el objetivo de promover el desarrollo y el mejora-

miento de la calidad de vida de los habitantes en pobreza

extrema.

Programas coordinados por el Instituto Nacional de Desarro-

llo Social (INDESOL). En el área de investigación para el desa-

rrollo local, se apoyaron 7 proyectos con 2 millones 502 mil

331 pesos. Lo anterior permitió desarrollar estrategias alter-

nativas para la superación de la pobreza (no dice cómo) y la

incorporación de los sectores del campo al desarrollo re-

gional por medio de la producción y la comercialización de

los recursos naturales de estas zonas. Se lograron realizar

micro bancos rurales y tecnologías de intermediación fi-

nanciera a través del programa de Coinversión Social, que

apoyó 87 proyectos con un monto de 89 millones 575 mil

945 pesos. En lo general, los programas descritos anterior-
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mente son los únicos que Sedesol desarrolla y aplica para

la población rural e indígena del país.

Como se puede observar, esos programas no cubren ni

remotamente la problemática social descrita por los pro-

ductores y organizaciones campesinas durante las mesas

para el Acuerdo Nacional para el Campo. Cabe mencio-

nar que, después del Diálogo, se pactaron diferentes as-

pectos en materia de política social (Acuerdo Nacional

para el Campo. Por el Desarrollo de la Sociedad Rural y la

Soberanía y Seguridad Alimentaria) donde los grupos cam-

pesinos plantearon una revisión del Sistema de Financia-

miento del Campo, del programa de Vivienda Rural, programa

de Seguridad Social, apoyo para Adultos Mayores y, sobre

todo, la petición central de que el presupuesto que se cana-

liza hacia las zonas rurales aumente año con año.

Sin embrago, en la práctica, no se han cumplido. Co-

rrea menciona que se había acordado que los excedentes

de petróleo se canalizaran a la infraestructura rural, un

aumento en la oferta de los servicios de salud, seguro po-

pular, construcción de un Fondo de Vivienda Popular y,

lejos de que se lleven a cabo, existe la amenaza de reducir

el presupuesto para el sector agropecuario, lo que redun-

daría en la drástica reducción de los proyectos producti-

vos, el empleo rural, apoyos a la comercialización y

fundamentalmente al presupuesto que se destina para com-

batir la pobreza rural.

¿Cuál es el futuro para el campo¿Cuál es el futuro para el campo¿Cuál es el futuro para el campo¿Cuál es el futuro para el campo¿Cuál es el futuro para el campo
en materia de desarrollo social?en materia de desarrollo social?en materia de desarrollo social?en materia de desarrollo social?en materia de desarrollo social?

Durante la inauguración de la mesa, Desarrollo y Política

Social para el Campo, la titular de SEDESOL, Josefina Váz-

quez Mota, destacó algunos aspectos que es necesario men-

cionar. Habló de la necesidad de un “muevo pacto con el

sector rural”, ya que el campo es un capítulo pendiente en

la agenda nacional. Desde su perspectiva, el campo es fun-

damental para el desarrollo económico, así como para la

gobernabilidad y la estabilidad social de México; agregó,

además, que es “clave para la dignidad de la República”.

Vázquez Mota pugnó por una política social apartada del

asistencialismo, sin clientelismos ni paternalismos y alejada

de la discriminación.

Por otro lado, en la presentación de la reciente Ley de

Desarrollo Social (acordada entre Diputados y Senadores

con el gobierno federal y que fue una de las demandas

centrales del Acuerdo Nacional para el Campo) Vázquez

Mota afirmó que la política social “no será más rehén de

partidos ni de procesos electorales” y, para reducir el nú-

mero de pobres, ella propone el aumento de los ingresos y

la generación de empleos, pero fundamentalmente se debe

poner énfasis en reformas sustantivas y un manejo respon-

sable de la política social. En esta misma presentación, la

Secretaria planteó la apertura de una oficina donde se

denuncien la manipulación de los programas sociales con

fines electorales. Sin embargo, el aspecto más importante

de resaltar es el hecho de que, con esta Ley, los fondos

canalizados al sector social no podrán, por ningún motivo,

reducirse en términos reales, en relación a los del año

fiscal inmediato anterior. Por otra parte, la inversión social

aumentará en proporción directa al crecimiento del Pro-

ducto Interno Bruto (PIB) y en relación también con el

crecimiento de la población. Asi mismo, la Ley de Desarro-

llo Social asigna un carácter de “prioridad y de interés

público” a los fondos, recursos y programas canalizados a

este sector. Vázquez Mota propone la creación del Consejo

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social.

Si bien es cierto que SEDESOL elabora y aplica progra-

mas sociales para el campo, éstos no son ni con menos

suficientes para terminar con el cuadro de miseria y atraso

estructural que presentaron las organizaciones sociales en

las mesas del dialogo para el Acuerdo Nacional para el

Campo. SEDESOL no planteó, en ningún momento, la Ley

de Emergencia para el Campo propuesta por las organi-

zaciones campesinas ni los presupuestos multianuales ni

los nuevos esquemas de financiamiento ni la propuesta

de la nueva Ley de Almacenaje y tampoco, ni remotamen-

te, se planteó la cuestión del concepto de la “nueva

ruralidad” en la construcción del proyecto nacional para

el campo que propuso la CNC. Tampoco se habló de cuá-

les serian las iniciativas y las reformas a la ley del presu-

puesto ni las reformas constitucionales que habría que

realizar.

La gran ausencia, durante las mesas para el Acuerdo

Nacional para el Campo, así como en la presentación de la

Ley de Desarrollo Social expuesta por SEDESOL, fue el dise-

ño de una política pública para terminar con la existencia

de altos niveles de marginación y la pobreza que hay en el

sector rural, así como la ausencia de una política social del

Estado. Es necesario un ejercicio de conjugación de las dife-

rentes herramientas de la política social enfocadas al campo

para poder ser más efectivos y direccionar el destino y la

aplicación de esa política social, priorizando las zonas de

eventual riesgo o de violencia latente.

Quizás esto último sea lo que finalmente dio como re-

sultado el reciente anuncio de la creación de la Ley para el

Desarrollo Rural, sin embargo, el problema es que esta Ley
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se convierta en una ley inoperable y sin vigencia. Existe

también el peligro de que no se creen un reglamento aplica-

do a ésta. Tiene que aplicarse una transformación en la Ley

de los diversos instrumentos de la política social, así como

un real abandono paulatino de la ideología neoliberal y plan-

tearse el desarrollo de una política social cuyo eje central

sea la superación paulatina de la pobreza, educación, salud

y el bienestar de la población rural. Se requiere urgente-

mente reformas estructurales en el campo mexicano, así

como un nuevo diseño institucional y una amplia participa-

ción de las organizaciones sociales. Si no se pone en prácti-

ca lo anterior, no se resolverán los problemas de atraso y

miseria estructural del sector agrario y del país entero.

Finalmente, con la Ley de Desarrollo Social, se plan-

tea la creación de una “fiscalía” anti corrupción (Con-

sejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo

Social). Al respecto, en días recientes, Álvaro López Ríos

(dirigente nacional de la Unión Nacional de Trabajado-

res Agrícolas) mencionó, en entrevista, que esa organi-

zación se negó a firmar un convenio por el cual SEDESOL

entregaría los recursos a los dirigentes de las diferentes

organizaciones campesinas, para que sean ellos los que

repartan entre sus agremiados dichos recursos. Se pre-

gunta López Ríos (con justa razón) si este hecho no

sienta un pésimo precedente para la Ley de Transparen-

cia de los recursos.
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Jorge Pacheco Castro**

Desde 1937, las administraciones gubernamentales en turno se han empeci-
nado en pregonar que el tipo de posesión de la tierra de los campesinos mexica-
nos, y sus formas peculiares de relacionarse con la naturaleza, han sido los obstáculos
de su propio desarrollo, causas de su pobreza y del deterioro del medio ambiente
natural. Sin embargo, la comparación entre su modo de poseer este recurso natural
con el propugnado por la nueva política liberal nos descubre la viabilidad que cada
uno de estos modelos de vida tiene en el contexto del actual proceso económico
globalizante.

En el marco de la política econó-

mica neoliberal que el gobierno mexi-

cano asumió desde el sexenio de 1982-

1988 y de la reforma agraria que

impulsó durante la década de 1990, con

el fin de “capitalizar” y de otorgar “li-

bertad” a los campesinos del país, este

numeroso contingente de mexicanos

y su forma de tenencia de la tierra fue-

ron cuestionados e incriminados, una

vez más, como formas de vida arcaicas,

causas de la pobreza y obstáculos del

desarrollo y modernización del campo

mexicano. Por consiguiente, el desman-

telamiento del sistema agrario mexi-

cano instituido a partir del movimien-

to revolucionario de la primera década

* La información de campo aquí presentada

está trabajada en forma más amplia en mi tesis

Doctoral titulada: Desarrollo citrícola, cambio y

persistencia sociocultural entre los campesinos de

Dzan Yucatán, Escuela Nacional de Antropología

e Historia, México, 2000.

** Profesor-Investigador, Unidad de Cien-

cias Sociales, CIR/UADY.

La tierra en el marco de la política
económica neoliberal. Confrontación

de dos concepciones*

del siglo XX, fue declarado como el ob-

jetivo de las acciones de los ideólogos

y promotores del nuevo liberalismo

económico y de la globalización del sis-

tema capitalista –tanto mexicanos

como del extranjero– y como la con-

dición a desterrar para abatir el rezago

del sector agrícola y lograr su despe-

gue económico.

Este trabajo tiene como objetivo

discurrir sobre el significado econó-

mico-político que la tenencia de la tie-

rra ha tenido para el Estado mexicano

y confrontarlo con el sentido y valor

más profundos que, históricamente, ha

representado para las sociedades cam-

pesinas del México rural. La finalidad

es la demostración de la viabilidad y

las implicaciones que cada una de es-

tas concepciones sobre la tierra, la

oficial y la sociocultural, tienen para la

reproducción de las sociedades que

dependen del trabajo de la agricultura

dentro del modelo capitalista liberal, a

cuya expansión los gobiernos naciona-

les y los grupos de poder económico

de todos los países del denominado

tercer mundo le están apostando todo,

incluso a costa de sus soberanías e

historias particulares.

Postulamos que la persistencia de

la tenencia comunal de la tierra, las

formas peculiares de trabajarla y las

concepciones que las sociedades cam-

pesinas han construido a este recur-

so, contrariamente a los juicios que

los ideólogos de la modernización y

del desarrollo económico les han re-

criminado, no han significado una con-

traposición a la propagación de estos

procesos. Incluso se puede afirmar que

no sólo no han obstaculizado las polí-

ticas de expansión del capitalismo en

el campo sino que, por un lado, las han

acatado y, como bien señala un espe-

cialista del tema, han fungido como

“sus compañeras de viaje, su contra-

punto y, a veces, su fuerza motivado-
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ra”1; por el otro, han permitido a estas sociedades una mejor

disposición para transformarse y adaptarse a las condicio-

nes de trabajo, de vida y a los procesos que les inducen

desde fuera. Por lo tanto, que estas sociedades han sido

más dinámicas que la misma política gubernamental y que

los promotores del desarrollo, quienes, a fin de cuentas,

han sido los creadores del “tradicionalismo” paupérrimo

que tanto cuestionan y al que han sometido a estos nume-

rosos grupos sociales del campo mexicano.

Asimismo, planteamos que los cambios agrícolas y agra-

rios que el gobierno mexicano han impulsado, a partir de

las reformas al artículo 27 Constitucional, en el contexto

del proyecto de nuevo cuño liberal, modernizador y globa-

lizante, paradójicamente entrañan una predisposición re-

gresiva al régimen de tenencia de la tierra y a las relaciones

de producción prevalecientes durante el porfiriato, cuyo

exterminio fue, precisamente, objetivo del movimiento re-

volucionario de la primera década del siglo XX, que dio

lugar al actual Estado mexicano.

Para fundamentar estos presupuestos discurrimos, en

primer término, sobre las implicaciones y tendencias de las

reformas y derogaciones que el Estado mexicano propuso

hacerle a la legislación agraria desde los primeros días de

enero de 1992. En segundo término, las confrontamos con

la concepción y el modo como los campesinos de Dzan, un

municipio de la región sur del estado de Yucatán que ha

sido objeto de la política económica de desarrollo de la

agricultura comercial desde los años cincuenta, se han vin-

culado con la naturaleza para su reproducción y han acep-

tado y asimilado a sus formas particulares de trabajo, de

vida y a su cosmovisión, la actividad citrícola que les fue

introducida en 1964. También reflexionamos sobre los im-

pactos de estos procesos de cambio económico-político

en los aspectos socioculturales de estos campesinos.

El significado económico-político de laEl significado económico-político de laEl significado económico-político de laEl significado económico-político de laEl significado económico-político de la
tenencia de la tierra para los grupostenencia de la tierra para los grupostenencia de la tierra para los grupostenencia de la tierra para los grupostenencia de la tierra para los grupos
hegemónicoshegemónicoshegemónicoshegemónicoshegemónicos

En México, desde los tiempos de la Colonia, la tierra, su

propiedad y uso, han sido factores recurrentemente dispu-

tados a las sociedades campesinas por los diversos grupos

de poder económico y político, los cuales desde entonces

sentaron sus bases en esta región del hemisferio para ser-

virse de los bienes sociales y naturales de estos conglome-

rados humanos. Así lo plasmaron los indígenas yucatecos

en sus libros sagrados2 en los que escribieron su historia

desde los comienzos de la conquista en su propia lengua y

cosmovisión:

...Los Dzules... enseñaron el miedo; y vinieron a marchi-

tar las flores. Para que su flor viviese, dañaron y absor-

bieron la flor de los otros... No había Alto conocimiento,

no había Sagrado Lenguaje, no había Divina Enseñanza en

los sustitutos de los dioses que llegaron aquí. ¡Castrar al

Sol! Eso vinieron a hacer aquí los extranjeros3.

Así lo entrañaron también las diversas luchas que en

este país se libraron y que hoy conforman y dan contenido

a la historia del México independiente y del contemporá-

neo. La fuerza motora y el objetivo principal de estas bata-

llas lo constituyó la liberación de la explotación de este

recurso de manos de la corona y, posteriormente, de las

de los señores latifundistas.

Después de varios siglos de continua e insaciable in-

tervención de agentes ajenos, llámense éstos terratenien-

tes, administradores gubernamentales o empresarios, en

los asuntos de la tenencia y explotación de la tierra, en la

“regulación” de su uso y, por concomitancia, de la vida y

organización de las sociedades campesinas del país, el sen-

tido de la concepción que esos personajes construyeron

de suelo y de su posesión no ha cambiado sustancialmen-

te. Para ellos, sigue siendo un recurso explotable con el

que se pueden crear cuantiosas riquezas materiales, pro-

veedor de poder económico y político y una mercancía

factible para producir sustanciosas ganancias.

Así lo constatan las reformas y derogaciones que el

Estado decretó al artículo 27 de la Constitución Mexicana y

a la Ley Agraria en febrero de 1992, tanto como parte del

objetivo de su nuevo proyecto económico-político liberal

como del acatamiento de las condiciones que los gobiernos

de Estados Unidos y Canada, impusieron al mexicano para

firmar el Tratado de Libre Comercio y permitirle conseguir

su boleto de ingreso al club del “mundo desarrollado”.

De acuerdo con las nuevas reformas al artículo 27 de

la Constitución y a la Ley Agraria, la concepción actual del

Estado sobre la propiedad de la tierra y su explotación,

1 Giménez, Gilberto, “Comunidades tradicionales y modernización en

México” en Pozas H. R, y Giménez, G. (coords.) Modernización e Identida-

des sociales, México, UNAM/IIS/IFAL, 1994, p. 159).

2 Barrera Vázquez y Rendón S. (traductores), El libro de los libros de

Chilam Balam, México, Fondo de Cultura Económica, 1979.
3 Mediz Bolio, A. (traductor), Libro de Chilam Balam de Chumayel, Méxi-

co, Uiversidad Nacional Autónoma de México, 1973, p. 26.
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además de que no es distinta de los significados que este

recurso representaba para los grupos de poder durante

los regímenes anteriores, plantea una predisposición de

regresar a ellos e incluso de propiciar el surgimiento de

acciones de despojo. En efecto, contrariamente a los linea-

mientos formulados en este artículo cuando fue promul-

gada la Constitución Mexicana el 5 de febrero de 1917,

que además de ordenar la restitución o confirmación de

las tierras y aguas a sus poseedores originales, la dotación

a aquellos campesinos que no la poseían y en general el

resguardo de la soberanía de la nación y la protección de

los campesinos contra las acciones de arrebato4, en el marco

de las nuevas reformas, los deja sin protección y expues-

tos, junto con las tierras, a las fuerzas del mercado.

Así, las omisiones y adiciones formuladas a las fraccio-

nes IV, VI, VII y XV de este artículo constitucional están enca-

minadas a liberar la tierra al mercado y sus relaciones en la

medida de que disponen la apertura de los candados que

impedían a “las sociedades comerciales por acciones ad-

quirir, poseer o administrar fincas rústicas”, “tener en pro-

piedad o administrar por sí bienes o capitales impuestos

sobre ellos”, la asociación de ejidatarios y comuneros con

el Estado o con terceros, el otorgamiento del uso de las

tierras y la transmisión de los derechos parcelarios entre

los miembros del núcleo de población5.

Asimismo, la derogación de las prescripciones X, XI, XII,

XIII, XIV y XVI, que reglamentaban sobre la restitución y la

dotación de tierras y aguas suficientes a los pueblos, so-

bre la estructura, gobierno y funcionamiento de los ejidos,

ahora su ausencia en el Artículo 27 denota y avala la ac-

tual política gubernamental de dar por concluido el re-

parto agrario, el desmantelamiento del régimen ejidal de

la tierra y, sobre todo, la cancelación del compromiso

político del Estado mexicano pos-revolucionario con los

campesinos del país6.

De igual modo, las fracciones XIX y XX, que fueron adi-

cionadas a este artículo constitucional, además de prescri-

bir las atribuciones que el Estado se asignó para “la

administración de la justicia agraria”, para promover el cam-

bio de la estructura agraria y el desarrollo económico, re-

presentan el espíritu “liberador” que se comenzó a fraguar

e impulsar desde el sexenio de 1982-1988, con la supuesta

finalidad de favorecer la superación del profundo rezago y

descapitalización de este sector, prevalecientes desde la

década de los setenta, y de propiciar su desarrollo, expo-

niendo también la política mediante la cual las administra-

ciones subsecuentes procurarían este objetivo y la

propagación de la economía neo-liberal en el campo mexi-

cano; tal como se expresa, sobre todo, en la última de estas

fracciones que a la letra reglamenta que

El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo

rural integral, con el propósito de generar empleo y ga-

rantizar a la población campesina el bienestar y su parti-

cipación e incorporación en el desarrollo nacional, y

fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el

óptimo uso de la tierra con obras de infraestructura,

insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia

técnica. Y expedirá la legislación reglamentaria para pla-

near y organizar la producción agropecuaria, su indus-

trialización y comercialización, considerándolas de

interés público7.

De esta manera, las reformas y adiciones al Artículo

27 y a la Ley Agraria decretadas en febrero de 1992, para

regular los proyectos de esta política de cambio socioeco-

nómico liberal, son claras y contundentes con respecto al

aniquilamiento del régimen comunal de la tierra, y expre-

san la esencia mercantilista que se le está imponiendo a

este recurso, así como el objetivo de “capitalizar el cam-

po”. Así se exhibe en el artículo Sexto del Título Segundo

del apartado de las Disposiciones preliminares de esta Ley;

en los artículos 23 y 29 del Capítulo I, relativo a los ejidos;

en los artículos 45, 74 y 79 del capítulo II, “De las tierras

ejidales”, y en el artículo 100 del capítulo V, “De las comu-

nidades”, los cuales ahora reglamentan la autorización de

las sociedades campesinas para asumir el pleno dominio

de los terrenos, la capacidad para asociarse con el Estado

o con terceros o para transmitir a éstos el dominio de la

propiedad y explotación de los ejidos, ya sea por medio de

la renta, aparcería o de la mediería8.

El examen más acucioso de estas reformas, derogacio-

nes y nuevas prescripciones, así como de algunos hechos

que se han dado a partir de la aplicación de estas “nuevas

viejas” disposiciones, nos revela muchas más implicaciones

4 Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, México, Porrúa,

1981.
5 Procuraduría Agraria, Legislación Agraria. Artículo 27 Constitucional,

México, 1999, pp. 11, 12 y pp. 13-14 y 15-16.
6 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, México, Porrúa,

1981, pp. 28-31 y 1996, pp. 29-30.

7 Procuraduría Agraria, Legislación Agraria. Artículo 27 Constitucional,

México, 1999, p. 17.
8 Procuraduría Agraria, Legislación Agraria. Artículo 27 Constitucional,

México, 1999, pp. 22, 27, 30, 34-35, 43, 44-45, 46, 52.
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que la sola liberación de la tenencia de la tierra al merca-

do; que la sola continuidad del significado económico-

político de este medio de producción para el aparato

institucional y otros grupos de poder, que la relatividad del

cambio promovido por las tres últimas administraciones

públicas y, por ende, que el verdadero significado subya-

cente a los proyectos de “desarrollo” y “modernización”

impulsados por el Estado mexicano para el campo.

Nos revela y da fe de la reinstauración de las añejas

ideas liberales a partir de las cuales, como bien nos señala

un autor, los ideólogos del desarrollo económico del siglo

XIX fundamentaban “al concepto de propiedad privada”

como la “panacea para todos los males padecidos y parti-

cularmente en la agricultura”9, como la solución al estan-

camiento producido por el tipo de propiedad comunal y el

minifundismo. Asimismo, nos da cuenta de la predisposi-

ción al despojo del usufructo de las tierras a los campesi-

nos ya que, aunque bien se contempla que ante una eventual

asociación de éstos con empresarios u otros agentes inte-

resados en trabajar la tierra, el derecho de uso y posesión

del suelo lo refrenda el pueblo a quien se le dotó, restituyó

o confirmó, a fin de cuentas les será devuelto prácticamen-

te exterminado de sus nutrientes y de las cadenas bióticas

que permitían su regeneración después de ser utilizados y,

por ende, de su capacidad para producir. Según prescribe

el Artículo 45 del Capítulo II, “De las tierras ejidales”, de la

Ley Agraria, “los contratos tendrán una duración acorde al

proyecto productivo correspondiente, no mayor de trein-

ta años prorrogables”10.

Por lo tanto, estas nuevas disposiciones significan la

propensión del surgimiento de sucesivas generaciones de

“campesinos” que ya no tendrán derecho de usar este re-

curso, ya sea porque esté arrendado o porque esté inser-

vible y que, por la misma razón, no podrán ser socializadas

por sus padres en las actividades agropecuarias de subsis-

tencia. Trabajo que, no obstante las precarias condiciones

en las que los campesinos lo han ejecutado, ha fungido como

la columna vertebral de la economía de subsistencia y de la

reproducción sociocultural de la mayoría de las familias

campesinas mexicanas.

Del mismo modo, las prácticamente nulas acciones

oficiales en materia de promoción de condiciones adecua-

das para conseguir el desarrollo rural integral, plasmadas en

el papel, tales como los programas de fomento de la activi-

dad agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra,

de aprovisionamiento de obras de infraestructura, insumos,

créditos y asistencia técnica (que en teoría redundarían en

la disminución del desempleo, en la procuración de bienes-

tar a la población campesina y en una mejor participación

en los procesos de desarrollo), son claros indicadores de

la verdadera tendencia de la política agraria neo-liberal del

Estado mexicano, y de la verdadera “importancia” que le

significa el despegue económico de los pueblos campesi-

nos del país.

Por ejemplo, en el estado de Yucatán, las acciones que

el Estado emprendió para aplicar las reformas al artículo

27 y a la Ley Agraria se basaron, principalmente, en el cie-

rre de la paraestatal CORDEMEX, desde abril de 1991, en la

eliminación del subsidio que destinaba a esta rama

agroindustrial y en la liquidación de los ejidatarios trabaja-

dores del henequén de las nóminas ejidales a quienes, ade-

más, depuró del Instituto Mexicano de Seguro Social, les

otorgó su jubilación anticipada y ofreció la parcelación y

entrega de los planteles del ejido, así como el apoyo finan-

ciero para que fomentaran la actividad productiva que más

les interesara a estos nuevos campesinos libres. Sin embar-

go, al cabo de poco más de doce años de iniciado este

proceso, los campesinos de esta zona, a diferencia de los

de la región sur de quienes hablaremos líneas adelante,

tuvieron que seguir vinculándose, ahora sí, inexorablemente

al mercado de trabajo local y de otras regiones del estado

y del país, para conseguir los ingresos necesarios a su sub-

sistencia; asimismo, sus familias han continuado sobrevi-

viendo con los subsidios que el gobierno federal les ha

concedido a través de sus programas de “desarrollo so-

cial”, leánse, por ejemplo, Procampo, Progresa y, ahora, Con-

tigo, ya que los apoyos para impulsar la producción, en el

mejor de los casos, no se dieron en forma suficiente y con-

tinua o, simplemente, nunca se los otorgaron, como tam-

poco les concedieron el financiamiento prometido ante su

incapacidad para devolver los créditos.

Incluso, es importante mencionar que, contrariamen-

te a lo que una autora señalara en relación al posible des-

interés de los inversionistas por adquirir tierras y su

preferencia por arrendarlos para así poder invertir en otras

ramas de la producción11, en el caso de las tierras de la ex-9 Guemez Pineda, Arturo, “La ideología liberal doctrinaria y su fracaso

en el agro yucateco” en Baños Ramírez, O. (coordinador), Campesinos y

sociedad. Ayer y hoy, Mérida Yucatán, México, Universidad Autónoma de

Yucatán, 1992, pp. 20.
10 Procuraduría Agraria, Legislación Agraria. Artículo 27 Constitucional,

México,1999, pp. 34-35.

11 de Teresa Ana Paula, “Reformas al artículo 27 constitucional y la mo-

dernización rural” en Alteridades, Año 1, Núm. 2, Identidad, México, D.F., Uni-

versidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa 1991, pp. 104-121.



¡El campo no aguanta más!90

zona henequenera, sobre todo de las que están cercanas a

la ciudad de Mérida, desde los años inmediatos a la aplica-

ción de las reformas adquirieron atracción para los inver-

sionistas, principalmente para aquellos dedicados al negocio

de bienes raíces, como también para aquellos especuladores

de terrenos12, entre ellos varios políticos quienes, aprove-

chándose de su capacidad económica o de los cargos que

desempeñaban en el gobierno estatal, lograron adjudicar-

se, ya sea por medio de expropiaciones forzosas o por la

compra ante la apremiantes necesidades de los ejidatarios,

valiosos y extensos terrenos ubicados en el norte de Mérida,

hacia donde la mancha urbana de esta ciudad se ha ido

extendiendo y en donde grandes centros y plazas comer-

ciales, así como industrias maquiladoras, se han ido insta-

lando desde hace algunas años a costa de la falta de espacio

para el crecimiento natural de las numerosas poblaciones

de esta región y del asedio de que son objeto por parte de

especuladores de terrenos.

Asimismo, cabe mencionar que, en últimas fechas, como

resultado de los daños que el Huracán Isidoro ocasionó en

las viviendas de los ex-ejidatarios henequeneros, en sep-

tiembre de 2003, muchos de ellos, ante la tardanza del pro-

grama de reconstrucción anunciado por el gobierno del

estado y ante el temor de padecer de nuevo las inclemen-

cias de otro evento natural como aquél, prefirieron vender

sus terrenos con la finalidad de reparar sus viviendas y de

construirlas más seguras. La cuestión relevante para lo que

venimos reflexionando lo constituye el hecho de que, tam-

bién en esta ocasión, como antaño, al menos en el caso de

Yucatán, sí existe en efecto el interés por parte de los in-

versionista de poseer y acaparar los terrenos que fueron

entregados a los campesinos y, por lo tanto, la tendencia

hacia la conformación de grandes propiedades en una cuan-

tas manos; así como otras tantas agravantes que han ido

surgiendo como resultado de la política económica neoli-

beral que el Estado ha venido propugnando para este sec-

tor social.

La otra tenencia de la tierra, según suLa otra tenencia de la tierra, según suLa otra tenencia de la tierra, según suLa otra tenencia de la tierra, según suLa otra tenencia de la tierra, según su
representación para la sociedadrepresentación para la sociedadrepresentación para la sociedadrepresentación para la sociedadrepresentación para la sociedad
campesina de Dzan, Yucatáncampesina de Dzan, Yucatáncampesina de Dzan, Yucatáncampesina de Dzan, Yucatáncampesina de Dzan, Yucatán

El municipio de Dzan dista a 91 kilómetros de la ciudad de

Mérida y está ubicado en la región sur del estado de Yucatán,

la cual constituye la zona agrícola de mayor potencial pro-

ductivo dado los suelos un poco más profundos que en

otras regiones. Esta cualidad le fue reconocida desde tiem-

pos tempranos de la Colonia española y que, según los

datos registrados desde entonces, permitía a los habitan-

tes de esta comarca el cultivo de una gran variedad de

productos y la obtención de cosechas generosas con las

que los naturales satisfacían sus necesidades y pagaban sus

tributos13.

En tiempo anteriores al reparto agrario, la vida y la

reproducción de la sociedad campesina de Dzan, a diferen-

cia de los agricultores de las ex-zona productora de hene-

quén, se sustentaba principalmente en la milpa, la cual ha

constituido, desde tiempos remotos, un complejo produc-

tivo que denota, una superficie de terreno cultivado con

maíz y una diversidad de productos, un proceso de trabajo

cuya organización ha sido exclusivo de la familia campesi-

na, una tecnología y una técnica peculiar para arar los sue-

los yucatecos y, en general, un bagaje de conocimientos

para el manejo y transformación de la naturaleza en me-

dios de vida para la reproducción de sus productores.

Por añadidura, la milpa ha simbolizado un sentido mu-

cho más amplio y profundo en la medida de que es el siste-

ma productivo por excelencia que, además de revestir aquel

bagaje de saberes, ha connotado redes de relaciones socia-

les y, en tanto productor del maíz concebido como fuente

de vida y comunión con los dioses del universo, ha sido

creador y reproductor de un sistema de creencias, de prác-

ticas y símbolos de esencia sagrada a partir de los cuales

estos campesinos han configurado y nutrido su cosmovisión

y los valores socioculturales acerca de sí mismos, de su

sociedad, de la naturaleza y en general del universo que los

rodea.

De acuerdo con la información recopilada en el cam-

po, antres reparto de las tierras, los campesinos de Dzan,

para cultivar la milpa, se veían precisados de solicitarle a

los terratenientes de las haciendas aledañas los terrenos

incultos y, como pago, les proporcionaban una parte de su

producción. De lo contrario, tenían que alejarse muchos

kilómetros para encontrar aquellos montes adecuados

para trabajar este cultivo, adonde sólo podían llegar cami-

nando o a caballo, lo que los obligaba a permanecer ahí por

varios meses y a distanciarse de sus familias por largas tem-

poradas.

12 Al respecto, y como ejemplo, cabe consultar un reportaje

titulado“Dudas en la venta de Cordemex”, publicado en el Diario de Yucatán,

Sección local, p. 14, noviembre 14 de 2003.

13 Garza, Mercedes de la, “Relación de Dzan, Panabchen y Muna”

[Mérida, 21 de febrero de 1581] en Garza, Mercedes de la, et al, Relaciones

histórico-geográficas de la Gobernación de Yucatán(Mérida, Valladolid y Tabasco),

1a. ed., Vol. I, México, UNAM, 1983, pp. 253.
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Estas condiciones de producción comenzaron a cam-

biar en agosto de 1924, fecha en la que a los campesinos

de este municipio les fueron concedidas 5,160 hectáreas

de “terrenos incultos con sus accesiones, usos y costum-

bres y servidumbres”14, en atención a sus demandas de

tierras y en el ejercicio del marco constitucional vigente

desde 1917. Esta superficie fue expropiada de los terre-

nos ociosos de las fincas circunvecinas productoras de

henequén y, a partir de la cual, el gobierno mexicano ins-

tituyó a estos campesinos la figura del ejido, con las dis-

posiciones y restricciones pautadas por el Artículo 27 de

la Constitución y la Ley Agraria que, desde entonces y

hasta los años noventa, impedían la transferencia, la venta,

el arriendo y prescribían la inalienabilidad de los terrenos

del ejido. Cabe agregar que, en 1941, dicha superficie del

ejido de Dzan fue ampliada a 5899 hectáreas y que, en su

totalidad, fueron asignadas para el beneficio de 317 nue-

vos ejidatarios15.

En este nuevo marco estructural, el ancestral comple-

jo productivo de la milpa continuó siendo eje de la repro-

ducción de los campesinos de Dzan. Incluso lo siguió siendo

después de 1952, año en el que el Estado comenzó los

primeros intentos de impulsar la agricultura comercial en

esta región del campo yucateco por medio de la introduc-

ción de un sistema de riego por canales de gravedad. Sin

embargo, la predominancia de esta actividad comenzó a

dejar de ser tal después de 1964, cuando el gobierno esta-

tal, a través del Banco Agrario y del Departamento de Asun-

tos Agrarios y Colonización, promovió entre los campesinos

de la región sur un proyecto de desarrollo agrícola al cual

denominó “Plan Chac”, y consiguió convencer a la mayoría

de ellos para que aceptaran participar, organizarse en uni-

dades productivas y, sobre todo, consintieran el uso de sus

tierras para tal finalidad.

Dzan fue uno de los 17 poblados de la región sur del

estado que, en 1964, fueron objeto de dicha política de

desarrollo agrícola y uno de los ocho en los que se intro-

dujo el cultivo preferente de naranja “valenciana”. En el

transcurso de más de tres décadas de estar cultivando cí-

tricos, los campesinos de este poblado han hecho suya esta

actividad, dicho esto en un sentido amplio, ya que, además

de que han conseguido retener el control de las relaciones

de producción que la agricultura comercial ha significado y

pese a las fuerzas adversas que se les han opuesto (la ma-

yoría de ellas emanadas de las acciones oficiales que han

intentado despojarlos de su control), la han integrado téc-

nica, económica y socialmente a su modo particular de

trabajo.

Asimismo, han generado su expansión con sus pro-

pios recursos económicos y sociales e incluso la han arrai-

gado a su cosmovisión y a sus valores socioculturales.

Numerosos son los indicadores que denotan la integra-

ción que estos campesinos han realizado de la agricultura

comercial a su sistema productivo que, de ningún modo, ha

sucedido en términos pasivos sino más bien dinámicos, ta-

les como el hecho de que, para 1995 y1996, de las 5899

que conforman la superficie total del ejido, estos campesi-

nos tenían destinadas 2,363 hectáreas al cultivo y explota-

ción de la naranja valencia, es decir, el 40% de sus terrenos.

Asimismo, lo expresa el hecho de que, para esas fechas, el

número de hombres que participaban en esta actividad era

de 1136 varones (todos mayores de 14 años), de los 2082

constituían la población total masculina, es decir, más del

cincuenta por ciento16.

Otro indicador lo testifica la fusión que los campesi-

nos han hecho de sus técnicas agrícolas con las que les

fueron instruidas para el cultivo de la naranja. Por ejemplo,

el uso de agro-químicos en las milpas, principalmente de

herbicidas, para evitar el desyerbo, la práctica de hacer sus

injertos de naranja “sólo cuando la luna está en conjun-

ción”, ya que de acuerdo con sus concepciones es “el mo-

mento en que la sabia de las plantas corre de modo más

fluido y propicia que peguen más rápido”, a diferencia de

los cítricos que las instituciones les otorgaban y los cuales

se morían cuando los trasplantaban a las parcelas. Otro

más lo denota el traslado de la costumbre de cultivar pro-

ductos hortícolas a las nuevas parcelas para aprovechar al

máximo el escaso riego, como también lo representa la

práctica que crearon de dejar dentro de la milpa un espa-

cio libre de la fumigación de herbicidas para seguir culti-

vando otros productos complementarios para su

alimentación y economía.

No obstante a la expansión y arraigo que la agricultura

comercial ha tenido en esta sociedad del campo yucateco,

así como a la propagación de los procesos modernizadores

que ha conllevado su vinculación más estrecha con el mer-

cado y la sociedad más amplia, la tierra aún no ha perdido

14 Archivo General del Estado de Yucatán, libro 6, 1937.
15 Idem.

16 Según el censo levantado por el personal de la Clínica de Salud de

Dzan, para diciembre de 1995 el total de habitantes de este Municipio era

de 4162.
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el significado que desde mucho tiempo atrás ha revestido

para estos campesinos. Para ellos, dicho con sus propias

palabras, “la tierra es como uno, trabaja, da frutos, pero

también se cansa y hay que dejarla descansar”, es decir,

sigue expresando aquella dimensión del universo que tie-

ne vida, sentimientos y, por ende, espíritu.

Por consiguiente, la tierra tampoco ha perdido su cua-

lidad trascendente e intangible porque, además de que pro-

porciona “los sagrados alimentos”, en ella siguen morando

los dioses, lo vientos y las almas de sus antepasados, quie-

nes, por su gracia divina, permiten o impiden a los hom-

bres trabajarla, brindan o vedan los bienes que alimentan

tanto la vida material como la espiritual. Desde esta pers-

pectiva, como bien señala otro autor17, para estos campe-

sinos yucatecos la idea del orden del mundo continúa

basándose en una fuerte jerarquización de las relaciones

de los hombres entre sí, con lo divino y la naturaleza, que

se expresa a través de valores primordiales como el respe-

to, el derecho y las obligaciones, la reciprocidad, la lealtad y

la solidaridad entre estos tres niveles que, según sus con-

cepciones, conforman el universo.

La persistencia de esta cosmovisión animista y equita-

tiva se manifiesta en el hecho de que, para la mayoría de

esta sociedad18, continúa siendo de vital importancia pro-

curar el descanso de los terrenos trabajados y la realiza-

ción de “las primicias” cada vez que hacen sus milpas, tales

como “el levantamiento del Saká”, u ofrecimiento de bebi-

da de maíz; el Wahil Kòol o comida de la milpa; los rituales

del Pibil nal o elotes horneados bajo tierra y el Chak’ bil nal

o elotes salcochados; las ofrendas de las mazorcas “más

bonitas y grandes de la milpa en el altar de la iglesia; la

celebración de “los novenarios” (rezos durante nueve días

consecutivos) a la Santísima Cruz, a San Isidro labrador, a

San Juan Bautista a Santiago Apóstol, al Cristo de San Román

y a todos los símbolos sagrados concebidos por ellos de

importante influencia para sus actividades productivas.

Por medio de estas ceremonias agrícolas, tanto de ori-

gen prehispánico como cristiano19,     estos campesinos siguen

pidiendo la venia del Hahal Dios, o del Gran Dios, de los

santos y símbolos de la iglesia católica, de los Yúumtsilo’ob, o

Vientos Guardianes de los cuatro puntos cardinales y del

centro de la tierra y a todos los dioses y espíritus que fungen

como protectores y “Dueños” del entorno natural y del

universo para abrir un claro en el monte y trabajar, para

iniciar y concluir con bien las tareas de cada día, y les ofre-

cen su expresiones de agradecimiento por haberles per-

mitido comenzar y terminar la recolección de los frutos.

En su conjunto, la verificación de estas prácticas deno-

ta la persistencia de la concepción sagrada que estos labra-

dores tienen sobre la tierra, así como con respecto a los

demás recursos del entorno natural: montes, agua, cielo,

viento, luna, sol e incluso el propio hombre. Para ellos, la

tierra sigue siendo el ámbito en donde toda simiente de-

positada crece, se reproduce y retorna para luego, en un

nuevo ciclo, volverse a regenerar y dar continuidad a la

vida; aunque, ciertamente, el mito de origen de “la tierra

madre y nodriza universal”20, ya no esté presente en forma

explicita en la memoria colectiva de este pueblo, sino tan

sólo, como bien señalaron los informantes, como “la cos-

tumbre”, “la ideología de nuestro pueblo”.

Sin embargo, no se puede obviar que algunos efectos

de la tendencia secularizadora21 irradiada por el desarrollo

económico y la modernización, sí están obrando sus in-

fluencias transformadoras en las prácticas sagradas de esta

sociedad. Negar este hecho sería tanto como anular la per-

sistencia de la esencia primordial de la religiosidad y de las

acciones cotidianas de esta sociedad. Es decir, la construc-

ción y reproducción de los significados de la realidad, la

delimitación del mundo en que viven y la dotación de sen-

tido a todos los sucesos que dentro de él acontecen, inclu-

yendo a los que son producto de los procesos estructurales

que la sociedad más amplia les introduce.

Un claro indicador de estas influencias en las ideas de

estos campesinos lo constituye el paulatino abandono al

que han sometido la ceremonia agrícola del Ch’a’ chàak’, la

cual revestía uno de los rituales más significativos por me-

dio del cual los milperos suplicaban a los dioses mayas de

la lluvia su bondad para las sementeras. A la fecha de nues-

tra investigación, (1995-1996), según nos informaron, hacía
17 Figueroa Valenzuela, A. “Los Yaquis, tradición cultural y ecológica”

en Paré Quellett, L. y Sánchez M. J. (coords.), El ropaje de la tierra. Natu-

raleza y cultura en cinco zonas rurales, México, UNAM/Plaza y Valdés, 1996,

pp. 17-28.
18 Con excepción de las familias que pertenecen a las iglesias

pentecostal y presbiteriana, que de acuerdo con los informantes y nues-

tras observaciones no rebasan el 20% de la población total del municipio.
19 Que a través de mucha décadas los campesinos yucatecos apren-

dieron a fusionarlas de manera sistemática y erigirlas como parte de su

sistema religioso y de su mundo cosmogónico.

20 Eliade, M., Tratado de historia de las religiones, México, ERA, 1985, pp.

101-136.
21 Entendemos el concepto de secularización como aquella tendencia,

inmanente a la sociedad capitalista, orientada a separar la moral de la

teología y a instaurar una ética virtuosa que ya no se finque en la creencia

en poderes sagrados ni en el temor a las sanciones divinas, sino en una

mayor racionalidad de las ideas y cosas. Baumer, F.L., El pensamiento euro-

peo moderno, continuidad y cambio en las ideas, 1600-1950, México, FCE,

1985, pp. 24-25, pp. 408-423.
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aproximadamente dos décadas que habían comenzado a

abandonarla y, para entonces, sólo tres hombres de edad

avanzada seguían celebrándola. Éstos, por su parte, nos

expresaron que “por hacer las cosas como se deben” les

iba bien en sus cosechas, a diferencia de “otros pobres que

no les va bien en sus milpas”.

Según indagamos, los argumentos de los campesinos

acerca del abandono de este ritual agrícola apuntaron ha-

cia la influencia de la secularización del factor tiempo que

dedican a sus actividades productivas. Es decir, a la imposi-

ción de un valor económico al tiempo de trabajo motiva-

da, precisamente, por la ampliación de las horas de

ocupación, por su distribución entre las actividades que

deben efectuar en la milpa (por las mañanas) y las que tie-

nen que desempeñar en las parcelas de cítricos (por las

tardes y hasta entrada la noche).

También convinieron en la monetización de su sistema

socioeconómico ocasionada por su mayor dependencia del

mercado y de la novedosa tecnología e incluso lo constitu-

yó el establecimiento de un paisaje natural distinto del cual

fueron eliminados los montes en favor de los bien alinea-

dos sembradíos de naranjos y la consecuente necesidad

de contar con recursos en efectivo para adquirir aquellos

productos necesarios para sostener la nueva agricultura

intensiva o para adquirir aquellos bienes que no producían

o habían dejado de producir.

No obstante al abandono de esta ceremonia agrícola,

cabe señalar que la esencia de la creencia de estos campe-

sinos en los poderes sagrados y en su benevolencia para

proveerlos de agua, así como en la necesidad de solicitar

permiso, de pedir o agradecer a los seres sagrados el bien

de las lluvias o de las cosechas, aún persiste. Para el cumpli-

miento de estas normas cósmicas, los agricultores han pues-

to en práctica otras acciones por medio de las cuales

continúan cumpliendo con ellas, tal como lo refieren la

actitudes de pagarle al cura para que oficie una misa a los

santos de su devoción, los rezos que las mujeres celebran

en los altares de sus domicilios o en la iglesia durante nue-

ve días consecutivos, las ofrendas de comidas y bebidas

que preparan con los primeros y mejores frutos de las

milpas para dar a sus símbolos sagrados.

Asimismo, otro hecho revelador de la persistencia y

transformación de la cosmovisión sagrada de los campesi-

nos en torno a la tierra y al trabajo que en ella hacen lo

denota el traslado de las “primicias” a las parcelas en don-

de cultivan la naranja valencia de exportación. En estos

espacios también han comenzado a practicar “el levanta-

miento del Saká”, el Wahil kòol, u ofrecimiento de bebida y

comida a la tierra, los rezos y demás ofrendas a los vientos,

a los espíritus y a todos los seres sagrados que también

moran en las parcelas. A fin de cuentas, como dijeron los

propios campesinos, “las unidades productivas de naranja

están ubicadas en los mismos terrenos” que sus ancestros

les heredaron y a los cuales “acostumbraron darles sus

primicias”.

Estas son las razones por las cuales los campesinos de

Dzan consideran que también en las parcelas deben cele-

brar las ceremonias agrícolas y por las que aquí igualmente

deben de estar atentos de las señales que les envían “los

dueños” y seres sagrados, custodios de la tierra: calentu-

ras, accidentes de trabajo, muerte repentina de algún fron-

doso naranjo, serpientes en el camino u otras manifesta-

ciones mediante las cuales revelan y recuerdan a los

productores que no han cumplido con la parte del com-

promiso contraído en el proceso de trabajo.

Incluso, los agricultores han asumido nuevas prácticas

para consagrar la actividad citrícola y por medio de las

cuales siguen reproduciendo la esencia de su cosmovisión

religiosa y los valores intrínsecos: consagrar la naturaleza y

el trabajo, el agradecimiento de los dones recibidos y la

reciprocidad con los “dueños de la tierra”, es decir, verter

significados y sentido a la realidad. Así lo representa la nue-

va acción que la mayoría de esta sociedad agregó a los

festejos sacros que celebran desde hace muchas décadas

en honor al Cristo de San Román.

Desde hacía aproximadamente once años a la fecha

del trabajo de campo de esta investigación, que la comuni-

dad católica de Dzan había añadido un día más para reali-

zar una procesión con la imagen del Cristo venerado por

las parcelas citrícolas. La finalidad de esta acción es que el

símbolo de su fe, “conozca el lugar de trabajo de su gente”

y “para que deje su bendición en las parcelas”, como seña-

laran los informantes. Cada año, el recorrido de la imagen

por el campo se efectúa por alguno de los rumbos del

ejido en donde están ubicadas las parcelas, ya sea en el

norte, sur o el este.

Cabe señalar que el inicio de la cosecha y la comerciali-

zación de la naranja coincide, precisamente, con la celebra-

ción de la fiesta del Cristo de San Román y que durante los

cuatro días que los feligreses destinan a la celebración tam-

bién de los eventos profanos, como la noche del baile regio-

nal o “la vaquería” , los bailes populares, el corte del árbol de

ceiba (para colocarlo en el centro del coso taurino), las co-

rridas de toros, los agricultores prácticamente detienen sus

actividades productivas para entregarse a la conmemora-

ción del símbolo más importante de su fe católica.
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En este sentido, se puede precisar que la nueva ex-

presión religiosa que los campesinos crearon para consa-

grar también la agricultora comercial, guarda estrecha

relación con la costumbre prehispánica de los pueblos

mayas yucatecos de ofrendar las primicias de agradeci-

miento a las deidades de la naturaleza justamente antes

de iniciar la cosecha, como han hecho a través de los

siglos en el caso de la milpa. Asimismo, esta prioridad de

configurar significados y sentidos a la citricultura y, por

ende, de asimilarla a su cosmovisión y a sus valores so-

cioculturales, se constata en la instauración de “una se-

gunda fiesta grande del pueblo” en honor a la Virgen de la

Candelaria, símbolo religioso a quien la comunidad cató-

lica únicamente ofrendaba novenarios, rezos y procesio-

nes por las principales calles del pueblo, desde ocho días

previos al 2 de febrero.

A la fecha señalada, hacía cerca de ocho años que los

organizadores de la primera fiesta grande idearon y deci-

dieron realizar otro festejo grande para la Virgen de la Can-

delaria, la vaquería, los bailes populares y las corridas. Con

en el caso anterior, estas festividades acontecen precisa-

mente cuando el ciclo de la cosecha de la naranja está

concluyendo y está por abrirse uno nuevo, el de floración

de los árboles. En otras palabras, el de una nueva produc-

ción, pero también el inicio del periodo de la sequía que,

como dijeran los informantes, “es el tiempo de mayor estrés

para las plantas” y, por consiguiente, de más incertidumbre

para los campesinos.

De este modo, se puede confirmar que a los significa-

dos que esta sociedad ha conferido a la agricultura comer-

cial subyace la esencia primordial de su cosmovisión del

mundo: mantener vigente la cualidad sagrada de la natura-

leza y, junto con ella, la función elemental de sus rituales

agrícolas, de sus símbolos y creencias: bajarle de tono a la

incertidumbre que genera en ellos el principio de la labor,

la cosecha, la comercialización, la conclusión de la recolec-

ción y el inicio de un nuevo ciclo. En síntesis, atenuar la

ansiedad que para ellos ha significado la transformación de

la naturaleza, la dependencia de sus tiempos y la contin-

gencia de sus elementos.

ConclusionesConclusionesConclusionesConclusionesConclusiones

De la confrontación entre ambas concepciones sobre la

tierra, podemos concluir que, en primer término, para el

Estado neoliberal y sus aliados, la tierra, su posesión y

uso, continúan revistiendo exclusivamente un medio para

obtener poder económico y político. Incluso, a manera

de un contrasentido con respecto a la bandera de la mo-

dernidad y del desarrollo que enarbolan, sus políticas agra-

rias significan, en esencia, un retorno a las condiciones

que imperaban dentro de los regímenes estructurales que

dieron lugar a los procesos de independencia del siglo

XIX y a los revolucionarios de la primera década del siglo

XX. Las derogaciones y reformas al Artículo 27 Constitu-

cional y a la Ley Agraria hablan por sí mismas sobre esta

inclinación regresiva y alertan sobre el resurgimiento de

acciones de despojo y especulación de la tierra de los

campesinos.

En el contexto de esta política asumida por el Estado

mexicano para el campo, los conceptos de desarrollo y

modernización, después de muchas décadas de haber sido

acuñados por los pensadores sociales y por los Estados

nacionales, que han sido sus ideólogos y promotores, a esta

alturas han sido desconceptuados y vaciados de sus signifi-

cados originales: –progreso, mejores condiciones de vida

para todos los grupos sociales que conforman una socie-

dad– y se les han imprimido una connotación más econo-

micista y política.

En segundo término que, para la mayoría de la socie-

dad campesina de Dzan, el significado de la tierra, de su uso

y aprovechamiento, así como el de los demás elementos

del entorno natural, es mucho más trascendente y signifi-

cativo que el de la concepción exclusivamente material y

secularizada de la perspectiva oficialista. Para la gente del

campo, la tierra es un bien sagrado, custodiado por pode-

res también sagrados, por esto no se le posee, sino sólo a

sus frutos, y siempre con el permiso de los dioses, de sus

“dueños” verdaderos. Así, su uso no se trata simplemente

de un régimen de posesión vacío de significados o de ex-

presiones exclusivamente economicistas, sino que entraña

relaciones que trascienden el campo terrenal, a partir de

las cuales se configuran, erigen y afirman importantes valo-

res socioculturales, como la bondad, la reciprocidad, el res-

peto, la solidaridad y la lealtad.

Desde esta perspectiva, la relación que guardan estos

campesinos con la tierra expresa, ante todo, una forma de

vida y un sistema de producción a los que subyace una

cosmovisión que implica la regeneración integral del uni-

verso, del entorno humano, social, natural y sagrado, y la

cual erigen frente a ellos mismos como el arquetipo a par-

tir del cual ordenan, orientan y dan sentido al mundo en el

que viven, al tiempo que les permite identificarse como

parte de una cultura históricamente determinada.

En tercer término, que la persistencia y recreación de

estas formas particulares de vida y de sus sistemas simbó-



El Cotidiano 124 9 5

licos, concebidos por los agentes externos a ellas como

tradicionales, no han implicado de ningún modo ni necesa-

riamente una contraposición a los procesos de desarrollo

económico y modernización cuando se los han promovi-

do. Por el contrario, la continuidad y recreación de los va-

lores socioculturales en el caso reflexionado nos viene a

demostrar la capacidad que ha demostrado tener la cultu-

ra maya yucateca a través de las centurias para integrarse y

asimilar los procesos y los cambios que les han inducido

desde fuera, para transformarse sin diluirse en el contexto

general en el que participan.

Por lo tanto, esta experiencia de los campesinos de

Dzan nos evidencia también la falacia de la polaridad cons-

truida a través de los conceptos de tradición y moderni-

dad y, con ello, de la descalificación de estos términos para

fundamentar y justificar las deplorables condiciones de vida

en las que se encuentran sumergidas en su gran mayoría

las sociedades campesinas del país. Igualmente, nos indica

las tendencias subyacentes a las políticas y proyectos de

desarrollo económico que se ponen en marcha sin un plan

sociocultural y político que sea integrador, equitativo y res-

petuoso de la diversidad cultural.

Por último, de la comparación de ambas concepciones

sobre la tenencia de la tierra podemos concluir que estas

culturas particulares, concebidas desde hace mucho tiem-

po por los agentes externos a ellas como retardatarias,

obstáculos de la modernidad y del desarrollo, han sido

mucho más dinámicas y que, cuando han tenido la oportu-

nidad de participar en proyectos de desarrollo de la agri-

cultura, han sido más ricas en alternativas y dispuestas a

transformarse sin desechar las otras dimensiones de su

realidad, sin someter al abandono su sistema de valores

culturales y, por lo tanto, son más viables para su propia

reproducción como también para la del entorno natural.
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En la cuerda floja de la alternancia
(o cómo el desafío de la transición
le queda grande a la clase política)

Rosa Albina Garavito Elías*

Con tres años de estancamiento, escasas expectativas de una recuperación
económica significativa, y fuerte acumulación en el déficit de creación de empleos, se
hace evidente que la estabilidad macroecónomica tiene altos costos para la viabili-
dad de la estrategia aplicada durante las dos últimas décadas. A pesar de esos
resultados, el gobierno “del cambio” continúa siendo fiel al modelo neoliberal, mien-
tras el vacío político que el presidente Vicente Fox ha creado en el contexto de una
sucesión adelantada pone al desnudo la pobreza de una clase política que, por el
lado del PAN, se encuentra atrapada en las ambiciones presidencialistas de Martha
Sahagún, mientras que el PRD se consolida como el espacio para la recomposición del
viejo PRI, y éste se prepara para su posible regreso en el 2006. Así, la transición “a la
mexicana” podría darnos la sorpresa del retorno priísta o del ascenso de un PRD que
pone al día el viejo nacionalismo revolucionario. En cualquiera de los casos, la moder-
nización política para enfrentar los desafíos de la globalización parece orientarse
hacia un aggiornamento del viejo régimen.

El INEGI consigna el dato: el cre-

cimiento promedio anual durante los

tres primeros años del “gobierno del

cambio” alcanza apenas el 0.63%1,

esto es once veces menos que la meta

prometida del 7%. Si en lugar de pre-

sidente de la República, Vicente Fox

dirigiera la empresa Coca Cola, segu-

ramente sus socios habrían determi-

nado ya su relevo. Lo riesgoso para el

futuro de la transición mexicana y

para la gobernabilidad, es que, en los

hechos, pareciera que el presidente

Fox hubiese dimitido de su puesto para

dejar un vacío de poder cada día más

* Profesora investigadora, Departamento

de Economía, UAM-Azcapotzalco.
1 La Jornada, 18 de febrero del 2004.

evidente. No se trata solamente de las

contradicciones en que caen los

miembros de su gabinete en sus de-

claraciones a los medios, sino sobre

todo de la ausencia de liderazgo polí-

tico para conducir al país en esta eta-

pa de alternancia.

Y, para colmo, si algún propósito

se visualiza por parte del Jefe del Eje-

cutivo, es el de sustituir la figura del

presidente por el de la “pareja presi-

dencial” para garantizar la permanen-

cia de su proyecto –que, por cierto,

nadie conoce– más allá de un sexenio.

De ahí los oídos sordos del presidente

a las críticas que, desde diversos ángu-

los, se hacen al protagonismo de

Martha Sahagún en su carrera hacia la

candidatura por la presidencia de la

república en el 2006. Si el asunto no

estuviera incidiendo en el rumbo del

país, todo se reduciría a los afanes de

una mujer que lucha contra los inten-

tos machistas de reducirla al pasivo

papel que había caracterizado a las pri-

meras damas de los gobiernos priístas.

Pero no es el caso. A pesar de las

severas y generalizadas críticas al

protagonsimo de la cónyuge presiden-

cial que incluyeron al PAN y que

repuntaron durante el mes de febrero,

el día 16 de febrero2 se hace el anun-

cio de su declinación a una consejería

nacional en su partido, para dedicarse

2 El Universal, 17 de febrero del 2004.
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de lleno a las labores sociales al frente de la fundación “Va-

mos México”, cuyas finanzas fueron cuestionadas por el

Financial Times y que ahora serán observadas a través de la

auditoría a la oficina de la presidencia de la república que

aprobó el Congreso de la Unión en su sesión de la Comi-

sión Permanente del 11 de febrero. Por supuesto, esa decli-

nación no es suficiente para descaratrse como candidata a

la presidencia de la república, aunque su empeño debilite

más aun la figura del presidente y aunque, de continuar con

su aspiración, se marque con el sello de la inequidad una

contienda electoral que todavía no inicia.

De repetirse la historia del largo régimen priísta de un-

gir al sucesor desde la presidencia de la república, estaría-

mos frente a la mejor evidencia de precariedad de cambio

político vestida con los ropajes de una comedia de mal gus-

to. Los priístas critican el intento no sin cierta añoranza por

los tiempos del viejo presidencialismo, mientras que los pa-

nistas de nuevo evidencian la escasez de liderazgos en su

partido, y el temor a que la imposición de un candidato

desde fuera –como fue el caso de Vicente Fox– se repita de

nuevo. Ello habla de la crisis interna de ese partido.

La tragicomedia de la posible candidatura de Martha

Sahagún a la presidencia de la república, responde no

sólo a la crisis interna del PAN, sino al vacío que ha deja-

do el tradicional y autoritario presidencialismo mediante

el cual se ejerció el poder a lo largo de siete décadas. Sin

un pacto político para lograr la reforma del Estado que –

entre otros– fortaleciera democráticamente la institución

presidencial, el vacío intenta llenarse con la figura de la

“pareja presidencial”.

¿Pacto fiscal para el siglo ¿Pacto fiscal para el siglo ¿Pacto fiscal para el siglo ¿Pacto fiscal para el siglo ¿Pacto fiscal para el siglo XXIXXIXXIXXIXXI?????

Pero de la reforma del Estado ya nadie habla, lo cual no

significa que algunos temas importantes de su agenda no se

encuentren en el centro del debate nacional. Es el caso de la

reforma fiscal, para cuya discusión fue convocada la Con-

vención Nacional Hacendaria (CNH) cuyos trabajos arran-

caron en Querétaro el 5 de febrero pasado, a iniciativa de la

Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago), instan-

cia constituída a pocos meses de que Vicente Fox asumiera

el poder. Al inicio la Conago contó sólo con la participación

de gobernadores de la oposición y hoy agrupa a los jefes del

ejecutivo de las 32 entidades federativas.

No es la primera ocasión que en México se celebran

convenciones hacendarias a donde concurren los tres ór-

denes de gobierno. Por lo menos en el siglo XX se realizaron

tres (1923, 1933 y 1947) y cada una de ellas expresa las

diversas etapas del pacto fiscal que, desde el gobierno fede-

ral, se fue tejiendo para construír la intrincada relación

hacendaria que hoy caracteriza las finanzas públicas. A pe-

sar de que la carga fiscal en México es una de las más bajas del

mundo (alrededor del 11% del PIB), y a pesar también de la alta

dependencia de los ingresos petroleros (36% de los ingresos

públicos), la iniciativa política para convocar a un nuevo acuer-

do que permita –entre otros objetivos– aumentar la recauda-

ción, no vino del Ejecutivo Federal sino de los gobernadores. A

esa Convención, el presidente Fox llega derrotado por el Con-

greso de la Unión en dos ocasiones, en las cuales la oposición

rechazó su iniciativa de reforma fiscal que pretende aumen-

tar los ingresos públicos mediante la aplicación del IVA a

alimentos y medicinas hoy con tasa cero.

En la primera convención fiscal del siglo XX (1923), el

presidente Alvaro Obregón tuvo que dar marcha atrás en

su propuesta de crear un impuesto predial federal de uno

al millar. Faltaban algunos años para la creación del PNR y

para consolidar el control político que el Estado ejercería

de modo férreo, entre otros mecanismos, a través de una

sólida centralización fiscal. Por la debilidad del Ejecutivo

frente a la nueva fuerza de los gobernadores, el momento

actual se parece al de 1923.

Pero esa debilidad política no significa necesariamente

que su propuesta de imponer el IVA a productos que hoy

no lo pagan, no logre acuerdos que después hagan posible

su aprobación en el Congreso de la Unión. La razón es

muy sencilla: algunos mandatarios estatales aceptarían de

buen grado gravar alimentos y medicinas a cambio de que

cobren una parte del IVA, mientras que los diputados que

pertenecen al grupo político de “su” gobernador actua-

rían de manera disciplinada a la hora de votar. Es distinto

recibir órdenes desde una dirigencia del PRI nacional, por

cierto bicéfala durante el periodo en que discutió la Ley de

Ingresos a finales del 2003, que recibirlas del mandatario

estatal en estos tiempos de orfandad presidencial y al ca-

lor de la sucesión del 2006.

Claro que ésta es sólo una hipótesis de trabajo, pero,

sin lugar a dudas, la CNH constituye una excelente opor-

tunidad para observar a la clase política mexicana frente a

los desafíos fiscales del siglo XXI. En esa Convención po-

dría adquirir fuerte legitimidad la fuerza política que de-

fendiera una propuesta hacendaria que no sólo aumentara

la recaudación, sino que también dinamizara la actividad

económica y redistribuyera el ingreso y la riqueza. Pero

cualquier propuesta hacendaria, incluso la más elemental,

implica afectar intereses. No se diga de los consumidores

quienes no pagan IVA en alimentos y medicinas, sino de los
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más favorecidos, quienes hoy se encuentran amparados

en los privilegios del régimen simplificado, o el de consoli-

dación fiscal, o el de exportadores, o el que rige a la indus-

tria de la maquila, o el de la exclusión a las transacciones

realizadas en Bolsa, y si no habría que preguntar al Citigroup

y al BBVA sobre las pingües ganancias que obtienen por el

no pago de impuestos a la hora de sus millonarias com-

pras de las acciones de la banca antes mexicana.

Buena parte del rechazo priísta a la propuesta fiscal

del Presidente Fox tiene que ver precisamente con evadir

los costos políticos de asumir los nuevos gravámenes, pero

para el PRI sería bastante saludable acceder de nuevo a

la presidencia de la república con el asunto del aumento

de la recaudación saldado, así que, sin duda, estarán muy

atentos a la manera en que desde la CNH esos costos pue-

dan disminuírse. Y, al respecto, el PRD se encuentra en la

misma disyuntiva, con fuertes posibilidades de acceder al

poder presidencial en el 2006: seguramente el cálculo va

en el mismo sentido que los priístas: no arriesgar costo

alguno en el supuesto de que una vez en la silla presiden-

cial, la reforma fiscal sea posible vía la justificación del au-

mento en el gasto social, bandera muy desacreditada en

manos de PRI y PAN, pero quizá más creíble con la estafeta

del PRD. Quien nada tiene que perder con aprobar la pro-

puesta fiscal foxista en la CNH es el PAN, en tanto ya está

pagando la factura de ser el partido de un gobierno poco

creíble, a pesar de los notables índices de popularidad que

aún registra la figura de Vicente Fox.

La CNH concluirá sus trabajos el próximo mes de julio

y ahí veremos los primeros resultados de esta iniciativa

que después habrá de llevarse al Congreso de la Unión.

Esos primeros resultados darán cuenta de los horizontes

de la clase política mexicana: o apenas el 2006 y entonces

no asumir el costo político de una propuesta que resuelva

la debilidad financiera de gobierno, o con un proyecto de

nación claro en su dimensión hacendaria que se coloca

más allá de los inmediatistas intereses electorales. La mo-

neda está en el aire.

Pero el simple hecho de que la CNH se encuentre en

marcha y que la iniciativa política provenga de un lugar

distinto a la presidencia de la república, habla de los nue-

vos tiempos que el país vive y de los nuevos caminos que

habrán de recorrerse antes de lograr el pacto fiscal para el

siglo XXI. Es más que evidente que los arreglos producto

de las tres convenciones del siglo XX junto con la aplica-

ción de la Ley de Coordinación Fiscal, más las reuniones

anuales nacionales de funcionarios fiscales encabezados

por el secretario de Hacienda que se realizaron en cierto

periodo, ya no son suficientes para imponer los criterios

del gobierno federal en esa materia. A partir de la nueva

pluralidad en el Congreso de la Unión, tienen que crearse

nuevos espacios, como la CNH, para acordar lo que antes

simplemente se imponía vía el control legislativo del PRI.

Ahora corren los tiempos de los gobiernos divididos.

Por otra parte, en esa CNH podría redefinirse no sólo la

relación fiscal Estado-ciudadano, sino un nuevo pacto entre

el gobierno federal y los estados en cuanto a la naturaleza

de sus facultades fiscales. Si el presidencialismo priísta fue el

vehículo para consolidar una excesiva centralización fiscal de

la mano de un cúmulo de exenciones y privilegios –materia

del pacto político de ese entonces–, el vacío que hoy deja

ese régimen tendría que servir para sentar las bases de una

relación moderna y democrática entre los tres órdenes de

gobierno, siempre y cuando la clase política no perdiera

de vista que la agenda de la CNH está dentro de la reforma

democrática del Estado tantas veces frustrada.

Porque la iniciativa de reforma indígena que se frustró

en el primer año del gobierno foxista era otra ruta para

alcanzar un nuevo pacto federal. Pero el racismo es mal

consejero a la hora de velar por la viabilidad del país como

nación indpendiente. Con el no a la iniciativa de la Cocopa,

se rechazó no solamente la autonomía de los pueblos in-

dios, sino también la vía para el fortalecimiento del

federalismo que involucra el orden económico-fiscal.

Aunque también es necesario no olvidar que, a la CNH,

el gobierno llega con la urgencia de lograr acuerdos en

torno a propuestas que aumenten la recaudación fiscal, de

ahí su insistencia desde el día de inauguración de la CNH

de gravar con IVA alimentos y medicinas. Su prisa está de-

terminada por la voluminosa deuda escondida en la que

se encuentra el costo del rescate bancario; el de la reforma

a la seguridad social; el de los Pidiregas (programas de

inversión con registro diferido en el gasto)3 y el de los di-

versos fideicomisos colocados en lo que queda de la ban-

ca de desarrollo. Dicha deuda está multiplicando por seis

el déficit público oficial, tanto, que los informes del FMI que

dan cuenta de la situación financiera del país consignan

dos maneras de medir ese déficit: por un lado, el cálculo

tradicional que es el que vende el gobierno; y por el otro,

el que incluye los ineludibles compromisos financieros del

gobierno que no se encuentran contabilizados como deu-

da pública en el presupuesto.

3 La deuda contratada vía Pidiregas llegó a 376 mil millones de pesos

en el 2003 que representan el 5.7% del PIB y equivalen al 41% de

la deuda pública externa, según datos de la SHCP, publicados por La

Jornada el 9 de febrero del 2004
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Tal deuda escondida fue una herencia del gobierno de

Ernesto Zedillo, y el gobierno “del cambio” se ha empeci-

nado en continuar sirviéndola en lugar de depurarla para

disminuír su costo fiscal. Cuando la alternanacia se da con

tales niveles de complicidad con el anterior régimen, difí-

cilmente pueden abrirse las puertas a una real transición

democrática. De no hacer viables las finanzas guberna-

mentales, de no resolverse adecuadamente el desafío de la

baja carga fiscal y de la deuda escondida, la sola alternan-

cia política seguirá llevando al país a tumbos en esta nueva

etapa de la globalización. De ello nos hablarán los próxi-

mos resultados de la CNH.

Perdidos en el espacio de la globalizaciónPerdidos en el espacio de la globalizaciónPerdidos en el espacio de la globalizaciónPerdidos en el espacio de la globalizaciónPerdidos en el espacio de la globalización

Sobre esa penosa trayectoria, no hay más que dirigir la

mirada a nuestras relaciones con el exterior, para darnos

cuenta que estamos casi perdidos en el espacio de las nue-

vas relaciones internacionales. Primero, porque el engan-

chamiento a la locomotora de la economía de EUA, en

lugar de aflojarse, se hace más fuerte con el 90% de nues-

tras exportaciones destinadas a ese país; segundo, porque,

cuando esa economía ya se encuentra en franca recupera-

ción, la nuestra aún no sale de la fase recesiva del ciclo

–apenas con un trimestre de crecimiento económico–; ter-

cero, porque, cuando empiezan a desplegar las exporta-

ciones mexicanas hacia EUA, se encuentran con que China

ya las desplazó al tercer lugar.

Sin embargo, todo ello serían minucias si en la esfera

política encontráramos signos de una estrategia viable para

reinsertarnos en el nuevo orden mundial. Pero resulta que

no. Vamos uncidos a la política de los republicanos en EUA

encabezados por el actual presidente Goerge W. Bush en su

lucha en contra del terrorismo internacional, sin amortigua-

mientos de ninguna especie, aun cuando cada día se fortale-

ce la posibilidad de la no reelección de Bush y el regreso del

partido Demócrata al poder. Si los regímenes postrevolucio-

narios tuvieron la inteligencia de marcar distancia con el

gobierno de EUA a través de sus relaciones y apoyos con

los movimientos insurgentes y con los gobiernos emanados

de ellos como en el caso de Cuba y Nicaragua, a partir de

1983 esta política exterior ha cambiado hasta llegar al pun-

to de vulnerabilidad en que hoy nos encontramos.

Mientras en la década de los setenta México llegó a

candidatearse como líder de los países del tercer mundo,

hoy Brasil Argentina llevan la delantera en trazar alternati-

vas a la sujeción política-económica que el gobierno de

EUA ha diseñado desde los tiempos de Bush padre y la

puesta en marcha de su Iniciativa de las Américas que ya

fructificó con la firma del TLCAN y que hoy se va consoli-

dando en torno al proyecto del ALCA.

A pesar de que México ha sido anfitrión para reuniones

de la OMC (Cancún), o del ALCA (Puebla) o la Cumbre de las

Américas celebrada el pasado enero en Monterrey, lo cierto

es que el bloque de los 20 países que oponen resistencia a

los designios del gobierno de EUA está dirigido por Brasil y

Argentina, este último sobre todo con una estrategia hasta

ahora exitosa frente al FMI que consiste en continuar con el

pago de la deuda después de garantizar recursos para su

crecimiento. Aquella frase del “comes y te vas” de Vicente

Fox dirigida a Fidel Castro, continúa resonando de manera

ominosa sobre una política exterior que trata de ponerse al

día y que sólo termina por exhibir la vulnerabilidad del país

en las actuales condiciones geopolíticas.

La propuesta del presidente George W. Bush para

el tratamiento de los trabajadores migratorios radicados en

su país4 es un buen indicador de la subordinación que

el gobierno de México ha asumido frente a uno de los

temas más importantes de la agenda bilateral con ese país.

De la propuesta inicial de abatir las fronteras para permi-

tir el paso de los trabajadores mexicanos hacia EUA pre-

sentada por el entonces candidato a la presidencia Vicente

Fox al recién electo presidente Bush, hoy se acepta la co-

municación, que no negociación, de una iniciativa para

regularizar la presencia de los trabajadores indocumenta-

dos. Los actos terroristas de septiembre del 2001 casi hi-

cieron desaparecer el tema migratorio de la agenda entre

ambos gobiernos; la propuesta de Bush anunciada el pasa-

do seis de enero, reincorpora el tema pero muy lejos de la

modalidad presentada por Vicente Fox cuatro años atrás.

La de Bush no es sólo una iniciativa que intenta ganar

adeptos para su reelección entre los migrantes. Además del

objetivo electoral, su propuesta estaría consolidando la es-

trategia antinmigrante inaugurada a partir de 1994. Mien-

tras el TLCAN se negoció, la exigencia del gobierno de EUA

fue muy clara en relación al tema: en tanto el TLCAN es

sobre todo de libre inversión, el capitalista extranjero recla-

ma encontrar la mano de obra barata en su país de origen,

de ahí el sellamiento de su frontera sur con el resultado de

3000 inmigrantes muertos en los últimos diez años. Si el

Congreso de EUA aprueba la propuesta de Bush, los

inmigrantes que hayan pasado el filtro de la frontera serán

atraídos con el gancho de una residencia temporal legal

mientras esté vigente su contrato de trabajo, para después

4 El Universal, 6 de enero del 2004.
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ser expulsados a su país de origen. El proyecto de amnistía

para los indocumentados que apoya la AFL-CIO queda rele-

gado, y lo que nunca ha dejado claro el gobierno de Méxi-

co es cuál es el proyecto que ha puesto en la mesa de la

negociaciones con EUA. La sospecha es que ninguno.

El éxito de un sector externo alterno:El éxito de un sector externo alterno:El éxito de un sector externo alterno:El éxito de un sector externo alterno:El éxito de un sector externo alterno:
las remesaslas remesaslas remesaslas remesaslas remesas

Pero mientras eso sucede en las altas esferas del gobierno,

los trabajadores migratorios se convierten en una fuente de

divisas relevante, tanto que son ya el segundo rubro de

exportación después del petróleo con 13 mil 200 millones

de dólares en el 2003 y con un crecimiento durante el últi-

mo año del 34%, según datos del Banco de México. Si en el

desarrollo estabilizador fueron los campesinos y su produc-

tividad los que generaron las divisas necesarias para la im-

portación de maquinaria y equipo industrial, hoy son

fundamentalmente los campesinos migrantes expulsados por

la pobreza, el sostén del consumo interno y del financiamien-

to a las obras de construcción en sus pueblos de origen. De

la suma de iniciativas individuales para resolver el problema

de la pobreza ha surgido el equivalente a un vigoroso sector

externo, que comparado con el que se planeó desde la es-

trategia económica neoliberal inaugurada en 1983 resulta

mucho más benéfico para el país, no sólo por la importancia

de las remesas sino por los encadenamientos productivos

que ellas generan desde las regiones receptoras.

Quizá por ello, y conscientes de su importancia, los bra-

ceros, que desde 1942 hasta 1964 fueron contratados de

manera temporal en EUA, han aumentado sus movilizaciones

para lograr el pago del 10% de ahorro que les fue desconta-

do de su salario por el gobierno de EUA y depositado en el

Banco del Ahorro Nacional y en el entonces Banco Nacional

de Crédito Agrícola, hoy Financiera Rural. No es de extrañar

entonces que, después de seis años de peregrinar por diver-

sas oficinas públicas, la Alianza Braceroproa haya decidido

llegar al rancho San Cristóbal del presidente Fox en

Guanajuato para presentar su exigencia; movilización que

concluyó en una invasión al rancho el pasado 7 de febrero5 y

que dejó muchos interrogantes en torno a las lealtades y a la

seguridad presidencial y que hizo aflorar de nuevo las contra-

dicciones entre funcionaros del gabinete foxista: mientras el

secretario de Gobernación declaraba que “no vamos a des-

cansar hasta alcanzar una solución justa” a la demanda de los

ex braceros, el subsecretario Ramón Martín Huerta decía a la

prensa que, de parte del gobierno, “no hay disposición

para pagar” en tanto no existe compromiso gubernamen-

tal para resarcir la deuda reclamada6.

Que el 20% de la fuerza de trabajo nacida en México se

encuentre empleada en territorio de Estados Unidos habla

de la exitosa trasnacionalización de los trabajadores a des-

pecho de su no reconocimiento en la negociación del TLCAN.

La válvula de escape que ello significa para un mercado de

trabajo en el que cada día aumenta el ya voluminoso déficit

en la creación de empleos, constituye sin duda una de la

razones que explican el mantenimiento de la paz social y la

gobernabilidad, a pesar no sólo de los tres años de estanca-

miento económico del gobierno foxista, sino de las crisis y

el crecimiento insuficiente de las dos últimas décadas.

La migración, la industria del narcotráfico y la econo-

mía informal –la tan ponderada “changarrización” de la

economía–, son los tres factores que están otorgando hol-

gura al penoso tránsito político del país, desde un régimen

autoritario hacia algún otro cuyo perfil no está claro. Pero

sería saludable no abusar de esos mecanismos amortigüa-

dores del conflicto social, entre otras cosas porque cada

uno conlleva costos para la modernización del país. El pri-

mero por la dependencia respecto a la unilateral política

migratoria de EUA; el segundo, porque su precariedad de-

termina también una legitimidad política volátil y, el terce-

ro, por la obvia transgresión al Estado de Derecho como

norma de conducta propia de una sociedad tradicional.

Estancamiento económico y salarial, junto con aumento

del desempleo7 son lo suficientemente significativos para

que la estabilidad de precios y la ordenada devaluación

del peso pasen casi desapercibidos. El gobierno de Fox

sigue padeciendo la disyuntiva entre crecimiento y estabi-

lidad mientras que su estrategia de competitividad externa

continúa siendo la mano de obra barata. Una estrategia

cada día más amenazada por la expansión de China a par-

tir de su ingreso a la OMC, contra la cual México poco

puede hacer dadas las dimensiones de ese país-continente,

su estrategia de salarios aún más bajos que los mexicanos,

y una mano de obra casi esclava. Sorpresas de la globaliza-

ción para el Estado mexicano, que ha apostado al gancho

de la mano de obra barata para atraer la inversión extran-

6 La Jornada, suplemento Masiosare, 22 de febrero del 2004.
7 Durante los tres últimos años la industria manufacturera perdió

770 mil puestos de trabajo. Si las expectativas de creación de 300 mil

puestos de trabajo en el 2004 se cumplieran con una tasa de crecimieto

del PIB de 3 a 3.5%, ello no alcanzaría a compensar la pérdida de sólo la

industria manufacturera. Información del gobernador del Banco de México,

Guillermo Ortiz, publicada en La Jornada, el 29 de enero del 2004.5 Milenio, 8 de febrero del 2004.
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jera. También por esa razón, además del peso de la deuda

escondida, se explica la prisa del gobierno porque se aprue-

ben las llamadas reformas estructurales.

Sucesión adelantada y pobrezaSucesión adelantada y pobrezaSucesión adelantada y pobrezaSucesión adelantada y pobrezaSucesión adelantada y pobreza
de la clase políticade la clase políticade la clase políticade la clase políticade la clase política

Pero si la postración económica del país es un obstáculo

para llevar a buen puerto este periodo de alternancia en el

poder, el agotamiento de la clase política no es una dificul-

tad menor. Al banderazo de salida a una sucesión presiden-

cial adelantada por el mismo presidente Vicente Fox, los tres

principales partidos se encuentran sumidos en ajustes inter-

nos que en algunos casos llevan al riesgo de la fractura.

Aunque los rompimientos y las recomposiciones al interior

de los partidos no necesariamente son perjudiciales para la

salud política del país, bastaría recordar la positiva ruptura

con el PRI de la Corriente Democrática encabezada por

Cuauhtémoc Cárdenas y Porfirio Muñoz Ledo que influyó

de manera determinante en la conquista de la democracia

electoral. El problema ahora es que los riesgos de fractura

no parecen llevar bajo el brazo nuevos elementos para su-

perar la crisis política nacional, tampoco la consigna de uni-

dad a toda costa al interior de cada instituto político.

Mientras el PAN se encuentra acorralado por las ambi-

ciones presidenciales de Martha Sahagún, en medio de una

profunda crisis de liderazgos y con el desgaste político de

ser el partido en el gobierno, el PRI se vio ante el riesgo de

fractura a finales del 2003, en plena discusión del paquete

económico, con la destitución de su entonces coordinado-

ra Elba Esther Gordillo. Sin embargo, esto no significa pro-

fundas diferencias con Roberto Madrazo, presidente

nacional de ese partido. No si pensamos que ellos llegan a

la dirigencia del PRI apoyados por las fuerzas salinistas y

en contra de Francisco Labastida y Beatriz Paredes.

En todo caso, la adelantada sucesión presidencial ha

exacerbado los ánimos priístas para debilitar a cualquier

posible adversario en el camino, como es el caso Madrazo-

Gordillo. La maestra se convirtió en una fácil opción a

debilitar a partir de su abierto acercamiento con Vicente

Fox y el consecuente apoyo a su propuesta fiscal. A pesar

de que, en su conjunto, el PRI ve con buenos ojos la solu-

ción a la debilidad fiscal antes de la elección del 2006, este

partido se encuentra atrapado en la disyuntiva de fortale-

cer las finanzas públicas ahora y pagar los costos políticos

o ganar tiempo y seguir cargando con el lastre financiero.

Por su parte, el apoyo explícito que dio Fox a Elba

Esther Gordillo en el episiodio de su destitución en di-

ciembre del 2003, para llegar al desenlace nada saludable

de que la debilidad de Gordillo fue también la del presi-

dente de la república. Dicho episodio ilustró la urgencia

del gobierno por aprobar sus reformas, entre ellas la fiscal,

y también de las dificultades de la transición de un régi-

men presidencialista con un Congreso plural, esto es, de

los llamados gobiernos divididos.

La experiencia de estos años en torno a los resultados

de un régimen presidencialista cuyo Jefe del Ejecutivo no

tienen el control del Congreso –situación que parece per-

filarse como una constante a futuro–, tendría que mover al

debate entre las fuerzas políticas en torno a las posibles

reformas al régimen político plasmado en la Constitución,

pero pareciera que los legisladores se encuentran más

entusiasmados con la posiblididad de aprobar la reelec-

ción legislativa como supuesta panacea para el fortaleci-

miento del legislativo. Ciertamente, mucha miopía política

desde el Congreso en torno a la naturaleza de la reforma

del Estado que es necesario impulsar para transitar hacia

un régimen plenamente democrático.

Léase el anterior párrafo como un paréntesis en el in-

tento de análisis de la situación actual al interior del PRI. Sin

el dedo presidencial que resolvía todos los conflictos priís-

tas, hoy los gobernadores disponen de la suficiente autono-

mía y poder como para incidir en las disputas internas de

ese partido. Y, para hacer más complejo el panorama, la co-

lumna del sindicalismo corporativo todavía es una carta fuer-

te en el juego del poder priísta, de ahí la salida del SNTE de

la FSTSE una vez que Gordillo fue sustituída. Una clara medi-

da de fuerza de parte de la líder real del poderoso sindicato

nacional de maestros. Y ello tiene sus consecuencias saluda-

bles para la modernización política del país, si pensamos

que esa salida debilita de manera significativa a la federa-

ción que congrega a los sindicatos de trabajadores al servi-

cio del Estado, columna del Congreso del Trabajo y un

componente importante del poder corporativo, al cual el

gobierno de Fox no ha querido renunciar. De ahí el

empantanamiento de la discusión sobre la reforma laboral.

El episodio de la recomposición interna del PRI se en-

cuentra por ahora en suspenso, seguramente en espera de

los resultados de los catorce procesos electorales del 2004,

a partir de los cuales las fuerzas priístas actuarán de acuer-

do al balance de la correlación de fuerzas internas previo

a la campaña para el 2006. Quizá para Roberto Madrazo

no sea tan fácil acceder a la candidatura presidencial des-

de la privilegiada posición de dirigente nacional. Lo cierto

es que la escaramuza entre priístas de origen salinista no

alcanzó para reposicionar a los liderazgos del grupo de
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Labastida y Paredes, seguramente porque tienen espacio

franco en el PRD, partido que funciona cada vez más como

espacio de refuncionalización del PRI.

Porque una vez que las fuerzas que provenían de la

izquierda socialista en la formación del PRD documentaron

ser buenas discípulas de las viejas artimañas priístas para

acceder al poder, y una vez también que se cerró el ciclo de

luchas abierto por la revolución mexicana al conquistar la

democracia electoral maderista, el PRD se va consolidando

como expresión del viejo priísmo. No en balde Cuauhté-

moc Cárdenas aparece en un acto público al lado de Ma-

nuel Bartlett para convocar a luchar juntos en contra de la

privatización de la industria eléctrica y no en balde también

el mismo líder perredista participa, junto con Beatriz Pare-

des, en la presentación de un libro de Arturo Romo ex

gobernador de Zacatecas y ex miembro de la dirección de

la CTM
8. La fundamentación de estas alianzas y acercamien-

tos es poner por delante la defensa de la nación, aun cuan-

do los nuevos aliados en su momento hayan maquinado y

perpetrado un magno fraude electoral para violentar la vo-

luntad ciudadana como fue el caso en julio de 1988, cuan-

do Manuel Bartlett era Secretario de Gobernación. Pero

pareciera que a nombre de la nación todo se vale, también

los fraudes patrióticos. El mensaje no podía ser más antide-

mocrático y premoderno en un país ávido de encontrar los

nuevos caminos que superen la alternancia y conduzcan a

un régimen democrático.

Pero si Cuauhtémoc Cárdenas construye esos puentes

de unidad con sectores del PRI, su partido hace lo propio

desde tiempo atrás al recibir candidatos del PRI rechazados

en su partido con la mira de aumentar la presencia electoral

de las siglas del PRD. Y así en el inmediatismo electoral se va

desdibujando un proyecto partidista quizá ya agotado en la

consumación de la reforma electoral. Si así fuera, como todo

parece indicar, entonces de la vertiente perredista habría

poco qué esperar para construir un proyecto de izquierda

democrático y moderno. Quizá por ello en las elecciones

legislativas del 2003 el PRD, como el resto de los partidos,

también cayó estrepitosamente en su votación y se encuen-

tra casi desaparecido en veinte entidades federativas.

Pero, a pesar de ese debilitamiento político, el PRD se

da tiempo para continuar su canibalismo interno, como el

que otra vez se libra en contra de su ex presidenta Rosa-

rio Robles, a propósito del excesivo endeudamiento en

que incurrió durante su gestión, endeudamiento que ella

razona como una inversión electoral que reditúa en mayo-

res prerrogativas al haber aumentado casi al doble su pre-

sencia en la Cámara de Diputados y que también deja

entrever la manera en que la política cada vez se mide más

de acuerdo a parámetros financieros. Lo cierto es que, si

para algo está sirviendo el PRD, es para aceitarlo como

maquinaria electoral al servicio de quienes controlan el

aparato partidario y quizá Rosario Robles signifique algún

obstáculo en la carrera por próximas candidaturas.

La renuncia de Rosario Robles a la presidencia nacional

del PRD, a mediados del año pasado, abrió otro episodio de

crisis interna que el PRD ha tratado de enfrentar con la

organización de su octavo Congreso Nacional. Con nuevas

viscisitudes como el hecho de realizar ese congreso con los

mismos delegados electos para el anterior, la convocatoria

del Consejo Nacional restringió la discusión del próxmo

congreso nacional a una reforma estatutaria, mientras que

los temas de programa y principios además de la elección

de la nueva dirección se abordarán en un congreso a cele-

brarse en los primeros meses del 2005. A partir de ahí, el

PRD se enfilaría hacia la definición de la candidatura presi-

dencial –por voto universal y directo y a la campaña electo-

ral. A pesar de que el nuevo proyecto de estatuto fue

producto de una sistemática e incluyente discusión y de los

avances que el mismo contiene para la democratización

partidaria, todo pareciera indicar que el nuevo estatuto no

será suficiente para relanzar al partido a un liderazgo políti-

co que conduzca al país más allá de la democracia electoral.

Si en las nuevas instituciones que requiere el tránsito a

un régimen democrático se encuentra la modernización de

los partidos, el PRD está en deuda con el país al seguir apos-

tando su éxito en los liderazgos carismáticos. Lo hizo en su

primera etapa en torno a Cuauhtémoc Cárdenas y lo hace

ahora en torno a Andrés Manuel López Obrador, de mane-

ra que la lucha interna se desarrolla por lograr la cercanía

con el Jefe de Gobierno del Distrito Federal. Así, la suerte de

un proyecto de izquierda para la modernización política del

país queda en manos no del PRD, sino de sus probables

candidatos. Inmersos en la euforia de los altísimos índices

de popularidad de AMLO, los perredistas dejan de lado la

discusión sobre el proyecto nacional y también dejan a la

deriva la institucionalidad partidaria con todo lo que impli-

ca en términos de respeto a la legalidad interna. El VIII Con-

greso, a celebrarse en marzo, seguramente cerrará filas en

torno a un supuesto pacto de convivencia política entre los

8 En la presentación del libro de Romo La última frontera de la lucha contra la

derechización de México, CCS planteó la conveniencia de trabajar desde ahora en

la conformación de un frente patriótico nacional y construír una alianza de

fuerzas progresistas para después elaborar un programa común y postular un

candidato presidencial en el 2006. Por su parte Beatriz Paredes llamó a apren-

der a encontrar y jerarquizar afinidades. La Jornada, 20 de febrero del 2004.
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diversos grupos de poder, aunque por debajo de la mesa la

lucha continúe de manera despiadada. Al menos así lo anuncia

el prolégomeno del nuevo affaire en torno a Rosario Robles.

Por ello, en este periodo difícilmente veremos un PRD

unificado en torno a la defensa de un proyecto de nación

moderno y democrático, pero sí seguiremos viendo el es-

pectáculo de las pugnas internas, de los oportunismos elec-

torales como las alianzas con el PAN o la iniciativas políticas

y coqueteos con los viejos sectores del priísmo. No cabe

duda que a la hora de fundar el PRD, la clase política de

ese partido sólo traía bajo el brazo el viejo nacionalismo

revolucionario. Y aun cuando el último presidente de ese

ciclo, José López Portillo, haya muerto, todo parece indicar

que la oferta política perredista se seguirá nutriendo de

aquella época. Y el PRI ¡feliz de tener un vecino que le

ahorra la profundización de su crisis interna después de la

derrota del 2000! Mientras en el PRD haya espacio para

los excluídos, el régimen priísta seguirá teniendo la posibi-

lidad de recomponerse en sus dos expresiones partidistas.

¿Lucha real contra la impunidad?¿Lucha real contra la impunidad?¿Lucha real contra la impunidad?¿Lucha real contra la impunidad?¿Lucha real contra la impunidad?

Si la coincidencia entre el día del funeral de López Portillo,

el último presidente de la revolución mexicana, y la deten-

ción del ex Director Federal de Seguridad, Miguel Nazar

Haro, fuese más que anécdotica y quisiera significar un quie-

bre entre el gobierno de Fox y el viejo priísmo, no podía

haberse escogido mejor simbolismo.

Pero aún es pronto para saberlo. A dos años de crea-

da, la Fiscalía especial para la investigación de movimien-

tos sociales del pasado, con Ignacio Carrillo Prieto al frente,

había dado escasos resultados. Después del interrogatorio

al ex presidente de la república, Luis Echeverría Alvarez, y

de la integración de los expedientes que fundamentan la

consignación de Nazar Haro y Luis de la Barreda por el

delito de desaparición forzada en contra de Jesús Ibarra

Piedra, estos inculpados habían logrado ponerse a salvo

de la orden de aprehensión del cuarto juzgado de lo penal

radicado en Monterrey, emitida en noviembre del 2003.

Está por verse si la averiguación previa de la fiscalía

especial y la consignación ante el juez estén integradas y

formuladas de manera sólida para que no haya lugar al

auto de libertad por falta de méritos. El enjuiciamiento del

ex director de la federal de seguridad podría estar abrien-

do el camino para eliminar la impunidad sobre los críme-

nes de Estado, reconocidos por el presidente Vicente Fox

en noviembre del 2001 al momento de la creación de la

fiscalía especial.

O la detención de Nazar podría ser sólo una acción

frustrada, quizá de manera intencionada. De ser éste el

caso, la credibilidad de la fiscalía especial se vería seria-

mente cuestionada, mientras que las expectativas de hacer

realidad el Estado de Derecho en México como parte de

su modernización política se verían peligrosamente frus-

tradas. Peligrosamente, porque el vacío político en el que

vive el país siempre será terreno fértil para que se desarro-

llen las tentaciones autoritarias. Así lo puso en evidencia el

gobernador de Morelos, Salvador Estrada Cajigal, al mo-

mento de decidir el desalojo de la presidencia municipal

de Tlalnepantla con lujo de fuerza y con el argumento de

que el lugar era refugio de “células terroristas del EPR”.

Después de la aprehensión de Nazar Haro, y a partir de

su primera declaración, en donde acepta que el presidente

de la república estaba informado de las acciones de la Di-

rección Federal de Seguridad, el fiscal especial Carrillo Prie-

to anunció nuevas consignaciones de presuntos responsables

de la guerra sucia9, por su parte, Santiago Creel, Secretario

de Gobernación, declaró que las investigaciones no se de-

tendrán ante investiduras “ex cargos o ex fueros”10. Todo

ello parece aludir a una próxima consignación del expresi-

dente Luis Echeverría Alvarez. De ser así, la ruptura del

foxismo se daría con el viejo PRI, con la clase política priísta

que detentó el poder hasta 1982, pero no necesariamente

con la que gobernó a partir de entonces.

Limpiar el pasado pareciera ser un requisito de las tran-

siciones exitosas, tarea para la cual el gobierno de Fox ha

sido remiso. Lo ha sido para depurar la deuda del Fobaproa

y así abatir el costo fiscal de su pago pero no lo ha sido para

tomar la decisión de defender a los banqueros en contra de

las investigaciones realizadas por la Auditoría Superior de la

Federación. Los peces gordos de la corrupción, cuya caída

anunció, en su momento, el entonces Secretario de la

Contraloría Francisco Barrio, siguen nadando con toda li-

bertad en lo que pareció ser un trueque político entre el

Pemexgate y los Amigos de Fox. El escandaloso caso de las

muertas de Ciudad Juárez continúa sin resolverse a pesar

de la nuevas medidas tomadas por la PGR, mientras que el

aniversario 54 del natalicio de Luis Donaldo Colosio sólo

sirvió para hacer patente una investigación más cuyas con-

clusiones del asesino solitario a nadie convencieron. La suerte

de las investigaciones de la fiscalía especial contra los críme-

nes y despariciones del periodo de la llamada “guerra su-

cia” podría ser semejante, y sus consecuencias bastante

nocivas para la salud republicana. Pronto lo sabremos.

9 La Jornada, 20 de febrero del 2004.
10 La Jornada, 23 de febrero del 2004.



Procesos electorales104

Guadalupe Pacheco Méndez*

Ofrecemos aquí una perspectiva general del comportamiento electoral duran-
te todo el periodo 1961-2000, esto es, el periodo autoritario de partido hegemóni-
co y las dos fases de la transición (liberalización y democratización), asimismo,
presentaremos los datos agregados nacionales de la votación relativa del PRI y la del
conjunto de la oposición de 1961 a 2000. El análisis de 2003 estudiará con detalle el
comportamiento electoral en las elecciones de la fase de democratización (1997,
2000 y 2003) desde el punto de vista de la competitividad y de la volatilidad. En
primer lugar, hay que destacar la caída sostenida de la votación nacional del PRI desde
1961 hasta 2000 y enfatizar los declives importantes del PRI en los momentos de
incorporación de nuevas reforma electorales.
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Una perspectiva globalUna perspectiva globalUna perspectiva globalUna perspectiva globalUna perspectiva global
1961-20001961-20001961-20001961-20001961-2000

En el Cuadro 1, al pie de cada

uno de los tres periodos (autorita-

rismo, liberalización, democratiza-

ción) se agregó el promedio respec-

tivo de cada variable electoral. A nivel

nacional, el PRI obtuvo 82 puntos por-

* Profesora-Investigadora, Departamento de

Relaciones Sociales, UAM-Xochimilco.

Elecciones y transición democrática
en México (1961-2003)

centuales de promedio durante los

años del autoritarismo; no obstante,

a lo largo de esos quince años retro-

cedió diez puntos, pues paso de 90%

en 1961 ó 80% en 1976. En el perio-

do de liberalización política, el PRI

promedió 61%, pero cabe apuntar

dos cosas: que tan sólo entre 1976 y

1979, en el momento bisagra del ini-

cio de la reforma política, perdió diez

puntos y, además, mientras que al ini-

cio de este periodo (1979) obtuvo

70%, hacia el final (1994) descendió a

50%. En la fase de democratización

electoral, después de un retroceso de

diez puntos en el trienio bisagra

(1994-1997), entre los dos periodos,

el PRI estabilizó su votación en 38-

39 puntos. Se aprecia, pues, que hay

una caída tendencial de largo plazo

que es más acentuada por los efec-

tos de la reformas institucionales in-

troducidas en cada cambio de etapa

política (los trienios bisagra).

De alguna manera, hasta 1994, la

gran incógnita en las elecciones po-

dría resumirse en saber cuál iba a ser

la votación del PRI respecto al con-

junto de la oposición. En 1994, al “em-

patar” el PRI y el conjunto de la

oposición, cambiaron los términos de

la incógnita; en consecuencia, entre

1997 y 2000, la cuestión realmente

importante pasó a ser la forma en

como la votación opositora se repar-

tiría entre el PAN y el PRD, puesto que

la votación del PRI fue ya práctica-

mente la misma. A partir de 2003, el

enigma es cuál partido ganará las elec-

ciones.
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Las tendencias electorales en la faseLas tendencias electorales en la faseLas tendencias electorales en la faseLas tendencias electorales en la faseLas tendencias electorales en la fase
de cambio, 1979-2003de cambio, 1979-2003de cambio, 1979-2003de cambio, 1979-2003de cambio, 1979-2003

Para analizar la evolución de la porción relativa de vo-

tos obtenida por cada partido a nivel agregado nacio-

nal, hemos incluido, en el Cuadro 2, los datos de 1979

a 2003, para contrastar mejor el paso de un sistema de

partido hegemónico a una situación caracterizada por

los constantes cambios en el formato del sistema de

partidos y por una creciente competitividad. Así, se

constata que, en 1988, a pesar de que las importantes

alteraciones del conteo de votos dificultan el análisis,

las evidencias apuntan hacia una situación de biparti-

dismo entre el PRI y la coalición FDN
1, en 1991, la recu-

peración del PRI impone otra vez un formato de partido

hegemónico; en 1994, el sistema evoluciona hacia un

bipartidismo débil o en ciernes entre el PRI y el PAN

que, en 1997, se transforma en un tripartidismo inci-

Fuentes: cálculos del autor a partir de los datos de la CFE y del IFE.

* Porcentaje nacional agregado.

** De 1961 a 1976, porcentajes nacionales agregados; de 1979 a 1982,

promedios distritales.

Año

Votación nacional*

PRI

Periodo del

autoritarismo

Periodo de

Transición

1961

1964

1967

1970

1973

1976

Promedio

1979

1982

1985

1988

1991

1994

Promedio

1997

2000

Promedio

Fase de liberación

Fase de

democratización

90

86

83

80

70

80

82

70

69

65

51

61

50

61

39

38

38

Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1Cuadro 1

Votación nacional del Votación nacional del Votación nacional del Votación nacional del Votación nacional del PRIPRIPRIPRIPRI y del conjunto y del conjunto y del conjunto y del conjunto y del conjunto

de los demás partidos, 1961-2000de los demás partidos, 1961-2000de los demás partidos, 1961-2000de los demás partidos, 1961-2000de los demás partidos, 1961-2000

(datos en porcentajes)(datos en porcentajes)(datos en porcentajes)(datos en porcentajes)(datos en porcentajes)

Oposición

10

14

17

20

30

20

19

30

31

35

49

39

50

39

61

62

62

1 Báez, Francisco, “Las piezas perdidas” en Arturo Sánchez (comp.),

Elecciones a debate: 1988. Las actas electorales perdidas, Diana, México, 1994,

pp. 18-35.

piente debido al crecimiento del PRD, para luego des-

embocar en un bipartidismo muy competitivo entre el

PAN y el PRI en 2000 y 2003. Estos cambios se orienta-

ron hacia una mayor competitividad del sistema parti-

dario, como lo muestra la disminución sistemática de

la diferencia que separa el voto relativo del partido en

primer lugar con la del partido en segundo lugar, con la

excepción de 1991.

Si se comparan en conjunto los resultados electorales

relativos antes de 1996 con los posteriores a ese año, des-

taca, como en el primer periodo, que el PAN se sitúa en un

rango entre 18 y 26% de la votación y la del PRI entre 50 y

61%, mientras que, en el segundo momento, el PAN gira en-

tre 39 y 32% y el PRI, muy constantemente entre 38-39%;

esto se refleja en el diferencial entre el primer y el segundo

partido, en el segundo periodo indica un nivel de competiti-

vidad mayor que en el primero. En el caso del PRD, sobresa-

len sus buenos resultados en 1997, pero en general parece

mostrar un tendencia a situarse entre 17-19% de la vota-

ción. Por lo que se refiere a los otros partidos, su porción de

votos decae notablemente en 2000, pero registra una buena

recuperación en 2003. La tasa de participación, como era

esperable, es más elevada en los años de elección presi-

dencial que en los que ocurren elecciones intermedias, si

bien el nivel de 1997 es sensiblemente bajo.

Desde el punto de vista de los sufragios absolutos

obtenidos, en el caso del PAN, sobresalen los 14 millones

del 2000 en comparación con los casi constantes 8 millo-

nes que obtienen los demás años; en el caso del PRI, la

suma de sus votos oscila más y el nivel más bajo ocurre en

2003, a pesar de su alianza con el PVEM en una porción de

los distritos. Los otros partidos registraron su nivel más

bajo en 2000. La votación de 2003 es menor a la de 1997

por casi dos millones de electores a pesar del crecimiento

de la lista nominal.

EEEEEl reparto de las victorias distritalesl reparto de las victorias distritalesl reparto de las victorias distritalesl reparto de las victorias distritalesl reparto de las victorias distritales
1997-20031997-20031997-20031997-20031997-2003

Lo más interesante ocurre en términos de victorias distri-

tales, De 1994 a 1997, favorecen un poco más al PAN que al

PRD, pero, de 1997 a 2000, los retrocesos tanto del PRI y

aun más los del PRD, alimentan al PAN; sin embargo, en 2003,

el retroceso del PAN favorece casi por igual a PRI y PRD. Si

se revisan los datos del Cuadro 3, esto se puede constatar.

El PRI gana poco más de la mitad de los distritos en 1994,

1997 y 2003, el PAN se logra la mayoría con poco menos de

la mitad de los distritos en 2000, pero, pesar de sus retro-
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Fuenves: las cifras absolutas corresponden a los cómputos distritales de la CFE de 1979 a 1988 y a los del IFE de 1991 a 2003

* Alianza por el Cambio y Alianza por México respectivamente en la elección de 2000. De 1988 a 1997, sólo se incluye la votación en favor del PAN o del

PRD. El PRD no existía en 1982 y 1985; en 1988, una coalición de partidos menores y de la corriente salida del PRI formó el Frente democrático Nacional

y apoyó la candidatura del ex-priísta Cárdenas.

** Padrón de 1979 a 1988 y lista nominal de1991 a 2003.

*** Los porcentajes de los partidos se calcularon respecto a la votación válida; los tasas de participación se refieren a la votación total emitida respecto

a la lista nominal.

**** En 2003, se sumaron en la votación del PRI, los votos del PRI solo y los de la alianza PRI-PVEM en los distritos donde se coaligaron.

Donde no hubo coalición, los votos del partido verde se sumaron al rubro de otros partidos.

PAN*

Cifras absolutas

PRI

1979

1982

1985

1988

1991

1994

1997

2000

2003****

1,487,558

3,691,200

2,769,545

3,244,887

4,042,316

8,664,384

7,696,197

14,227,340

2,273,012

Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2Cuadro 2

Elecciones federales (1979-2003)Elecciones federales (1979-2003)Elecciones federales (1979-2003)Elecciones federales (1979-2003)Elecciones federales (1979-2003)

Elección de diputados federales de mayoría relativaElección de diputados federales de mayoría relativaElección de diputados federales de mayoría relativaElección de diputados federales de mayoría relativaElección de diputados federales de mayoría relativa

FDN/PRD*

9,611,373

14,591,026

11,565,722

9,227,008

14,051,349

16,851,082

11,311,963

13,734,140

9,878,787

5,252,649

1,900,750

5,590,391

7,436,466

6,954,016

4,734,612

1,877,184

2,769,798

2,648,159

329,498

2,878,017

2,460,053

2,527,523

1,431,153

3,090,263

12,976,115

21,052,024

16,983,426

18,054,042

22,872,432

33,565,910

28,972,149

36,346,949

25,976,674

13,782,568

21,064,526

17,820,100

18,054,621

24,032,482

34,686,916

29,771,911

37,212,579

26,880,035

27,937,237

31,526,386

35,196,525

38,074,926

36,695,320

45,729,057

52,277,604

58,782,737

64,714,455

Otros Vot. Vál Vot. Tot. Electores**

PAN*

Cifras relativas ***

PRI PRD* Otros Dif. 1 - 2 Particip. Sist. de partidos

1979

1982

1985

1988

1991

1994

1997

2000

2003

10.7%

17.5%

16.3%

18.0%

17.7%

25.8%

26.6%

39.1%

31.8%

69.20%

69.3%

68.1%

51.1%

61.4%

50.2%

39.0%

37.8%

38.0%

29.1%

8.3%

16.7%

25.7%

19.1%

18.2%

13.50%

13.2%

15.6%

1.8%

12.6%

7.3%

8.7%

3.9%

11.9%

58.5%

51.8%

51.8%

22.0%

43.8%

24.4%

12.5%

1.3%

6.2%

49.3%

66.8%

50.6%

47.4%

65.5%

75.9%

56.9%

63.3%

41.5%

Partido hegemónico

Partido hegemónico

Partido hegemónico

Bipartidismo (?)

Partido hegemónico

Bipartidismo débil

Tripatidismo incipiente

Bipartidismo competitivo

Bipartidismo competitivo

Fuentes: cálculos del autor a partir de los datos del IFE.

* El PT ganó un distrito en 1997, pero para simplificar el análisis, se le

atribuyo al PRI que quedó en segundo lugar.

1984

Diferencias trienales

PAN

PRI*

PRD

18

277

5

Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3Cuadro 3

Distritos ganados por partido, 1991-2000Distritos ganados por partido, 1991-2000Distritos ganados por partido, 1991-2000Distritos ganados por partido, 1991-2000Distritos ganados por partido, 1991-2000

(diputados de mayoría relativa)(diputados de mayoría relativa)(diputados de mayoría relativa)(diputados de mayoría relativa)(diputados de mayoría relativa)

65

165

70

Total de distritos

1997 2000 2003

1997-

1994

2000-

1997

2003-

2000

141

131

28

82

163

55

47

-112

65

76

-34

-42

-59

32

27

ceso en 2003, logra 17 distritos más que en 1997; por su

parte, el PRD sufrió un importante retroceso en 2000, aun-

que en 2003 logra remontar la situación, no alcanza el nú-

mero de distritos que había conquistado en 1997. Dicho

de otra manera, los 112 distritos que pierde el PRI entre

1994 y 1997, permiten que el PAN aumente 47 y el PRD 65;

los 34 distritos adicionales que pierde el PRI en 2000 y los

42 que pierde el PRD, le permiten al PAN aumentar su cuota

de victorias con 76 distritos más y, en el trienio 2000-2003,

el PRI logra ganar 32 distritos adicionales y el PRD 27, en

tanto que el PAN pierde 59.
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¿Competitividad o volatilidad?¿Competitividad o volatilidad?¿Competitividad o volatilidad?¿Competitividad o volatilidad?¿Competitividad o volatilidad?

La pregunta a que obligan estos cambios de partido vence-

dor en cada distrito es qué tanto reflejan una volatilidad

del electorado, es decir, un acentuado cambio en las prefe-

rencias electorales de los ciudadanos que habitan cada dis-

tritos o, más bien, si son estos cambios de partido vencedor

el resultado de una situación de elevada competitividad

partidaria en la que un cambio muy pequeño en la prefe-

rencias electorales puede llevar a la victoria a un partido

que en la elección anterior había quedado en la segunda

posición? Para explorar las respuestas a estas preguntas,

primero es necesario examinar el comportamiento de la

competitividad y de la volatilidad.

Evolución de la competitividadEvolución de la competitividadEvolución de la competitividadEvolución de la competitividadEvolución de la competitividad
y de la volatilidad, 1997-2003y de la volatilidad, 1997-2003y de la volatilidad, 1997-2003y de la volatilidad, 1997-2003y de la volatilidad, 1997-2003

La competitividad electoral en un sistema de partidos sue-

le medirse utilizando como indicador la diferencia de la

votación relativa obtenida por el partido que quedó en

primer lugar, menos la obtenida por el que quedó en la

segunda posición2, es decir, el margen de victoria. Los dis-

tritos donde esta diferencia es inferior a diez puntos se

consideran como competitivos; cuando la diferencia es igual

o superior a diez puntos, pero inferior a veinte, se les cali-

fica de semicompetitivos; cuando la diferencia es igual o

superior a veinte puntos, se les denomina no competitivos.

En el Cuadro 4, se presentan la clasificación de los distritos

en función de este criterio. De modo general, en los tres

años posteriores a la autonomización del IFE, podemos afir-

mar que una tercera parte de los distritos es competitiva,

otro tercio semi-competitivo y el último tercio no

competititivo. Ya de modo más preciso, se aprecia que, en

2000 y 2003, aumenta moderadamente el número de dis-

tritos competitivos en comparación a 1997 y más o menos

ocurre algo similar con los semicompetitivos; como con-

trapartida, la cantidad de distritos no competitivos dismi-

nuyen en 2000 y 2003.

La volatilidad electoral es el resultado de sumar todas

las variaciones absolutas del voto por los partidos que se

registran entre una elección y la subsecuente, y de dividir

entre dos el total de esa suma. En la medida que este indi-

cador tiende a valores mayores, significa que, en la demar-

cación electoral estudiada (distrito, sección, estado, etc.),

las preferencias partidarias agregadas de los electores han

variado mucho más e, inversamente, cuando el valor de

ese indicador se acerca hacia cero, ello quiere decir que,

en dicha demarcación, las preferencias partidarias agrega-

das son estables. Hemos establecido dos categorías de vo-

latilidad distrital: la baja, cuando el indicador obtiene valores

inferiores a quince, y la alta, cuando alcanza valores iguales

o superiores a quince. En el Cuadro 5, se presenta la clasi-

ficación de los distritos en función de estas categorías, y se

aprecia que poco más de la mitad de los distritos presenta-

ron una baja volatilidad tanto entre 1997 y 2000 como

entre 2000 Y 2003, es decir, las preferencias partidarias

conjuntas de los electores de esos distritos tendían a ser

estables; por otra parte, poco menos de la mitad de los

distritos registró una elevada volatilidad electoral, indican-

do un perfil cambiante de las preferencias partidarias en

ambos trienios.

2 Cox, Gary, Makina Votes count Strategic coordination in the electo-

ral system, Cambridge University Press, UK, 1997.

Fuentes: cálculos del autor a partir de los datos del IFE.

0.0 a 9.9

10.0 a 19.9

20.0 a 59.9

Total de distritos

Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4Cuadro 4

Margen de victoria 1994-2003Margen de victoria 1994-2003Margen de victoria 1994-2003Margen de victoria 1994-2003Margen de victoria 1994-2003

(distritos en cifras absolutas)(distritos en cifras absolutas)(distritos en cifras absolutas)(distritos en cifras absolutas)(distritos en cifras absolutas)

Diferencia 1o-2o 1997 2000 2003

104

89

107

300

115

101

84

300

114

98

88

300

Fuentes: cálculos del autor a partir de los datos del IFE.

Baja 0.0 a 9.9

Alta 10.0 a 19.9

Total de distritos

Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5Cuadro 5

Distritos por nivel de volatilidadDistritos por nivel de volatilidadDistritos por nivel de volatilidadDistritos por nivel de volatilidadDistritos por nivel de volatilidad

Nivel de volatilidad 1997-2000 2000-2000

166

134

300

170

130

300

Datos en cifras absolutas

Victorias partidarias y competitividadVictorias partidarias y competitividadVictorias partidarias y competitividadVictorias partidarias y competitividadVictorias partidarias y competitividad

El siguiente aspecto a considerar en esta revisión es saber

si las condiciones de competitividad y de volatilidad están

asociadas a los resultados de un determinado partido. En

el Cuadro 6, hemos clasificado los distritos, para cada elec-
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PAN

2000

32

21

12

65

Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6Cuadro 6

Distritos ganados por partido y por margen de victoriaDistritos ganados por partido y por margen de victoriaDistritos ganados por partido y por margen de victoriaDistritos ganados por partido y por margen de victoriaDistritos ganados por partido y por margen de victoria

(datos en cifras absolutas de distritos, 1997-2003)(datos en cifras absolutas de distritos, 1997-2003)(datos en cifras absolutas de distritos, 1997-2003)(datos en cifras absolutas de distritos, 1997-2003)(datos en cifras absolutas de distritos, 1997-2003)

49

46

70

165

1997

PRI PRD

2003

23

21

26

70

49

47

45

141

47

42

39

128

19

9

0

28

41

28

13

82

58

49

55

162

15

31

19

65

Muy competitivo

Semi competitivo

No competitivo

Subtotal de distritos

PAN PRI PRD PAN PRI PRD

ción federal del periodo 1997-2003, en función de las vic-

torias por partido y el grado de competitividad. En 1997, la

mitad de las victorias del PAN ocurrieron en distritos muy

competitivos y algo menos de la mitad de las del PRI en

distritos no competitivos, mientras que las del PRD se dis-

tribuyeron equitativamente entre las tres categorías de

competitividad.

En 2000, cuando el PAN ganó más del doble de distri-

tos de lo que había logrado en 1997, este partido logró

incrementar sus victorias en las tres categorías y lo nota-

ble es que dicho avance se tradujo en un mayor número de

distritos no competitivos y semicompetitivos donde el PAN

era la primera fuerza; en el caso del PRI, destaca el hecho

de que sus pérdidas fundamentalmente ocurren en distri-

tos que resultaron ser no competitivos, es decir, perdió 31

distritos en condiciones tales que el partido ganador lo

rebasaba con veinte puntos; el PRD logró conquistar un

número de distritos inferior a la mitad de lo que había

logrado en 1997, y mayoritariamente, en condiciones de

alta competitividad, es decir, triunfando con una diferencia

muy pequeña a su favor.

En 2003, el PAN se impone como ganador en 59 distri-

tos menos que en 2000 y esto tuvo como efecto que la

mayor parte de sus victorias ocurrieran en condiciones de

elevada competitividad, tal y como le había sucedido en

1997; en el caso del PRI, logra obtener un número de victo-

rias muy cercano al que logró en 1997, pero bajo condicio-

nes de competitividad muy diferentes, pues el número de

distritos competitivos donde ganó aumentó; por su parte,

en 2003, el PRD logra ganar en un número distrito cercano

al que tenía en 1997 y en una buena parte de ellos triunfa

con una ventaja holgada, es decir, son semicompetitivos y

no competitivos.

Victorias partidarias y volatilidadVictorias partidarias y volatilidadVictorias partidarias y volatilidadVictorias partidarias y volatilidadVictorias partidarias y volatilidad

¿En qué condiciones de volatilidad electoral triunfaron

cada uno de esos tres partidos en los trienos 1997-

2000 y 2000-2003? En el Cuadro 7, se aprecia que el

PAN tiende a lograr un mayor número de victorias en

2000 en aquellos distritos que registran alta volatili-

dad, mientras que el PRI hace lo propio en condiciones

de baja volatilidad; en lo que concierne al PRD, que lo-

gró un número pequeño de victorias en 2000, tiende

más bien a lograrlas gracias a la alta volatilidad. En el

trienio 2000-2003, tanto el PRI como el PAN tienden a

conseguir sus victorias en distritos de baja volatilidad,

es decir, en condiciones de relativa estabilidad de las

preferencias electorales, en tanto que el PRD logra un

significativo incremento de sus victorias distritales gra-

cias a la elevada volatilidad.

De esta revisión podemos concluir varias cosas: que si

comparamos la relación de fuerzas entre los tres principa-

les partidos en las elecciones intermedias de 1997 y de

2003, y por tanto sin el efecto de arrastre de la elección

presidencial, desde el punto de vista de las victorias distri-

tales que lograron, constataremos que es casi la misma,

pero cambian las condiciones de la competitividad en las

que lograron sus victorias. En 2000, el fuerte aumento que

se registra a favor del PAN entre los distritos semicompeti-

tivos y competitivos sugiere que una parte del incremento

global de la votación panista a nivel nacional podría ser

atribuible a una moderada ampliación del voto panista en

distritos donde ya ganaba con una cómoda ventaja y otra

parte igualmente importante de ese incremento se expli-

caría por un muy fuerte aumento de su votación, o sea de

volatilidad, en distritos donde la competencia era muy ce-

rrada en 1997.

PAN

62

79

141

Cuadro 7Cuadro 7Cuadro 7Cuadro 7Cuadro 7

Victorias por partido y por nivel de volatilidadVictorias por partido y por nivel de volatilidadVictorias por partido y por nivel de volatilidadVictorias por partido y por nivel de volatilidadVictorias por partido y por nivel de volatilidad

(datos en cifras absolutas de distritos)(datos en cifras absolutas de distritos)(datos en cifras absolutas de distritos)(datos en cifras absolutas de distritos)(datos en cifras absolutas de distritos)

92

39

131

Distritos ganados en 2000 por el

PRI PRD

12

16

28

Baja

Alta

Subtotal de distritos

Nivel de volatilidad

entre 1997 y 2000

PAN

60

22

82

98

65

163

Distritos ganados en 2003 por el

PRI PRD

12

43

55

Baja

Alta

Subtotal de distritos

Nivel de volatilidad

entre 2000 y 2003

Fuente: elaboración del autor a partir de datos del IFE.
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Competitividad y volatilidad en los distritosCompetitividad y volatilidad en los distritosCompetitividad y volatilidad en los distritosCompetitividad y volatilidad en los distritosCompetitividad y volatilidad en los distritos
leales y los distritos cambiantesleales y los distritos cambiantesleales y los distritos cambiantesleales y los distritos cambiantesleales y los distritos cambiantes

A lo largo de las tres elecciones que ocurren propiamente

en la fase de democratización electoral de la transición, del

total de distritos (1997-2003), poco más de la mitad de los

distritos (n=157), se mantienen los tres años «fieles» a un

mismo partido, es decir, el partido ganador es siempre el

mismo y los hemos denominado distritos leales; son 40

leales al PAN, 99 al PRI y 18 al PRD. En los 143 distritos

restantes, que denominamos cambiantes, se registran di-

versos cambios de manos, que se desglosan de la siguiente

manera, 76 oscilan entre el PRI y el PAN, 45 entre el PAN y el

PRD, 17 entre el PRI y el PRD, y los 5 remanentes entre los

tres partidos (véase el Cuadro 8). En pocas palabras, aproxi-

madamente la mitad de los distritos electorales son cons-

tantes no sólo en sus preferencias partidarias, sino en

asegurarle la victoria siempre al mismo partido, mientras

que en la otra mitad de los distritos no siempre ganan los

mismos partidos.

Para analizar el efecto combinado de la competitividad

y de la volatilidad en el comportamiento electoral agrega-

do de los distritos, definido este último desde el punto de

vista de las victorias partidarias, calculamos los promedios

del margen de victoria y de volatilidad distrital tanto en los

distritos que hemos denominado leales como en los cam-

biantes para los dos trienios bajo análisis. Tanto en el trie-

nio 1997-2000 como en el correspondiente a 2000-2003,

se aprecia un patrón similar de comportamiento (véase el

Cuadro 9).

En ambos periodos, los distritos leales (alrededor de

la mitad del total de distritos) presentan, tanto en 1997

como en 2000, un margen de victoria cercano a los vein-

te puntos, es decir, son en promedio semi-competitivos,

pero ya cercanos al umbral de la no competitividad, y la

volatilidad distrital entre esos dos años es de nivel bajo;

esto indica que los distritos con mayor estabilidad elec-

toral tienden a ser semicompetitivos y a presentar en

promedio un margen de victoria cercano a los veinte pun-

tos de diferencia.

Exactamente lo contrario sucede en los distritos cam-

biantes de ambos trienios, el margen de victoria presenta

para ambos periodos un promedio muy cercano a los diez

puntos, es decir, tienden a presentar una mayor competiti-

vidad entre los dos primeros partidos, mientras que la vo-

latilidad es cercana al umbral de los veinte puntos; es decir,

la volatilidad tiende a ser más elevada, cuando el margen

de victoria es más estrecho.

Vemos, pues, que, a menor competitividad entre los

dos partidos más fuertes en los distritos electorales, sus

electores en conjunto tienden a mantener con más cons-

tancia sus preferencias partidarias, como si la fuerza de la

corriente del partido más fuerte los arrastrara, mientras

que, a mayor competitividad entre los dos partidos más

fuertes, las preferencias agregadas de los electores tienden

a ser más inestables y cambiantes, como si se vieran some-

tidos a dos presiones cruzadas.

Partido(s) ganadore(s)

PAN

PRI

PRD

Entre PAN y PRI

Entre PAN y PRD

Entre PRI y PRD

Entre PAN, PRI y PRD

Cuadro 8Cuadro 8Cuadro 8Cuadro 8Cuadro 8

Clasificación de distritos en leales y cambiantesClasificación de distritos en leales y cambiantesClasificación de distritos en leales y cambiantesClasificación de distritos en leales y cambiantesClasificación de distritos en leales y cambiantes

en función del partido ganador en 1997, 2000 y 2003en función del partido ganador en 1997, 2000 y 2003en función del partido ganador en 1997, 2000 y 2003en función del partido ganador en 1997, 2000 y 2003en función del partido ganador en 1997, 2000 y 2003

40

99

18

157

76

45

17

5

143

Tipo de distrito Absolutos

13.3

33.0

6.0

52.3

25.3

15.0

5.7

1.7

47.1

Leales

Subtotal

Cambiantes

Subtotal

Relativos %

Fuente: elaboración del autor a partir de los datos del IFE.

Margen de

victoria 1997

Cuadro 9Cuadro 9Cuadro 9Cuadro 9Cuadro 9

Promedio de margen de victoria y volatilidadPromedio de margen de victoria y volatilidadPromedio de margen de victoria y volatilidadPromedio de margen de victoria y volatilidadPromedio de margen de victoria y volatilidad

distrital en distritos leales y cambiantesdistrital en distritos leales y cambiantesdistrital en distritos leales y cambiantesdistrital en distritos leales y cambiantesdistrital en distritos leales y cambiantes

11.8

20.2

Trienio 1997-2000 Volatilidad

distrital 97-00

17.7

10.4

Leales

Cambiantes

Margen de

victoria 2000

Fuente: elaboración del autor a partir de datos del IFE.

18.6

11.9

Margen de

victoria 2000

13.4

18.6

Trienio 2000-2003 Volatilidad

distrital 00-03

16.9

11.1

Leales

Cambiantes

Margen de

victoria 2003

17.3

9.8
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Alejandro Becerra Gelóver*

El arribo de Hugo Chávez al poder el 3 de febrero de 1999, representó un
hito en el devenir reciente de Venezuela. Es la historia de un fallido militar golpista
que, después de seis años, accedió a la primera magistratura a través de las urnas,
gozando de un apoyo popular nunca antes visto. Su llegada creó grandes expecta-
tivas democráticas para el sistema político e imprimió un aire de aliento para el
bienestar de millones de venezolanos. Sin embargo, a la mitad de su mandato, el
gobierno se ha distinguido por sus excesos, el quebranto del orden democrático y
por la falta de habilidad política para la conducción del país. El desencanto del
pueblo venezolano se ha traducido en protestas abiertas para exigir la pronta
realización de un referendo revocatorio que podría evitar la irrupción social en el
corto plazo, pero que, en el fondo, no representa la solución a la problemática que
vive esa nación sudamericana.

A poco más de haberse cum-

plido la mitad del mandato del presi-

dente Hugo Chávez (19/8/03), Vene-

zuela atraviesa por una grave situación

política y económica que amenaza con

desembocar en un rompimiento del

orden institucional. Las posturas radi-

cales asumidas tanto por el gobierno

como por la oposición polarizan los

esfuerzos para construir acuerdos,

vulneran aun más la fragilidad institu-

cional y ponen en riesgo la estabili-

dad democrática del país. Aunque la

problemática tiene un claro origen

dual, sin duda la responsabilidad ma-

yor proviene del gobierno. De ahí que

prácticamente todos los estudios de

* Profesor, Departamento de Relaciones

Internacionales UNAM-Aragón.

Venezuela: El riesgo de la
ruptura institucional

opinión de los dos últimos años1 fa-

vorecen a la oposición y coinciden en

que un 62% de la población demanda

un cambio político y democrático que

no incluye la permanencia de Chávez

en el poder. En este sentido se com-

prende la propuesta de realizar un

Referendo Revocatorio (RR) para so-

meter al escrutinio popular la perma-

nencia del actual mandatario, facultad

contemplada en el artículo 70 de la

constitución política vigente en el país.

No obstante, bajo una perspecti-

va caudillista y un tanto mesiánica, el

todavía primer mandatario se mues-

tra empeñado en desestimar los re-

clamos populares y las críticas

internacionales, en la lógica de termi-

nar su mandato constitucional en el

año 2006, a pesar del desgaste insti-

tucional, político y económico que ello

representa para la construcción de-

mocrática en Venezuela. Con este te-

lón de fondo, el presente trabajo

establece una visión general de la si-

tuación que prevalece en esta nación

sudamericana, a la vez que señala al-

gunas consideraciones al respecto y

enuncia el posible desenlace de la cri-

sis política que sacude al desarrollo

institucional del país. El hilo conduc-

tor del trabajo se centra en destacar

que los excesos y abusos autoritarios

1 Prácticamente todas las encuestas de

opinión que se han realizado en Venezuela

en los dos últimos años muestran como re-

sultado que Chávez perdería un referendo

revocatorio por más de 60 puntos porcen-

tuales. Ello da cuenta de la percepción po-

pular en contra del desempeño del

mandatario.
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con el que el presidente Hugo Chávez ha conducido el

destino de Venezuela ha generado una situación de ten-

sión al grado de existir la posibilidad de provocar una

irrupción social cuya desactivación sólo parece posible en

un escenario en que se excluya al actual mandatario de la

escena política, pues cualquier otro tipo de solución care-

cería del efecto y apoyo popular esperado.

Para tales fines, el trabajo se divide en cuatro partes.

En el primer apartado, se hace un recuento del ascenso de

Hugo Chávez a la primera magistratura, a fin de ubicar las

coordenadas básicas de la actual crisis en Venezuela. Las

promesas incumplidas, el desencanto popular hacia la ac-

tual administración y el intento de derrocar a Chávez son

abordados en la siguiente parte. El tercer apartado da cuenta

tanto de la movilización interna que presiona por un cam-

bio político a través de la realización de un RR para el man-

dato presidencial junto con la participación de los actores

internacionales que se han involucrado en la problemática

venezolana. En la parte final se enuncian comentarios ge-

nerales y se señalan algunos posibles escenarios para el

futuro político inmediato de esta nación.

El ascenso de un caudilloEl ascenso de un caudilloEl ascenso de un caudilloEl ascenso de un caudilloEl ascenso de un caudillo

El militar Hugo Rafael Chávez Frías emerge en la escena

política de su país el 4 de febrero de 1992 encabezando

un fallido golpe de estado contra el gobierno de Carlos

Andrés Pérez (1989-1993). Dicho intento dejó al descu-

bierto varias décadas de actividad política clandestina que

incluía, desde el inicio de los años ochenta, la formación

del Movimiento Bolivariano Revolucionario 200 (MBR-200), cuyo

objetivo propuesto era derrocar al gobierno institucional-

mente establecido, el cual era percibido como corrupto,

antidemocrático y poco representativo. Originalmente, el

MBR-200 fue concebido como un movimiento militar; sin

embargo, Chávez buscó formar alianzas con partidos de la

izquierda radical, aun en contra de su escepticismo por los

políticos civiles. De hecho, algunas secciones de la izquier-

da venezolana participaron en el intento golpista de 1992

sin convencer a Chávez de su compromiso con el movi-

miento, quien finalmente les atribuyó parte del fracaso del

mismo. Este hecho parece haber reforzado la convicción

de Chávez en los mandos militares para encabezar un nuevo

movimiento.

Después del intento fallido, Chávez fue llevado a pri-

sión y liberado posteriormente en 1994 por la administra-

ción del entonces presidente Rafael Caldera (1993-1998).

Al salir de prisión, Hugo Chávez Frías se dio a la tarea de

formar el Movimiento Quinta República (MVR) como brazo

electoral del grupo MBR-200, a fin de participar institucio-

nalmente en la disputa por el poder. El MVR, en un inicio,

careció de un apoyo popular amplio y se conformó con

un número limitado de civiles y militares. Para las eleccio-

nes legislativas y gubernamentales2 de noviembre de 1998

y las presidenciales de diciembre del mismo año, la simpa-

tía popular hacia Hugo Chávez creció tanto por el descré-

dito acumulado hacia los partidos políticos tradicionales

como por los efectos de la grave situación económica que

esa nación venía arrastrando.

Con el escenario político a su favor, el candidato Hugo

Rafael Chávez Frías preparó una agresiva plataforma políti-

ca-electoral que ofrecía un cambio radical democrático y

sugería una “tercera vía” en materia económica. Los gran-

des segmentos de la población venezolana empezaron a

considerar su propuesta electoral como una alternativa ra-

zonable. Los partidos Acción Democrática (AD) y el Comité de

Organización Política Electoral Independiente (COPEI) intenta-

ron contener su avance, pero sólo propiciaron que Chávez

formara la alianza Polo Patriótico (PP) conformada por dos

organizaciones pequeñas pero experimentadas en procesos

político-electorales: el Movimiento al Socialismo (MAS) y Patria

para Todos (PPT). Como resultado de una efectista estrategia

electoral, en los comicios de noviembre, la alianza PP ganó

ocho gubernaturas de 23 y 70 asientos en el Congreso de

165. En las elecciones presidenciales del 6 de diciembre,

Chávez obtiene el 56.2 por ciento de la votación nacional y

se convirtió en el mandatario de menor edad y uno de los

más votados en la historia política reciente de la democra-

cia en esa nación sudamericana3.

2 Venezuela es una nación de poco más de 24 millones de personas

que administrativamente se encuentra dividida en 23 estados, un dis-

trito federal, y una dependencia federal. Los 23 estados son: Amazonas,

Anzoategui, Apure, Aragua, Barinas, Bolivar, Carabobo, Cojedes, Delta

Amacuro, Falcón, Guarico, Lara, Mérida, Miranda, Monagas, Nueva Esparta,

Portuguesa, Sucre, Táchira, Trujillo, Vargas, Yaracuy y Zulia. El Distrito Fe-

deral comprende la capital del país y la Dependencia Federal comprende

11 grupos que suman un total de 72.
3 La democracia venezolana data de 1959, después de que durante los

primeros sesenta años del siglo XX, el país fuese gobernado por militares

relativamente benevolentes, comparados con el resto de la mayoría de

los países latinoamericanos, que promovieron tanto el desarrollo de la

industria petrolera como de algunas reformas sociales. Con la elección

del primer gobierno democrático en 1959, Venezuela desterró los gobier-

nos militares y desde entonces dos partidos se han alternado el poder en

esa nación: Acción Democrática (AD) y el Comité de Organización Políti-

ca Electoral Independiente (COPEI), conocido también como Partido So-

cial Cristiano. Asimismo otros partidos importantes comparten la escena

política como Patria para Todos (PPT); Primero Justicia; Movimiento hacia

el Socialismo o MAS; Convergencia Nacional; Causa Radical; y Proyecto

Venezuela.
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El nuevo presidente inicia su mandato el 3 de febrero

de 1999 con la idea de refundar Venezuela. Su popularidad

era tal que, al inicio de su administración, ejerció un go-

bierno sin oposición política, lo que le permitió obtener

del congreso el poder de legislar durante seis meses en

asuntos económicos y administrativos sin presentar sus

proyectos de ley a la consideración del legislativo. En este

contexto, el mandatario sometió a un referéndum la viabili-

dad de la constitución vigente desde 1961 y la conveniencia

de una convocatoria para la conformación de una Asamblea

Nacional Constituyente (ANC). El referéndum propuesto y

aprobado se realizó el 25 de abril y, aunque sólo votó el

30.2% (3.3 millones de electores) de un padrón conforma-

do por un electorado de 11 millones de ciudadanos, el

proceso constituyente fue aprobado por el 87.9% de los

electores, equivalente a 2.9 millones de votos4.

En forma inmediata, la ANC fijó la realización de elec-

ciones presidenciales y legislativas para julio de ese mis-

mo año, en las que la alianza PP retuvo su mayoría

legislativa, obteniendo 121 de los 165 asientos, y donde

se reconfirmó a Hugo Chávez como presidente de la re-

pública. En un siguiente referéndum realizado el 15 de

diciembre, el pueblo aprobó el nuevo texto constitucio-

nal que entró en vigor quince días después. Para febrero

de 2000, Chávez y el Consejo Nacional Electoral (CNE)

acordaron realizar nuevas elecciones para legitimar los

cargos de elección popular en función de la nueva Carta

Magna. En esta ocasión, las elecciones se realizaron el 30

de julio y Chávez ratificó por tercera ocasión su triunfo

como presidente, con 56 por ciento de la votación. En

octubre siguiente, la Asamblea Nacional le otorgó por

segunda vez poderes especiales para legislar por decreto

durante un año en materia de economía, administración

pública y desarrollo social. Su poder y apoyo popular fue

tal que incluso le cambia el nombre al país por el de

República Bolivariana de Venezuela.

Con este inicio político en su mandato, Hugo Chávez

se convierte en un icono de la historia reciente de Vene-

zuela. No obstante, en cualquier construcción democráti-

ca, el respaldo popular no es garantía de un desempeño

eficaz en la conducción del gobierno, lo cual ha sido muy

claro en el caso venezolano. Las promesas incumplidas, la

pérdida progresiva de la popularidad del presidente, la cre-

ciente oposición interna, la división entre las fuerzas arma-

das, los conflictos con Colombia por razones relacionadas

con el narcotráfico, el distanciamiento con Estados Uni-

dos, la excesiva dependencia económica con respecto al

petróleo, la falta de sagacidad con respecto al manejo de la

economía y, en lo general, la grave situación económica

que atraviesa de país, han provocado que Venezuela se

estanque en todos los sentidos en un contexto de inesta-

bilidad integral.

El inicio del desencantoEl inicio del desencantoEl inicio del desencantoEl inicio del desencantoEl inicio del desencanto

El doble discurso político ha sido una de las característi-

cas distintivas de la actuación del presidente Chávez des-

de el inicio de su mandato. Por un lado, el ejecutivo ha

apelado al ideal democrático como base de su filosofía de

trabajo y gobierno, pero por otro ha ejercido el poder en

forma autoritaria. La nueva Carta Magna del 30 de di-

ciembre de 19995 fue el sustento legal para la concentra-

ción del poder en la figura del presidente, permitiéndole

introducir cambios legales sin el consentimiento del po-

der legislativo; establecer la reelección consecutiva y au-

mentar el periodo de gobierno de cinco a seis años

(Chávez es electo para el periodo 2000-2006 aunque su

mandato inicia en 1999), así como ampliar el periodo de

los legisladores de cuatro a cinco años. La nueva Consti-

tución, conocida también como Constitución Bolivariana

autorizó al presidente facultades para incidir en la Asam-

blea Nacional, en el Poder Judicial, en el Consejo Moral

Republicano (representación del poder ciudadano) y en

el Consejo Electoral Nacional. De dichas facultades la

más notoria es la de disolver la Asamblea Nacional

(Art.236).

A partir de tales consideraciones, la Constitución

Bolivariana fue percibida como el mecanismo del presiden-

te para limitar los cauces institucionales de participación,

estrechando las oportunidades para la discusión abierta

4 La información consignada en este artículo mayoritariamente pro-

viene del Diario El Universal de Venezuela.

5 La Constitución establece la división del estado en tres poderes:

El ejecutivo encabezado por Hugo Chávez (desde el 2 de Febrero de

1999); y un Vice Presidente, José Vicente Rangel (desde el 28 de Abril

de 2002). El presidente es electo por un periodo de seis años y las

próximas elecciones serán en el 2006. El poder Legislativo está con-

formado por un órgano unicameral, la Asamblea Nacional, conforma-

do por 165 miembros electos por voto popular por un periodo de

cinco años; tres de los cuales están reservados a los pueblos indígenas

de Venezuela. La conformación actual de la Asamblea es la siguiente:

Ala pro gobiernista 108 (MVR 92, MAS 6, indígenas 3 y otros 7); ala

opositora 57 (AD 33, COPEI 6, Primero Justicia 5, otros 13). Las próxi-

mas elecciones serán en el 2005. El poder Judicial recae en un Supre-

mo Tribunal de Justicia, cuyos Magistrados son electos por la Asamblea

Nacional por un periodo de 12-años.
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de las políticas públicas y la manifestación de las ideas.

Aunado a ello, el incumplimiento de las promesas de bien-

estar económico y social obligó a los disidentes a llevar

sus protestas a las calles tan sólo un año después del inicio

de su mandato, situación que concluyó con una huelga

nacional en el mes de diciembre (2001). Las protestas se

multiplicaron al inicio de 2002 y condujeron a otra huelga

nacional en la que se aliaron los gremios empresariales, la

Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV), la em-

presa petrolera, Petróleos de Venezuela (PDVSA), la iglesia,

las clases medias, sectores armados e, incluso, los medios

de comunicación. En marzo y abril de 2002 se incrementó

el descontento contra el gobierno Chávez y se exigía su

renuncia, la cual fue compartida por grupos del sector mi-

litar, encabezados entre otros por el coronel de la Fuerza

Aérea Venezolana, Pedro Soto. La tensión política con

Chávez creció a tal grado que el presidente frecuentemen-

te amenazaba a la oposición con suspender el orden cons-

titucional.

Las protestas se realizaban con mayor frecuencia y se

agudizaba la petición de la popular de la renuncia del man-

datario. Una de estas protestas se tornó violenta y el 12 de

abril Chávez fue depuesto por disidentes militares de alto

rango, encabezados por el General Efraín Vázquez Velasco.

En tal contexto, Pedro Carmona, representante de la Fe-

deración de Cámaras de Venezuela (FEDECAMARAS)6, se con-

virtió en el titular del nuevo y breve gobierno. No obstante,

Carmona se vio obligado a renunciar por presiones de

militares leales a Chávez, lo que fue considerado como un

contragolpe de estado que le permitió al depuesto presi-

dente retomar el poder dos días después. A su retorno,

Chávez fue relativamente cauto y prometió iniciar un diá-

logo nacional para analizar las causas y los problemas deri-

vados del intento golpista con la promesa de arribar a una

conciliación nacional.

Después del fallido golpe de estado se esperaba que

Hugo Chávez tuviera la sensibilidad de resarcir el des-

contento social con respecto a su mandato. No obstante,

en la práctica, el ejercicio político no lo reflejó así, pues el

mandatario no mostró evidencias de haberse preocupa-

do por reconsiderar el proyecto de gobierno, ni la forma

unipersonal de gobernar, o el reformular una estrategia

que impulsara notoriamente el desarrollo integral de la

nación o, en su momento, de limar asperezas con el go-

bierno de Washington o mejorar su relación con Colom-

bia. A la situación política se le unieron las condiciones

limitadas de la económica que, entre otras característi-

cas, se distingue por seguir atada al sector petrolero, por

una inversión extranjera desplomada, una moneda

devaluada, aumento creciente de desempleo y crecimien-

to generalizado de la pobreza. A pesar de los altos pre-

cios del petróleo en el Mercado mundial al final de 2002

y a lo largo del 2003, la situación económica no sólo se

estancó sino se contrajo en 20% en 2003, lo que consti-

tuyó la mayor caída del Producto Interno Bruto para el

país desde 1950. El futuro no parece mejorar, pues las

previsiones para el 2004 son poco halagadoras de acuer-

do a los organismos internacionales.

El resultado de la conducción política y económica

del presidente Chávez ha generado un círculo vicioso,

que en conjunto, ha conducido a Venezuela a la antesala

de una disrupción institucional. De manera específica,

el intento de golpe de estado sintetizó cinco aspectos

en los que hoy opera políticamente el presidente Chávez:

1) la fragilidad institucional del país; 2) la bipolaridad

política entre gobierno y oposición como únicos

interlocutores válidos; 3) la necesidad urgente de re-

orientar el proceso político y económico de la nación;

4) una mayor articulación entre la oposición, incluyen-

do civiles y militares y 5) la existencia aún de un apoyo

popular importante hacia Chávez (33%) que le permite

tener cierta legitimidad política, no obstante que el res-

to de la población (66%) concibe una solución de la

crisis en el país que debe pasar por la renuncia del pre-

sidente Hugo Chávez.

En suma, el contexto actual del país está definido por

la disfunción de las instituciones y el debilitamiento políti-

co de Chávez, la deteriorada situación económica, la des-

confianza de los sectores empresariales hacia el gobierno

y la división tanto al interior de las fuerzas armadas7 como

en la sociedad. De ahí que, bajo las actuales condiciones,

la situación interna se torne aún más ríspida y la reconci-

liación nacional más distante.

6 FEDECAMARAS (patronal) es una de las dos organizaciones de

presión más importantes en el país; la otra es la Confederación de

Trabajadores de Venezuela (CTV) tutelada por el partido Acción Demo-

crática.

7 Las Fuerzas Armadas Nacionales (FAN) incluyen al Ejército o las

llamadas Fuerzas Terrestres; las Fuerzas Navales o Armada, que incluye

a la Marina y los Guarda Costas; la Fuerza Aéreas; y a las Fuerzas

Armadas de Cooperación o Guardia Nacional.
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El camino hacia el referendo revocatorioEl camino hacia el referendo revocatorioEl camino hacia el referendo revocatorioEl camino hacia el referendo revocatorioEl camino hacia el referendo revocatorio

A partir del momento en que Hugo Chávez regresa a la

titularizada del poder Ejecutivo en abril de 2002, la opo-

sición comenzó a exigir que el presidente debiera renun-

ciar para reestablecer la gobernabilidad democrática del

país. La propuesta concreta era llevar al presidente a un

juicio político; sin embargo, esta solución no se encuen-

tra contemplada en la constitución. Agrupaciones como

Acción Democrática, el Movimiento 19 de Abril o ex ofi-

ciales como el Contra Almirante Daniel Comisso, respal-

daban la propuesta. Era claro que, para la oposición, el

gobierno debía cambiar empezando por la renuncia del

mismo presidente, lo cual despejaría el camino para

redefinir una solución a la problemática nacional. Adicio-

nalmente, los incipientes esfuerzos por establecer un diá-

logo constructivo y abierto entre oposición y gobierno

se colapsaban.

De manera casi paralela, en noviembre de 2002, la

Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV) anun-

ció el inicio de una huelga nacional para el cuatro de

diciembre sin definir su duración, como un mecanismo

de presión definitiva para obligar a Chávez a renunciar al

poder. La huelga duró dos meses pero no tuvo el desen-

lace esperado, pues los efectos negativos de la misma

impactaron gravemente a los sectores productivos y a la

población en general. En tales circunstancias, la oposi-

ción se fracturó a tal grado que tuvo que reformular su

estrategia de lucha y, a final de cuentas, el presidente no

renunció. El fracaso del paro fue considerado como un

triunfo del gobierno.

En un intento de liderar los cambios políticos, el 22 de

mayo de 2002, después de un estudio de diversas propues-

tas para resolver la crisis política del país, el MVR le sugiere

al presidente Chávez realizar un referendo consultivo para

conocer si los venezolanos estaban dispuestos a ir a elec-

ciones presidenciales y de otros cargos de elección popu-

lar. En caso de que la respuesta fuera afirmativa, el

presidente debía renunciar para dar paso a las elecciones,

de acuerdo con el artículo 233 de la Constitución, no obs-

tante, para la oposición el inicio de la solución a la crisis

empezaba con la renuncia de Chávez. La propuesta des-

pertó posiciones encontradas: mientras parlamentarios de

COPEI, Primero justicia y el MAS, calificaron la propuesta

como sensata, AD y Solidaridad la rechazaron. Finalmente,

el 27 de mayo el MVR fija su posición y manifiesta su inten-

ción de mantener a Chávez hasta el 2006 y aceptar el

referendo consultivo sólo en caso de extrema urgencia.

La propuesta del MVR sirvió para que la oposición

retomara la idea de un referendo revocatorio como una

salida institucional al conflicto, a la vez que, de manera

paralela, trabajaba sobre los contenidos de un proyecto

de reforma constitucional para disminuir el poder de

Chávez. Entre los puntos más relevantes del proyecto

para modificar la Constitución de 1999 se contemplaba

la reducción del periodo constitucional de 6 a 4 años, el

mantenimiento de la reelección inmediata y por una sola

vez, el establecimiento de la doble vuelta electoral, en

caso de que ninguno de los aspirantes a la Primera Ma-

gistratura obtuviera más del 50% de los votos emitidos, la

reducción del periodo de la Asamblea Nacional a cuatro

años; y, por último, la finalización del actual mandato pre-

sidencial y del Parlamento en un lapso no mayor a 6

meses, contados a partir de la aprobación de la enmien-

da. La propuesta modificaría los artículos 228, 230 y 233

de la constitución.

La oposición se dio entonces a la tarea de reactivar

el Referendo Revocatorio a través de recabar poco más

de dos millones de firmas para respaldar su solicitud y su

propuesta de enmienda constitucional8. Sin embargo, el

23 de enero de 2003, el Tribunal Supremo de Justicia

(TSJ) suspende la realización del referendo que estaba pro-

gramado para el 2 de febrero, argumentando que

Leonardo Pizani, miembro del CNE y promotor del

referendo, no podía ser juez y parte del mismo litigio. La

sentencia del TSJ suspendía cualquier proceso electoral o

de consulta hasta que la autoridad electoral fuera

relegitimada. Consecuentemente, la decisión fue tomada

como un golpe a la oposición, misma que a través de la

Coordinadora Democrática (CD) y la organización social

SUMATE decidió realizar la consulta popular (“El Firmazo”)

prevista para el 2 de febrero aunque sin carácter legal. El

evento constituyó un mecanismo alternativo a la cance-

lación del referendo y llevó como símbolo distintivo a

una urna encadenada.

El “Firmazo” sometió a la opinión pública seis puntos

básicos: 1) Carta a Chávez exigiendo su renuncia; 2) Car-

ta a la Comunidad Internacional explicando que un nú-

mero importante de venezolanos rechazan la gestión del

actual presidente; 3) Solicitud de enmienda constitucio-

8 La constitución vigente exige el 20% del número de electores para

respaldar una iniciativa popular ante el Congreso o la autoridad electo-

ral. Considerando que el padrón electoral se conforma por poco más

de 11 millones de ciudadanos, 2 millones dos cientos mil firmas era

suficiente.
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nal; 4) Solicitud para la eliminación de 47 de las 49 leyes

aprobadas por el gobierno bajo el esquema de habilita-

ción; y 5 y 6) la Revocación del mandato tanto de algu-

nos diputados propietarios y suplentes del oficialismo a

la AN. El “Firmazo” contó con el respaldo de más de cua-

tro millones de firmas, cantidad que supera al número de

votos que llevaron a Chávez al Palacio de Miraflores. El

“Firmazo”, aunque sin carácter legal, tuvo un impacto

político amplio -nacional e internacionalmente-, pues con-

firmó el rechazo a la permanencia del presidente y lo

hizo notorio en el exterior.

La participación de la autoridadLa participación de la autoridadLa participación de la autoridadLa participación de la autoridadLa participación de la autoridad
electoralelectoralelectoralelectoralelectoral

Un componente fundamental en este rompecabezas es el

papel que desempeña la autoridad electoral para procesar

la eventual realización del referendo revocatorio presiden-

cial. Dicha autoridad fue provisional desde el año 2000 y se

reinstauró en agosto del 20039. Su conformación fue un

triunfo político que no estuvo libre de obstáculos, pues se

tenía la percepción de que el retrazo para su integración

era parte de una estrategia gubernamental para retardar,

dilatar el revocatorio.

En tal sentido, el 26 de marzo de 2003 el TSJ ratificó la

“transitoriedad” de la autoridad electoral y desincorporó

al quinto de sus miembros principales, Leonardo Pizani, en

virtud de que encontró conflicto de intereses por ser uno

de los promotores del referendo revocatorio y ser parte

de la autoridad que lo tenía que procesar. Asimismo, el TSJ

facultó a los cuatro magistrados restantes10 para tomar

decisiones por mayoría absoluta, en atención a la Ley Or-

gánica del Sufragio. Sin embargo, dada la afiliación política

de los cuatro magistrados, era imposible llegar a tomar

una decisión. Legalmente, el órgano lo podía hacer, políti-

camente estaba incapacitado. La sentencia del TSJ también

señalaba que los magistrados que sustituyeran a los de

entonces debían apegar su actuación a la Ley Orgánica

del Poder Electoral (LOPE), lo que les permitía tomar deci-

siones con el voto favorable de sólo tres magistrados. No

obstante, faltaba designar al quinto integrante, situación

que siempre se espero para antes del 19 de agosto del

2003, mitad del mandato del presidente Chávez y plazo

legal para iniciar la solicitud formal de referendo revocatorio.

Esto ocurrió posteriormente.

Fue así que después de poco más de cinco meses de

discusión, tanto, al interior del poder Legislativo como del

Judicial, el 25 de agosto de 2003, la Sala Constitucional del

TSJ finalmente dio a conocer la sentencia que designaba a

los cinco integrantes centrales del CNE: un presidente, un

vicepresidente y tres rectores principales. Llamó la aten-

ción que el presidente del TSJ tomara juramento, por pri-

mera vez en la historia electoral del país, a funcionarios

que no eran jueces11. La designación ha recibido fuertes

críticas en virtud de que, entre los designados, el presiden-

te y dos de los rectores se ubican como proclives al

oficialismo, mientras que el vicepresidente y la tercera rec-

tora podrían convertirse en los elementos de contrapeso

en la toma de decisiones. No obstante, con la integración

de CNE la posibilidad de realizar el Referendo Revocatorio

se volvió más firme.

La nueva autoridad electoral se enfrentó a la tarea

inmediata de procesar 334 decisiones administrativo-elec-

torales pendientes; instrumentar la reestructuración del

ente comicial; dar respuestas a 74 solicitudes de referendos

revocatorios tanto de gobernadores como de presiden-

tes municipales; organizar las elecciones de gobernado-

res y alcaldes para julio de 2004; y poner en marcha la

legislación electoral, conocida como LOPE (Ley Orgánica

del Poder Electoral). El CNE además es el órgano encar-

gado de impulsar la iniciativa legislativa de la Ley de Re-

gistro Civil, Ley de Referendos y Ley de Partidos Políticos

y aprobar el articulado del proyecto de Ley de Participa-

ción Ciudadana.

La conformación del CNE generó una gran expectati-

va social pues como autoridad electoral debía pronun-

ciarse sobre la validez de las firmas recolectadas por el

“Firmazo” del 2 de febrero de 2003. En tal contexto, el

9 La autoridad electoral se integra por 5 miembros principales y 10

suplentes. Los cinco principales son los que toman las decisiones.
10 Los cuatro Magistrados restantes eran Alfredo Avella, José Manuel

Zarpa, Rómulo Lares y Rómulo Rancel.

11 La nueva autoridad electoral recae en las personas de Francisco

Carrasqueño López, como Presidente, reconocido profesor, ex decano

de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad del Zulia,

quien se venía desempeñando como conjuez agrario del TSJ; Ezequiel

Zamora, como vicepresidente, quien fuera secretario del extinto Conse-

jo Supremo Electoral; Oscar Battaglini, Rector principal e integrante de la

de la Comisión de Participación Política y Financiamiento, quien venía

ocupando una posición como profesor de Historia y Sociología de la

Universidad Católica de Venezuela; Jorge Rodríguez Gómez, Rector prin-

cipal y Director de la Junta Nacional Electoral, quién es médico, escritor e

hijo del dirigente de izquierda, de igual nombre, asesinado en los setenta

por razones políticas; y Sobilla Mejía, Rectora principal y Directora de la

Comisión de Registro Civil y Electoral, quien fuera secretaría y principal

vocera del CNE en 1998.
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11 de septiembre, Andrés Brito, consultor jurídico del

Consejo Nacional Electoral, hizo llegar a los cinco recto-

res del Poder Electoral el informe sobre la solicitud de

referendo revocatorio presidencial hecha por la organi-

zación SUMATE el 26 de agosto anterior y recomendó

que era inadmisible por extemporánea y por no cumplir

con los requisitos del artículo 72 de la Constitución Na-

cional. Dos días después, el CNE validó la sugerencia del

consultor jurídico, lo que significó rechazar 2.7 millones

de firmas recolectadas. Tal decisión confirmó para mu-

chos que la integración del CNE finalmente se hizo “a

modo” del gobierno, con lo cual se podría retardar o,

incluso, abortar la posibilidad de un proceso del

revocatorio.

La decisión del CNE no fue aceptada por la oposición

que, a través de la CD, presentó el 29 de septiembre una

nueva solicitud de referendo revocatorio presidencial y

también para algunos diputados oficialistas, la cual fue

finalmente aprobada por la autoridad electoral el 16 de

octubre. Por su parte, el gobierno solicitó también el

referendo revocatorio para 38 diputados de la oposición.

La nueva decisión del CNE contempló que la colecta de

firmas para respaldar el revocatorio de diputados sería

entre el 21 y 24 de noviembre y para la presidencial

entre el 28 de noviembre y el primero de diciembre, dan-

do lugar así a la realización del RR, tentativamente, entre

marzo y mayo del 2004.

Durante el mes de noviembre y parte de diciembre, se

realizaron las colectas de firmas tanto para destituir a 64

diputados, 38 de oposición y 26 oficialistas, como al presi-

dente Chávez. Las jornadas para la recolección de firmas

fueron calificadas por la OEA, el Centro Carter y la opinión

pública nacional como de “total normalidad” y como el

camino para resolver la crisis política del país. No obstan-

te, para los dos tipos de revocatorio, tanto oposición como

gobierno denunciaron irregularidades y mantienen versio-

nes distintas sobre las firmas recolectadas. En este punto

cabe recordar que bajo el mandato del artículo 72 de la

Constitución de Venezuela, se establece que la solicitud de

un RR deberá ser respaldada por al menos 20% de los

ciudadanos inscritos en el registro de electores de la cir-

cunscripción correspondiente al representante popular que

se pretenda destituir. En el caso de los diputados, el núme-

ro de firmas requeridas varía en cada caso, en función del

número de ciudadanos registrados en la circunscripción

correspondiente. En el caso de la solicitud para la destitu-

ción del presidente de la República, el número mínimo de

firmas requeridas es de 2, 452,179, en virtud de que el

total de empadronados a nivel nacional ascendía a 12,

260,895 ciudadanos.

A mediados de diciembre, tanto oposición como go-

bierno presentaron ante el CNE los paquetes con las

firmas recabadas. Para el momento en que se escribe

este trabajo (12 de febrero), la autoridad electoral no se

ha pronunciado sobre la procedencia del revocatorio.

Nuevamente, las dudas sobre la imparcialidad de la au-

toridad vuelven a emerger en la lógica de que ésta con-

taba con 30 días a partir del 5 de enero para resolver

sobre la procedencia del revocatorio. La opinión gene-

ralizada apunta a que la autoridad electoral va a dilatar

la realización del referendo durante los dos últimos años

del mandato presidencial, es decir, por lo menos entre

agosto 19 del 2004 (fecha cronológica en que se cum-

ple el cuarto año de mandato) y en el mejor de los

casos después del 10 de enero de 2005 (fecha oficial en

que se cumplen los cuatro años de gobierno) la realiza-

ción del RR, ya que, de acuerdo con la Carta Magna

(Art. 233), una vez transcurridos cuatro años del man-

dato, si el presidente faltara en los dos últimos años de

su periodo, el vicepresidente deberá sustituirlo. Con ello,

el presidente ganaría tres cosas: dejar sin efecto el re-

sultado adverso del revocatorio, obstruir el eventual

ascenso al poder de un candidato de la oposición, y

buscar postularse nuevamente como candidato en el

2006. La moneda está en el aire.

La atención de la comunidadLa atención de la comunidadLa atención de la comunidadLa atención de la comunidadLa atención de la comunidad
internacionalinternacionalinternacionalinternacionalinternacional

La participación de la comunidad internacional en la cri-

sis que vive el país ha influido positivamente en el desa-

rrollo de la misma. Entre mayo a diciembre de 2002, el

riesgo de un nuevo golpe de estado estuvo presente al

igual que las manifestaciones de protesta en contra del

régimen. La situación atrajo la atención de la comunidad

internacional a través de la Organización de Estados Ame-

ricanos (OEA) y de Estados Unidos a través del ex presi-

dente Carter. Para el 8 de noviembre de 2002 se conformó

un foro de diálogo y negociación, a iniciativa de Cesar

Gaviria, en su calidad de Secretario General de la OEA, a

fin de encontrar una solución electoral a la crisis venezo-

lana. A este foro se le conoció como Mesa de Negociación

y Acuerdo (MNA), conformada por el gobierno, la oposi-

ción aglutinada en la Coordinadora Democrática (CD) y

el Secretario General de la OEA. El nuevo foro contempló

también un mecanismo de verificación denominado Gru-
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po de Trabajo Tripartito (GTT), formado por la OEA, el

Centro Carter y el Programa de las Naciones Unidas para

el Desarrollo (PNUD), cuya función era la de garantizar

el cumplimiento de los acuerdos derivados de la MNA.

Uno de los temas que retomó la MNA inmediatamente

de su constitución fue la discusión del Referendo

Revocatorio.

Posteriormente, el 15 de enero de 2003 se crea en

Quito el Grupo de Amigos de Venezuela, integrado por

España, Portugal, Estados Unidos, Brasil, Chile y México, a

fin de apoyar una solución pacífica y democrática a la cri-

sis del país. La oposición celebró dicha creación como un

triunfo suyo en virtud de que la problemática acaparaba la

atención internacional, aunque los sectores radicales de la

misma desconfiaban de que la mediación del Grupo tuvie-

ra influencia real en las decisiones del gobierno. La misión

específica del “grupo de países amigos” era la de apoyar la

gestión negociadora de César Gaviria, como Secretario Ge-

neral de la OEA. La creación del Grupo permitirá transpa-

rentar el proceso de negociación y darle fuerza política e

institucional al papel de mediador que desempeñó esta

organización.

La mediación internacional, a través de la Mesa de

Diálogo, tuvo poco éxito político, y el 29 de mayo de

2003 las partes decidieron cancelarla, no obstante deben

destacarse dos acuerdos básicos que se lograron duran-

te su breve gestión y que en su momento llegaron a des-

tensar un tanto la relación entre gobierno y oposición. El

primero tuvo lugar el 18 de febrero de 2003, en donde

los representantes del Gobierno y la oposición firmaron

la Declaración contra la Violencia, por la Paz y la Democracia,

propuesta por César Gaviria. Los seis puntos del acuer-

do fueron: 1) La condena tanto a la intemperancia verbal

y a la violencia, sin importar su origen; 2) El rechazo a las

acciones vandálicas como forma de resolver las diferen-

cias; 3) El respeto a los derechos humanos entre los ciu-

dadanos; 4) El llamado a las principales instituciones del

país para generar acciones a favor de la paz; 5) Un papel

más responsable de los medios de comunicación y 6) La

creación de una comisión de enlace entre Gobierno y

oposición.

El segundo acuerdo se concretó el 29 de mayo, des-

pués de casi siete meses de negociaciones, en el que las

partes firmaron un acuerdo de 19 puntos que buscaba di-

rimir las diferencias políticas y despejar la vía para la reali-

zación de referendos revocatorios como alternativa para

encontrar una salida electoral a la crisis. Entre los puntos

centrales que comprendió el acuerdo se encontraban la

creación de la comisión de la verdad por parte de la Asam-

blea Nacional (AN), la urgencia de contar con un árbitro

electoral confiable, la no modificación de la Ley del Sufra-

gio y el compromiso con la libertad de expresión en me-

dio de la discusión de la Ley de Contenido, así como el la

disposición de recibir apoyo en materia electoral de la OEA,

del Centro Carter y del PNUD. Uno de los puntos que lla-

maron la atención es que con el acuerdo (punto 18) des-

aparece la Mesa de Negociación y Acuerdos como mecanismo

de negociación y cesó la participación del secretario gene-

ral de la OEA como mediador.

Independientemente de la efectividad política de la

presencia internacional en el conflicto venezolano, la aten-

ción de otros gobiernos en el caso de este país sudame-

ricano sirvió para ventilar la crisis en el país en una

dimensión global y coadyuvar a la resolución del conflic-

to a través de mecanismos institucionales. La atención

internacional se convirtió en una presión adicional para

Chávez y en un elemento coadyuvante para la causa de

la oposición.

Consideraciones finalesConsideraciones finalesConsideraciones finalesConsideraciones finalesConsideraciones finales

Venezuela se encuentra sumergida en una dinámica políti-

ca y económica que abre la posibilidad de una irrupción

social y una crisis institucional en la medida en que la pro-

blemática en cuestión no se resuelva por los cauces insti-

tucionales y por la vía democrática. Para la mayoría de la

población, la solución de fondo, a fin de reestablecer la

gobernabilidad democrática, debe pasar por la renuncia y

destierro de Chávez de la escena política venezolana, como

lo demuestran prácticamente todos los estudios de opi-

nión. No obstante, el gobierno ha manifestado su voluntad

de permanecer en funciones hasta el 2006 y de no reco-

nocer la validez de las firmas que respaldarían la solicitud

del revocatorio, aun cuando dos de cada tres venezolanos

rechazan su permanencia. De ahí que el revocatorio capte

la atención política nacional e internacional para el futuro

inmediato de Venezuela. En este marco, algunos posibles

escenarios del desenlace del revocatorio podrían ser los

siguientes:

1. Las condiciones internas y la fragilidad institucio-

nal de la Venezuela actual no resistirían la permanencia

de Chávez en el poder hasta el 2006. Es claro que por lo

menos dos tercios de la población del país desaprueben

la gestión del presidente. Por ello, la permanencia del

presidente en el poder o la cancelación o desconocimiento

del referendo revocatorio pondría al país en la antesala
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de la irrupción social. Así, la única vía posible de solución

permanente tendrá que ser por cauces institucionales que

no contemplan la permanencia del presidente en el car-

go. En este contexto, parece difícil que Hugo Chávez pueda

alargar su permanencia en el poder por medios demo-

cráticos lo que, en su caso, agudizaría el conflicto social

en ese país.

2. Una maniobra que podría intentar Chávez es apro-

vechar las actuales condiciones institucionales y los tiem-

pos legales que tomaría la instrumentación del revocatorio

para retrasar su realización por lo menos hasta después de

agosto del presente año en la lógica de renunciar a su car-

go. Como ya se ha señalado, una vez transcurridos cuatro

años del mandato, si el presidente faltara en los dos últi-

mos años de su periodo, el vicepresidente ejecutivo debe-

rá sustituirlo. Con ello, el presidente intentaría dejar sin

posibilidades la realización de un revocatorio que le resul-

taría adverso, obstruir el eventual ascenso al poder de un

candidato de la oposición y buscar postularse nuevamen-

te como candidato en el 2006.

3. En este contexto, Chávez intentaría participar en

los comicios presidenciales y competir con una decena

más de candidatos. La idea sería enfrentarse a una oposi-

ción dividida en la perspectiva de ser el candidato con

mayor número de votos, pues actualmente aún goza de un

33% de apoyo popular. Un abstencionismo del 40% podría

jugar también a su favor. La suma de estos elementos le

podría dar las posibilidades de ser el candidato ganador y

llegar al poder de nuevo. En tal sentido, la pregunta sería:

¿la oposición lo aceptaría?

4. Si Chávez pierde las elecciones presidenciales no

significaría el fin de su fuerza política. El MVR seguiría sien-

do el partido mayoritario en la Asamblea Nacional y ade-

más tiene oportunidades de ganar y retener varias guber-

naturas y municipios, lo que le permitiría tener un margen

de maniobra política importante. Esta situación manten-

dría vivo el proyecto de la Revolución Bolivariana y la posibi-

lidad de que Chávez regresara al poder en un futuro.

Como ya se señaló, el revocatorio es concebido como

el mecanismo idóneo para iniciar un proceso de reconci-

liación nacional e intentar resolver en lo inmediato la

crisis del país. Sin embargo, la problemática venezolana

actual solamente refleja una crisis política, institucional y

económica de grandes y profundas dimensiones y cuya

solución debe concebirse en el largo plazo. En tal senti-

do, el revocatorio tan sólo constituye un instrumento

procedimental y de coyuntura que no va a resolver la

problemática de la nación sudamericana. Si la oposición

encabeza el nuevo gobierno, el reto será de enormes di-

mensiones y no estará libre de contracorrientes que pue-

dan afectar la unión de la misma oposición. Por ello, más

allá de quién quede como titular del poder ejecutivo, Ve-

nezuela requiere una reforma institucional integral ur-

gente, en lo político y económico, que vaya dando cauce

a las demandas de la sociedad y que verdaderamente

retome las promesas incumplidas, no sólo de Chávez, sino

de los que lo antecedieron. Gobierno y oposición deben

estar concientes de ello si en realidad buscan consolidar

un régimen de instituciones sólidas en el país, desterrar

el caudillismo e impulsar un desarrollo económico inte-

gral que beneficie a las mayorías que hoy están margina-

das pues, a final de cuentas, el pueblo y el régimen de

instituciones de Venezuela son los más afectados por las

pugnas entre oposición y gobierno que hoy tienen al país

en un escenario de riesgo para la estabilidad institucio-

nal y la consolidación democrática.
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